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ACTA DE LA SESION ANTERIOR. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RETIRO DE INICIATIVA

Oficio de la diputada Alfa Eliana González Magallanes por el que solicita que se
retire de los registros de la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parla-
mentarias, la iniciativa con proyecto de decreto que expide el Reglamento de la
Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión, presentada el 27 de
noviembre de 2012. Se tiene por retirada. Actualícense los registros parlamenta-
rios.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TRABAJADORES MUERTOS EN LA CERVECERIA MODELO

Intervienen sobre el tema, desde su curul, los diputados:

Francisco Alfonso Durazo Montaño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Alfredo Zamora García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS EN MATERIA DE EMPRESTITOS

Oficio del diputado Carol Antonio Altamirano relativo a iniciativas en materia de
empréstitos. Se remite a la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Dipu-
tados y a la Cámara de Senadores.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene desde su curul el diputado Carol Antonio Altamirano.. . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE CULTURA DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

Comunicación de la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal por la
que invita a la ceremonia cívica conmemorativa del 318 aniversario luctuoso de
Juana de Asbaje y Ramírez de Santilla, mejor conocida como Sor Juana Inés de la
Cruz. Se designa comisión que represente a la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . 

EXHORTO A LOS TRES ORDENES DE GOBIERNO A ABSTENERSE DE
UTILIZAR RECURSOS DEL ERARIO CON FINES ELECTORALES

Oficio de la Consejería Jurídica del gobierno del estado de Oaxaca, con el que re-
mite contestación a punto de acuerdo, aprobado por la Cámara de Diputados, por
el que se exhorta a los tres órdenes de gobierno se abstengan de utilizar recursos
del erario con fines electorales. Se remite a la Comisión de Desarrollo Social,
para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUDITORIAS EN MATERIA DE DEUDA PUBLICA Y CONTRATACION DE
OBLIGACIONES DE PAGO

Oficio del gobierno del Distrito Federal, con la que remite contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Comisión Permanente, por el que exhorta a todas las en-
tidades federativas a que por medio de las entidades de fiscalización correspon-
dientes realicen auditorías en materia de deuda pública y contratación de obliga-
ciones de pago, tanto por parte de los municipios como por parte de las propias
entidades. Se remite al promovente, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO AL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL A QUE INFORME
SOBRE LOS PROGRAMAS DE SEGURIDAD PUBLICA PARA LA
ATENCION Y COMBATE DE LOS DELITOS DE ALTO IMPACTO

Oficio del gobierno del Distrito Federal, con la que remite contestación a punto de
acuerdo, aprobado por la Comisión Permanente, por el que exhorta respetuosa-
mente al Gobierno del Distrito Federal a que informe sobre los programas de se-
guridad pública para la atención y combate de los delitos de alto impacto, así co-
mo sobre las acciones que adoptará para atender la situación que se ha presentado
en días recientes. Se remite al promovente, para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . 
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INFORME CON LOS PROGRAMAS DE PROTECCION A MIGRANTES

Oficio del Instituto Nacional de Migración, con el que remite el informe con los
programas de protección de migrantes, y el acumulado, correspondiente al cuarto
trimestre de 2012, en alcance del enviado el 30 de enero de 2013. Se remite a las
Comisiones de Asuntos Migratorios y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su
conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INFORME CON LOS PROGRAMAS DE PROTECCION A MIGRANTES

Oficio del Instituto Nacional de Migración, con el que remite la información pú-
blica sobre los programas de protección de migrantes, y el acumulado, correspon-
diente al primer trimestre de 2013. Se remite a las Comisiones de Asuntos Migra-
torios y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se turna a
la Comisión de Deporte, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE LAS HACIENDAS PUBLICAS FEDERAL, 
ESTATALES Y MUNICIPALES

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley de las Haciendas Públicas Federal, Estatales y
Municipales, presentada por el senador Raúl Morón Orozco y de senadores inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PRD. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen; y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANIVERSARIO LUCTUOSO DEL GENERAL
EMILIANO ZAPATA SALAZAR

Agenda política, comentarios relativos al aniversario luctuoso del general Emilia-
no Zapata Salazar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En relación con el tema, participan los diputados:

Sonia Rincón Chanona (NA). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Cantú Garza (PT). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Monreal Ávila (MC). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Amílcar Augusto Villafuerte Trujillo (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Reymundo Nájera Medina (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Luis Miguel Ramírez Romero (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Maricela Velázquez Sánchez (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Javier Orihuela García, desde su curul, solicita minuto de silencio en
memoria del general Emiliano Zapata Salazar. El Presidente obsequia la petición.

LEY DE MIGRACION

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Asuntos Migratorios, con proyecto de decreto que reforma los artículos
20, 25, 69 y 107 de la Ley de Migración. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Fomento Cooperativo y Economía Social, con proyecto de decreto que
reforma el artículo 6 de la Ley General de Sociedades Cooperativas. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 36, 37 Bis y 37 Ter de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, en materia de áreas marinas protegidas. . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 51, 62, 116 y 139 de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

Discusión del dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de los artículos
343-A, 343-C, 343-D y 343-E de la Ley Federal del Trabajo. . . . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen la diputada Claudia Delgadillo González. . . . . . . . . . . . 

Para fijar posición de sus grupos parlamentarios intervienen los diputados:

José Angelino Caamal Mena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Arturo López Cándido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luisa María Alcalde Luján. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lourdes Adriana López Moreno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Trinidad Secundino Morales Vargas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Esther Quintana Salinas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Jorge del Ángel Acosta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En pro del dictamen el diputado Ricardo Mejía Berdeja. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presenta reserva el diputado Silvano Blanco Deaquino, se desecha.. . . . . . . . . . . 

Presenta reserva al artículo 343-A, el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, se
acepta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presenta reserva al artículo 343-C, fracción VII, el diputado Marcelo de Jesús To-
rres Cofiño. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Tomás Torres Mercado retira su reserva a esta fracción
y se allana a la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se acepta y reserva para su votación nominal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Presenta reserva al artículo 343-C, último párrafo, el diputado Marcelo de Jesús
Torres Cofiño, se acepta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Presenta reserva al artículo 343-E, fracción III, el diputado Tomás Torres Merca-
do, se acepta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Propone la adición de un artículo segundo transitorio, el diputado Ricardo Fidel
Pacheco Rodríguez, se acepta.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En contra de la adición el diputado Ricardo Mejía Berdeja.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban los artículos 343 A, 343 C y 343 E, con las modificaciones aceptadas
por la asamblea. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se aprueban los artículos transitorios, en sus términos, y la adición de un artículo
transitorio aprobado por la asamblea, pasa al Senado para sus efectos constitucio-
nales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

Discusión del dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los artículos 7, 9, 10, 11 y 14 de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. . . . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen la diputada Elvia María Pérez Escalante. . . . . . . . . . . . 

Para fijar posición de sus grupos parlamentarios intervienen los diputados:

Dora María Guadalupe Talamante Lemas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Manuel Jorrín Lozano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ana Lilia Garza Cadena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Yesenia Nolasco Ramírez. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Arturo Salinas Garza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Silvia Márquez Velasco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto, pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE VICTIMAS - 
CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

El Presidente, con base a lo que establece el artículo 87 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, anuncia la declaratoria de publicidad de dictamen de la Co-
misión de Justicia, con proyecto de decreto que reforma, deroga y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley General de Víctimas y reforma el primer párrafo del
artículo 182-R, del Código Federal de Procedimientos Penales.. . . . . . . . . . . . . . 

MODIFICACION DE TURNO DE INICIATIVA

Oficio de la Mesa Directiva relativo a modificación de turno de la minuta con pro-
yecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley de Organizaciones Ganaderas remitida el 4 de septiembre de 2012. Se turna a
la Comisión de Ganadería, para dictamen. Actualícense los registros parlamenta-
rios.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMBIOS EN COMISIONES

Cinco comunicaciones de la Junta de Coordinación Política en relación con cam-
bios en las Comisiones: de Asuntos de la Frontera Norte; de Asuntos Migratorios;
de Población;  de Atención a Grupos Vulnerables; de Agua Potable y Saneamien-
to;  de Hacienda y Crédito Público; de Derechos de la Niñez; de Asuntos Fronte-
ra Norte Sur-Sureste; de Reforma Agraria; de Turismo; de la Comisión Especial
de lucha contra la trata de personas; Parlamentaria Mixta México-Unión Eruropea.

Comunicación de la Junta de Coordinación Política en relación con cambios en el
Comité del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas; Comité del Centro de Es-
tudios de Derecho e Investigaciones Parlamentarias; Comité del Centro de Estu-
dios Sociales y de Opinión Públicas; Comité del Centro de Estudios para el Ade-
lanto de las Mujeres y la Equidad de Género; Comité del Centro de Estudios para
el Desarrollo Rural Sustentable y la Soberanía Alimentaria;  Comité de Informa-
ción, Gestoría y Quejas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Cuatro comunicaciones de la Junta de Coordinación Política en relación con cam-
bios en las Comisiones Especiales: De seguimiento a las prácticas monopólicas y
regulación de Mercados; Para dar seguimiento al cumplimiento de los Objetivos
del Milenio; De Alimentación; Para el desarrollo sustentable; De la agenda digital
y tecnologías de la información; De programas sociales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, la diputada Julisa Mejía Guardado solicita aclaración. . . . . . . . . 

Aprobados. Comuníquense.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEQUIA ATIPICA EN LOS 45 MUNICIPIOS DE NUEVO LEON

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se exhorta al secretario
de Gobernación a emitir la declaratoria de desastre natural a causa de la sequía atí-
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pica en los 45 municipios de Nuevo León y a destinar recursos del Fonden para
mitigar los efectos de ese fenómeno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado. Comuníquese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DICTAMENES DE PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

La presidenta solicita que sólo se dé lectura a los encabezados y se discutan en
conjunto. En votación económica se aprueba la propuesta. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LOS CONGRESOS DE LAS ENTIDADES DONDE NO 
SE HA LEGISLADO SOBRE EL DERECHO A LA NO DISCRIMINACION 
A EXPEDIR DISPOSICIONES LEGALES ENCAMINADAS A
PROHIBIRLA Y DESARROLLAR ACCIONES INSTITUCIONALES 
PARA COMPENSAR LA VIOLACION DE ESA GARANTIA

Discusión del dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los congresos de las entidades donde no se ha le-
gislado sobre el derecho a la no discriminación a expedir disposiciones legales en-
caminadas a prohibirla y desarrollar acciones institucionales para compensar la
violación de esa garantía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECHAZO A LOS ACTOS DE VIOLENCIA Y DISCRIMINACION 
LLEVADOS A CABO POR MEDIOS DE COMUNICACION PUBLICOS 
Y PRIVADOS DE QUINTANA ROO CONTRA LAS DIPUTADAS 
GRACIELA SALDAÑA FRAIRE Y ALICIA RICALDE MAGAÑA, 
ASI COMO EDITH MENDOZA PINO, EX ALCALDESA DE TULUM

Discusión del dictamen de la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de
acuerdo por los que la Cámara de Diputados manifiesta su rechazo a los actos de
violencia y discriminación llevados a cabo por medios de comunicación públicos
y privados de Quintana Roo contra las diputadas Graciela Saldaña Fraire y Alicia
Ricalde Magaña, así como Edith Mendoza Pino, ex alcaldesa de Tulum.. . . . . . . 

La diputada María de Lourdes Amaya Reyes fundamenta los 2 dictámenes de la
Comisión de Derechos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado José Francisco Coronato Rodríguez se refiere al dictamen por el que se
exhorta a los congresos de las entidades donde no se ha legislado sobre el derecho a
la no discriminación a expedir disposiciones legales encaminadas a prohibirla y de-
sarrollar acciones institucionales para compensar la violación de esa garantía. . . . . 

El diputado Ricardo Mejía Berdeja se refiere al dictamen por el que la Cámara de
Diputados manifiesta su rechazo a los actos de violencia y discriminación lleva-
dos a cabo por medios de comunicación públicos y privados de Quintana Roo con-
tra las diputadas Graciela Saldaña Fraire y Alicia Ricalde Magaña, así como Edith
Mendoza Pino, ex alcaldesa de Tulum. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde su curul, el diputado Vicario Portillo Martínez se refiere al dictamen por el
que se exhorta a los congresos de las entidades donde no se ha legislado sobre el
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derecho a la no discriminación a expedir disposiciones legales encaminadas a pro-
hibirla y desarrollar acciones institucionales para compensar la violación de esa
garantía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada Martha Lucía Mícher Camarena se refiere al dictamen por los que la
Cámara de Diputados manifiesta su rechazo a los actos de violencia y discrimina-
ción llevados a cabo por medios de comunicación públicos y privados de Quinta-
na Roo contra las diputadas Graciela Saldaña Fraire y Alicia Ricalde Magaña, así
como Edith Mendoza Pino, ex alcaldesa de Tulum. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobados los dos puntos de acuerdo. comuníquense.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

La Presidenta comunica que, en términos de los artículos 100 y 102 del Regla-
mento, las iniciativas y proposiciones serán turnadas a las comisiones que corres-
pondan, publicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITATORIO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE TRABAJOS. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION.. . . . . . . . . . . . . 

VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones de los siguientes dictámenes:

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo (en lo general). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo (en lo particular los artículos 343-A, 343-C y 343-
E, con las modificaciones aceptadas por la asamblea).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con proyecto de decreto que refor-
ma y adiciona diversas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo (en lo particular los artículos transitorios, en sus
términos, y la adición de un artículo transitorio aprobado por la asamblea). . . . . 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 7o., 9o., 10, 11 y 14 de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (en lo general y en lo particular). . . . . . . 

LISTA DE ASISTENCIA DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CORRESPON-
DIENTE A LA PRESENTE SESION. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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ANEXO I

Oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley General de Cultura Física y Deporte.

ANEXO 2

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a la iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 11 de abril de 2013, de conformidad con el artículo 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.



Presidencia del diputado 
José González Morfín

ASISTENCIA

El Presidente diputado José González Morfín: Pido a la
Secretaría que haga del conocimiento de esta Presidencia el
resultado del cómputo de asistencia de las diputadas y de
los diputados.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Se infor-
ma a la Presidencia que existen registrados previamente
259 diputadas y diputados, por tanto, hay quórum, presi-
dente.

El Presidente diputado José González Morfín (a las
11:05 horas): Gracias. Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado José González Morfín: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del or-
den del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta Parlamentaria.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura del orden
del día. Las diputadas y los diputados que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputa-
dos que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayo-
ría por la afirmativa, presidente. Se dispensa la lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias.— Primer año de
ejercicio.— LXII Legislatura.

Orden del día 

Jueves 11 de abril de 2013

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la diputada Alfa Eliana González Magallanes

En relación a retiro de iniciativa.

Del diputado Carol Antonio Altamirano

Relativa a iniciativas en materia de empréstitos.

De la Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito
Federal

Por la que invita a la ceremonia cívica conmemorativa del
318 aniversario luctuoso de Juana de Asbaje y Ramírez de
Santillana.

De la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado de
Oaxaca

Con la que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Diputados, por el que se exhorta a los
tres órdenes de gobierno se abstengan de utilizar recursos
del erario con fines electorales.

De la Secretaría de Gobierno del Distrito Federal

Dos, por las que remite contestaciones a Puntos de Acuer-
do aprobados por la Comisión Permanente correspondien-
te a su primer receso.

Del Instituto Nacional de Migración

Con la que remite el Informe que contiene los programas
de protección a migrantes, así como el acumulado, corres-
pondiente al cuarto trimestre 2012, en alcance al enviado el
30 de enero de 2013.

Con la que remite la información de carácter público que
los programas de protección a migrantes, así como el acu-
mulado, correspondiente al primer trimestre de 2013.

Minuta

Con proyecto de Ley General de Cultura Física y Deporte.
(Turno a Comisión)

Iniciativa de ley de senador

Con proyecto de decreto que Expide la Ley de las Hacien-
das Públicas Federal, Estatales y Municipales, presentada
por el senador Raúl Morón Orozco, y de senadores inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)
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Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno

De la Junta de Coordinación Política.

Agenda política

Comentarios relativos al aniversario luctuoso del general
Emiliano Zapata Salazar, a cargo de los Grupos Parlamen-
tarios.

Declaratoria de publicidad de los dictámenes

De la Comisión de Asuntos Migratorios, con proyecto de
decreto que reforma los artículos 20, 25, 69 y 107 de la Ley
de Migración.

De la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía So-
cial, con proyecto de decreto que reforma el artículo 6 de
la Ley General de Sociedades Cooperativas.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 36, 37 bis y 37 Ter de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, en materia de áreas protegidas
marinas.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 51, 62, 116 y 139 de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable.

Dictámenes a discusión
De leyes y decretos

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona los artículos 343-A,
343-C y 343-E de la Ley Federal del Trabajo.

De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con proyec-
to de decreto que reforma la fracción II del artículo 530 de
la Ley Federal del Trabajo.

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los artículos 7, 9, 10, 11 y 14 de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa.

Dictámenes a discusión
De puntos de acuerdo

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los Congresos de las enti-
dades donde no se ha legislado sobre el derecho a la no dis-
criminación, a expedir disposiciones legales encaminadas a
prohibirlas y desarrollar acciones institucionales para com-
pensar la violación de esa garantía.

De la Comisión de Derechos Humanos, con Puntos de
Acuerdo por los que la Cámara de Diputados manifiesta su
rechazo a los actos de violencia y discriminación llevados
a cabo por medios de comunicación públicos y privados de
Quintana Roo, en contra de las Diputadas Graciela Salda-
ña Fraire y Alicia Ricalde Magaña, así como de Edith
Mendoza Pino, ex alcaldesa del municipio de Tulum.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal
y Ejecutivos Estatales, para que en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, se promueva y privilegie la dignifi-
cación del Adulto Mayor.

De las Comisiones Unidas de Justicia y de Relaciones Ex-
teriores, con Puntos de Acuerdo por los que exhorta a la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores; a la Procuraduría Gene-
ral de la República y a la Comisión Nacional de Derechos
Humanos para que, en el ámbito de sus atribuciones, reali-
cen las acciones necesarias para el esclarecimiento de los
hechos en los que falleció el connacional menor de edad
José Antonio Elena Rodríguez en la línea de la frontera de
Nogales, Sonora, el pasado 10 de Octubre.

De la Comisión de Competitividad, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a diversos Congresos Estatales, para
que aprueben el proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 25 y 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Turismo, con Puntos de Acuerdo por los
que se exhorta al Ejecutivo federal, a través del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes y la Secretaría de Tu-
rismo, se establezca el Día Nacional de la Gastronomía
Mexicana.



De la Comisión de Energía, con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Energía a tomar medidas
para erradicar la extracción, manejo y distribución ilícitos
de gas LP en el país.

De la Comisión de Juventud, con punto de acuerdo por el
que se exhorta a los Congresos de las Entidades Federati-
vas, revisen su legislación civil, a fin de aumentar la edad
mínima para que ambos contrayentes puedan contraer ma-
trimonio.

De las Comisiones Unidas de Asuntos Migratorios, y de
Derechos de la Niñez, con punto de acuerdo por el que se
solicita a los titulares de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, del Instituto Nacional de Migración y del Desarro-
llo Integral de la Familia, constituir una base de datos con-
fiable, integral y compartida de niñas, niños y adolescentes
sin compañía, que sean repatriados de los Estados Unidos
de América y se promueva su protección más allá de la reu-
nificación familiar.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal para que,
por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores, se
pronuncie con el propósito de que las autoridades de los
Estados Unidos de América atiendan la opinión número
19/2005 del Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitra-
rias de la Comisión de Derechos Humanos de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, en relación con cinco ciuda-
danos cubanos.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones
Exteriores para que por conducto de la Procuraduría Gene-
ral de la República, solicite a las autoridades del Departa-
mento de Justicia de los Estados Unidos de América, una
vez que se hayan concluido los procesos penales en desa-
rrollo, la entrega al Gobierno de México, de los más de 2
millones de dólares que le fueron detectados en las Islas
Bermudas a Javier Villareal ex titular del Servicio de Ad-
ministración Tributaria del Estado de Coahuila.

De la Comisión del Distrito Federal, con Puntos de Acuer-
do por los que se exhorta a diversas autoridades del Go-
bierno del Distrito Federal, a garantizar el cumplimiento de
las leyes y reglamentos que permita a los ciudadanos, el
uso del espacio público con seguridad ante las diferentes
modalidades de desplazamiento.

De la Comisión del Distrito Federal, con Puntos de Acuer-
do por los que se exhorta al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, al Secretario de Gobierno y al Jefe Delegacional
en Venustiano Carranza, brindar apoyo a los locatarios
afectados por el incendio de la nave mayor del mercado de
La Merced.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Comisión Intersecretarial para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, incor-
porar en su Programa Nacional a las delegaciones Cuauh-
témoc, Álvaro Obregón, Benito Juárez y Venustiano Ca-
rranza, en calidad de “Demarcaciones Prioritarias”.

De la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Te-
rritorial, con Puntos de Acuerdo por los que se solicita al
Titular de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Medio Am-
biente del Estado de Tamaulipas, una opinión en la que se
evalúe el cumplimiento de las disposiciones legales en ma-
teria de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y
desarrollo urbano en relación con la regularización de vi-
vienda de las familias asentadas en el Fraccionamiento
Rincón de las Flores en Reynosa, Tamaulipas.

De las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público,
y de Transportes, con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la SHCP, a la SCT, BANOBRAS, y CAPUFE, pa-
ra eximir del cobro en la plaza 164 por la utilización del
Puente Carmen “El Zacatal”, ubicada en el Km. 165 de la
carretera federal 180 Villahermosa-Ciudad del Carmen.

De la Comisión de Asuntos Migratorios, con Puntos de
Acuerdo por los que se solicita a las secretarías de Gober-
nación y de Relaciones Exteriores, hagan pública la infor-
mación relativa a las negociaciones con el Gobierno de los
Estados Unidos de América, respecto a niños expatriados.

De la Comisión de Cambio Climático, con punto de acuer-
do por el que se exhorta al Ejecutivo federal para que en el
marco de la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo,
integre políticas públicas sobre cambio climático.

Iniciativas

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Sobre la Renta, de la Ley del Seguro Social y
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Mi-
nerva Castillo Rodríguez y suscrita por el diputado Manuel
Añorve Baños y diversos diputados del Grupo Parlamenta-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 201313



Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados14

rio del Partido Revolucionario Institucional. (Sólo Turno a
Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro social, a
cargo de la diputada Margarita Elena Tapia Fonllem, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 31 de la Ley del Servicio Público
de Energía Eléctrica, del diputado José Everardo Nava Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 4° de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ra-
món Antonio Sampayo Ortíz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 144 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Miguel Ángel Aguayo López, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 226 Bis de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, a cargo de la diputada Margarita Saldaña Her-
nández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 6o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Francisco
Alberto Zepeda González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o. y 27 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada María Guadalupe Sánchez San-
tiago, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 25 de la Ley del Servicio Público
de Energía Eléctrica, a cargo de la diputada Dora María
Guadalupe Talamante Lemas, del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Isidro Moreno Árcega, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 58, 63, 64 y 74 de la Ley Gene-
ral de Protección Civil, a cargo del diputado Raymundo
King De la Rosa, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 107 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y 231 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Ricardo Villarreal García, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 3o. de la Ley de la Comisión Na-
cional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a cargo
de la diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma los artículos 11, 25 y 149 de la Ley Federal de
Justicia para Adolescentes, a cargo de la diputada Lilia
Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 222 de la Ley del Impuesto Sobre
la Renta, a cargo del diputado Pedro Ignacio Domínguez
Zepeda y suscrita por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma el artículo 184 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Carlos Alberto García
González, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación, a cargo de la diputada María Gua-
dalupe Sánchez Santiago, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 8o. de la Ley del Instituto Mexica-
no de la Juventud, a cargo del diputado Fernando Charles-
ton Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 78 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)



Que reforma los artículos 3o. y 8o. de la Ley de Ayuda Ali-
mentaria para los Trabajadores, a cargo de la diputada Eli-
zabeth Vargas Martín del Campo, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 19 y adiciona los artículos 19 Bis
y 19 Ter a la Ley de Migración, a cargo de la diputada Lo-
renia Iveth Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del
Código Penal Federal, del Código Federal de Procedimien-
tos Penales, de la Ley Federal Contra la Delincuencia Or-
ganizada y de la Ley Federal para la Protección a Personas
que Intervienen en el Procedimiento Penal, a cargo del
diputado Felipe Arturo Camarena García, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México. (Turno a
Comisión)

Que adiciona un artículo 221-B a la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, a cargo del diputado Diego Sinhué Rodríguez
Vallejo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Civil Federal y del Código Federal de Procedimientos Ci-
viles, a cargo del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Sistema Nacional de Información Estadística y Geo-
gráfica, a cargo del diputado José Francisco Coronato Ro-
dríguez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 44 y 45 de la Ley General para
la Inclusión de las Personas con Discapacidad, a cargo del
diputado Genaro Carreño Muro, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o., 7o. y 14 de la Ley de los De-
rechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de la
diputada Martha Leticia Sosa Govea, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 37 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-

cardo Anaya Cortés, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Anaya Cortés, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Anaya Cortés, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona los artículos 73 y 117 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
de la diputada Angélica Rocío Melchor Vásquez, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 11 de la Ley de Migración, a cargo
del diputado Mauricio Sahui Rivero, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Que reforma los artículos 73 y 117 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado José Martín López Cisneros, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 6o., 25, 35 y 36 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, a cargo del diputado Mario Alejandro
Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 51 Bis 4 a la Ley General de Sa-
lud, a cargo del diputado Oscar Eduardo Ramírez Aguilar,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 199 Quintus del Código Penal
Federal y 194 del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrito
por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 37 y 43 de la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro, a cargo del diputado Ricardo
Cantú Garza, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo. (Turno a Comisión)
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Que reforma el artículo 5o. de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores, a cargo del diputado José
Angelino Caamal Mena, del Grupo Parlamentario Nueva
Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 65, 66, 67 y 69 de la Ley Gene-
ral de Educación, a cargo de la diputada Ma. Leticia Men-
doza Curiel, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley del Seguro Social y de la Ley
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, a cargo de la diputada Flor de María
Pedraza Aguilera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 73 y 117 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos y del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, a cargo del diputado Felipe Arturo Camarena García,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. (Turno a Comisión)

Que adiciona un artículo 9 Bis a la Ley de Coordinación
Fiscal, a cargo de la diputada Nelly del Carmen Vargas Pé-
rez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 153-T de la Ley Federal del Traba-
jo, a cargo del diputado José Arturo López Candido, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Puertos, a cargo del diputado Raúl Santos Galván Villa-
nueva, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley General de Protección Civil y
de la Ley General de Educación, a cargo del diputado
Humberto Armando Prieto Herrera, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Silvano Blanco Deaquino, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Que reforma el artículo 149 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, a cargo del diputado Gerardo Villanueva Al-
barrán, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.
(Turno a Comisión)

Que expide la Ley General de Economía Social y Solida-
ria, a cargo del diputado José Arturo López Candido, del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo. (Turno a Co-
misión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Armas de Fuego y Explosivos, del Código Pe-
nal Federal y del Código Federal de Procedimientos Pena-
les, a cargo del diputado Faustino Félix Chávez y suscrito
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 233 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Humberto Armando Prieto Herrera, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno
a Comisión)

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se solicita al Ejecutivo fe-
deral, decrete a Anáhuac, Nuevo León, como municipio
fronterizo, a cargo de la diputada María de Jesús Huerta
Rea y suscrita por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Urgen-
te resolución)

Con punto de acuerdo por el que esta Soberanía respalda la
Reforma Educativa publicada en el DOF el 26 de febrero
de 2013 y exhorta a los congresos de los estados de Gue-
rrero y Oaxaca, para que no promuevan legislaciones loca-
les que eliminen sus efectos y que puedan contravenir la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Fernando Rodríguez Doval, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Urgente reso-
lución)

Con punto de acuerdo relativo a la adquisición del edificio
del IFE, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila, del



Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Urgente re-
solución)

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Jefe de Go-
bierno del D.F. y a los delegados de Iztapalapa, Cuauhté-
moc, Gustavo A. Madero, Miguel Hidalgo, Tlalpan, Izta-
calco, Venustiano Carranza, Xochimilco y Benito Juárez, a
transferir al Instituto del Deporte del D.F., la administra-
ción de algunas de las instalaciones deportivas ubicadas
dentro de sus demarcaciones respectivas, a cargo del dipu-
tado Felipe de Jesús Muñoz Kapamas, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno
a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Querétaro, para que realice las acciones ne-
cesarias a fin de modernizar el transporte público en bene-
ficio de los habitantes de esa entidad federativa, a cargo del
diputado Marcos Aguilar Vega, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del Estado de México, para que establezca canales de in-
terlocución con los representantes populares y dirigencias
estatales que no coinciden en militancia con su partido, a
cargo de la diputada Josefina Salinas Pérez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
federal, para que a través de la SHCP, integre en el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018, políticas públicas de
movilidad sustentable, suscrito por los diputados Rosa El-
ba Pérez Hernández y Arturo Escobar y Vega, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SSA y al
Censida, para que transparenten y argumenten el proceso
de dictaminación de la Convocatoria pública para la imple-
mentación de estrategias de prevención combinada para el
fortalecimiento de la respuesta ante el VIH y el SIDA 2013,
suscrito por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricar-
do Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento
Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, para

que determine la creación de esa Comisión en el estado de
Nuevo León, a cargo de la diputada María de Jesús Huerta
Rea, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
de las entidades federativas y del D.F., para que vigilen y
supervisen el correcto funcionamiento de las instituciones
públicas y privadas encargadas de la custodia, cuidado y
atención de la niñez, y a sus congresos a legislar en la ma-
teria, suscrita por los diputados Carmen Lucía Pérez Ca-
marena y Fernando Larrazábal Bretón, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Sagarpa, para que de las partidas asignadas al Programa
Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable,
se otorguen los recursos a los productores de caña de azú-
car para la adquisición de fertilizantes, a cargo de la dipu-
tada Yazmín de los Ángeles Copete Zapot, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob, pa-
ra que atienda las recomendaciones de la CNDH, estable-
cidas en la Agenda Nacional de Derechos Humanos 2013,
en especial las relacionadas con los homicidios violentos y
desapariciones forzadas, suscrito por los diputados Ricardo
Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que firme y ratifique el tercer protocolo faculta-
tivo de la Convención sobre los Derechos del Niño, relati-
vo a un procedimiento de comunicaciones, a cargo de la
diputada Flor Ayala Robles Linares, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la SRE, se den los trámites ne-
cesarios para que México se adhiera al Convenio del Con-
sejo de Europa, para la protección de los niños contra la
explotación sexual y el abuso sexual, conocido como
“Convenio de Lanzarote”, suscrita por diversas diputadas
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral y a la Cámara de Senadores, para que realicen una in-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 201317



Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

mediata revisión del TLCAN, en su Capítulo VII, relativo
al campo, a cargo de la diputada María del Socorro Cese-
ñas Chapa, del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los Poderes
de la Unión y a los tres órdenes de gobierno, para que
adopten políticas o criterios de selección de ingreso, pro-
moción y permanencia de su planta laboral, para las perso-
nas que cuentan con cualquier tipo de discapacidad, a car-
go del diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del
Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a
Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que emita el Reglamento de la Ley General pa-
ra Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia
de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las
Víctimas de estos Delitos, a cargo de la diputada Regina
Vázquez Saut, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno del
estado de Tlaxcala, a ser respetuoso y promotor de la liber-
tad de expresión y garantizar los derechos y la soberanía de
las personas que ejercen la labor periodística, a cargo de la
diputada Aurora de la Luz Aguilar Rodríguez, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SCT y a la
CFE, para que implementen un plan emergente para preve-
nir y mitigar los efectos dañinos a las telecomunicaciones,
así como a la generación y distribución de energía eléctri-
ca, derivados de la actividad solar intensa (Eyección de
Masa Coronal, CME), a cargo del diputado Andrés Eloy
Martínez Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal, para que incorpore en el Plan Nacional de Desa-
rrollo, el Acuerdo de Intención para la Elaboración e Ins-
trumentación del Programa Integral para el Desarrollo del
Istmo, signado entre los gobiernos de Oaxaca, Veracruz,
Chiapas y Tabasco, a cargo del diputado Carol Antonio Al-
tamirano, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Director Ge-
neral de Pemex, para que garantice el mantenimiento inte-

gral de las instalaciones y ductos de la paraestatal, a cargo
del diputado Fernando Cuéllar Reyes, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a los principios que regulan
la diplomacia parlamentaria, a cargo del diputado Víctor
Manuel Bautista López, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Cofepris,
a fin de que limite el uso de productos que contengan Bis-
fenol A, a cargo de la diputada Eva Diego Cruz, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo para que la SHCP y la Cámara de
Diputados, instalen una mesa de trabajo para analizar los
resultados y metas alcanzadas del “Decreto por el que se
otorgan diversos beneficios fiscales en materia del impues-
to sobre la renta, de derechos y aprovechamientos”, del 5
de diciembre de 2008, así como los resultados esperados y
previstos con la inclusión del último párrafo del artículo 9º
de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2013, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que implemente un plan emergente para com-
batir la inseguridad y la fuerte ola de violencia que aqueja
a diversos estados de la República Mexicana, a cargo del
diputado Andrés Eloy Martínez Rojas, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. (Tur-
no a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a la solución del conflicto de
la Compañía Mexicana de Aviación, a cargo de la diputada
Claudia Elena Águila Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que en Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018,
se considere el aprovechamiento sustentable del agua co-
mo una estrategia de seguridad nacional, a cargo del dipu-
tado Javier Orihuela García, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que modifique la denominación del “Espacio



Conmemorativo y Monumento Estela de Luz” por la de
“Memorial de las Víctimas de la Violencia, Estela de Paz”
y a transformar “Centro de Cultura Digital Estela de Luz”
en “Centro de la Memoria y de la Paz”, a cargo de la dipu-
tada Margarita Elena Tapia Fonllem, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática y suscrita
por diputados integrantes de diversos grupos parlamenta-
rios. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se solicita a la Conagua,
para que haga del conocimiento de la opinión pública los
motivos por los que el contrato para la construcción del tú-
nel emisor oriente, incrementó su monto y se reprogramó
el periodo de ejecución de los trabajos, a cargo del dipu-
tado Roberto Carlos Reyes Gámiz, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Co-
misión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través del titular de la CFE, se haga del
conocimiento público los impactos sociales, económicos y
medioambientales que implica el Proyecto Integral More-
los, en perjuicio de los pobladores de los estados de More-
los, Puebla y Tlaxcala, a cargo de la diputada Claudia Eli-
zabeth Bojórquez Javier, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los titulares
de la CFE y de la PGR, para que cesen la criminalización
y penalización en contra de usuarios de la energía eléctri-
ca, por falta de condiciones económicas para pagar las ta-
rifas por este servicio, a cargo de la diputada Claudia Eli-
zabeth Bojórquez Javier, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno
Federal y a los gobiernos locales, en particular a los de
Guerrero, Oaxaca y Michoacán, para que resuelvan el con-
flicto magisterial en base al respeto, las vías del diálogo y
la negociación, a cargo de la diputada María del Socorro
Ceseñas Chapa, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobernador
del estado de Sonora, para que se respete y se haga respe-
tar el derecho de libre manifestación y asociación de la ciu-
dadanía en la entidad, a cargo de la diputada Lorenia Iveth
Valles Sampedro, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Segob, pa-
ra que en el Pacto por México y el Programa Nacional pa-
ra la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia,
se incorporen programas, estrategias y acciones específicas
dirigidas a la atención de las niñas, niños y adolescentes, a
cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez Piña, del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a la detención de ejidatarios
de la comunidad San Antonio de la Huerta, del municipio
de Soyopa, estado de Sonora, a cargo del diputado Trinidad
Morales Vargas, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. (Turno a Comisión).»

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado José González Morfín: En virtud
de que se encuentra publicada en la Gaceta Parlamentaria,
proceda la Secretaría a someter a discusión el acta de la se-
sión anterior.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la
afirmativa, presidente.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes nueve de abril de dos
mil trece, correspondiente al Segundo Periodo de Sesiones
Ordinarias del Primer Año de Ejercicio de la Sexagésima
Segunda Legislatura.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos-
cientos cincuenta y nueve diputadas y diputados, a las on-
ce horas con siete minutos del martes nueve de abril de dos
mil trece, el Presidente declara abierta la sesión.
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En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; acto seguido se somete a discusión el Acta
de la Sesión anterior y, no habiendo oradores registrados,
en votación económica se aprueba.

Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la Mesa Directiva, en relación a modificación de tur-
no de la iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona el artículo ciento cuarenta y uno Bis al Código Pe-
nal Federal, presentada por el diputado Jorge Francisco So-
tomayor Chávez, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, el veintiuno de marzo de dos mil trece. De
conformidad con lo que establecen los artículos setenta y
tres, y setenta y cuatro, numeral dos, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, se modifica y se turna a la Comisión
de Justicia, para dictamen, y a la Comisión de Derechos
Humanos, para opinión. Actualícense los registros parla-
mentarios.

b) De la Comisión de Gobernación, relativa a la informa-
ción proporcionada por la Procuraduría General de la Re-
pública, relacionada con los posibles hechos delictivos en
contra de la vida del diputado Ricardo Monreal Ávila y del
senador David Monreal Ávila. De enterado. Desde su curul
realiza comentarios con relación al tema el diputado Fran-
cisco Alfonso Durazo Montaño, de Movimiento Ciudada-
no.

Desde su curul el diputado Trinidad Secundino Morales
Vargas, del Partido de la Revolución Democrática, solicita
a la Presidencia un minuto de silencio en memoria de los
siete trabajadores fallecidos en instalaciones de la cervece-
ra Grupo Modelo, localizada en la delegación Miguel Hi-
dalgo del Distrito Federal. El Presidente obsequia dicha so-
licitud.

c) De la diputada María del Rocío Corona Nakamura, del
Partido Revolucionario Institucional, por la que solicita
que se retiren de los registros de la Comisión de Juventud
los siguientes asuntos:

• Iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo once de la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud, presentada el catorce de marzo de dos mil trece.

• Proposición con punto de acuerdo, por el que se ex-
horta a los Gobiernos Estatales y Municipales para que

los puestos de dirección de todos los espacios guberna-
mentales destinados a la atención de las temas referen-
tes a la juventud, presentada el diecinueve de marzo del
año en curso.

Se tienen por retiradas, actualícense los registros parla-
mentarios.

d) De la Secretaría de Gobernación:

• Con la que solicita el permiso constitucional necesario
para que la ciudadana Nohemí Lira Albarrán, pueda pres-
tar sus servicios en la Embajada de los Estados Unidos de
América en México, e informa que el ciudadano Gilber-
to de Jesús Cardeña Ciau ha dejado de prestar servicios
en el Consulado General de los Estados Unidos de Amé-
rica en Mérida, Yucatán. La solicitud de permiso, se tur-
na a la Comisión de Gobernación, para dictamen. Por lo
que se refiere al ciudadano que deja de prestar servicios,
comuníquese a las Comisiones de Gobernación de la
Cámara de Diputados, y de la Cámara de Senadores,
para su conocimiento.

• Con la que remite el Informe Anual sobre las Conce-
siones Otorgadas y Autorizadas durante el Ejercicio Fis-
cal dos mil doce por la Secretaría de la Función Públi-
ca, a través del Instituto de Administración y Avalúos de
Bienes Nacionales. Se remite a la Comisión de Transpa-
rencia y Anticorrupción, para su conocimiento.

• Tres, con las que remite contestaciones a puntos de
acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados. Se re-
miten a las Comisiones correspondientes, para su cono-
cimiento.

• Con la que remite contestación a punto de acuerdo
aprobado por la Comisión Permanente correspondiente
al Primer Receso, relativo a la industria azucarera. Se
remite al promovente, para su conocimiento.

e) De la Procuraduría Federal del Consumidor, con la que
remite alcance a la contestación a punto de acuerdo apro-
bado por la Cámara de Diputados, relativo a la carne de po-
llo y huevos provenientes de las instalaciones donde se ha
detectado el virus de la influenza aviar. Se remite a las Co-
misiones de Economía, y de Ganadería, para su conoci-
miento.



f) Del Congreso del Estado de México:

• Por el que remite Fe de Erratas en relación con la Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto que reforma el segundo
párrafo del artículo diecinueve de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, enviada el cinco
de marzo del año en curso. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su atención.

• Por la que remite Fe de Erratas en relación con la Ini-
ciativa con Proyecto de Decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley Federal de Armas de Fuego y
Explosivos, y el Código Federal de Procedimientos Pe-
nales, enviada el cinco de marzo del año en curso. Se
turna a las Comisiones Unidas de Defensa Nacional, y
de Justicia, para su atención.

g) De la Cámara de Senadores, acuerdo aprobado por el
Senado de la República, por el que exhorta a las comisio-
nes de Seguridad Pública, y de Derechos Humanos de am-
bas cámaras, a dar seguimiento puntual a cualquier atenta-
do en contra de medios de comunicación y periodistas, así
como a los actos que pongan en riesgo el ejercicio de la li-
bertad de expresión y el derecho a la información. Se turna
a las Comisiones de Seguridad Pública, y de Derechos Hu-
manos, para su atención.

h) De la Cámara de Senadores:

• Con la que remite Minuta con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud, en materia de atención preventiva inte-
grada a la salud, para los efectos de la Fracción E del ar-
tículo setenta y dos de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen.

• Con la que remite Iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de
la Ley Federal de Derechos, y de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, presentada por el senador Carlos Alberto
Puente Salas, del Partido Verde Ecologista de México.
Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciativas
con proyecto de decreto a los diputados:

• Omar Antonio Borboa Becerra, del Partido Acción Na-
cional, que reforma el artículo cuarenta y dos de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos. Se turna a la Comisión de Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

Presidencia de la diputada
Patricia Elena Retamoza Vega.

• José Arturo López Candido, del Partido del Trabajo,
que reforma los artículos quinto y ciento veintitrés de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y adiciona un artículo ciento cincuenta y ocho Bis a la
Ley Federal del Trabajo. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales, y de Trabajo y Previ-
sión Social, para dictamen.

• Lucila Garfias Gutiérrez, de Nueva Alianza, que refor-
ma el artículo veintisiete de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal y expide la Ley General
del Sistema Nacional de Vigilancia y Supervisión de las
instituciones públicas y privadas de Asistencia Social en
las que se encuentran niñas, niños y adolescentes. Se
turna a las Comisiones Unidas de Gobernación, y de
Derechos de la Niñez, para dictamen; y a las Comisio-
nes de Presupuesto y Cuenta Pública, y de Atención a
Grupos Vulnerables, para opinión.

• José Luis Valle Magaña, de Movimiento Ciudadano,
que reforma los artículos séptimo y treinta de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. Se turna a
la Comisión de Transportes, para dictamen.

• María del Socorro Ceseñas Chapa, del Partido de la
Revolución Democrática, que reforma y adiciona diver-
sas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se tur-
na a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen.

• Ricardo Astudillo Suárez, a nombre propio y del dipu-
tado Arturo Escobar y Vega, del Partido Verde Ecolo-
gista de México, que adiciona un artículo ciento cin-
cuenta y cinco Bis a la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la Co-
misión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen.

• Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, a nombre pro-
pio y de los diputados Manlio Fabio Beltrones Rivera,
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Luis Alberto Villarreal, y Consuelo Argüelles Loya, de
los Partidos Revolucionario Institucional y Acción Na-
cional, que reforma el artículo dieciséis de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Ar-
tículo Décimo Primero Transitorio del Decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
dieciocho de junio de dos mil ocho. Se turna a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

La Presidencia informa a la Asamblea que se encuentran
publicados en la Gaceta Parlamentaria los dictámenes con
proyecto de decreto de las Comisiones:

a) De Pesca, que adiciona una fracción trigésima séptima
Bis al artículo octavo, y una fracción décima quinta al artí-
culo veinte, de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables. 

b) De Trabajo y Previsión Social:

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo.

• Que reforma la fracción segunda del artículo quinien-
tos treinta de la Ley Federal del Trabajo. 

c) De Economía, que reforma y adiciona los artículos sie-
te, nueve, diez, once, y catorce de la Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa.

d) De Energía, que ratifica la Estrategia Nacional de Ener-
gía.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cum-
ple con la declaratoria de publicidad.

A las doce horas con diez minutos, por instrucciones de la
Presidencia, se cierra el sistema electrónico de asistencia
con un registro de cuatrocientos sesenta y un diputadas y
diputados.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

En virtud de haberse cumplido con la declaratoria de pu-
blicidad, en votación económica se autoriza someter a dis-

cusión y votación de inmediato el dictamen con proyecto
de decreto de la Comisión de Energía, que ratifica la Estra-
tegia Nacional de Energía. Se concede el uso de la palabra
para fundamentar el dictamen a nombre de la Comisión al
diputado Williams Oswaldo Ochoa Gallegos. Para fijar la
postura de sus respectivos grupos parlamentarios intervie-
nen los diputados: Dora María Guadalupe Talamante Le-
mas, de Nueva Alianza; José Alberto Benavides Castañeda,
del Partido del Trabajo; Ricardo Mejía Berdeja, de Movi-
miento Ciudadano; Laura Ximena Martel Cantú, del Parti-
do Verde Ecologista de México; Luis Ángel Xariel Espino-
sa Cházaro, del Partido de la Revolución Democrática;
Juan Bueno Torio, del Partido de Acción Nacional; y Blan-
ca María Villaseñor Gudiño, del Partido Revolucionario
Institucional. Se somete a discusión en lo general y en lo
particular e intervienen en contra los diputados: Aleida
Alavez Ruiz, del Partido de la Revolución Democrática;
Germán Pacheco Díaz, del Partido de Acción Nacional; y
Lilia Aguilar Gil, del Partido del Trabajo. Sin más oradores
registrados, en votación nominal por doscientos treinta y
siete votos a favor; ciento veinticinco en contra; y noventa
y nueve abstenciones, se aprueba en lo general y en lo par-
ticular el proyecto de decreto que ratifica la Estrategia Na-
cional de Energía. Pasa al Ejecutivo, para sus efectos cons-
titucionales.

Presidencia del diputado
José González Morfín

Se da cuenta con acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica:

• Con relación a cambios de integrantes y Juntas Direc-
tivas en Comisiones Ordinarias, Especiales y Comités.
En votación económica se aprueba. Comuníquese.

• Por el que se define la integración de la Junta Directi-
va de la Comisión Especial que se ocupa de indagar el
funcionamiento de las instancias del Gobierno Federal
relacionadas con el otorgamiento de permisos para jue-
gos y sorteos. En votación económica se aprueba. Co-
muníquese.

• Por el que se exhorta a la Comisión Nacional del Agua
a implantar medidas urgentes para garantizar el sumi-
nistro de agua para actividades agrícolas en los distritos
de riego 025 y 026, en el estado de Tamaulipas. En vo-
tación económica se aprueba. Comuníquese.



• Por el que solicita respetuosamente a la Secretaría de
Gobernación, libere los recursos correspondientes al
Fondo de Desastres Naturales con la misma oportunidad
con que fue revisada la “Declaratoria de emergencia”
emitida el veintiséis de marzo del presente con motivo
de los incendios forestales presentados en el Estado de
San Luis Potosí. En votación económica se aprueba.
Comuníquese.

En votación económica se autoriza dar lectura a los enca-
bezados de los diez dictámenes con puntos de acuerdo de
la Comisión de Equidad, y Género. La secretaría les da lec-
tura.

Se concede el uso de la palabra para fundamentar los dic-
támenes a nombre de la Comisión a la diputada Rosalba de
la Cruz Requena, y se someten a discusión y votación:

• Por los que se solicita al Ejecutivo Federal, fortalezca
los programas y los mecanismos de atención para com-
batir la violencia contra las niñas y mujeres, a efecto de
que puedan ser implementados de manera eficiente y
equitativa. Para referirse al punto de acuerdo interviene
la diputada Lorena Méndez Denis, de Movimiento Ciu-
dadano.

• Por el que se exhorta al titular de la Secretaría de Agri-
cultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimenta-
ción, a incrementar los apoyos a favor de las mujeres ru-
rales. Para referirse al punto de acuerdo interviene la
diputada Aida Fabiola Valencia Ramírez, de Movimien-
to Ciudadano.

• Relativos a lo sucedido en Tacotalpa, Tabasco. Para re-
ferirse al punto de acuerdo interviene la diputada Nelly
del Carmen Vargas Pérez, de Movimiento Ciudadano. 

• Relativo a la revisión de las Reglas de Operación de
los Programas contenidos en el anexo diez “Erogacio-
nes para la Igualdad entre Mujeres y Hombres”, confor-
me a lo establecido en el Presupuesto de Egresos de la
Federación dos mil doce. Para referirse al punto de
acuerdo interviene el diputado Juan Luis Martínez Mar-
tínez, de Movimiento Ciudadano.

• Por el que se exhorta a los Congresos Estatales a ar-
monizar su legislación conforme a lo establecido en la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y en el Código Penal Federal, en materia de

Feminicidios. Para referirse al punto de acuerdo inter-
viene el diputado José Francisco Coronato Rodríguez,
de Movimiento Ciudadano. 

• Por el que se exhorta a la Procuraduría General de Jus-
ticia del Estado de Sinaloa, a aplicar en coordinación
con la Fiscalía Especial para los delitos de Violencia
contra las Mujeres y Trata de Personas, las medidas ne-
cesarias para atender el creciente índice de Feminicidios
en la entidad. Para referirse al punto de acuerdo inter-
viene la diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro, del
Partido de la Revolución Democrática.

• Por el que se exhorta a los Congresos Estatales a ar-
monizar su legislación conforme a lo establecido en el
Código Federal de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, en materia de acceso pleno y permanencia de las
mujeres en los cargos de elección popular.

• Por los que se solicita a la Fiscalía Especial para los
Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Per-
sonas de la Procuraduría General de la República que
coadyuve con la Procuraduría Estatal en las investiga-
ciones relacionadas con los feminicidios presentados en
Tula, Hidalgo. Para referirse al punto de acuerdo inter-
viene el diputado Ricardo Mejía Berdeja, de Movimien-
to Ciudadano.

• Por los que se exhorta al Gobernador del Estado de
Querétaro con relación a la ola de secuestros y desapa-
riciones de personas en la entidad; y al Congreso local a
realizar los trabajos legislativos pertinentes para tipifi-
car el delito de feminicidio. 

• Por el que se exhorta a los Ejecutivos Federal y Esta-
tales a establecer de manera corresponsable Centros de
Justicia para Mujeres, y para que sean reforzados en
aquellas entidades donde ya existen. 

Sin más oradores registrados en votación económica se
aprueban en conjunto los puntos de acuerdo. Comuníquen-
se.

En su oportunidad y desde sus respectivas curules realizan
moción de procedimiento la diputada Martha Lucía Mícher
Camarena, del Partido de la Revolución Democrática; Ma-
nuel Añorve Baños, del Partido Revolucionario Institucio-
nal; y Raquel Jiménez Cerrillo, del Partido de Acción Na-
cional.
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En votación económica se autoriza dar lectura a los enca-
bezados y someter a discusión los tres dictámenes con pun-
tos de acuerdo de la Comisión de Derechos de la Niñez. La
Secretaría les da lectura.

Se concede el uso de la palabra para fundamentar los dic-
támenes a nombre de la Comisión a la diputada a la dipu-
tada Verónica Beatriz Juárez Piña y se someten a discusión
y votación:

• Por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que or-
ganice e instale el Consejo Nacional de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Inte-
gral Infantil. Para referirse al punto de acuerdo intervie-
nen los diputados Lucila Garfias Gutiérrez, de Nueva
Alianza; y José Antonio Hurtado Gallegos, de Movi-
miento Ciudadano.

• Por el que se exhorta respetuosamente a los Congresos
de los Estados de la Federación, para que legislen prio-
rizando el interés superior de la infancia, tomando en
cuenta la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los convenios internacionales suscritos y ra-
tificados por el Estado Mexicano y las recomendaciones
que de ellos emanan para preservar los derechos de las
niñas, niños y adolescentes. Para referirse al punto de
acuerdo interviene el diputado Gerardo Villanueva Al-
barrán, de Movimiento Ciudadano.

• Por los que se exhorta a la Secretaría de Gobernación
y a la Secretaría de Educación Pública, para que esta-
blezcan una estrategia nacional de prevención infantil
contra abusos producto de la navegación insegura de las
niñas, niños y adolescentes en Internet; asimismo se ex-
horta a las legislaturas de los estados y a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, para que legislen en la
materia. Para referirse al punto de acuerdo interviene el
diputado Juan Ignacio Samperio Montaño, de Movi-
miento Ciudadano.

Sin más oradores registrados en votación económica se
aprueban en conjunto los puntos de acuerdo. Comuní-
quense.

De conformidad con el artículo cien y ciento dos del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, las siguientes iniciativas
y proposiciones registradas en el Orden del Día de esta se-
sión serán turnadas a las comisiones que correspondan, pu-
blicándose el turno en la Gaceta Parlamentaria:

a) Iniciativas con proyectos de decreto:

• Víctor Manuel Jorrín Lozano, de Movimiento Ciuda-
dano, que reforma los artículos segundo y sexto de la
Ley de Coordinación Fiscal. Turno: Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. 

• Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano, que
reforma los artículos doscientos cuarenta y nueve y tres-
cientos seis del Código Penal Federal. Turno: Comisión
de Justicia, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ri-
cardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano, que
reforma los artículos séptimo de la Ley General de Edu-
cación, ciento trece de la Ley General de Salud y vein-
tiocho de la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes. Turno: Comisiones Uni-
das de Educación Pública y Servicios Educativos, y de
Salud, para dictamen, y a la Comisión de Derechos de la
Niñez, para opinión. 

• Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ri-
cardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano, que
reforma el artículo ciento veintitrés de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Turno: Co-
misión de Puntos Constitucionales, para dictamen. 

• Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano, que
reforma el artículo treinta y tres de la Ley General de
Educación. Turno: Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja y suscrito por el diputado Ri-
cardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor y de la Ley Federal
de Radio y Televisión. Turno: Comisiones Unidas de
Economía, y de Radio y Televisión, para dictamen. 

• Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano, que
reforma los artículos trescientos veinte, trescientos vein-
ticuatro, y trescientos treinta y cuatro de la Ley General
de Salud. Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

• Miriam Cárdenas Cantú, del Partido Revolucionario
Institucional, que reforma, adiciona y deroga diversas



disposiciones de la Ley de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos. Turno: Comisión de Derechos Hu-
manos, para dictamen. 

• Ricardo Monreal Ávila y suscrito por el diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano, que
reforma los artículos ciento treinta y dos, y ciento se-
tenta de la Ley Federal del Trabajo. Turno: Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen. 

• Loretta Ortíz Ahlf, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, que reforma los artículos setenta y cua-
tro, y ochenta y nueve de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Turno: Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. 

• María Sanjuana Cerda Franco y suscrita por el dipu-
tado Rosendo Serrano Toledo, de los Grupos Parlamen-
tarios de Nueva Alianza y del Partido de la Revolución
Democrática, respectivamente, que reforma el artículo
veinticinco de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la
Defensa del Contribuyente. Turno: Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja y suscrito por el diputado Ri-
cardo Monreal Ávila, de Movimiento Ciudadano, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud, y del Código Civil Federal. Turno: Co-
misiones Unidas de Salud, y de Justicia, para dictamen. 

• José Francisco Coronato Rodríguez, de Movimiento
Ciudadano, que reforma el artículo veintiséis de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. 

b) Proposiciones con puntos de acuerdo:

• María Fernanda Schroeder Verdugo, del Partido Revo-
lucionario Institucional, por el que se exhorta al director
del Instituto Mexicano del Seguro Social, para que im-
plemente mecanismos que regulen las guarderías subro-
gadas a nivel nacional. Se turna a la Comisión de Segu-
ridad Social, para dictamen. 

• Germán Pacheco Díaz, del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta a la Secretaría de energía, para que
se publique en el Diario Oficial de la Federación, infor-
mación relativa a la regulación de los precios y tarifas

aplicables a las actividades de transporte, almacena-
miento y distribución de gas LP. Se turna a la Comisión
de Energía, para dictamen. 

• Enrique Aubry de Castro Palomino, del Partido Verde
Ecologista de México, por el que se exhorta a las auto-
ridades correspondientes de las entidades federativas,
para que se implemente una política permanente de apli-
cación del alcoholímetro en los eventos de asistencia
masiva. Se turna a la Comisión de Gobernación, para
dictamen. 

• Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, de
Movimiento Ciudadano, por el que se exhorta al Ejecu-
tivo Federal, para que a través de los titulares de la Co-
misión Nacional del Agua y de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, implemente políticas
públicas que incluya la nula descarga de sustancias tó-
xicas en los ríos del país. Se turna a la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. 

• Cristina Olvera Barrios, de Nueva Alianza, por el que
se exhorta al Jefe de Gobierno del Distrito Federal, a re-
plantear los proyectos de las líneas de metrobús, a efec-
to de aplicar sistemas de cero emisiones de Gases de
Efecto Invernadero. Se turna a la Comisión del Distrito
Federal, para dictamen. 

• Miriam Cárdenas Cantú, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta a las legislaturas de
las entidades federativas, para que emprendan las accio-
nes legislativas conducentes, a efecto de tipificar en su
legislación y conforme a los estándares internacionales
en la materia, el delito de desaparición forzada de per-
sonas. Se turna a la Comisión de Derechos Humanos,
para dictamen. 

• José Martín López Cisneros, del Partido Acción Na-
cional, por el que se exhorta a los titulares de la Comi-
sión Nacional del Agua y de Banco Nacional de Obras
y Servicios, para que atiendan la instrucción del Ejecu-
tivo Federal, a fin darle celeridad a la realización del
proyecto hidráulico Monterrey Sexto. Se turna a la Co-
misión de Recursos Hidráulicos, para dictamen. 

• Víctor Manuel Jorrrín Lozano, de Movimiento Ciuda-
dano, por el que se exhorta a la Secretaría de Comuni-
caciones y Transportes y a la Secretaría de Salud, para
que lleven a cabo inspecciones periódicas en los diver-
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sos sanitarios que se encuentran ubicados en las casetas
de la autopista del Sol, así mismo para que se redoblen
esfuerzos para mantener en buen estado la red carretera
del país. Se turna a la Comisión de Transportes, para
dictamen. 

• Julio César Flemate Ramírez, del Partido Revolucio-
nario Institucional, por el que se solicita al Gobierno Fe-
deral, para que a través de sus consulados en los Esta-
dos Unidos de América, informe a la población
mexicana residente en aquel país, los beneficios que se
tiene al registrar a sus hijos en las oficinas consulares;
así mismo para que las representaciones de México en
los Estados Unidos de América emprendan una campa-
ña de información, en el caso de que se dé una deporta-
ción. Se turna a las Comisiones Unidas de Relaciones
Exteriores, y de Asuntos Fronteras Sur-Sureste, para
dictamen. 

• María Concepción Ramírez Diez Gutiérrez, del Parti-
do Acción Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal y a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para que se realicen acciones de reforesta-
ción, para la recuperación del daño causado al ecosiste-
ma y población de la Huasteca Potosina, derivada de los
incendios forestales ocurridos el pasado mes de marzo.
Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano,
por el que se exhorta a la Procuraduría General de Jus-
ticia del Distrito Federal, para que integre una averigua-
ción previa sólida y contundente que permita hacer jus-
ticia en el caso del feminicidio de Darcy Losada. Se
turna a la Comisión de Equidad y Género, para dicta-
men, y a la Comisión Especial para Conocer y Dar Se-
guimiento Puntual y Exhaustivo a las Acciones que han
Emprendido las Autoridades Competentes en relación a
los Feminicidios registrados en México, para opinión.

• Irma Elizondo Ramírez, del Partido Revolucionario
Institucional, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal,
para que a través de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, se inicien las negociaciones con la finalidad de
establecer oficinas consulares de los Estados Unidos de
América en los municipios de Acuña y Piedras Negras,
en Coahuila de Zaragoza. Se turna a las Comisiones
Unidas de Relaciones Exteriores, y de Asuntos Frontera
Norte, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano,
por el que se exhorta al Ejecutivo Federal para que pri-
vilegie el diálogo ante las manifestaciones realizadas en
relación con la Reforma Educativa en diferentes zonas
del país y para que los legisladores incluyan sus pro-
puestas en la reforma a la legislación secundaria en la
materia. Se turna a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, para dictamen. 

• Trinidad Morales Vargas, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se exhorta a la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social, para que investigue las cau-
sas de la muerte de siete trabajadores en la cervecería
Grupo Modelo, localizada en la delegación Miguel Hi-
dalgo, Distrito Federal. Se turna a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen. 

• Nelly del Carmen Vargas Pérez, de Movimiento Ciu-
dadano, por el que se exhorta a la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores, para que inicie negociaciones bilate-
rales para la construcción de un instrumento
internacional entre los Estados Unidos Mexicanos y el
Gobierno de la República de Guatemala para la regula-
ción y cooperación regional en materia de cuerpos de
agua y sistemas hídricos transfronterizos referentes al
Río Usumacinta. Se turna a las Comisiones Unidas de
Relaciones Exteriores, y de Asuntos Fronteras Sur-Su-
reste, para dictamen. 

• Jorge Terán Juárez y suscrita por diputados integrantes
del Partido Revolucionario Institucional, por el que se
exhorta al Ejecutivo federal, para que emita el decreto
correspondiente, a fin de que el hospital central Doctor
Ignacio Morones Prieto de San Luis Potosí, sea recono-
cido y clasificado como hospital regional de alta espe-
cialidad. Se turna a la Comisión de Salud, para dicta-
men..

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar el jueves
once de abril de dos mil trece, a las once horas y levanta la
sesión a las quince horas con veintitrés minutos.»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
Aprobada el acta. Continúe la Secretaría.



RETIRO DE INICIATIVA

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Le-
gislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Me-
sa Directiva de la honorable Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 77 del re-
glamento de la Cámara de Diputados, me dirijo a usted pa-
ra comunicarle mi decisión de retirar la iniciativa que ex-
pide el Reglamento de la Comisión Permanente del
honorable Congreso de la Unión, presentada el 27 de no-
viembre del 2012, misma que fue turnada a la Comisión de
Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias.

Le agradezco su atención y le solicito hacer de su conoci-
miento a la Comisión referida mi determinación, no sin an-
tes enviarle un cordial saludo.

Palacio Legislativo, a 8 de abril de 2013.— Diputada Alfa Eliana Gon-
zález Magallanes (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Se tiene
por retirada. Actualícense los registros parlamentarios.

TRABAJADORES MUERTOS 
EN LA CERVECERIA MODELO

El diputado Francisco Alfonso Durazo Montaño (desde
la curul: Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Permíta-
me un momento la Secretaria. Sonido en la curul del dipu-
tado Durazo, por favor.

El diputado Francisco Alfonso Durazo Montaño (desde
la curul): Gracias, presidente. Sigue generándose informa-
ción cada vez más preocupante respecto a la situación de
los trabajadores en la empresa Modelo, situación de segu-
ridad laboral y situación también con medidas deficientes
de protección civil.

Lo ideal sería, presidente, se planteara un punto de acuer-
do para conminar, convocar a las autoridades a que cum-

plan su responsabilidad de supervisión; sin embargo, tam-
bién sé que si nos formamos en la línea para las propuestas
de punto de acuerdo, obviamente esto jamás terminará como
un punto de obvia o urgente resolución que resulte oportuno.

Por eso quiero expresar en el pleno mi llamado a las auto-
ridades, particularmente a las de Trabajo y Previsión So-
cial, a que cumplan con su responsabilidad de supervisión.
Aún más, invitar a la Presidencia, a la Mesa Directiva de la
Cámara a que se sume a este llamado sin las formalidades
del punto de acuerdo, dado que está en riesgo la seguridad
de muchos trabajadores de esa empresa. Gracias por su
atención, presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Su intervención ya queda registrada en el Diario
de los Debates y si en el transcurso de la sesión hubiera
condiciones para generar un punto de acuerdo en la Junta
de Coordinación Política, pues podríamos perfectamente
modificar el orden del día y abordarlo. Gracias.

Continúe la Secretaría.

El diputado Alfredo Zamora García (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Sonido
en la curul del diputado Zamora.

El diputado Alfredo Zamora García (desde la curul):
Presidente, para sumarme a la propuesta del diputado Du-
razo. Me parece que es fundamental que efectivamente las
autoridades ejerzan su responsabilidad, cumplan con sus
obligaciones y que efectivamente se haga una revisión, no
solamente de esta empresa, sino de todas.

Que se les haga un exhorto para que precisamente cumplan
con las medidas mínimas de seguridad en favor de los tra-
bajadores y que no estemos con esta frecuencia dando
cuenta de accidentes que se están suscitando y que segura-
mente se pudieran evitar si hubiese la vigilancia.

Pero además queda claro que también las empresas requie-
ren cumplir con sus obligaciones de cuidar a sus trabajado-
res, porque es inaceptable la pérdida de vidas humanas.
Gracias, presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. También su intervención queda por supuesto re-
gistrada. Continúe la Secretaría.
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INICIATIVAS EN MATERIA DE EMPRESTITOS

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Le-
gislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra, Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Por este medio me permito solicitarle que, en ejercicio de
las facultades que le otorga el artículo 22 numeral 2 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, se sirva enviar, con la brevedad, un comunica-
do a la Mesa Directiva del honorable Senado de la Repú-
blica, en el que se solicite a la colegisladora que se absten-
ga de conocer, con carácter de Cámara de origen, de toda
iniciativa que verse sobre empréstitos, en razón de que, de
conformidad con el artículo 72, inciso h), de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, el conoci-
miento como Cámara de origen en dicha materia está re-
servado a la honorable Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión.

Me permito subrayar lo dispuesto en el artículo 72, inciso
h), de nuestra Constitución.

h. La formación de las leyes o decretos puede comenzar
indistintamente en cualquiera de las dos Cámaras, con
excepción de los proyectos que versaren sobre emprés-
titos, contribuciones o impuestos, o sobre el recluta-
miento de tropas, todos los cuales deberán discutirse
primero en la Cámara de Diputados.

Cuando una facultad o una atribución se concede a un po-
der u órgano en términos generales y a otros en forma pri-
vativa o exclusiva, debe prevalecer esta última sobre aque-
lla. Por ello, toda iniciativa de ley que incluya normas
relativas a empréstitos debe presentarse en la honor Cáma-
ra de Diputados.

En fechas recientes, distintos integrantes del honor Senado
de la República han presentado ante esa Cámara proyectos
que versan sobre empréstitos, específicamente en materia
de deuda pública estatal y municipal. En la exposición de
motivos de cada una de ellas se reconoce que la preocupa-
ción de los promoventes versa sobre del endeudamiento de
entidades y municipios, presentado las reformas que cada
uno de ellos considera pertinentes. Me permito anexar un
ejemplar de los citados proyectos al presente escrito.

Empréstito es todo acto por virtud del cual la federación,
los estado o los municipios reciben en préstamo dinero de
particulares, nacionales o extranjeros, que se comprometen
en determinado plazo, bajo ciertas condiciones, con el pa-
go de un interés.1

La materia de los proyectos presentados ante la honorable
Cámara de Senadores es la deuda pública estatal y munici-
pal, empréstitos estatales y municipales, por lo tanto no se
apegan al procedimiento legislativo establecido en la Car-
ta Magna y violan prioridades constitucionales que derivan
de la Lo razón de que en el artículo 72, inciso h), se haya
atribuido el conocimiento de origen de ciertas materias, es
dar intervención, en primera instancia, a quienes se consi-
deró los representantes del pueblo. Atentar contra dicha
disposición significa violentar la soberanía nacional.

Debe recordarse que tratándose de poderes y entes públi-
cos, cuando la Constitución Política limita. o prohíbe su ac-
tividad o funcionamiento, a las normas en que están conte-
nidas las limitantes debe darse una interpretación amplia;
en esa virtud del inciso h) del artículo 72 constitucional,
debe desprenderse una regla general, aquella que limita el
Senado conocer de todos los rubros que menciona; las ini-
ciativas que deben ser presentadas ante la honorable Cá-
mara de Diputados son las relativas a empréstitos, como ta-
les, así como aquellas con las que se pretenden establecer
bases relacionadas con el endeudamiento de los estados y
los municipios.

Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente le solicito
que, con fundamento en los artículos 72, inciso h), de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
22, numeral 2, de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 62.2 y 175.1, fracción III,
inciso d), del Reglamento de la Cámara de Diputados; y
8.1, fracción I, del Reglamento del Senado de la Repúbli-
ca, realice formalmente un atento y cordial llamado a los
integrantes del Senado de la República, a que en uso de su
derecho de iniciativa, presenten los proyectos que conside-
ren pertinentes en materia de deuda pública ante esta Cá-
mara de Diputados y que; en apego a lo dispuesto por nues-
tra Carta Magna, sea precisamente ésta la cámara de origen
para discutir, y en su caso, dictaminar lo que en derecho
proceda.

Sin más por el momento, aprovecho la ocasión para reite-
rarle mis respetos.



Atentamente

21 de febrero de 2013.— Diputado Carlos Antonio Altamirano (rúbri-
ca).»

Nota:

1 Arteaga Nava, Elisur, Diccionario de Derecho Constitucional, Ox-
ford University Press, México.

Dirección General de Asuntos Jurídicos

Diputado Trinidad Morales Vargas, diputado Carol Anto-
nio Altamirano integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

En atención al oficio de fecha 11 de marzo de 2013, me-
diante el cual solicita una opinión jurídica sobre la facultad
que otorga a la Cámara de Diputados la Constitución, en
relación con las iniciativas presentadas en materia de “deu-
da pública y empréstitos de los estados y municipios”, me
permito exponer lo siguiente:

De las iniciativas referidas, esta Jurídica identificó las si-
guientes:

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expi-
de la Ley General de Responsabilidad Fiscal de Presu-
puesto y Deuda Pública.

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de equilibrio presupuestal y sustentabilidad
financiera a cargo de todos los órdenes de gobierno.

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversos ordenamientos lega-
les, en materia de equilibrio presupuestal y sustentabili-
dad financiera a cargo de todos los órdenes de gobierno.

• La iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versos artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, para regular la deuda de estados
y municipios.

• Iniciativa con proyecto de decreto que reforma diver-
sos artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de deuda pública.

Al respecto, el artículo 72 de la Constitución Federal, en su
inciso H, establece que en el caso de que una ley o decreto
versare sobre empréstitos deberá ser discutido primero en
la Cámara de Diputados. Es decir, se establece un requisi-
to de forma para su validez, que consiste en que la ley o de-
creto que trate la materia n:’encionada, primero deberá ser
discutida y aprobada en la sede de esta Cámara, como cá-
mara de origen, para luego pasar a la de Senadores, la cual
fungirá como Cámara revisora.

La primera consideración que se debe hacer al respecto, es
que los sujetos facultados para presentar iniciativas de ley
señalados en el artículo 71 de la Constitución, deberán, en
principio, presentarlas ante la Cámara de Diputados.

No obstante, si una iniciativa de esta naturaleza se llegase
a presentar ante la Cámara de Senadores, no significa que
ésta se constituya como cámara de origen desde su recep-
ción; pues de una interpretación literal del artículo 72,
apartado H, se infiere que la distinción entre cámara de ori-
gen y cámara revisora se da en función de la discusión del
proyecto de ley o decreto; no de la recepción de la iniciati-
va, pues textualmente establece que:

H. La formación de las leyes o decretos puede comen-
zar indistintamente en cualquiera de las dos Cámaras,
con excepción de los proyectos que versasen sobre em-
préstitos, contribuciones o impuestos, o sobre recluta-
miento de tropas, todos los cuales deberán discutirse
primero en la Cámara de Diputados.

Esta opinión es compartida por el Pleno de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación:

Iniciativa de leyes en materia de contribuciones. El
hecho de que el artículo 72, inciso H, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos esta-
blezca que su discusión debe iniciarse en la Cámara
de Diputados no implica restricción a la facultad le-
gislativa de la Cámara de Senadores ni la convierte
en simple sancionadora de los actos de aquella.

Conforme al citado precepto constitucional, todo pro-
yecto de ley o decreto que verse sobre contribuciones o
impuestos debe discutirse primero en la Cámara de Di-
putados (de Origen) y luego en la de Senadores (Revi-
sora), (…)1

En este tenor, resulta claro que la Cámara de Diputados se
constituye como cámara de origen, no por el hecho de que
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la iniciativa sea presentada ante ésta; sino porque primero
es discutida en su sede.

En la práctica, los Senadores tienden a presentar sus ini-
ciativas en la Cámara de la cual son integrantes, sin impor-
tar la materia; en estos casos, el Senado se ha inclinado por
regular el proceso legislativo de oficio y remitir las inicia-
tivas de esta naturaleza a la Cámara de Diputados para que
sea discutida por ésta, como sucedió en los casos del pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 14, en su frac-
ción II, y el 15, en su fracción 1I, de la Ley del Impuesto
sobre la Renta, así como el artículo 8, noveno párrafo, de
la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única,2 y del pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de las Leyes del Impuesto sobre
la Renta, del Impuesto al Valor Agregado y Federal de De-
rechos; del Código Fiscal de la Federación y se abroga la
Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única,3 donde am-
bas iniciativas fueron turnadas a esta Cámara en el mo-
mento de su presentación. Dicha práctica es vigente, pues
ni la Constitución, ni la Ley Orgánica del Congreso se han
ocupado de regular algún procedimiento específico.

En segundo lugar, se debe tener en cuenta que la deuda pú-
blica está constituida por las obligaciones de pasivo, direc-
tas o contingentes derivadas de financiamientos; y una de
las formas de estos financiamientos públicos consiste en la
contratación de empréstitos. De lo anterior se desprende
que no todo lo que constituye deuda pública, versa especí-
ficamente sobre empréstitos; pues ésta es sólo una de las for-
mas mediante las cuales el Estado puede contraer deuda.

Por otro lado, se debe tener en consideración que para
identificar las iniciativas que deban ser discutidas en pri-
mer lugar por la Cámara de Diputados en los términos del
apartado H, del artículo 72 de la Constitución, es necesario
identificar si el objeto de regulación es un empréstito, en
cualquiera de sus aspectos. En este sentido se ha pronun-
ciado la Suprema Corte, como se desprende de la siguien-
te tesis jurisprudencial, que si bien se refiere a contribucio-
nes o impuestos, el criterio puede ser aplicado a los
empréstitos por analogía:

Contribuciones. El requisito que prevé el artículo 72,
inciso H, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el sentido de que los proyectos
de ley o decreto que versen sobre la materia relativa
se discutan primero en la Cámara de Diputados,
abarca cualquier aspecto material, accesorio o for-
mal que se vincule con aquéllos.

El indicado precepto constitucional establece un requi-
sito de orden para la validez del proceso legislativo,
consistente en que en la formación de leyes o decretos
que versen, entre otras materias, sobre contribuciones,
las iniciativas primero se discutan en la Cámara de Di-
putados. En ese tenor, se concluye que si el proyecto de
ley o decreto se vincula con contribuciones o impuestos,
sea en su aspecto material, accesorio o formal, debe
cumplirse invariablemente con aquel requisito, en virtud
de que ni del texto del señalado artículo 72, inciso H, ni
de sus antecedentes legislativos se evidencia que sólo
deba colmarse cuando se trate de contribuciones nuevas
o dé modificaciones a sus elementos esenciales.4

No obstante lo anterior, se debe resaltar el hecho de que la
ley o decreto se debe «vincular» con la materia en cuestión,
en este caso con los empréstitos. En otras palabras, no bas-
ta con que la ley o decreto se refiera simplemente a los em-
préstitos. sino que éstos deben ser el objeto de su regula-
ción, en cualquiera de sus aspectos.

Para ello, se debe de atender a la naturaleza misma de un
empréstito, mismo que se define como una de las formas
de financiamiento público, consistente en la operación fi-
nanciera que realiza el Estado o los entes públicos, nor-
malmente mediante la emisión de títulos de crédito, para
atender sus necesidades u obligaciones. En este sentido, si
la regulación versara sobre la autorización de esta forma de
financiamiento; el procedimiento para su autorización; la
forma y términos de la emisión; sus garantías y accesorios,
o algún otro aspecto de la operación, se entenderá que el
objeto de regulación es el empréstito mismo, por lo cual
deberá discutirse inicialmente en la Cámara de Diputados.

Lo anterior se entiende de forma más clara si se atiende a
la motivación democrática que llevó al constituyente a es-
tablecer dicho requisito de validez de la ley en el inciso H,
del artículo 72. Pues la contratación de empréstitos, al tra-
tarse de una operación en virtud de la cual el Estado se ha-
ce de capital por medio de la captación recursos públicos,
requiere de un elemento democrático, mismo que se ve ga-
rantizado por el hecho de ser discutido inicialmente en la
Cámara de Diputados.

En este sentido, se muestra el siguiente cuadro, en el cual
se expone el contenido de las iniciativas señaladas ante-
riormente, que se refiere específica mente a la materia de
empréstitos, y se otorga un criterio para distinguir si se tra-
ta de una regulación propia de éstos, o de una simple refe-
rencia:



I. Iniciativa con proyecto de-decreto por el que se expi-
de la Ley General de Responsabilidad Fiscal de Presu-
puesto y Deuda Pública.

II. Iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de equilibrio presupuestal y sustenta-
bilidad financiera a cargo de todos los órdenes de go-
bierno.

III. La iniciativa con proyecto de decreto que reforma
diversos artículos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para regular la deuda de esta-
dos y municipios.

IV. Iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versos artículos de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de deuda pública.
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(De la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversos ordenamientos
legales, en materia de equilibrio presupuestal y susten-
tabilidad financiera a cargo de todos los órdenes de go-
bierno, no se desprendió referencia alguna a la materia
de empréstitos).

En conclusión, resulta inconcuso que el artículo 72, inciso
H, obliga a que una iniciativa que versare sobre emprésti-
tos, sea discutida primero en la Cámara de Diputados. Sin
embargo, para la actualización del supuesto previsto, se de-
be atender al contenido material de la iniciativa en cues-
tión, pues el simple hecho de que la iniciativa mencione, o
se refiera a los empréstitos, no obliga a que sea discutida
primero en la Cámara de Diputados. Más bien, los efectos
jurídicos de la entrada en vigor del proyecto de ley o de-
creto, deben tratar sustancialmente de la materia de los em-
préstitos; regulando éstos, o alguno de sus elementos.

En otras palabras, para que la iniciativa deba de ser discu-
tida primero en la Cámara de Diputados, debe regular di-
rectamente en materia de empréstitos, en caso de hacer tan-
gencialmente, o que sólo se refiera o mencione dicha
materia, no basta para la actualización del supuesto en es-
tudio.

Así las cosas, de lo dispuesto en el artículo mencionado, se
considera que los efectos jurídicos de la presentación de
una iniciativa de esta naturaleza en la Cámara de Senado-
res, serían las siguientes: 

I. De recibir una iniciativa con proyecto de ley o decre-
to que versare sobre las materias mencionadas, el Sena-
do debería remitirlas inmediatamente a la Cámara de
Diputados, para su discusión.

II. En caso de que la Presidencia del Senado turnara la
iniciativa a la comisión correspondiente, ésta deberá
emitir un dictamen negativo, en virtud de su falta de
competencia, pues debe ser discutida primero en la Cá-
mara de Diputados.

III. Si la iniciativa llegara a ser aprobada por al pleno
del Senado y remitida a la Cámara de Diputados; la co-
misión a la cual sea turnado el proyecto deberá dictami-
nar en sentido negativo, por incumplimiento de lo esta-
blecido en el artículo 72, inciso H.

IV. Por último, si el proyecto llegase a aprobarse por
ambas Cámaras, se podría considerar inconstitucional, y

podría dar lugar a observaciones por parte del titular del
Ejecutivo mediante su facultad de veto, o bien, a su im-
pugnación por vía judicial.

Sin más por el momento, aprovecho la oportunidad para
enviarle un cordial saludo.

Notas:

1 [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII, marzo de
2006; Pág. 7.

2 Presentada en la Cámara de Senadores el pasado 13 de diciembre de
2012.

3 Presentada en la Cámara de Senadores el pasado 10 de marzo de
2011.

4 [J]; 9ª Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIII, Marzo de 2006;
Pág. 6

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2013.— Licen-
ciado Juan Alberto Galván Trejo (rúbrica), director general.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a la Junta de Coordinación Política de la Cámara de
Diputados y a la Cámara de Senadores también. 

Sonido en la curul del diputado Carol Antonio Altamirano.

El diputado Carol Antonio Altamirano (desde la curul):
Gracias, presidente. En primer lugar, quiero reconocer a la
Mesa Directiva por darle turno a un planteamiento presen-
tado desde hace tiempo. Desde hace más de 40 días envié
un comunicado al presidente de la Cámara.

El tema central, señor presidente, es que la Constitución es-
tablece un procedimiento que reserva todo lo concerniente
a empréstitos a la Cámara de Diputados como Cámara de
origen, y esa distribución debe ser respetada además en de-
fensa de las potestades de esta soberanía. Es un asunto, se-
ñor presidente, de orden constitucional y nos atañe a todos
los diputados.

En segundo lugar, para pedirle que en el comunicado que
se envía al Senado de la República les haga notar a sus in-
tegrantes que la posibilidad de que las comisiones del Se-
nado dictaminen las iniciativas turnadas durante los meses



de enero y febrero, simplemente ya ha precluido, pues se
ha superado el plazo establecido en el artículo 72, inciso I
de la Constitución, que establece un límite de un mes, por
lo que debe informarse a los señores senadores que su po-
sibilidad de dictaminar ha terminado, pues ya han supera-
do el límite constitucional.

También debo pedirle —quiero destacar ante los presen-
tes— pedirle a usted, que lo incluya en el comunicado que
se envíe al Senado, que las iniciativas presentadas origi-
nalmente en el Senado ya han sido hechas suyas y promo-
vidas por varios integrantes de esta Cámara de Diputados,
con lo cual es perfectamente posible empezar los trabajos
de dictaminación en esta Cámara de Diputados o en Con-
ferencia.

Es decir, existe esa alternativa para revisar el tema de fon-
do. De hecho varias de estas iniciativas que han presenta-
do varios diputados, estas iniciativas de los senadores que
fueron presentadas aquí, ya están publicadas en la Gaceta
de la Cámara de Diputados.

Debo pedirle también, señor presidente, que notifique lo
anterior, con urgencia, al Senado de la República, en cum-
plimiento de lo establecido en el artículo 72 de la Consti-
tución en sus incisos H e I, para que cualquier acuerdo o
dictamen del Legislativo sea en firme y no quede en riesgo
de ser declarado inconstitucional.

Finalmente, pedirle a la Junta de Coordinación Política que
establezca y agilice las comunicaciones correspondientes
para establecer el trabajo en conferencia de ambas Cáma-
ras como alternativa que nos permita analizar, sin riesgos,
el problema de los empréstitos de entidades y municipios,
como la manera de evitar controversias, pues no puede es-
tar sujeto a interpretación lo que la Constitución señala li-
teralmente ni el Senado lo puede pasar por alto.

Espero y confío en usted, señor presidente, y en los inte-
grantes de la Junta de Coordinación Política, para que se
realicen los comunicados antes de que se viole el procedi-
miento y el plazo constitucional. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Su intervención por supuesto queda registrada en
el Diario de los Debates y sus planteamientos serán lleva-
dos a los órganos de gobierno para que tomen las decisio-
nes que correspondan.

Por lo pronto se remite como acordamos, a la Junta de Co-
ordinación Política de la Cámara de Diputados y también a
la Cámara de Senadores, la comunicación.

Continúe la Secretaría.

SECRETARIA DE CULTURA DEL
GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Diputados Secretarios de la honorable Cámara
de Diputados.— Presentes.

La Secretaría de Cultura del Gobierno del Distrito Federal,
ha programado la ceremonia cívica conmemorativa del 318
aniversario luctuoso de Juana de Asbaje y Ramírez de San-
tillana, mejor conocida como Sor Juana Inés de la Cruz, el
miércoles 17 de abril, a las 10:00 horas en el monumento
erigido en su memoria, ubicado en calle San Jerónimo en-
tre Isabel La Católica y 5 de Febrero Centro Histórico, de-
legación Cuauhtémoc.

Por lo anterior, me permito solicitar a ustedes, los nombres
de los diputados de esa honorable Cámara que asistirán a la
ceremonia de referencia.

Agradezco las atenciones que se sirvan prestar a la presen-
te y les reitero las seguridades de mi atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de marzo de 2013.— Licen-
ciada Guadalupe Lozada León, coordinadora de Patrimonio Histórico,
Artístico y Cultural de la Secretaría de Cultura.»

El Presidente diputado José González Morfín: Para asis-
tir en representación de esta Cámara, se designa a las si-
guientes diputadas: Aurora Denisse Ugalde Alegría; Clau-
dia Elena Aguilar Torres y Zuleyma Huidobro González.
Continúe la Secretaría.
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EXHORTO A LOS TRES ORDENES 
DE GOBIERNO A ABSTENERSE DE 

UTILIZAR RECURSOS DEL ERARIO 
CON FINES ELECTORALES

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Me-
xicanos.— Consejería Jurídica de Oaxaca.

Diputada Aleida Alavez Ruiz, vicepresidenta de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.

Con fundamento en el artículo 98 Bis de la Constitución
Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, en estre-
cha relación con el diverso 49 fracción I, de la Ley Orgá-
nica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, por ins-
trucciones del titular del Poder Ejecutivo del estado, en
atención a su libelo DGPL 62-II-8-1148, fechado el siete de
marzo de dos mil trece, recibido en la Secretaría Técnica
del Poder Ejecutivo, el día catorce del mismo mes y año,
mediante el cual comunica el contenido del acuerdo apro-
bado por esa soberanía, en sesión celebrada el mismo día
que el memorial en comento; al respecto hago de su cono-
cimiento que mediante similar SF/USJ/DAP/0106/2013,
fechado el uno de abril de dos mil trece, el licenciado Juan
Alba Valadez, de la Unidad de Servicios Jurídicos de la Se-
cretaría de Finanzas, informó al suscrito que a través de las
circulares SF/USJ/DAP/003/2013 y SF/USJIDAP/004/
2013, se hizo extensivo a las dependencias y entidades de
la administración pública estatal, así como a los ayunta-
mientos en el estado, el exhorto materia del presente oficio;
documentales públicas que en copias se acompañan.

En este orden de ideas, no es óbice para esta titularidad,
manifestar que el comunicado hecho a los ayuntamientos
del estado, se realizó a través del tablero de avisos y luga-
res visibles de la Secretaría de Fianzas, en pleno respeto a
su autonomía, así como al nivel de gobierno que represen-
tan, dejando a salvo los derechos de ese honorable órgano
colegiado, para realizarlo directamente.

Al propio tiempo, hago propicia la ocasión para extender-
le, mis más sinceras y cordiales felicitaciones por el traba-
jo implementado para la preservación de los principios rec-
tores de la materia electoral, consistentes en certeza,
legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad.

Sin más por el momento, le reitero mi distinguida conside-
ración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

“El Respeto al Derecho Ajeno es la Paz”

Tlalixtac de Cabrera, Oaxaca, 4 de abril de 2013.— (Rúbrica), conse-
jero jurídico del Gobierno del Estado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Oaxaca.— Secretaría de Finanzas.

Titulares de las Dependencias y Entidades de la Adminis-
tración Pública.— Presentes.

En atención al oficio STPEE/G2/2013/315, suscrito por el
doctor Héctor Iturribaría Pérez, secretario técnico del titu-
lar del Poder Ejecutivo del estado, mediante el cual anexa
el oficio DGPL 62-II-8-1148, de fecha 7 de marzo de 2013,
suscrito por la vicepresidenta de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados federal, licenciada Aleida Alavés
Ruiz, mediante el cual comunica al licenciado Gabino Cué
Monteagudo, gobernador constitucional del estado, que en
sesión ordinaria la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión aprobó un punto de acuerdo en el que acordó es
su punto tercero lo siguiente: “Se exhorta a los tres órde-
nes de gobierno se abstengan de utilizar recursos del erario
con fines electorales”. Comunico a ustedes lo anterior, pa-
ra su observancia general. Así como hacerla extensiva al
personal a su cargo a efectos de evitar ser sancionados por
las autoridades y leyes relativas a la materia electoral, por
delitos y actos u omisiones ilícitos dentro del proceso elec-
toral 2012-2013.

Las formas de utilizar los recursos del erario público con
fines electorales son las que a continuación de manera
enunciativa pero no limitativa se mencionan:

• Desviar recursos económicos a favor de un candidato,
partido político o coalición;

• Desviar recursos materiales (hojas, lápices, tóner, cin-
tas adhesivas, etcétera.) a favor de un candidato o parti-
do político;

• Prestar las instalaciones de las dependencias y entida-
des a los partidos políticos o candidatos para fines pro-
selitistas;



• Utilizar vehículos oficiales para asistir o/y transportar
personal o materiales a mítines políticos;

• Fotocopiar volantes, trípticos y demás propaganda
electoral, utilizando las fotocopiadoras oficiales y pape-
lería, etcétera.

Asimismo, hago de su conocimiento que el 25 de mayo del
presente año, dará inicio formal y materialmente las cam-
pañas electorales para elegir a los diputados de la próxima
LXII Legislatura local y concejales municipales, por lo que
a partir de ese momento y hasta el día de la jornada electo-
ral por celebrarse el 7 de julio de 2013, deberá retirarse de
las paginas oficiales de todas las dependencias y entidades
de la administración pública estatal, toda propaganda gu-
bernamental; así como evitar cualquier acto público donde
se hagan alusiones a sus nombres y gestiones como servi-
dores públicos, no difundir imágenes o veces que hagan alu-
sión al gobierno del estado. Lo anterior, para no influir en la
decisión del voto y respetar así el voto libre y secreto.

Oaxaca: proceso electoral local 2013
Jornada Electoral: 7 de julio de 2013

Precampañas Plazos
Diputados 19 de marzo 

al 2 abril de 2013
Presidentes municipales 3 de abril de 2013

Campañas Plazos
Diputados 25 de mayo 

al 3 de julio de 2013
Presidentes municipales 4 de junio 

al 3 de julio 2013

Proceso electoral. “El proceso electoral es el conjunto de
actos ordenados por la Constitución y el Código de Institu-
ciones Políticas y Procedimientos Electorales, realizados
por las autoridades electorales, los partidos políticos nacio-
nales, locales y los ciudadanos, que tiene por objeto la re-
novación periódica de los integrantes de los Poderes Le-
gislativo y Ejecutivo del estado y municipio”.

Lo que NO se puede hacer:

a) No podrá difundirse propaganda gubernamental en
radio, televisión, propaganda impresa o cualquier otro
medio de comunicación social, desde el inicio de las
precampañas hasta el día de la jornada electoral, por ello

deberá suspenderse la propaganda gubernamental de las
páginas web oficiales.

b) Acudir a mítines o actos de campaña con vehículos
oficiales aún fuera del horario de trabajo o en días inhá-
biles.

c) Acudir a laborar con vestimenta o con su vehículo
particular que contenga logos de partidos políticos o
candidato alguno.

d) No se puede suspender programas gubernamentales
de apoyo, se deben seguir suministrando los recursos a
municipios, y otras dependencias y entidades beneficia-
rias de algún tipo de programa, pero sin condiciona-
miento alguno, etcétera.

Lo que SÍ se puede hacer, como ciudadanos:

a) Concurrir a mítines o actos de proselitismo político
en cualquier día hábil siempre que sea fuera del horario
de trabajo y fuera de las instalaciones oficiales.

b) Difundir propaganda electoral a favor de algún can-
didato o partido político fuera de las horas laborables y
de la institución.

Se pone a disposición la siguiente dirección para cualquier
duda o aclaración: http://www.leepco.org.mx/

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

“Sufragio Efectivo. No Reelección”

“El Respeto al Derecho Ajeno es la Paz”

Reyes Mantecón, San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a 1o. de abril de
2013.— Licenciado Juan Alba Valadez (rúbrica) Unidad de Servicios
Jurídicos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Oaxaca.— Secretaría de Finanzas.

Licenciado Víctor Hugo Alejo Torres, consejero jurídico
del Gobierno del Estado.— Presente.
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Adjunto al presente copia simple de la circular SF/USJ/
DAP/003/2013, mediante el cual se informa a los titulares
de las dependencias y entidades de la administración pú-
blica del estado, respecto del exhorto que en materia elec-
toral hace la Cámara de Diputados federal al gobierno del
estado; copia simple de la circular SF/USJ/DAP/004/2013,
mediante el cual se comunica a los ayuntamientos en el es-
tado la misma información; circular que será fijada en el ta-
blero de avisos y lugares visibles de esta Secretaría de Fi-
nanzas.

Con lo anterior, se atienden sus comentarios y sugerencias
vertidas en su oficio CJGEO.DTS.JDAE.1422/2013, de fe-
cha 25 de marzo de 2013. Asimismo, solicito a usted su co-
laboración y apoyo a fin de darle la mayor difusión posible
al exhorto que nos ocupa e informar a los otros Poderes del
gobierno del estado del mismo.

Por otra parte y toda vez que los municipios son un nivel
de gobierno diferente del estatal, solicito su apoyo a fin de
que en un marco de coordinación interinstitucional con la
Secretaría General de Gobierno, informe lo relativo al ex-
horto a los ayuntamientos en el estado, esto con indepen-
dencia de la circular SF/USJ/DAP/004/2013 a que me re-
fiero en el primer párrafo del presente.

Lo anterior, con fundamento en lo que establecen los artí-
culos 82 de la Constitución Política del Estado, 1, 3, frac-
ción I, 24, 26, 27 fracción XII, 29 y 45 de la Ley Orgánica
del Poder Ejecutivo del Estado.

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

“Sufragio Efectivo. No Reelección”

“El Respeto al Derecho Ajeno es la Paz”

Reyes Mantecón, San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a 1o. de abril de
2013.— Licenciado Juan Alba Valadez (rúbrica), Unidad de Servicios
Jurídicos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Oaxaca.— Secretaría de Finanzas.

Licenciado Víctor Hugo Alejo Torres, consejero jurídi-
co del gobierno del estado de Oaxaca, con domicilio ubi-

cado en el edificio siete “Benito Juárez”, nivel uno de la
ciudad administrativa denominada “Benemérito de las
Américas”; de conformidad con las facultades que me con-
fiere el artículo 98 Bis de la Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Oaxaca, en estrecha relación con
los diversos 49, fracción XXXV, de la Ley Orgánica del
Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; y 7 fracción XXXI
del Reglamento Interno de la Consejería Jurídica del Go-
bierno del Estado de Oaxaca.

CERTIFICO

Que la presente copia fotostática, es fiel y exacta repro-
ducción de su original que se localiza en el archivo de esta
dependencia.

Tlalixtac de cabrera, Oaxaca, a los cuatro días del mes de
abril de dos mil trece.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

“El Respeto al Derecho Ajeno es la Paz”

Reyes Mantecón, San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a 1o. de abril de
2013.— (Rúbrica), consejero jurídico del Gobierno del Estado.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Oaxaca.— Secretaría de Finanzas.

Ayuntamientos del Estado de Oaxaca.— Presentes.

Sirva la presente para informarles, que el 7 de marzo de
2013, mediante oficio DGPL 62-II-8-1148, suscrito por la
vicepresidenta de la Mesa Directica de la Cámara de Dipu-
tados federal, licenciada Aleida Alavés Ruiz, comunicó al
licenciado Gabino Cué Monteagudo, gobernador constitu-
cional del estado, que en sesión ordinaria la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión aprobó un punto de
acuerdo en el que acordó en su punto tercero lo siguiente:
“se exhorta a los tres órdenes de gobierno se abstengan
de utilizar recursos del erario con fines electorales”. Por
lo que informo a ustedes lo anterior, para su observancia
general, así como hacerla extensiva al personal a su cargo
a efectos de evitar ser sancionados por las autoridades y le-
yes relativas a la materia electoral, por delitos y actos u
omisiones ilícitos dentro del proceso electoral 2012-2013.



Las formas de utilizar los recursos del erario público con
fines electorales son las que a continuación de manera
enunciativa pero no limitativa se mencionan:

• Desviar recursos económicos a favor de un candidato,
partido político o coalición;

•Desviar recursos materiales (hojas, lápices, tóner, cin-
tas adhesivas, etcétera.) a favor de un candidato o parti-
do político.

• Prestar las instalaciones municipales a los partidos po-
líticos o candidatos para fines proselitistas.

• Utilizar vehículos oficiales de sus municipios para
asistir o/y transportar personas o materiales a mítines
políticos.

• Fotocopiar volantes, trípticos y demás propaganda
electoral, utilizando las fotocopiadoras oficiales y pape-
lería, etcétera.

Asimismo, hago de su conocimiento que el 25 de mayo del
presente año, dará inicio formal y materialmente las cam-
pañas electorales para elegir a los diputados de la próxima
LXII legislatura local y concejales municipales, por lo que
a partir de ese momento, y hasta el día de la jornada elec-
toral por celebrarse el 7 de julio de 2013, deberá retirarse
toda propaganda alusiva a los trabajos y logros de su ad-
ministración municipal, tanto en sus páginas web oficiales,
como de cualquier otro sitio público o electoral así como
evitar cualquier acto público donde se haga alusiones a sus
nombres y gestiones como servidores públicos, no difundir
imágenes o voces que hagan alusión a su gobierno. Lo an-
terior, para no influir en la decisión del voto y respetar con
ellos, el voto libre y secreto.

Oaxaca: proceso electoral local 2013
Jornada Electoral: 7 de julio de 2013

Precampañas Plazos
Diputados 19 de marzo 

al 2 abril de 2013
Presidentes municipales 3 de abril de 2013

Campañas Plazos
Diputados 25 de mayo 

al 3 de julio de 2013
Presidentes municipales 4 de junio 

al 3 de julio 2013

Se pone a disposición la siguiente dirección para cualquier
duda o aclaración: http://www.leepco.org.mx/

Sin otro particular, reciban un cordial saludo.

Atentamente

“Sufragio Efectivo. No Reelección.”

“El Respeto al Derecho Ajeno es la Paz”

Reyes Mantecón, San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a 1o. de abril de
2013.— Licenciado Juan Alba Valadez (rúbrica), Unidad de Servicios
Jurídicos.».

Remítase a la Comisión de Desarrollo Social, para su
conocimiento.

AUDITORIAS EN MATERIA DE DEUDA PUBLICA Y
CONTRATACION DE OBLIGACIONES DE PAGO

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo
Juntos.

Diputado Agustín Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

En ejercicio de la facultad conferida en la fracción III del
artículo 23 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca del Distrito Federal, relativa a la conducción de las rela-
ciones del Jefe de Gobierno con órganos de gobierno local,
poderes de la unión, con los gobiernos de los estados y con
las autoridades municipales, adjunto oficio SFDF/SPF/
051/2013, mediante el cual el Subsecretario de Planeación
Financiera de la Secretaría de Finanzas del Distrito Fede-
ral, da respuesta al Acuerdo con número de oficio
D.G.P.L.62-II-7-385 de fecha 30 de enero de 2013, signado
por la Vicepresidenta de la Mesa Directiva de la Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión.

Aprovecho la oportunidad para enviarle un cordial y fra-
ternal saludo.
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Atentamente 

México, DF, a 2 de abril de 2013.— Héctor Serrano Cortés (rúbrica),
secretario de gobierno del Distrito Federal.»

«Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo Juntos.

Licenciado Héctor Serrano Cortés (rúbrica), Secretario de
Gobierno del Distrito Federal.— Presente.

En atención a su oficio SG/2765/2013 donde se nos solici-
ta brindemos la información necesaria para atender el plan-
teamiento del punto de acuerdo aprobado por la Comisión
Permanente del H. Congreso de la Unión en la sesión cele-
brada el 30 de enero del 2013 que a continuación se trans-
cribe:

“Único.- La Comisión Permanente exhorta a todas las
entidades federativas a que por medio de las entidades
de fiscalización correspondientes realicen auditorias en
materia de deuda pública y contratación de obligaciones
de pago, tanto por parte de los municipios como por par-
te de las propias entidades.

Se exhorta a las legislaturas de los estados a que los re-
sultados de dichas autoridades se hagan del conoci-
miento público, se remita copia de esa al Congreso de la
Unión y a las autoridades correspondientes en materia
administrativa y penal”.

Respecto a lo anterior, de acuerdo al Artículo 15 fracción
VIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del
Distrito Federal y el artículo 34 Bis del Reglamento Inte-
rior de la Administración Pública del Distrito Federal le co-
munico que dentro de las atribuciones de la Subsecretaría
de Planeación Financiera no se cuenta con actividades pro-
pias de fiscalización. Sin embargo la Secretaria de Finan-
zas, ha contratado anualmente auditores externos en mate-
ria de deuda pública y contratación de obligaciones de
pagos con el propósito de obtener estados financieros dic-
taminados de los fideicomisos de pago de los certificados
bursátiles del Gobierno del Distrito Federal.

Cabe mencionar que de acuerdo al Artículo 8 fracciones
VIII y IX, 24 y 34 de la Ley Orgánica de la Contaduría Ma-
yor de Hacienda, así como el artículo 13 de su Reglamen-
to Interior, es dicha dependencia adscrita a la Asamblea Le-
gislativa quien puede realizar auditorías en materia de
deuda pública y contrataciones de obligaciones de pago a

nivel local y en cumplimiento con lo anterior ha realizado
auditorias con anterioridad.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

Ciudad de México, a 25 de marzo de 2013.— Erick Hernán Cárdenas
Rodríguez (rúbrica), subsecretario de Planeación Financiera.»

«Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo Juntos.

Para: Licenciado Héctor Serrano Cortés, Secretario de Go-
bierno.

De: Luis Ernesto Serna Chávez, Secretario Particular.

Por este conducto me permito remitir copia del documento
recibido en esta oficina, dirigido por la Senadora Hilda Es-
thela Flores Escalera, vicepresidenta de la Mesa Directiva
de la Comisión Permanente LXII Legislatura, quien hace
del conocimiento que en sesión celebrado el 30 de enero de
2013, la Comisión Permanente del honorable Congreso de
la Unión, aprobó el Punto de Acuerdo que a continuación
se transcribe:

“Primero. La Comisión Permanente exhorta a las enti-
dades federativas a que por medio de las entidades de
fiscalización correspondientes realicen auditorías en
materia de deuda pública y contratación de obligaciones
de pago, tanto por parte de los municipios como por par-
te de las propias entidades.

Segundo.- La Comisión Permanente exhorta a las legis-
laturas de los estados a que los resultados de dichas au-
ditorías, se hagan del conocimiento público se remita
copia de ésa al Congreso de la Unión y a las autoridades
correspondientes en materia administrativa y penal”.

Lo anterior para su atención y efectos procedentes, agrade-
ciéndole remitir a la brevedad posible copia del trámite re-
lativo.

Atentamente

Ciudad de México, a 7 de febrero de 2013.»

El Presidente diputado José González Morfín: Se remi-
te al promovente, para su conocimiento.



EXHORTO AL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL
A QUE INFORME SOBRE LOS PROGRAMAS DE 

SEGURIDAD PUBLICA PARA LA ATENCION Y
COMBATE DE LOS DELITOS DE ALTO IMPACTO

La Secretaria diputada Magdalena del Socorro Núñez
Monreal: «Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo
Juntos.

Diputado Agustín Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

En ejercicio de la facultad conferida en la fracción III del
artículo 23 de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca del Distrito Federal, relativa a la conducción de las rela-
ciones del jefe de Gobierno con órganos de gobierno local,
poderes de la unión, con los gobiernos de los estados y con
las autoridades municipales, adjunto oficio SSP/155/2013,
mediante el cual el Secretario de Seguridad Pública del
Distrito Federal, da respuesta al punto de acuerdo con nú-
mero de oficio D.G.P.L.62-II-6-0331 de fecha 23 de enero
de 2013, signado por el presidente de la Mesa Directiva de
la Comisión Permanente del honorable Congreso de la
Unión.

Aprovecho la oportunidad para enviarle un cordial y fra-
ternal saludo.

Atentamente 

México, DF, a 1o. de abril de 2013.— Héctor Serrano Cortes (rúbrica),
Secretario de Gobierno del Distrito Federal.»

«Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo Juntos.

Licenciado Héctor Serrano Cortés, Secretario de Gobierno
del Distrito Federal.— Presente.

En atención al similar con número SG/1911/13, relativo al
punto de acuerdo aprobado por el pleno de la Diputación
Permanente de la VI Legislatura de la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal, que a la letra dice:

“Primero.- La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente al  Gobierno del Distrito
Federal a que informe los programas de seguridad pública
para la atención y combate de los delitos de alto impacto,
así como sobre las acciones que adoptará para atender la si-
tuación que se ha presentado en días recientes.

Segundo.- La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, exhorta respetuosamente al Gobierno del Distrito
Federal a que informe sobre las estrategias de profesionali-
zación y dignificación de la policía capitalina, que contem-
plen incentivos y capacitación continua para atender situa-
ciones de riesgo y combate de delitos de alto impacto como
el homicidio, el secuestro, la extorsión y el robo con vio-
lencia...”

Me permito informarle lo siguiente:

Por lo que se refiere al punto primero, esta Secretaría para
prevenir los delitos de alto impacto y garantizar la seguri-
dad e integridad física de las personas y sus bienes, lleva a
cabo las siguientes acciones:

1. Programa Policía de Transporte: Tiene por objeto
disminuir el robo a usuarios del Transporte Público en
los Centros de Transferencia Modal y Derroteros de Ru-
tas.

2. Programa Pasajero Seguro: Busca coordinar accio-
nes interinstitucionales de prevención, investigación y
verificación de taxis y microbuses irregulares, tendiente
a disminuir la incidencia delictiva estableciéndose en
los puntos de mayor frecuencia de robos a pasajero de
Taxi y Microbuses.

3. Programa Cuadrantes: Su finalidad es combatir la
delincuencia a través de una mayor proximidad con la
ciudadanía, instrumentando una acción policial más efi-
caz, así como una supervisión más efectiva sobre todos
y cada uno de los elementos y equipos de la corpora-
ción, para lograr la seguridad de quienes viven y transi-
tan en el Distrito Federal.

4. Plan contra robo a casa habitación: Previene y dis-
minuye el robo a casa habitación en las coordinaciones
territoriales que tienen mayor frecuencia de eventos de
acuerdo a la georeferencia de este ilícito.

5. Plan contra robo de vehículo: Previene y disminuye
el robo de vehículos, principalmente los que se llevan a
cabo con violencia.

6. Plan contra robo a transeúnte: Previene y disminu-
ye el robo a transeúnte en las coordinaciones territoria-
les que tienen mayor frecuencia de eventos de acuerdo
a la georeferencia de este ilícito.
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7. Plan contra robo a cuentahabiente: Tiene por obje-
to prevenir y disminuir el robo a cuentahabiente en las
coordinaciones territoriales que presentan un mayor ín-
dice delictivo de este hecho, de acuerdo a la georeferen-
cia del mismo.

8. Plan Relámpago: Previene y erradica la anarquía en
el uso de motocicletas y motonetas irregulares que tran-
sitan en la ciudad y que son utilizadas para cometer ilí-
citos.

9. Plan de seguridad en zonas limítrofes: Disminuye
los ilícitos de alto impacto en las zonas limítrofes de los
municipios conurbados con el Estado de México y esta-
blece la coordinación con las áreas de seguridad Estatal
y Municipal, para llevar a cabo acciones que permitan
evitar la comisión de ilícitos.

10. Programa de Seguridad en Parques, Jardines,
Bosques, Deportivos y Zonas de Reserva Ecológica,
principalmente en las de mayor riesgo.

11. Programa Aeropuerto Seguro: Protege a los usua-
rios nacionales y extranjeros, así como a trabajadores
del Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México.

Por lo que se refiere al punto segundo, relativo a la digni-
ficación de la policía capitalina, como parte fundamental
de la estrategia iniciada en esta Secretaría en la prevención
y combate al delito, en los últimos años se ha desarrollado
en forma importante un esquema de estímulos y apoyos,
que forma parte integral del sistema de carrera policial,
vinculado a reconocer el valor de sus policías a través de
una mejora sustancial en sus condiciones laborales y que
indudablemente trascienden a mejoras en la esfera personal
y familiar, este año tan sólo, se ha destinado un presupues-
to mayor a los $250,000,000 millones de pesos en este ren-
glón que incluye aspectos relacionados con incentivos de
tipo económico, de reconocimiento público, vivienda y pa-
ra el retiro.

Estas acciones concretas se encuentran encaminadas a esti-
mular y reforzar el buen desempeño y comportamiento de
los policías para que a través de la eficiencia y la actitud
fundada en una verdadera vocación de servicio, se incida
directamente en un mejor servicio de seguridad pública,
actividad a la cual estamos abocados.

Con la finalidad de adecuar la Pirámide de Mandos, en los
últimos años se ha desarrollado un transparente y efectivo

proceso de promoción que ha permitido evaluar y ascender
a más de 40,000 elementos que han demostrado contar con
aptitudes para desempeñar el nuevo grado, así como aque-
llos que cuentan con mayor vocación de servicio, logrando
con esto reconocer su esfuerzo y trayectoria policial.

Asimismo, en el año 2007 se creó el programa de Baja Vo-
luntaria del Servicio con Indemnización, con el objeto de
reconocer a los policías de mayor edad y con más tiempo
en la institución, que desean dar por concluidos definitiva-
mente sus servicios. Entre los principales beneficios del
programa, destaca la posibilidad de recibir una importante
retribución extraordinaria por concepto de indemnización,
en consideración a los años de servicio y al nivel de remu-
neraciones asignadas, que les permite iniciar nuevos pro-
yectos como alternativas de desarrollo personal para conti-
nuar de esta forma siendo útiles a la sociedad.

Es de resaltar que el pago de tal indemnización, es inde-
pendiente de los beneficios a los que tienen derecho los po-
licías en materia de seguridad social conforme a la Ley de
la Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito
Federal, así como también respecto de lo que les corres-
ponde por el seguro colectivo de retiro, el sistema de aho-
rro para el retiro y las aportaciones al Fondo de Ahorro Ca-
pitalizable.

En este año, con un presupuesto de $150,000,000.00 mi-
llones de pesos, presupuesto cinco veces mayor al del año
pasado, se prevé incorporar un número mayor de policías
al programa, lo que permitirá que concluyan su carrera po-
licial de manera decorosa, permitiendo a su vez la renova-
ción generacional dentro de la organización, que la labor
policial por la naturaleza física de sus actividades deman-
da.

Por otro lado, se encuentra en operación el Programa de Vi-
vienda, el cual nace como resultado de un convenio inte-
rinstitucional celebrado entre las Secretarías de Finanzas,
Seguridad Pública, Procuraduría General de Justicia e Ins-
tituto de Vivienda todos ellos del Distrito Federal, suscrito
a finales del año 2008. Este modelo ha permitido beneficiar
de manera inmediata a 800 familias, con igual número de
las viviendas ubicadas todas ellas dentro del Distrito Fede-
ral, situación que fomenta una serie de factores que inciden
directamente en la mejoría de la calidad de vida.

Las condecoraciones que se otorgan al personal policial de
la Secretaría de Seguridad Pública del D.F. cumplen con la
función de reconocer al nivel más alto dentro de la institu-



ción, el compromiso, valor y lealtad mostrados en situacio-
nes con un alto riesgo para la vida o salud propia o de las
personas, auxiliando a la población en situaciones de crisis
o desastre, incluso participando en eventos sociales, cultu-
rales o deportivos.

Se clasifican según la naturaleza y relevancia de los hechos
que originan el reconocimiento, destacando las siguientes:

• Mérito a la Excelencia Policial.- Distintivo de más
alto rango que la policía del Distrito Federal confiere a
uno de sus elementos en vida.

• Valor Policial. Al elemento policial que con riesgo de
su vida, salvaguarda la seguridad de las persona y de sus
bienes.

• Valor Policial Post-Mortem.- Se confiere al policía
que como consecuencia de su intervención en un acto
heroico en cumplimiento del servicio al que se encuen-
tra asignado pierde la vida y se otorga a sus deudos.

• Policía Distinguido de la Ciudad de México.- Se
otorga una vez al año al policía que se distinguió por su
trayectoria singularmente ejemplar de apoyo a la pobla-
ción.

• Condecoración al Mérito Policial.-Que se otorga por
acción relevante o trayectoria destacada en los ámbitos
académico, docente, social, deportivo y tecnológico.

• Mérito a la Actuación de Mando Policial.- Que se
otorga al mando operativo con nivel jerárquico a partir
de Director de Área por demostrar una eficiente y eficaz
administración de recursos e implementación de progra-
mas vinculados con la seguridad pública.

• A la perseverancia.- Se otorga al personal cada cinco
años a partir de los diez años de servicio ininterrumpi-
dos.

En el año 2012 se entregaron 4,275 condecoraciones.

Respecto de los programas que se encuentran orientados
hacia el combate de delitos de alto impacto en el Distrito
Federal, en el año 2011 con la suscripción del Acuerdo
16/2011 por el que se establecen los Lineamientos para el
otorgamiento de estímulos y recompensas del personal po-
licial del Distrito Federal, se establece un amplio sistema
de estímulos y recompensas, mediante el cual se persigue

incentivar a un mayor número de policías, mediante la eva-
luación objetiva de su desempeño (eficiencia policial), en
tres diferentes modalidades:

A. Eficiencia colectiva.- Evaluación grupal (sectores
con mejor desempeño).

B. Eficiencia individual.- Se otorga por la detención y
puesta a disposición de presuntos responsables ante el
Ministerio Público, por delitos de alto impacto, entre los
que se encuentran los delitos de homicidio doloso, se-
cuestro y el robo en todas sus modalidades.

C. Eficiencia meritoria.- Evaluación de desempeño en
las funciones encomendadas.

Tan sólo en el año 2012 se otorgaron por concepto de efi-
ciencia policial un total de 26,487 incentivos en sus dife-
rentes programas con un presupuesto total de
$60,763,169.00 M/N.

Cabe destacar, que en el desarrollo de todos los programas
de incentivos y de promoción de grado  jerárquico se ob-
serva una estricta revisión de antecedentes validados por
diversas áreas de control interno, para garantizar que el
personal a beneficiar no haya incurrido en conductas con-
trarias a los principios que rigen la actuación policía.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de marzo de 2013.— Doctor Jesús Rodríguez Al-
meida (rúbrica), Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal.»

«Escudo.— Ciudad de México.— Decidiendo Juntos.

Para: Lauro Antonio Martínez Salas, secretario particular
del Secretario de Gobierno.

De: Luis Ernesto Serna Chávez, secretario particular.

Por este conducto me permito remitir copia del documento
recibido en esta oficina, dirigido por el diputado Francisco
Arroyo Vieyra, presidente de la Mesa Directiva de la Co-
misión Permanente de la LXII Legislatura, quien informa
que en sesión celebrada el 23 de enero de 2013 la Comisión
Permanente del Honorable Congreso de la Unión aprobó el
acuerdo que se describe en el oficio.
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Lo anterior para su atención y efectos procedentes, agrade-
ciéndole remitir a la brevedad posible copia del trámite re-
lativo.

Atentamente

Ciudad de México, a 29 de enero de 2013.»

El Presidente diputado José González Morfín: Se remi-
te al promovente, para su conocimiento.

INFORME CON LOS PROGRAMAS 
DE PROTECCION A MIGRANTES

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ins-
tituto Nacional de Migración

Cámara de Diputados.— Presente.

En alcance al oficio número INM/DGA/372/2013 de fecha
22 de enero del presente año, en donde se enviaron cifras
preliminares del cuarto trimestre del año anterior, haciendo
referencia al artículo 60 del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012 publicado en el
diario oficial el 12 de diciembre de 2011, a través del cual
solicita sean reportados los informes trimestrales de carác-
ter público que contenga los programas de protección a mi-
grantes referentes a:

a) Grupos Beta de Protección al Migrante.

b) Programa de Repatriación Humana.

c) Programa Paisano.

d) Oficiales de Protección a la Infancia.

Al respecto me permito enviarle con cifras definitivas los
avances financieros del cuarto trimestre, así como el acu-
mulado al cuarto trimestre de 2012.

Sin más por el momento, le envió un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de marzo de 2013.— Licenciado Rogelio Valles Ro-
sas (rúbrica), director general.»
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El Presidente diputado José González Morfín: Se remi-
te a las Comisiones de Asuntos Migratorios y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

INFORME CON LOS PROGRAMAS 
DE PROTECCION A MIGRANTES

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Ins-
tituto Nacional de Migración.

Cámara de Diputados.— Presente.

Me refiero al artículo 60 del Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012 publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2011,
a través del cual solicita sean reportados trimestralmente
los avances financieros de los programas de protección a
migrantes referentes a:

a) Grupos Beta de Protección al Migrante.

b) Programa de Repatriación Humana.

c) Programa Paisano.

d) Oficiales de Protección a la Infancia.



Al respecto me permito enviarle los avances financieros
del primer trimestre de 2013.

Sin más por el momento, le envió un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 3 de abril de 2013.— Licenciado Rogelio Valles Rosas
(rúbrica), director general.»
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El Presidente diputado José González Morfín: Se remi-
te a las Comisiones de Asuntos Migratorios y de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

LEY GENERAL DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

El Presidente diputado José González Morfín: Esta Pre-
sidencia informa que el día de ayer, miércoles 10 de abril,
recibió de la Cámara de Senadores minuta con proyecto de
decreto de la Ley General de Cultura Física y Deporte*, se
turna a la Comisión de Deporte.

LEY DE LAS HACIENDAS PUBLICAS 
FEDERAL, ESTATALES Y MUNICIPALES

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes. 

Me permito comunicar a ustedes que en sesión celebrada
en esta fecha, el senador Raúl Morón Orozco, a nombre
propio y con aval del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, presentó iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se expide la Ley de las Hacien-
das Públicas Federal, Estatales y Municipales.

La presidencia dispuso que dicha iniciativa, misma que se
anexa, se turnara a la Cámara de Diputados.

Atentamente 

México, DF, a 9 de abril de 2013.— Senador José Rosas Aispuro (rú-
brica), vicepresidente.» 

«Raúl Morón Orozco, senador de la República, integrante
de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, a nombre
propio y con aval del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, con fundamento en los artícu-
los 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, 8 fracción I, 164, 169, 171 y 172 del
Reglamento del Senado de la República, somete a la con-
sideración de esta honorable asamblea, la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley de las Ha-
ciendas Públicas Federal, Estatales y Municipales, de con-
formidad con la siguiente

Exposición de Motivos

El federalismo mexicano es origen y destino del ser nacio-
nal, de él emanan la mayoría de las construcciones norma-
tivas de nuestra vida social y es aspiración de quienes des-
de la pluralidad aspiramos a una democracia más
participativa, que tome en cuenta la base social no solo en
las elecciones, sino en todas las decisiones públicas de los
tres órdenes de gobierno.

Sobre la idea federalista, se han cimentado los municipios,
las entidades federativas y los órganos del poder federal,
para cuya fundamentación siempre se han argumentado los
atributos de los sistemas federales, en su esencia de dar a
las partes de una federación, una representación equilibra-
da, en beneficio de sus comunidades y de sus integrantes
en lo individual, salvaguardando siempre que la suma de
voluntades y esfuerzos, fortalezcan el desarrollo de su ba-
se social y de su capacidad de interlocución con las otras
partes.

La búsqueda de la paz ha sido el motor que ha impulsado
la formación de las federaciones en todos los tiempos. De
una u otra forma, paz y federalismo se equiparan, como fi-
nes y como medios de la convivencia social. Es lo que aún
hoy en día quieren los comuneros, los ejidatarios, los pe-
queños propietarios, los obreros, los colonos, los usuarios
de los servicios públicos, los empresarios, los profesionis-
tas y en general todos los mexicanos, aunque directa o in-
directamente paguen o no impuestos locales y federales. Al
contribuyente le resulta indistinta la procedencia del im-
puesto, lo que le interesa es que al pago de sus contribu-
ciones se traduzca en un beneficio social tangible, que sus
impuestos se transformen en bienes y servicios públicos y
cuando no es así, busca la forma de evadir o eludir la car-
ga fiscal impuesta.

El federalismo es inherente a la vida en sociedad, no es ló-
gico entender una convivencia justa en otra forma de orga-
nización estatal, aún en las monarquías, surgidas de formas
absolutistas de gobierno, la participación social ha evolu-
cionado en esquemas de representación, en los cuales se
privilegia la territorialidad, en cualquiera de sus formas,

* La minuta mencionada por la Presidencia se encuentra en el
Anexo I de esta sesión.



para que los habitantes de tales demarcaciones intervengan
en las definiciones de su gasto público y en consecuencia
de las formas para recaudar los impuestos.

Los monarcas que han fincado su poder en el sometimien-
to, la ignorancia, el fanatismo y la opulencia para unos
cuantos, en contraste con la miseria y la explotación para
las grandes masas, están expuestos a que sus pueblos se re-
velen y se constituyan en un nuevo pacto social más equi-
librado y no sería remoto que ese pacto social fuera un pac-
to federal, en el cual el peso específico de los factores de la
producción tenga una representación regional y local, en la
definición de lo que quieren como sociedad y lo que están
dispuestos a dar para lograrlo.

El estado federal, tiene su justificación en el cumplimiento
de los fines que le demandan las células territoriales, como
los municipios y las regiones a través de los gobiernos es-
tatales, por lo que el rescate financiero de los gobiernos de
las entidades federativas no debiera ser escatimado, sino
por el contrario debiera privilegiarse, por encima de otras
necesidades de recursos y sobre otros rescates de entidades
financieras privadas que ha hecho el gobierno federal, en
contra del interés del pueblo.

El gobierno federal ha perdido su esencia federalista y ha
agudizado su tendencia centralista, en contravención de las
leyes y de la lógica de organización social, gastando los re-
cursos fiscales en obras superfluas que en nada benefician
a las bases sociales, en términos de mejorar sus niveles re-
ales de ingresos y de proporcionarles infraestructura para la
producción y la productividad que genere riqueza, ahorro
interno y desarrollo económico.

Los regímenes federales basan su solidez en la fuerza con-
tributiva y distributiva de sus haciendas estatales y munici-
pales o sus equivalentes órganos territoriales, tales como
los condados, en los Estados Unidos y en que la mayor par-
te de sus ingresos regrese a las áreas geográficas en donde
se generaron, con mecanismos compensatorios, claramen-
te definidos para la armonización económica nacional.

El principio constitucional en el que se sustentan los esta-
dos federales es la pluralidad de los poderes soberanos de
los estados federados, de tal forma que a los órganos fede-
rales solo se le dejan los poderes indispensables para ga-
rantizar la unidad política y económica de los estados fe-
derados, a los cuales se les asignan la mayor parte de
facultades tributarias y de ejercicio del gasto, inherentes a
sus territorios.

La autonomía de los estados en una federación debe fun-
cionar como freno ante los abusos de poder por parte del
gobierno federal, para circunscribirlo a su marco de actua-
ción constitucional, en el cual se le establecen metas espe-
cíficas, como la planeación del desarrollo nacional o la eje-
cución de la política exterior y no así, la determinación de
estrangular las economías de las entidades en donde el po-
der político es ejercido por un partido diferente al del pre-
sidente en turno.

En un régimen federal se amplían las opciones para la de-
mocracia popular y para el ejercicio de las libertades polí-
ticas, es posible unificar los esfuerzos de diversas comuni-
dades en objetivos comunes, protegiendo el principio de
indivisibilidad de la soberanía para hacer coexistir a dos ór-
denes de gobierno, sumando con ello los esfuerzos tributa-
rios en las obras y programas de gobierno que los habitan-
tes quieren, con una supervisión estrecha de ellos mismos,
mediante mecanismos de control directo de parte del pue-
blo, lo cual favorece la acción participativa de las comuni-
dades locales.

Pugnar por hacer efectivo el federalismo, plasmado en la
evolución constitucional del País es un acto de congruen-
cia fundamental, ya que ningún equilibrio constitucional es
duradero sin apoyo social, compatibilizando las políticas
públicas para atender las demandas específicas de las pe-
queñas poblaciones, con las políticas macroeconómicas
que deben concurrir también en su diario beneficio.

La sociedad civil se unifica en contra de los factores exter-
nos que la vulneran y actúa de forma leal a sus intereses
primarios, tales como la estabilidad económica y la seguri-
dad en su entorno, dicha unidad es equiparable al peso de
la Federación, porque la fuerza es la misma, solo que cuan-
do la Federación no es congruente con la sociedad civil, tal
fuerza actúa en contra, en tanto que si es congruente y ha-
ce lo que la sociedad civil quiere, recibe el apoyo corres-
pondiente. Ello sirve para ilustrar el carácter contundente
que tienen las partes plurales de una sociedad, que se orga-
niza en defensa de lo que le es común, para que su repre-
sentación asuma frente a otros estados el papel de garante
de sus mandatos y le canalice buenos resultados. De otra
forma no le sirve ser parte de una federación.

Por ello el federalismo es connatural a la organización so-
cial. En el mundo hay una gran mayoría de países que han
adoptado el régimen federal y los restantes o se encuentran
en una forma de gobierno de excepción, claramente defini-
da o equiparable a una dictadura o están regidos por go-
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biernos absolutistas unipersonales, que viven días contados
por la tiranía que representan y en donde la paz no es una
divisa contante y sonante que tengan los habitantes a la
mano.

Los sentimientos que las naciones conservan son precisa-
mente los de unidad en la pluralidad, es decir el de apego a
cada una de sus partes, en donde se respeten las particula-
ridades y diferencias de tales partes y en donde ninguna de
ellas prevalezca sobre la otra, como actualmente sucede en
el federalismo formal mexicano. Sin embargo, en nuestra
vida real, en la cual la formalidad legal transita por una vía
de apego al arreglo social, plasmado en las leyes y por otra
vía la impunidad, la informalidad y la simulación han cons-
tituido gobiernos paralelos, que realmente dominan los te-
rritorios y que mantienen a la población en un estado de to-
tal indefensión, por no contar con tribunales para su
defensa y en donde, en lugar de pagar impuestos se pade-
cen extorsiones, cuotas, secuestros y penas corporales que
no se encuentran en ningún código penal.

En estos momentos de zozobra, la sociedad mexicana pre-
cisa de unidad, para resolver de forma unitaria los proble-
mas de inseguridad y desempleo, para transformar el régi-
men de simulación federalista, por uno verdaderamente
federal, en el que los municipios, los estados y el Gobierno
Federal en una relación horizontal, jueguen en las mismas
condiciones un papel de unidad, para hacer frente a los
grandes problemas nacionales, pero desde lo local, de la
periferia al centro o de abajo para arriba, si el lenguaje en-
tendible es el verticalista, para dar origen a una reforma
profunda de las instituciones políticas, empezando por las
hacendarias, puesto que si no se inicia por ellas, se corre el
riesgo de seguir en la simulación.

Por ello se hace necesaria una profunda revisión del fede-
ralismo actual para transformarlo en un nuevo federalismo,
en el que los tres órdenes de gobierno se reconozcan como
parte de una Federación y concurran en un marco de cola-
boración y no de subordinación, a la atención de las de-
mandas de los municipios, de los estados y de la Federa-
ción en su conjunto. Resulta imperativo, revisar entonces,
las facultades y los recursos con los que en la actualidad
cuentan estos órdenes de gobierno y así formular un nuevo
pacto en el que las partes de la Federación, con un espíritu
genuinamente federalista, redistribuyan las facultades y los
recursos necesarios para que cada orden de gobierno res-
ponda con puntualidad y eficacia a los crecientes reclamos
sociales.

Es en este sentido que la reforma hacendaria planteada por
el Ejecutivo Federal y aún no materializada, debe respon-
der a ese espíritu federalista, pues a juzgar por el sinnúme-
ro de trabajos teóricos presentados, así como las iniciativas
de ley enviadas a este Honorable Congreso, sólo se redu-
cen a una visión reformista que pretende introducir de for-
ma gradual los cambios de un esquema de coordinación
fiscal, agotado y disfuncional, en el cual el gobierno fede-
ral sigue siendo el gran recaudador de los impuestos más
productivos y por su parte, los estados y los municipios si-
guen siendo, con márgenes cada vez de mayor responsabi-
lidad para el acopio de impuestos no productivos, los que
tienen la obligación de resolver las inequidades sociales,
sin recibir los recursos que sus propias economías han ge-
nerado. 

Conviene recordar a propósito de la presentación de esta
iniciativa que plantea un nuevo federalismo fiscal, algunos
de los esfuerzos que se han realizado para revisar el tema
relativo a las participaciones en impuestos federales, como
lo fue la Primera Convención Nacional Hacendaria del
2004, que abrió un foro de análisis y discusión para la evo-
lución de la coordinación fiscal entre los gobiernos de la
federación y las entidades federativas, y cuyos objetivos
fueron diagnosticar las haciendas públicas, lograr un nue-
vo federalismo integral, definir responsabilidades de gasto
para cada orden de gobierno, revisar facultades tributarias,
simplificar la legislación, programar las reformas necesa-
rias, transparentar la información y fortalecer la rendición
de cuentas, entre otros. Las propuestas se centraron en sie-
te temas: 1) Gasto Público, 2) Ingresos, 3) Deuda Pública,
4) Patrimonio Público, 5) Modernización y Simplificación
de la Administración Hacendaria, 6) Colaboración y Coor-
dinación Intergubernamental y 7) Transparencia, Fiscaliza-
ción y Rendición de Cuentas.

En materia de gasto público se propuso reformular la dis-
tribución competencial entre ámbitos gubernamentales con
orientación federalista, mejorando los procesos de asigna-
ción de recursos, con acciones tales como el estableci-
miento de reglas homogéneas para su ejecución, mecanis-
mos y foros de interacción para afinar los procesos
presupuestales, redefinición de responsabilidades y roles
por órdenes de gobierno en la prestación de los servicios de
salud, educación, desarrollo social, seguridad pública y
procuración de justicia, ciencia y tecnología, infraestructu-
ra portuaria y carretera, desarrollo económico, agua y efi-
ciencia gubernamental en los tres órdenes ya mencionados.



Asimismo, se planteó la necesidad de contar con mecanis-
mos compensatorios para acelerar el abatimiento de las
desigualdades sociales y la reducción de asimetrías en la
prestación de los servicios y sobre todo, pugnar porque en
todas las facultades descentralizadas se cuente con los re-
cursos suficientes para el financiamiento de las facultades
transferidas.

En el tema de ingresos se propuso plantear soluciones a la
insuficiencia de recursos fiscales, la centralización de la
política fiscal, así como a la evasión, elusión y a la com-
plejidad de un costoso sistema fiscal, mediante la restitu-
ción de facultades fiscales a las entidades federativas, efi-
ciencia en la recaudación, fortalecimiento de las finanzas
municipales e impulso a la simplificación tributaria, entre
otras estrategias.

En relación con la deuda pública se buscaba mejorar y
ajustar su marco legal, ampliar fuentes de financiamiento
para los gobiernos de los estados y municipios, además de
dar viabilidad a los sistemas de pensiones a través de la re-
conducción presupuestal, la diversificación del financia-
miento, la armonización contable y la integración de un
sistema nacional de pensiones.

En cuanto al patrimonio público se propusieron estrategias
y acciones para optimizar su aprovechamiento, uso, dispo-
sición y control mediante la optimización de su adminis-
tración, uso, aprovechamiento, venta, control contable y el
mejoramiento de sus marcos jurídicos.

Para modernizar y simplificar la administración hacendaria
se propuso mejorar los sistemas de recaudación, moderni-
zar la ejecución del gasto y los procesos presupuestales,
promover la profesionalización de funcionarios hacendarios
y aplicar modelos simplificados de atención ciudadana.

En el rubro de colaboración y coordinación interguberna-
mental, se propuso construir un modelo tendiente a reducir
los costos de transacción en el sistema de las haciendas pa-
ra maximizar el impacto económico y social, redefiniendo
reglas y fórmulas de los fondos de participaciones y apor-
taciones, rediseñando los sistemas de colaboración y coor-
dinación intergubernamental, mejor acceso a fuentes de fi-
nanciamiento y mayor participación de los tres órdenes de
gobierno, en un sistema nacional de coordinación hacenda-
ria que procure el equilibrio horizontal y vertical de ingre-
so y gasto, por citar los más relevantes.

En el tema de transparencia, fiscalización y rendición de
cuentas las propuestas se orientaron a la homologación, ar-
monización, sistematización de la información, el control y
el impulso a una mayor participación ciudadana para darle
mayor certidumbre de la acción gubernamental.

En la actualidad, el gobierno federal se asigna el ejercicio
del 75 al 80 por ciento del gasto público federal, que si bien
recae en obras y acciones que territorialmente se ubican en
alguna entidad federativa, su derrama económica, no nece-
sariamente beneficia a esa entidad.

Por todo lo anterior y una serie de argumentos de casos si-
milares, es evidente que se ha roto el equilibrio político in-
terno entre los gobiernos de las entidades federativas y el
gobierno federal, con lo cual la unidad de las colectivida-
des sociales se pone en peligro, la pluralidad social se ve
amenazada y las formaciones político–burocráticas del es-
tado nacional tratan de ganar lealtades orientando el gasto
público a las clásicas estructuras corporativistas sectoriales,
para sustituir el apoyo social–territorial que han perdido.

Ante tal realidad, es indispensable replantear uno de los as-
pectos fundamentales del federalismo, el referido al deno-
minado federalismo hacendario, pues es éste, por su carác-
ter estratégico para las definiciones económicas, el que
puede iniciar la reivindicación nacional hacia el Pacto Fe-
deral establecido en la Constitución de 1824, al que al pa-
so de los años se le ha ido disminuyendo fuerza, en aras del
presidencialismo centralista, latente en las veleidades de
los estilos personales de gobernar y en los compromisos de
los grupos de poder que arriban a la Presidencia de la Re-
pública.

La Constitución de 1824, no precisó los ámbitos de com-
petencia entre el gobierno federal y los estados para definir
contribuciones, lo que originó un régimen de facultades
concurrentes, motivo de todos los vaivenes de la historia
fiscal de México en los siglos XIX, XX y lo que va del
XXI.

Por su parte, la Constitución de 1857 no detalló cuáles se-
rían los impuestos a establecer por el gobierno federal, re-
servándole sólo los relacionados al comercio exterior y la
emisión de estampillas, lo cual generó mayor debate sobre
la concurrencia, dejando la posibilidad a las entidades de
gravar todas las materias en las que no se plasmaba prohi-
bición expresa.
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Finalmente la Constitución de 1917 reprodujo lo que sobre
el particular establecía la anterior de 1857, al reservar al
gobierno federal los impuestos relativos al comercio exte-
rior y a la emisión de estampillas. Sin embargo, en un pro-
ceso inercial se ha reformado la Constitución para adicio-
nar distintos impuestos federales a los originalmente
aprobados por el Constituyente del 17, con lo cual se ha
agudizado el proceso de centralización encabezado por el
gobierno federal y que desde luego ha restado facultades a
los congresos de los estados para establecer contribucio-
nes. Tal tendencia centralista ha disminuido la disponibili-
dad de recursos de los restantes órdenes de gobierno y en
consecuencia, su capacidad de respuesta a los reclamos de
la sociedad, pese a las participaciones y aportaciones fede-
rales previstas en el actual sistema de coordinación fiscal.

Así se explica que la actual Ley de Coordinación Fiscal
responda a una lógica de dependencia centralista, puesta en
vigor en 1978, pues su papel fue regular las situaciones que
de hecho sucedían en una hacienda pública, en la que el go-
bierno federal ya se había apropiado casi de todas las fa-
cultades tributarias de las entidades federativas y requería
legitimar el reparto discrecional de los reducidos recursos
que se les entregaban a los gobernadores de los estados.

El paulatino y creciente proceso de centralización de las fa-
cultades tributarias que fue ganando el gobierno federal, en
detrimento de los gobiernos de las entidades federativas y
de los municipios, se explica por la hegemonía de un par-
tido político del que surgió invariablemente el presidente
de la República hasta el año 2000 y quien, en buena medi-
da, decidía la integración de las Cámaras de Diputados y de
Senadores y desde luego, quienes habrían de gobernar las
entidades federativas, lo que le permitió reformar a su ar-
bitrio, tanto la Constitución como las leyes secundarias y
así atribuirle al gobierno federal nuevas facultades tributa-
rias.

Es así que la Ley de Coordinación Fiscal no establece las
facultades originales de las entidades federativas, sino que
se enfoca en determinar procedimientos para la entrega de
recursos “federales” y las modalidades para convenir la re-
caudación, por parte de éstas, de los segmentos impositivos
que le resultaban más onerosos de cobrar a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. En las múltiples reformas que
sucesivamente se han hecho a este ordenamiento, la ten-
dencia ha sido la misma, es decir que se han perfeccionado
los mecanismos para continuar en un sistema de dependen-
cia de las entidades federativas sobre lo que recauda el go-
bierno federal, cuando el espíritu federalista, en donde-

quiera que se le refiera, señala que debe ser al contrario,
son las entidades las que deben recaudar todos los impues-
tos y dejar sólo al gobierno federal, los relativos al comer-
cio y a todo tipo de relaciones con el exterior, además de
asignarle a éste un porcentaje de las recaudaciones estata-
les y municipales para el funcionamiento de su aparato y el
cumplimiento de sus obligaciones constitucionales.

Los gobiernos de las entidades federativas, históricamente
han contado con sendas estructuras recaudatorias, al igual
que los municipios, a tal grado completas que hoy en día
superan ampliamente a la cobertura del Servicio de Admi-
nistración Tributaria, órgano desconcentrado de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público e incluso, en muchos ca-
sos albergan en sus espacios rentísticos a bancos y otros
intermediarios financieros que sólo encuentran seguridad,
garantías de credibilidad y economía en las instalaciones
gubernamentales de los municipios y de los gobiernos es-
tatales.

El argumento de la ineficiencia recaudatoria de los gobier-
nos estatales y municipales ha caído por su propio peso. En
el caso de los gobiernos de los estados, han demostrado, al
asumir la cobranza de los pequeños contribuyentes, que
pueden dar resultados óptimos, con amplias economías en
sus procesos administrativos y en el caso de los munici-
pios, con el cobro del impuesto predial han confirmado que
tienen la estructura para recaudar cualquier impuesto y que
por su cercanía a la población, cuentan con el más pleno
conocimiento de las capacidades de pago de cada uno de
los contribuyentes.

Hace falta, en todo caso, estandarizar los métodos, siste-
mas y procedimientos para profesionalizar la función ha-
cendaria en los tres órdenes de gobierno, pero fundamen-
talmente en los órdenes estatal y municipal. Es sobre este
particular que debe regularse en un ordenamiento que sus-
tituya el viejo esquema de la Ley de Coordinación Fiscal,
por uno nuevo en el que sean el gobierno federal, los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios, en
un nuevo arreglo, los que establezcan las modalidades de
recaudación de la totalidad de los impuestos y definan los
porcentajes que de ellos corresponda a cada uno de los tres
órdenes de gobierno.

La Ley de las Haciendas Públicas Federal, Estatales y Mu-
nicipales que se propone, pretende restituir a las entidades
federativas y municipios sus facultades tributarias, para
que sean aquéllas y éstos, las que ejerzan la recaudación de
todos los impuestos y el ejercicio de la mayor parte de los



presupuestos públicos, con perspectiva de desarrollo regio-
nal y con plena responsabilidad para ejecutar los proyectos
interestatales, en coordinación con los gobiernos de las en-
tidades y municipios que estén de acuerdo en que se lleven
a cabo.

La ley que proponemos tiene como uno de sus objetivos
dar su justa participación y reconocimiento nacional en es-
ta materia a los gobiernos municipales, que son la autori-
dad más cercana a la ciudadanía, ante quienes llegan de
primera instancia los reclamos y las problemáticas princi-
pales de los gobernados, exigiendo soluciones inmediatas a
las mismas, por lo que deben siempre contar con los recur-
sos financieros para atender las necesidades más inmedia-
tas de la población. Son las autoridades municipales las
que deben tener mayor capacidad de respuesta y son, sin
embargo, paradójicamente, las que menos recursos reciben
de lo que hoy se conoce como la Recaudación Federal Par-
ticipable.

Por tanto, proponemos incluir activamente a los gobiernos
municipales en los procesos de recaudación y distribución
de los recursos nacionales, proponemos dotar a los gobier-
nos de los municipios de las facultades tributarias necesa-
rias para que coadyuven con los gobiernos de las entidades
federativas en la recaudación hacendaria y en la ejecución
presupuestal y con ello responder a las necesidades de ca-
da localidad, e instauración de sistemas de profesionaliza-
ción y capacitación, así como de transparencia y rendición
de cuentas efectivos.

De esta manera, estaremos hablando de una verdadera re-
forma hacendaria, que permita acercarnos como país a es-
quemas realmente federalistas, como palanca efectiva para
lograr mejores estándares de desarrollo integral. Por ello
no proponemos solamente modificar algunas fórmulas,
mecanismos y porcentajes, que alivien sólo de momento la
difícil situación financiera de los gobiernos de los estados
y municipios, sino buscamos que la reforma hacendaria sea
una que reconozca las verdaderas causas de nuestra reali-
dad político-financiera: el centralismo y la discrecionali-
dad.

La definición de los porcentajes que deban asignar a cada
uno de los tres órdenes de gobierno no debiera ser un fac-
tor de análisis o debate, sino constituir una regla contun-
dente de la igualdad y el equilibrio en los que se basa el ré-
gimen federal establecido en la constitución mexicana. Por
lo tanto, a cada uno de los tres órdenes debiera correspon-

derle una tercera parte de los ingresos públicos, con lo cual
se restablecería el equilibrio que debe prevalecer entre los
tres órdenes de gobierno.

En un ejercicio legislativo debemos no solo ser críticos y
exhaustivos en las reformas que se proponen. Sin embargo
reconocemos que para instrumentar el nuevo modelo fi-
nanciero, es necesario transitar en un proceso ordenado,
sistemático y gradual hasta que el gobierno federal, los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios, se
encuentren en condiciones de adoptar el nuevo sistema de
federalismo hacendario. Por ello el andamiaje instrumental
y la operación de los diversos fondos federales, se mantie-
nen de forma transitoria con su mismo esquema y subsisti-
rán hasta que funcione de manera plena el nuevo modelo
de federalismo hacendario.

La presente iniciativa se estructura en diez capítulos:

En el Capítulo Primero se establecen las disposiciones ge-
nerales, en él se concentran los preceptos de aplicación am-
plia y se constituye, como pilar de la iniciativa el Sistema
Nacional de Coordinación Hacendaria entre el gobierno fe-
deral, los gobiernos de las entidades federativas y de los
municipios.

En el Capítulo Segundo se hace referencia a la integración
del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, las nor-
mas aplicables que lo regularán, así como los organismos
en materia de coordinación hacendaria y que se definen de
acuerdo a lo siguiente:

1. El pleno del Sistema Nacional de Coordinación Ha-
cendaria;

2. La Comisión Permanente de Autoridades Hacenda-
rias; 

3. Los Subsistemas de Coordinación Hacendaria de la
Comisión Permanente; y,

4. El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Hacien-
das Públicas. 

En este capítulo se establece la integración, facultades y
funcionamiento de cada uno de los organismos, y se defi-
nen los mecanismos de articulación para el desarrollo, vi-
gilancia y perfeccionamiento del Sistema Nacional de Co-
ordinación Hacendaria.
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Uno de los aspectos significativos de la iniciativa es el re-
lativo a las facultades que se le confieren a la Comisión Per-
manente de Autoridades Hacendarias y al Instituto para el
Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas, para que
ambos asuman el papel de factor de equilibrio para arribar
al Federalismo Hacendario Integral que se propone, a la in-
terlocución justa entre gobierno federal, gobiernos de las
entidades federativas y municipios, así como al desarrollo
de los programas y acciones para contar con un servicio ci-
vil de carrera, mediante la profesionalización obligada de los
funcionarios hacendarios de los tres órdenes de gobierno.

Por lo que corresponde al Capítulo Tercero, se norman las
prevenciones generales para los gobiernos de las entidades
federativas y de los municipios, con respecto a la constitu-
ción y distribución del Fondo General de Participaciones;
la planeación, programación y ejecución de los recursos
transferidos a las entidades federativas; la colaboración ad-
ministrativa y la constitución, organización y funciona-
miento de organismos auxiliares y técnicos en materia de
coordinación hacendaria.

En el Capítulo Cuarto se regulan las participaciones de los
gobiernos de las entidades federativas y municipios en in-
gresos y se establece el Fondo General de Participaciones,
el cual se constituirá con dos terceras partes de la recauda-
ción participable que se obtenga en un año fiscal que se
destinará a entidades federativas y municipios, y una terce-
ra parte que se reservará el gobierno federal. Contempla
asimismo los ingresos e incentivos que se incluirán en el
Fondo General de Participaciones y especifica los montos
de distribución de dicho Fondo. Al mismo tiempo, define
la manera en que la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico resarcirá a los gobiernos de las entidades federativas
los ingresos que dejen de percibir por reformas, adiciones,
derogaciones o abrogaciones a las leyes federales respecti-
vas, respecto de las cuales se haya convenido, que sean ad-
ministrados por los gobiernos de las entidades federativas
y se haya establecido como incentivo un determinado mon-
to de su recaudación.

En el mismo capítulo se establece la cantidad que corres-
ponderá del Fondo General de Participaciones a los go-
biernos de las entidades federativas, así como la forma en
que se les cubrirán los anticipos a cuenta de participaciones
por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a
través de la Tesorería de la Federación.

En el Capítulo Quinto se establecen las autoridades com-
petentes y las disposiciones que regularán el control y su-

pervisión de los recursos que conforman el Fondo General
de Participaciones en sus distintas etapas.

El Capítulo Sexto señala la forma en la que se llevará a ca-
bo la coordinación administrativa entre los gobiernos de las
entidades federativas y el Gobierno Federal, por lo que po-
drán celebrar convenios de coordinación en materia de ad-
ministración de ingresos federales, que incluirán las funcio-
nes de Registro Federal de Contribuyentes, recaudación,
fiscalización y administración, a ejercer por las autoridades
fiscales de las entidades federativas o de los municipios
cuando así se pacte expresamente. 

Se establece que en los referidos convenios se especifica-
rán los ingresos a recaudar, las facultades que ejercerán y
las limitaciones de las mismas y se fijarán las percepciones
que recibirán los gobiernos de las entidades federativas y
los municipios, por las actividades de administración ha-
cendaria que realicen. Asimismo, prevé que la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público podrá compensar las canti-
dades no concentradas por el gobierno de la entidad fede-
rativa, con las cantidades que a ésta corresponda en el Fon-
do General de Participaciones. 

En el Capítulo Séptimo de la iniciativa, se plantea que la
asignación y calendarización de los recursos que confor-
man el Fondo General de Participaciones, se efectúe du-
rante el mes de enero de cada año, para tal efecto la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, publicará en el Diario
Oficial de la Federación los montos calendarizados que co-
rrespondan a cada una de las entidades federativas, así co-
mo los datos oficiales, factores y variables tomados en
cuenta para la entrega de los recursos públicos que les co-
rresponden.

En el Capítulo Octavo se prevén los casos en los que se
pueden afectar las participaciones que correspondan a los
gobiernos de las entidades federativas y los municipios, las
cuales serán inembargables. 

Asimismo, establece que los gobiernos de las entidades fe-
derativas y los municipios efectuarán los pagos de las obli-
gaciones garantizadas con la afectación de sus participa-
ciones, de acuerdo con los mecanismos y sistemas de
registro establecidos en las leyes estatales de deuda.

De igual manera se define que cuando se pretenda llevar a
cabo descuentos de las participaciones de las entidades fe-
derativas, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de-
berá notificarlo por escrito y no podrá llevar a cabo el des-



cuento, hasta en tanto no haya transcurrido el término de
treinta días, sin que se haya interpuesto el medio de defen-
sa que establece la Ley Reglamentaria de las fracciones I y
II del artículo 105 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. 

En el Capítulo Noveno se definen las disposiciones a las
que se sujetará la aplicación de los recursos convenidos,
para los programas que se establezcan en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, por las dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal, conforme a sus atri-
buciones y con independencia de las participaciones y
aportaciones federales ya señaladas en esta iniciativa de
ley.

De igual manera, en el Capítulo Décimo se prevé la posi-
bilidad de que los gobiernos de las entidades federativas,
acudan a la Suprema Corte de Justicia de la Nación en ca-
so de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público in-
frinja las disposiciones legales y convenios relativos a la
coordinación hacendaria.

Por último, conviene enfatizar que el nuevo federalismo
hacendario que se propone debe concebirse como conse-
cuencia de un replanteamiento de los ámbitos de compe-
tencia entre los tres órdenes de gobierno, por lo que resul-
ta inaplazable la revisión exhaustiva de las distintas
atribuciones de las que disfrutan dichos órdenes de gobier-
no sobre la base de otorgarle más facultades y recursos a
aquellos órdenes de gobierno que se encuentran más próxi-
mos a los ciudadanos. Tal redistribución de facultades y re-
cursos, sin duda redundará en el fortalecimiento del fede-
ralismo y en consecuencia, del estado nacional.

Los mexicanos hemos expresado, a lo largo de nuestra vi-
da independiente, nuestra voluntad de constituirnos en una
república representativa, democrática y federal. Honremos
pues la vocación federalista del Constituyente del 17 y
transformemos nuestro federalismo formal en un federalis-
mo real, con el que redistribuyamos competencias y recur-
sos para garantizar mayor justicia y equidad entre todos los
mexicanos, de suerte tal que al fortalecer las finanzas pú-
blicas de los gobiernos de los estados y municipios, éstos
puedan responder con mayor eficacia a los reclamos de sus
gobernados.

Por todo lo anterior, someto a consideración de esta sobe-
ranía el siguiente 

Decreto

Único. Se expide la Ley de las Haciendas Públicas Fede-
ral, Estatales y Municipales, con el texto siguiente: 

Ley de las Haciendas Públicas Federal, Estatales y Mu-
nicipales

Capítulo Primero
Disposiciones Generales

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto establecer las
facultades tributarias, las condiciones de igualdad y equili-
brio en la distribución de los recursos recaudados y del gas-
to asignable, las modalidades de coordinación hacendaria,
así como la participación que corresponda a las haciendas
públicas, para la recaudación efectiva y profesional de los
impuestos y la ejecución del gasto público en cada uno de
los ámbitos de competencia y profesionalizar la función
hacendaria, en los tres órdenes de gobierno. 

Artículo 2o. Son facultades tributarias de los gobiernos de
las entidades federativas, todos los ingresos públicos exis-
tentes, reservando sólo al Gobierno Federal, las materias
previstas en la fracción XXIX del artículo 73 constitucio-
nal.

Los gobiernos de las entidades federativas recaudarán to-
dos los ingresos públicos de su competencia, por medio de
sus órganos hacendarios y coadyuvarán con los munici-
pios, para cuyo fin, al personal profesional que realice ta-
les actividades se le concederá el carácter de autoridad ha-
cendaria federal, de conformidad con la celebración de los
convenios de coordinación aplicables.

Artículo 3o. Corresponde a cada uno de los tres órdenes de
gobierno, en condiciones de igualdad y equilibrio entre los
mismos, una tercera parte de la recaudación total, la cual
constituye su universo de recursos aplicables al ejercicio de
sus atribuciones.

Capítulo Segundo
Del Sistema Nacional 

de Coordinación Hacendaria

Artículo 4o. Se crea el Sistema Nacional de Coordinación
Hacendaria, del que forman parte los órganos hacendarios
de los tres órdenes de gobierno y el cual funcionará en Ple-
no; será la máxima autoridad para garantizar, a través de
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sus órganos, la igualdad y equilibrio de la distribución de
los ingresos entre órdenes de gobierno. El Sistema Nacio-
nal de Coordinación Hacendaria incluirá: 

I. Las normas aplicables que regularán el cumplimiento
de todas las facultades tributarias por el Gobierno Fede-
ral, las entidades federativas y los municipios, así como
su participación en el Sistema Nacional de Coordina-
ción Hacendaria; 

II. La conformación y distribución de los recursos pú-
blicos que correspondan a los gobiernos de las entidades
federativas y municipios;

III. La planeación, programación y la aplicación de los
recursos que se asignen con motivo de la descentraliza-
ción de facultades; 

IV. Los procedimientos para la afectación y registro de
los recursos públicos del Fondo General de Participa-
ciones, con motivo de las obligaciones que contraigan
los gobiernos de las entidades federativas y los munici-
pios;

V. Las modalidades de coordinación administrativa en-
tre las autoridades hacendarias de los distintos órdenes
de gobierno; 

VI. Las facultades y organización de los órganos auxi-
liares y técnicos que en materia de coordinación hacen-
daria y de profesionalización de las autoridades hacen-
darias de los tres órdenes de gobierno, establece la Ley;
y,

VII. Los medios de defensa ante las instancias jurisdic-
cionales correspondientes. 

Sección I
De los Órganos Auxiliares y Técnicos del Sistema Na-

cional de Coordinación Hacendaria

Artículo 5o. El gobierno federal, por conducto de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, los gobiernos de
las entidades federativas, por medio de su órgano hacenda-
rio y los municipios a través de sus representantes partici-
parán en el desarrollo, vigilancia y perfeccionamiento del
Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, a través de:

I. El pleno del sistema;

II. La Comisión Permanente de Autoridades Hacenda-
rias; 

III. Los Subsistemas de la Comisión Permanente de Au-
toridades Hacendarias; 

IV. Los grupos de trabajo de la Comisión Permanente de
Autoridades Hacendarias; y,

V. Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas
Públicas.

La Comisión Permanente de Autoridades Hacendarias, los
subsistemas y los grupos de trabajo de la misma, serán los
órganos auxiliares del Sistema Nacional de Coordinación
Hacendaria, en tanto que el Instituto para el Desarrollo
Técnico de las Haciendas Públicas y tendrá el carácter de
órganos técnicos.

Sección II
Del Pleno del Sistema Nacional 
de Coordinación Hacendaria

Artículo 6o. El Pleno del Sistema Nacional de Coordina-
ción Hacendaria, se integrará por el Secretario de Hacien-
da y Crédito Público, por los titulares de los órganos ha-
cendarios de los gobiernos de las entidades federativas y
por un presidente municipal electo para tal fin, que fungirá
como representante de los municipios de cada entidad, pa-
ra el caso de las delegaciones del gobierno del Distrito Fe-
deral, concurrirá un jefe delegacional electo por sus igua-
les; será presidido conjuntamente por el Secretario de
Hacienda y Crédito Público y un presidente municipal,
electo entre los 32 participantes por los municipios y el ti-
tular del órgano hacendario de la entidad federativa en don-
de se lleve a cabo la reunión del Pleno. El Gobernador de
dicha entidad podrá asistir y tomar el lugar que le corres-
ponda al titular del órgano hacendario a su mando.

A las reuniones del pleno, tendrán la obligación de asistir
el Secretario de Hacienda y Crédito Público y los Subse-
cretarios con que cuente esa Secretaría, cuando menos dos
veces en cada año, en los meses de febrero y agosto, así co-
mo los titulares de los órganos hacendarios de las entidades
federativas, los presidentes municipales y el jefe de la de-
marcación territorial del Distrito Federal electos como re-
presentantes ante el pleno. 
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Sección III
De la Comisión Permanente 
de Autoridades Hacendarias 

Artículo 7o. La Comisión Permanente de Autoridades Ha-
cendarias se integrará por los nueve coordinadores de gru-
po de trabajo, entre los cuales estarán los coordinadores de
los subsistemas, sesionará, cuando menos, cuatro veces al
año en el lugar del territorio nacional que elijan sus inte-
grantes. Será convocada por el Secretario de Hacienda y
Crédito Público o por cuando menos una tercera parte de
sus integrantes. En la convocatoria se señalarán los asuntos
de cada sesión. 

Artículo 8o. Son facultades de la Comisión Permanente de
Autoridades Hacendarias: 

I. Proponer al Pleno del Sistema Nacional de Coordina-
ción Hacendaria las disposiciones, reglas, fórmulas, li-
neamientos y determinaciones que la Ley le ordena, así
como los reglamentos internos y de funcionamiento de
los Subsistemas de Coordinación Hacendaria, y del Ins-
tituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas Pú-
blicas; 

II. Proponer ante el Pleno del Sistema Nacional de Co-
ordinación Hacendaria, las aportaciones ordinarias y ex-
traordinarias que deban cubrir el Gobierno Federal, los
gobiernos de las entidades federativas, las demarcacio-
nes y los municipios para el sostenimiento de los órga-
nos citados en la fracción anterior; 

III. Fungir como Junta de Gobierno del Instituto para el
Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas y aprobar
su presupuesto anual, que será financiado como sigue:

a) Un tercio por parte de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público;

b) Un segundo tercio parte por parte de los gobier-
nos de las entidades federativas, que se cubrirá el
cincuenta por ciento en partes iguales y el restante
en proporción al coeficiente efectivo de repartición
del Fondo General de Participaciones recibidas en el
año anterior a aquel en que se apruebe el presupues-
to correspondiente; y,

c) Un tercio por parte de las demarcaciones territo-
riales del Distrito Federal y los municipios;

IV. Establecer y formalizar por conducto de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, para los asuntos co-
rrespondientes al Gobierno Federal y por medio de los
gobiernos de las entidades federativas, por conducto del
titular de su órgano hacendario, los programas, medidas
y acciones que acuerde para actualizar o mejorar el Sis-
tema Nacional de Coordinación Hacendaria, la normati-
vidad hacendaria, la profesionalización y certificación
de las autoridades hacendarias y el sistema de segui-
miento y evaluación de las haciendas públicas; 

V. Nombrar y remover en su caso, al Director General
del Instituto para el Desarrollo Técnico de las Haciendas
Públicas, el que será seleccionado por examen de oposi-
ción a realizarse de acuerdo a las bases que apruebe la
Comisión Permanente de Autoridades Hacendarias; 

VI. Elegir de entre los titulares de los órganos hacenda-
rios de los gobiernos de las entidades federativas al co-
ordinador de la Comisión Permanente de Autoridades
Hacendarias y entre los representantes de las demarca-
ciones territoriales del Distrito Federal y de los munici-
pios al vicecoordinador de la misma. En esta elección
no participará la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico; 

VII. Vigilar la creación, incremento, distribución, desti-
no, liquidación y pago de los recursos públicos del Fon-
do General de Participaciones;

VIII. Crear los Grupos de Trabajo técnico necesarios pa-
ra el análisis de los asuntos de su competencia y esta-
blecer a cuál subsistema se integrarán; 

IX. Las demás que le encomiende el Pleno del Sistema
Nacional de Coordinación Hacendaria.

Artículo 9o. La Comisión Permanente de Autoridades Ha-
cendarias se conducirá en apego a las reglas siguientes: 

I. Será presidida conjuntamente por el Secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, que podrá ser suplido por el
Subsecretario de Ingresos de la Secretaría y el titular del
órgano hacendario estatal que elija la propia Comisión; 

II. Los gobiernos de las entidades federativas y de los
municipios serán representadas por el titular de su órga-
no hacendario o por quien designen como suplente; 
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III. Los grupos de trabajo contarán con un Coordinador
elegido de los integrantes en forma rotatoria y anual.
Sus acuerdos se tomarán por mayoría y tendrá derecho
a voz y voto un representante por cada una de los go-
biernos de las entidades federativas y un representante
de los municipios de cada entidad. Los grupos de traba-
jo atenderán los asuntos relacionados con las entidades
federativas de la siguiente manera:

a) Grupo Uno: Baja California, Baja California Sur,
Sonora y Sinaloa.

b) Grupo Dos: Chihuahua, Coahuila, Durango y Za-
catecas. 

c) Grupo Tres: Hidalgo, Nuevo León. Tamaulipas y
Tlaxcala. 

d) Grupo Cuatro: Aguascalientes, Colima, Jalisco y
Nayarit. 

e) Grupo Cinco: Guanajuato, Michoacán, Querétaro
y San Luis Potosí. 

f) Grupo Seis: Distrito Federal, Guerrero, México y
Morelos. 

g) Grupo Siete: Chiapas, Oaxaca, Puebla y Veracruz. 

h) Grupo Ocho: Campeche, Quintana Roo, Tabasco
y Yucatán.

j) Grupo Nueve: Ocho representantes de los munici-
pios, de acuerdo a la división regional de los prime-
ros ocho grupos.

IV. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público comi-
sionará un representante en cada grupo y subsistema. 

En los grupos de trabajo podrán participar otras entida-
des federativas que no pertenezcan a él, de conformidad
a lo establecido en la fracción anterior, que así lo des-
een, con voz, pero sin voto; y, 

V. El Instituto para el Desarrollo Técnico de las Hacien-
das Públicas comisionará a una persona por cada grupo,
para que funja como secretario técnico, quién tendrá la
obligación de levantar las actas correspondientes, circu-
lar los acuerdos y recabar las firmas de los participantes. 

Sección IV
De los Subsistemas para 

la Coordinación Hacendaria

Artículo 10. La Comisión Permanente de Autoridades Ha-
cendarias contará con tres Subsistemas para la Coordina-
ción Hacendaria, de acuerdo a las reglas siguientes: 

I. Los Subsistemas serán:

a). Ingreso;

b). Gasto, y 

c). Deuda; 

II. Cada Subsistema se integrará por acuerdo del pleno,
con tres coordinadores de grupo de trabajo y contará con
un representante ante la Comisión Permanente de Auto-
ridades Hacendarias; 

III. Los Subsistemas, serán parte de la Comisión Per-
manente de Autoridades Hacendarias; y, 

IV. Cada Subsistema se conformará con los coordinado-
res de los Grupos de Trabajo creados en la presente ley. 

Artículo 11. Son facultades de los coordinadores de los
subsistemas: 

I. Coordinar los trabajos de los grupos de trabajo técni-
co que lo conformen; 

II. Recibir, tramitar y difundir la información y acuerdos
que se generen al interior de los grupos de trabajo téc-
nico; y, 

III. Presentar ante la Comisión Permanente de Autorida-
des Hacendarias, los resultados y acuerdos de los grupos
de trabajo técnico.

Artículo 12. Los acuerdos y resoluciones propuestas por
los grupos de trabajo y los coordinadores de los subsiste-
mas, tendrán el carácter de obligatorios para los gobiernos
de las entidades federativas y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, una vez que sean aprobados por el pleno
del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria. 
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Sección V
Del Instituto para el Desarrollo Técnico 

de las Haciendas Públicas

Artículo 13. El Instituto para el Desarrollo Técnico de las
Haciendas Públicas, es un organismo público, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propio, dependiente del Sis-
tema Nacional de Coordinación Hacendaria, y tendrá las
facultades siguientes: 

I. Realizar estudios, programas y acciones relativos al
Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria y fungir
como órgano técnico y de apoyo a la Comisión Perma-
nente de Autoridades Hacendarias; 

II. Hacer estudios, investigación y análisis permanentes
de la legislación relativa al ingreso, gasto y deuda pú-
blica federal, estatal y municipal; 

III. Proponer medidas tendientes a coordinar la acción
impositiva federal, estatal y municipal, para lograr la
más eficiente y equitativa distribución de los ingresos
entre el Gobierno Federal, los gobiernos de las entida-
des federativas y de los municipios; 

IV. Actuar como consultor técnico de las haciendas pú-
blicas federal, estatales y municipales; 

V. Promover y coadyuvar al desarrollo técnico de las ha-
ciendas públicas, federal, estatales y municipales; 

VI. Diseñar, implementar, operar, supervisar, evaluar,
certificar y acreditar los programas de profesionaliza-
ción y el servicio civil de carrera de autoridades hacen-
darias y capacitar técnicos y funcionarios fiscales en los
tres órdenes de gobierno; 

VII. Desarrollar los programas y actividades que aprue-
be el pleno del Sistema Nacional de Coordinación Ha-
cendaria y la Comisión Permanente de Autoridades Ha-
cendarias; y, 

VIII. Asistir por conducto de su Director General como
consultor y Secretario Técnico a las sesiones tanto del
Pleno, como de la Comisión Permanente de Autoridades
Hacendarias, los Subsistemas y los Grupos de Trabajo. 

Artículo 14. Para su funcionamiento el Instituto para el
Desarrollo Técnico de las Haciendas Públicas contará con
los órganos siguientes: 

I. La Junta de Gobierno, integrada por los miembros de
La Comisión Permanente de Autoridades Hacendarias;

II. La Dirección General, cuyo titular tendrá la repre-
sentación legal del mismo; y, 

III. Las unidades administrativas especializadas que
prevea su Estatuto Orgánico.

Capítulo Tercero
De las Prevenciones para los Gobiernos de 

las Entidades Federativas y de los Municipios

Artículo 15. Los gobiernos de las entidades federativas y
de los municipios, asumirán las facultades tributarias que
les competan y aplicarán los recursos presupuestales que
establezca esta Ley, con sujeción a las normas y linea-
mientos que establezca el Pleno del Sistema Nacional de
Coordinación Hacendaria y participarán de todos los ingre-
sos públicos que conforman el Fondo General de Partici-
paciones.

Artículo 16. Las legislaturas de los estados y la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal, sin perjuicio de la recau-
dación de los ingresos a que se refiere esta Ley, podrán es-
tablecer, entre otros ingresos públicos, los siguientes:

I. Licencias, anuencias previas al otorgamiento de las
mismas, concesiones, permisos, autorizaciones, certifi-
caciones, obligaciones y requisitos que condicionen el
desarrollo de actividades comerciales e industriales y de
prestación de servicios. Asimismo, los que resulten co-
mo consecuencia de permitir o tolerar excepciones a
una disposición administrativa, tales como la amplia-
ción de horario y específicamente las siguientes: 

b) Licencias de construcción;

c) Licencias o permisos para efectuar conexiones a
las redes públicas de agua y alcantarillado;

d) Licencias para fraccionar o lotificar terrenos;

e) Licencias para manejar vehículos;

f) Expedición de placas y tarjetas para la circulación
de vehículos;

g) Licencias, permisos o autorizaciones para el fun-
cionamiento de establecimientos o locales, cuyos gi-
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ros sean la venta de bebidas alcohólicas o la presta-
ción de servicios que incluyan el expendio de tales
bebidas, siempre que se efectúen total o parcialmen-
te en áreas de atención al público en general;

h) Licencias, permisos o autorizaciones para la colo-
cación de anuncios y carteles o efectuar actividades
de publicidad, solo las que se hagan por medio de
periódicos, televisión, radio y revistas;

i) Autorizaciones en referencia a ecología, seguridad
y protección civil;

j) Concesiones o sus equivalentes para la prestación
del servicio de transporte público;

k) Certificación de origen de productos; y,

l) Servicios públicos no especificados en los incisos
anteriores.

II. Registros o cualquier acto relacionado con éstas, sin
excluir los siguientes:

a) Registro Civil;

b) Registro Público de la Propiedad y el Comercio;

c) Registro por servicios de notarías; y,

d) Registro de prestadores de servicios en materia de
ecología, inmobiliarios y de construcción.

III. El uso de las vías públicas o la tenencia de bienes so-
bre las mismas. Se considerarán incluidos dentro de lo
establecido en esta fracción los derechos de estaciona-
miento de vehículos, el uso de la vía pública por parte
de comerciantes ambulantes o con puestos fijos o semi-
fijos, por el uso o tenencia de anuncios, sujetos a las
disposiciones que para tal fin expida el sistema; y,

IV. Actos de inspección y vigilancia, evaluaciones o ve-
rificaciones en materia de ecología y medio ambiente,
seguridad y protección civil.

Los derechos estatales o municipales no podrán ser dife-
renciales, tomando en cuenta el tipo de actividad a que se
dedique el contribuyente, solo cuando se trate de derechos
diferenciales por los conceptos a los que se refieren los in-

cisos de la a) a la j) de la fracción I y los previstos en la
fracción III de este artículo.

La certificación de documentos así como la reposición de
éstos por pérdida o destrucción parcial o total, constituyen
derechos recaudables por las entidades federativas y los
municipios, aunque no quedarán incluidas dentro de lo es-
tablecido en las fracciones I y II de este artículo. Tampoco
serán incluidas las concesiones por el uso o aprovecha-
miento de bienes que son parte de las entidades federativas
o de los municipios.

De ninguna forma lo establecido en este artículo, se toma-
rá como una restricción de la facultad de los gobiernos de
las entidades federativas y municipios para requerir licen-
cias, registros, permisos o autorizaciones, otorgar conce-
siones y llevar a cabo actos de inspección y vigilancia.

Los gobiernos de las entidades federativas acordarán con
los gobiernos municipales, los mecanismos para precisar
los conceptos de derechos que recauda cada uno de los dos
órdenes de gobierno y las modalidades para entregar a ca-
da parte lo que les corresponda.

Artículo 17. Para efectos de la coordinación con los go-
biernos de las entidades federativas, se considerarán dere-
chos, aun cuando se cobren por un concepto distinto o ten-
gan un nombre distinto en la legislación local
correspondiente, los ingresos públicos que encuadren en el
concepto de derecho del artículo 2, fracción IV del Código
Fiscal de la Federación y la Ley de Ingresos de la Federa-
ción.

Artículo 18. Los gobiernos de las entidades federativas se
reservan el derecho de coordinarse con el Gobierno Fede-
ral, sin perjuicio de continuar dentro del Sistema Nacional
de Coordinación Hacendaria. Para tal fin operarán las con-
diciones similares que a cada ingreso público corresponda,
con base en las disposiciones de coordinación fiscal que
para tal fin se establecen en esta ley.

Capítulo Cuarto
De las Participaciones del Gobierno Federal, 

de los Gobiernos de las Entidades 
Federativas y de los Municipios 

Artículo 19. El Fondo General de Participaciones, se for-
mará con la totalidad de los ingresos públicos que recauden
los tres órdenes de gobierno en un ejercicio fiscal.
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Artículo 20. El Fondo General de Participaciones se inte-
gra por tres partes iguales: una tercera parte que se reserva
el gobierno federal, como autoridad concentradora del los
ingresos públicos; otra tercera parte para los gobiernos de
las entidades federativas y otra igual para los gobiernos de
los municipios y lo distribuye la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, entre los tres órdenes de gobierno una vez
que el pleno del Sistema Nacional de Coordinación Hacen-
daria haya adoptado la resolución respectiva. 

Artículo 21. Los ingresos que no perciban los gobiernos de
las entidades federativas por reformas, adiciones, deroga-
ciones o abrogaciones a las leyes federales respectivas, res-
pecto de las cuales se haya convenido que sean administra-
das por los gobiernos de las entidades federativas y se haya
establecido como incentivo un determinado porcentaje de
su recaudación, serán resarcidos por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público de la forma siguiente: 

I. Los ingresos percibidos en el último año, serán medi-
dos en términos porcentuales con relación al Fondo Ge-
neral de Participaciones y los montos a resarcir serán
iguales a dicho porcentaje; y,

II. El monto a que se llegue de acuerdo a la fracción an-
terior será distribuido entre los gobiernos de las entida-
des federativas en proporción a la recaudación obtenida
en el último año de aplicación del ingreso. 

Artículo 22. A cada gobierno de entidad federativa corres-
ponderá una parte del Fondo General de Participaciones, la
cual se obtendrá por medio de la aplicación del coeficiente
de participación que se determinará de acuerdo a la fórmu-
la que acuerde el Pleno del Sistema Nacional de Coordina-
ción Hacendaria.

Los recursos del Fondo General de Participaciones que co-
rrespondan a los gobiernos de las entidades federativas y a
municipios, se asignarán de conformidad con la resolución
que adopte el Pleno del Sistema Nacional de Coordinación
Hacendaria, atendiendo a la población existente en cada
entidad federativa, demarcación territorial del Distrito Fe-
deral y municipio y a su grado de desarrollo, para lo cual
se tomarán en consideración las cifras y los índices que pu-
bliquen las dependencias y entidades de la Administración
Pública Federal.

Artículo 23. Los cálculos de participaciones previstos en
esta Ley, serán discutidos y en su caso aprobados por el
Pleno del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, a

propuesta del Instituto para el Desarrollo Técnico de las
Haciendas Públicas, para todas las entidades federativas,
demarcaciones territoriales del Distrito Federal y los muni-
cipios.

Las participaciones serán cubiertas en efectivo y no podrán
ser objeto de deducciones. Los gobiernos de las entidades
federativas, quince días después de que la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público publique en el Diario Oficial
de la Federación, el calendario de entrega y monto estima-
dos de las participaciones correspondientes a entidades fe-
derativas, deberán publicar en sus órganos oficiales de di-
fusión el calendario de entrega y montos estimados de las
participaciones que entregarán a los municipios o demar-
caciones territoriales del Distrito Federal. 

Los gobiernos de las entidades federativas y la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, deberán publicar trimes-
tralmente el importe de las participaciones entregadas y, en
su caso, el ajuste realizado al término de cada año fiscal.

Artículo 24. El Fondo General de Participaciones se deter-
minará por cada año fiscal, por el pleno del Sistema Na-
cional de Coordinación Hacendaria, con la información de
que disponga la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
en cuanto a los ingresos públicos recaudados por los tres
órdenes de gobierno.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en forma pro-
visional hará un cálculo mensual tomando en cuenta los in-
gresos públicos recaudados en el mes inmediato anterior.

Los gobiernos de las entidades federativas dentro del mis-
mo mes en que se realice el cálculo mencionado en el pá-
rrafo que antecede, recibirán puntualmente las cantidades
que les corresponde de acuerdo a esta Ley, por concepto de
anticipos a cuenta de participaciones. 

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por conduc-
to de la Tesorería de la Federación cubrirá mensualmente a
los gobiernos de las entidades federativas, los anticipos a
cuenta de participaciones.

Trimestralmente el Pleno del Sistema Nacional de Coordi-
nación Hacendaria, con apoyo de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, llevará a cabo un ajuste de las participa-
ciones, efectuando el cálculo sobre la recaudación obtenida
en ese período. Las diferencias resultantes serán liquidadas
dentro de los dos meses siguientes. 
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Dentro de los treinta días posteriores a que el Ejecutivo fe-
deral presente la Cuenta Pública del año anterior a la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión para su revi-
sión, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con el pleno del Sistema Nacional de Coordi-
nación Hacendaria, determinará las participaciones que co-
rrespondan a la recaudación obtenida en el año, aplicará las
cantidades que hubiera afectado provisionalmente al Fon-
do General de Participaciones y formulará de inmediato las
liquidaciones que procedan.

Durante los primeros cinco meses de cada año, las partici-
paciones en el Fondo General de Participaciones, se calcu-
larán provisionalmente con los coeficientes del año inme-
diato anterior, en tanto el Pleno del Sistema Nacional de
Coordinación Hacendaria cuente con la información nece-
saria para calcular los nuevos coeficientes de participación. 

Artículo 25. Para los efectos de las participaciones a que
esta Ley se refiere y de los incentivos que se establezcan en
los convenios de coordinación administrativa, los gobier-
nos de las entidades federativas, de los municipios y el Go-
bierno Federal estarán al resultado de la determinación y
pago, que hubieren efectuado de créditos fiscales derivados
de la aplicación de leyes que prevén ingresos públicos. 

Artículo 26. El gobierno federal por conducto de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, publicará mensual-
mente en el Diario Oficial de la Federación bajo los linea-
mientos que establezca el Pleno del Sistema Nacional de
Coordinación Hacendaria, el comportamiento detallado de
las participaciones que les corresponda a los gobiernos de
las entidades federativas, demarcaciones territoriales del
Distrito Federal y a los municipios, así como todos los ele-
mentos que sirvan para su determinación. 

Artículo 27. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
publicará en el Diario Oficial de la Federación, el calenda-
rio y montos a entregar, así como el monto estimado para
cada uno de los meses del año, que recibirá cada gobierno
de entidad federativa del Fondo General de Participaciones
para cada año fiscal, a más tardar el último día del mes de
octubre del año anterior. 

Dentro de los quince días siguientes a la aprobación de la
Ley de Ingresos de la Federación, la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, publicará en el Diario Oficial de la
Federación los montos estimados en la forma y términos
previstos en el párrafo anterior, que se deriven de los con-
ceptos e importes contenidos en la misma. 

Artículo 28. En los informes trimestrales sobre las finan-
zas públicas que la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico entrega a la Cámara de Diputados, deberá incluir de-
talle por conceptos, según lo establece la Ley de Ingresos
de la Federación, de la totalidad de los ingresos obtenidos
en el periodo, así como un análisis de cada uno de los con-
ceptos que conforma el Fondo General de Participaciones
y, en su caso de las disminuciones que la hayan afectado.

Artículo 29. Habrá una reserva de compensación para los
gobiernos de las entidades federativas, afectadas con una
baja de sus ingresos en un año, en comparación con el an-
terior, para garantizar a los gobiernos de las entidades fe-
derativas los recursos que les correspondan por participa-
ciones. El pleno del Sistema Nacional de Coordinación
Hacendaria determinará las modalidades de distribución de
dicha reserva.

Artículo 30. Los congresos locales expedirán disposicio-
nes de carácter general, para distribuir las participaciones
que correspondan a los gobiernos municipales y las demar-
caciones territoriales del Distrito Federal y calendarizar su
entrega.

El gobierno federal enterará las participaciones que les co-
rrespondan a los gobiernos municipales por conducto de
las entidades federativas, dentro de los cinco días siguien-
tes a aquél en que el estado las reciba. El retraso dará lugar
al pago de las actualizaciones y recargos que establece el
Código Fiscal de la Federación. En caso de incumplimien-
to, el gobierno federal hará la entrega directa a los munici-
pios. 

Capítulo Quinto
Del Control y Supervisión del 

Fondo General de Participaciones

Artículo 31. Las participaciones del Fondo General, esta-
tales y municipales serán administradas y ejercidas por los
gobiernos de las entidades federativas y, en su caso, por los
gobiernos municipales que las reciban, de acuerdo a sus
propias leyes.

Artículo 32. El control y supervisión de la aplicación del
Fondo General de Participaciones, quedará a cargo de las
siguientes autoridades, en las etapas que se indican: 

I. Desde el inicio del proceso de presupuestación, en
apego a la legislación presupuestal federal y hasta la en-
trega de los recursos correspondientes a los gobiernos
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de las entidades federativas, corresponderá a la Secreta-
ría de la Función Pública; 

II. Recibidos los recursos del Fondo General de Partici-
paciones por los gobiernos de las entidades federativas,
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal y de
los municipios, hasta su erogación total, corresponderá
a los órganos de control interno de los gobiernos de las
entidades federativas, de los gobiernos municipales y de
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal. 

III. La supervisión, vigilancia y aplicación de los recur-
sos del Fondo General de Participaciones, se llevará ca-
bo de conformidad con las disposiciones legales de las
entidades federativas; 

IV. La fiscalización de las cuentas públicas de las enti-
dades federativas y los municipios, será efectuada por
los respectivos congresos locales, por conducto de sus
órganos de fiscalización de acuerdo a sus propias leyes,
a fin de verificar que las dependencias y entidades de las
administraciones públicas estatales y municipales apli-
caron correctamente los recursos del Fondo General de
Participaciones; 

V. Las responsabilidades administrativas, civiles y pe-
nales en que incurran los servidores públicos federales o
locales por la aplicación indebida de los recursos del
Fondo General de Participaciones, serán determinadas y
sancionadas por las autoridades federales o locales, se-
gún corresponda, de acuerdo a las etapas a las que se re-
fiere este artículo, de conformidad con sus propias le-
gislaciones; y,

VI. El pleno del Sistema Nacional de Coordinación Ha-
cendaria, a través del Instituto para el Desarrollo Técni-
co de las Haciendas Públicas, integrará un sistema de
seguimiento y evaluación de las haciendas públicas de
las entidades federativas, demarcaciones territoriales
del Distrito Federal y municipios con fines estadísticos
y de apoyo, para lo cual requerirá de la información sis-
tematizada que estime procedente y que le proporcionen
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, los gobier-
nos de las entidades federativas, demarcaciones territo-
riales del Distrito Federal y municipios.

Capítulo Sexto
De la Coordinación Administrativa entre las 
Entidades Federativas y el Gobierno Federal

Artículo 33. Los gobiernos de las entidades federativas, de
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal y de los
municipios a través de sus autoridades hacendarias ejerce-
rán, con base en los convenios de coordinación que cele-
bren con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el
marco del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria,
las funciones de Registro Federal de Contribuyentes, de re-
caudación, de fiscalización y de administración. 

El pleno del Sistema Nacional de Coordinación Hacenda-
ria determinará las percepciones a recibir por los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, relaciona-
das con las actividades de administración hacendaria que
lleven a cabo en virtud de los convenios celebrados. 

Artículo 34. Los gobiernos de las entidades federativas y
de los municipios serán considerados como autoridades ha-
cendarias federales, en virtud de los convenios de coordi-
nación celebrados. En contra de los actos que lleven a ca-
bo cuando actúen con tal carácter, sólo procederán los
recursos y medios de defensa que establezcan la legislación
federal aplicable.

El pleno del Sistema Nacional de Coordinación Hacenda-
ria, asumirá la facultad de fijar a los gobiernos de las enti-
dades federativas y de los municipios, los criterios genera-
les y específicos de interpretación y de aplicación de las
disposiciones fiscales y de los procedimientos de colabora-
ción administrativa, los cuales serán publicados por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público en el Diario Oficial
de la Federación.

Artículo 35. La recaudación de los ingresos la harán las
oficinas autorizadas por los gobiernos de las entidades fe-
derativas y de los municipios. Los gobiernos de las entida-
des federativas y de los municipios, concentrarán la recau-
dación de los ingresos directamente a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y rendirán cuenta pormenori-
zada de la misma. Esa Secretaría, hará el pago a los go-
biernos de las entidades federativas, de las cantidades que
les correspondan y pondrá a su disposición la información
correspondiente y establecerá un sistema de compensación
permanente.

La falta de entero dará lugar a que dichas cantidades se ac-
tualicen por inflación y a que se carguen al gobierno de la
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entidad federativa o el gobierno federal según corresponda,
actualizaciones que prevé la legislación fiscal federal.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público podrá com-
pensar las cantidades no concentradas por los gobiernos de
las entidades federativas, con las cantidades que a ésta co-
rrespondan con las participaciones establecidas por la ley. 

Capítulo Séptimo
De la Asignación y Calendarización 

de los Recursos que integran el 
Fondo General de Participaciones

Artículo 36. Durante el mes de enero de cada año, el ple-
no del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria,
acordará los montos calendarizados que correspondan a ca-
da uno de los gobiernos de las entidades federativas, de-
marcaciones territoriales del Distrito Federal y de los mu-
nicipios. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
ordenará su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Capítulo Octavo
De la Afectación de los Recursos 

Públicos del Fondo General de Participaciones

Artículo 37. Las participaciones que con cargo al Fondo
General, reciban los gobiernos de las entidades federativas,
de los municipios y las demarcaciones territoriales del Dis-
trito Federal, no serán embargables.

La Auditoría Superior de la Federación, al fiscalizar la
Cuenta Pública Federal que corresponda, verificará que las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, al afectar las participaciones que les correspondan,
cumplieron con las disposiciones legales aplicables.

Cuando los gobiernos de las entidades federativas, de los
municipios o de las demarcaciones territoriales del Distrito
Federal, que en el cumplimiento de sus atribuciones de
control y supervisión tengan conocimiento de que los re-
cursos del Fondo General de Participaciones no han sido
aplicados a los fines previstos, deberán hacerlo del conoci-
miento de los órganos internos de control competentes. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, cuan-
do el órgano de fiscalización del Poder Legislativo Local,
advierta que los recursos del Fondo General de Participa-
ciones no se han destinado a los fines establecidos en la
Ley, deberá hacerlo del conocimiento inmediato de la Au-

ditoría Superior de la Federación de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión.

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales en
que incurran los servidores públicos federales o locales por
el manejo o la aplicación indebida de los recursos del Fon-
do General de Participaciones, será determinada y sancio-
nada por las autoridades federales o locales, según corres-
ponda, de conformidad con sus propias legislaciones.

Artículo 38. Las participaciones que con cargo al Fondo
General de Participaciones correspondan a los gobiernos
de las entidades federativas y de los municipios, solo po-
drán afectarse para garantizar el pago de pasivos, en los
términos de la legislación que en materia de deuda pública
le resulte aplicable.

Artículo 39. En caso de que la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público se propusiera efectuar descuentos de las
participaciones de los gobiernos de las entidades federati-
vas o de los municipios, deberá notificarlo por escrito y no
podrá llevarlo a cabo, sin que haya vencido un plazo de
treinta días posteriores a la notificación. 

Si la Secretaría de Hacienda y Crédito Público hubiese re-
alizado el descuento en contravención a lo señalado en el
párrafo anterior, y el gobierno de la entidad federativa o del
municipio, contara con resolución favorable de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, la devolución de lo descon-
tado se realizará en un término no mayor de diez días há-
biles.

Capítulo Noveno 
De otras Aportaciones Federales 

Artículo 40. La aplicación de los recursos convenidos en
las entidades federativas y por conducto de éstas a los mu-
nicipios, para los programas previstos en el presupuesto
por las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal, de acuerdo a sus atribuciones y con indepen-
dencia de las participaciones que correspondan del Fondo
General se regirá de acuerdo a lo siguiente: 

I. El gobierno federal, por conducto de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, someterá a consideración
del pleno del Sistema Nacional de Coordinación Hacen-
daria para su análisis y acuerdo, las propuestas de pro-
gramas, antes de presentar ante la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, la Iniciativa de Presupuesto
de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal si-
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guiente, las que precisarán de forma detallada de los
programas de gasto que pretenda llevar a cabo durante
el año, la dependencia o entidad de la Administración
Pública Federal encargada de su ejecución, el monto to-
tal del programa y el monto a ejercer en cada una de las
entidades federativas; y,

II. Una vez aprobado y publicado el Decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, propondrá al Pleno del Sistema
Nacional de Coordinación Hacendaria, los calendarios de
ministración de los recursos y las modalidades para su
ejecución para que éste determine las reglas de opera-
ción a que se sujetará su ejecución, a más tardar el día
quince de febrero de cada año.

Capítulo Décimo
Del Incumplimiento de las 
Obligaciones Hacendarias

Artículo 41. Cuando el gobierno federal o el de alguna en-
tidad federativa infrinja esta ley y las disposiciones del ple-
no del Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria, la
parte afectada podrá ejercer la acción que en derecho pro-
ceda en términos de la Ley Reglamentaria de las Fraccio-
nes I y II del artículo 105 constitucional, demandando a la
parte presuntamente infractora a efecto de que cumpla con
sus obligaciones hacendarias y resarza el daño causado.

En caso de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, infringiera las disposiciones legales relativas a la coor-
dinación hacendaria, en perjuicio del gobierno de una enti-
dad federativa, ésta podrá reclamar su cumplimiento ante
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según lo dis-
puesto en la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del
artículo 105 de la Constitución.

Si la Suprema Corte de Justicia de la Nación obliga a cual-
quiera de las partes a devolver cantidades indebidamente
cobradas o autoriza que las mismas se reduzcan de sus par-
ticipaciones, tales cantidades incrementarán el Fondo Ge-
neral de Participaciones.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación,
con excepción de los artículos siguientes:

Segundo. Se establece un término de tres años para cons-
tituir el Sistema Nacional de Coordinación Hacendaria y
todas las normas y procedimientos contenidos en la pre-
sente ley, por lo que concluido dicho término, se abrogará
la Ley de Coordinación Fiscal dando lugar de manera pau-
latina durante este periodo, a la cabal vigencia de esta ley,
una vez que haya concluido el plazo para la total transfe-
rencia a que se refieren los artículos tercero y cuarto tran-
sitorios.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
transferirá a los gobiernos de las entidades federativas los
recursos humanos, materiales y financieros a su disposi-
ción para ser incorporados a sus órganos hacendarios, a fin
de que bajo las condiciones que establezca cada entidad fe-
derativa, se inicie un proceso de asunción de las facultades
tributarias y de los recursos que formen el Fondo General
de Participaciones, en los términos y proporciones que es-
tablece esta ley, en un periodo que no será mayor de tres
años, contados a partir de la publicación de la presente ley,
durante el cual se aplicarán las disposiciones de la actual
Ley de Coordinación Fiscal y de manera gradual las dispo-
siciones de esta ley, de conformidad con los acuerdos que
adopte el pleno del Sistema Nacional de Coordinación Ha-
cendaria. Los servidores públicos de las entidades federati-
vas y de los municipios que actúen como autoridades ha-
cendarias asumirán las facultades para la recaudación,
fiscalización y todas las facultades que resulten necesarias
para el cumplimiento de la función recaudatoria, como si
se tratase de una autoridad fiscal federal.

Cuarto. El gobierno federal, los gobiernos de las entidades
federativas y de los municipios, iniciarán el proceso de
profesionalización del personal y de instrucción en los sis-
temas operativos, informáticos y administrativos. El perso-
nal capacitado asumirá de inmediato sus facultades en las
haciendas públicas estatales y municipales se harán cargo
de las obras, acciones y programas federales, para su com-
pleta operación.

Quinto. Las normas que regulan la organización y funcio-
namiento de carácter secundario y orgánico de los órganos
auxiliares y técnicos del pleno del Sistema Nacional de Co-
ordinación Hacendaria, deberán ser expedidos en un térmi-
no de ciento ochenta días, contados a partir de la entrada en
vigor de esta ley. Las facultades conferidas al Sistema Na-
cional de Coordinación Hacendaria deberán ser acordadas
con la periodicidad que corresponda al grado de evolución
del proceso del cambio de modelo de participación y dis-
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tribución de los recursos públicos y los tiempos necesarios
de programación presupuestal. En tanto, continuarán vi-
gentes las disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal,
en todo lo que no se opongan a la presente ley. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Senadores del Congreso
de la Unión, a los 9 días del mes abril de 2013.— Senadores: Raúl Mo-
rón Orozco, Luis Miguel Barbosa Huerta, Dolores Padierna Luna, Ale-
jandra Barrales Magdaleno, Luz María Beristáin Navarrete, Manuel
Camacho Solís, Lorena Cuellar Cisneros, Angélica de la Peña Gómez,
Mario Delgado Carrillo, Fidel Demédicis Hidalgo, Alejandro de Jesús
Encinas Rodríguez, Adán Augusto López Hernández, Fernando Enri-
que Mayans Canabal, Iris Vianey Mendoza Mendoza, Isidro Pedraza
Chávez, Sofío Ramírez Hernández, Armando Ríos Piter, Zoe Robledo
Aburto, Ángel Benjamín Robles Montoya, Adolfo Romero Lainas, Ra-
bindranath Salazar Solorio, Luis Sánchez Jiménez (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para opinión.

ANIVERSARIO LUCTUOSO DEL
GENERAL EMILIANO ZAPATA SALAZAR

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la agenda política, que el
día de hoy son comentarios relativos al aniversario luctuo-
so del general Emiliano Zapata Salazar. Para referirse a es-
te tema, se concede en primer término el uso de la tribuna
a la diputada Sonia Rincón Chanona, del Grupo Parlamen-
tario Nueva Alianza.

La diputada Sonia Rincón Chanona: Con su permiso,
diputado presidente. Estimadas diputadas y diputados, al
filo de las 10 de la noche de ese 10 de abril de 1919, una
noticia se reproducía en los diarios capitalinos: Emiliano
Zapata, el líder de la Revolución en el estado de Morelos
había muerto. Los primeros reportes indicaban escueta-
mente que las tropas del general Pablo González, encarga-
do de las operaciones militares en el estado, habían obliga-
do a los zapatistas a entablar combate en la hacienda de
Chinameca, cayendo en la acción el jefe rebelde.

Con esta acción se intentó poner freno al zapatismo, iden-
tificado como el movimiento rebelde por antonomasia en
este proceso histórico que conforma la Revolución Mexi-

cana, movimiento que ha dado lugar a numerosos estudios
que abordan su composición social y liderazgos, el papel
de las comunidades campesinas, el problema de la tenencia
de la tierra y evidentemente los estudios biográficos sobre
su líder, Emiliano Zapata.

Al movimiento de los ideales encabezados por Zapata, ade-
más de su importancia como fuerza beligerante, se le sigue
reconociendo su aporte ideológico, al haber postulado el
problema agrario como eje de las reivindicaciones revolu-
cionarias a la lucha armada iniciada en 1910.

Emiliano Zapata, nacido en Anenecuilco, Morelos, el 8 de
agosto de 1879, forjó desde su niñez un carácter sensible,
honesto y solidario con los indígenas y contra la explota-
ción que padecía la gente del campo.

Estas cualidades le permitieron que lograse rápidamente
aglutinar en torno a su persona una guerrilla que aceptó el
Plan de San Luis, el 5 de octubre de 1910, en el que se es-
tipulaba que la tierra le sería restituida a sus antiguos pro-
pietarios, sintiéndose con ello convocados e incluidos los
indígenas y campesinos que veían en Zapata a su líder na-
tural y a la tierra el motivo de su lucha.

En varios momentos, durante la década revolucionaria, la
beligerancia de la lucha zapatista llevó al primer plano de
la vida nacional al estado de Morelos, y es que desde la
proclamación del Plan de Ayala, en noviembre de 1911,
Emiliano Zapata se mantuvo en pie de lucha y ninguno de
los tres gobiernos que atraviesan esos años, los de Madero,
Huerta y Carranza, lograron controlar esta lucha por el
cumplimiento de las promesas hechas al pueblo, a fin de
hacer realidad esa proclama de que la tierra es de quien la
trabaja.

A partir del surgimiento del Plan de Ayala, los indígenas y
campesinos aglutinados en torno al zapatismo encontraron
una guía para la acción, un sentido claro de la lucha y una
identificación plena para la solución de sus problemas.

Sin embargo, Zapata no vería realizada la obra. Debo de-
cirle –confesó alguna vez a su buen secretario, Robledo–
que no veré terminar esta Revolución, porque las grandes
causas no las ve terminar quien las inicia, prueba de ello es
el cura Hidalgo.

Zapata, que siempre repudió la traición, murió víctima de
ella al apagarse la última nota del clarín, que en la hacien-
da de Chinameca presuntamente le rendía honores. La vio-
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lenta muerte de Zapata es sinónimo de traición, de engaño
infame a quien representa en el México moderno la impor-
tancia de la lucha por la tierra, el espíritu de las comunida-
des campesinas y el reclamo inagotable de la justicia.

En Chinameca se puso fin a uno de los movimientos más
profundos de la Revolución Mexicana, pero su herencia
viva no puede perderse de vista. El campo y las comunida-
des campesinas siguen siendo un tema fundamental en el
proyecto de justicia que está incorporado en nuestra Cons-
titución.

A casi un siglo de promesas incumplidas, desde la redac-
ción del artículo 27 Ccnstitucional en 1917, nos obligan a
replantear, con urgencia, las relaciones de la nación con el
sustrato agrario de la sociedad.

A través de la figura de Zapata puede entenderse la forma
en que se definió la trayectoria moderna de México y el
programa de inclusión social, lucha contra la desigualdad y
desarrollo que no debe abandonarse.

En nuestra memoria, la Revolución Mexicana aparece co-
mo una imagen primordialmente rural, con los ejércitos
campesinos y las demandas de tierra; sin embargo, el des-
tino del campo en el régimen postrevolucionario se decidió
en las ciudades.

Tras la muerte de Zapata, la proclama y consigna zapatis-
ta, devenida en agrarismo, se hizo gubernamental y solo ha
habido algunas reformas normativas que nos recuerdan el
papel fundamental de las comunidades indígenas, así como
las grandes carencias que prevalecen en el campo.

El ejido, la figura que adoptó la política rural posrevolu-
cionaria, se constituyó como el elemento fundamental de la
reforma agraria y a través de esa política los campesinos se
quedaron bajo tutela de la burocracia. Durante casi 80 años
de reparto agrario, más de 100 millones de hectáreas inte-
gradas en casi 30 mil ejidos fueron repartidas a más de 3
millones de ejidatarios.

El reparto de la tierra fue la acción pública más trascen-
dente en la primera mitad del siglo XX. La reforma agraria
tuvo un claro sesgo de política social, lo que no puede de-
jar de considerarse, sobre todo en el México que emergía
de la guerra civil con infinitas carencias.

Sin embargo, nuestra realidad hace difícil como un activo
el impacto de la reforma agraria en términos sociales: en el

campo se ha mantenido un persistente clima de pobreza e
inseguridad alimentaria, han partido grandes corrientes mi-
gratorias a las ciudades o a los Estados Unidos de Améri-
ca.

La mayoría de los migrantes son de origen campesino o ru-
ral, lo que revela la magnitud de la problemática agraria y
el fracaso de muchas políticas públicas implementadas y
con grandilocuencia anunciadas en ceremonias que conme-
moran el natalicio o el martirio de Emiliano Zapata.

La crisis del campo lleva demasiado tiempo y parece no te-
ner fin. Ni el reparto ejidal de tierras, ni la política de fle-
xibilización de régimen de propiedad, a partir de 1992,
aportaron soluciones a un problema que tiene muchas fa-
cetas, una de las cuales, muy lamentable, ha sido la utiliza-
ción política de los campesinos para fines políticos.

En este siglo y frente a la dura realidad del fracaso de las
políticas agrarias solo queda recuperar el legado de Emi-
liano Zapata.

Exigir justicia para el campo; dejar atrás el engaño y la ma-
nipulación para impulsar cambios de fondo, orientados a
favor de los pequeños y medianos productores agrícolas.
Sin un renacimiento del campo, México no tiene futuro.

Libertad, justicia y ley, los ejes del ideario zapatista siguen
siendo reclamos que urge que sean atendidos.

No actuar en consecuencia es dejar a la intemperie a 26 mi-
llones de mexicanos que viven y trabajan en el campo, en-
tre ellos el sector más pobre de la población y casi la tota-
lidad de los indígenas mexicanos.

El Grupo Parlamentario de Nueva Alianza —como muchos
mexicanos— considera que es necesario impulsar políticas
públicas que, en bien de todos los mexicanos, reconozcan
la importancia de la persistencia de una gran cantidad de
unidades campesinas familiares, que reconozca la impor-
tancia del uso sostenible del campo para abatir la insufi-
ciencia alimentaria que atenta contra nuestra soberanía,
que es urgente formular el papel digno de nuestras comu-
nidades indígenas.

Si es inevitable el tránsito de una buena parte de la pobla-
ción rural a las actividades industriales y de servicios, este
tránsito debe realizarse al ritmo del crecimiento de la eco-
nomía y en absoluto respeto a sus derechos humanos, so-
ciales y culturales.
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Para nosotros, la figura de Zapata no es solo el símbolo de
un agrarismo obsoleto, sino el ideal de un líder que impul-
se y dirija un México integrado a las grandes transforma-
ciones tecnológicas de nuestro tiempo, defensor de la tierra
como fuente de sustento, sin el cual el futuro de nuestra na-
ción estará en serio peligro.

Nuestro Nobel poeta, Octavio Paz, hijo de uno de los ide-
ólogos del zapatismo, dejó escrito: Con Morelos y Cuauh-
témoc, Zapata es uno de nuestros héroes legendarios. Rea-
lismo y mito se alían en esta melancólica, ardiente y
esperanzadora figura que murió como había vivido; abra-
zado a la tierra, como ella, está hecho de paciencia y fe-
cundidad, de silencio y esperanza, de muerte y de resurrec-
ción. Gracias, presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada.

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene
ahora el uso de la voz el diputado Ricardo Cantú Garza, del
Partido del Trabajo.

El diputado Ricardo Cantú Garza: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras legisladoras y compañeros legis-
ladores, el día de ayer, 10 de abril, conmemoramos el 94
aniversario del asesinato del general Emiliano Zapata Sala-
zar. Tuvo que ser mediante la traición como se pudo acabar
con la vida del general Zapata. Ese 10 de abril, Jesús Gua-
jardo asesinó cobardemente a un hombre, pero no a sus
ideales.

El sueño de Zapata, de que los campesinos tuvieran una
parcela de la cual obtuvieran el producto de su subsisten-
cia, se tradujo en su lema inmortal: La tierra es de quien la
trabaja.

La vida del general Zapata está indisolublemente vincula-
da a la lucha de los campesinos del estado de Morelos por
preservar la propiedad comunal ante el avance, producto de
las arbitrariedades de los hacendados que robaban a los
campesinos sus tierras para expandir las grandes haciendas
azucareras.

Zapata de niño vivió en su propia familia este intenso dra-
ma. Cuenta la leyenda que cuando niño vio llorar a su pa-
dre frente a la enorme injusticia. Jesús Sotelo Inclán, en su
libro Raíz y razón de Zapata, nos describe el siguiente diá-
logo:

Padre, ¿por qué llora? —preguntó—. Porque nos quitan las
tierras. ¿Quiénes? Los amos. ¿Y por qué no pelean contra
ellos? Porque son poderosos. Pues cuando yo sea grande
haré que las devuelvan.

El destino del pueblo de Anenecuilco ha sido pelear siem-
pre por sus tierras, y los hombres que nacen en él están uni-
dos a ese infalible destino. Así Emiliano Zapata desde pe-
queño supo adivinar cuál era el suyo.

El hacendado que realizó aquella usurpación y originó el
llanto del padre y la protesta del niño fue don Manuel
Mendoza Cortina, tan venerable y respetado, que tanto
amaba a los perros. —Hasta aquí la cita de Sotelo Inclán.

El 12 de septiembre de 1909, Emiliano es electo represen-
tante de Villa de Ayala para que siguiera luchando por re-
cuperar las tierras de las que ilegalmente fueron arrebata-
das.

En su carácter de presidente de la Junta de Defensa tuvo
que vincularse a la política local y nacional cuando apenas
contaba con 30 años y en el país existía una gran inconfor-
midad en contra del gobierno de Porfirio Díaz.

Compañeras y compañeros legisladores, debemos recordar
que el Plan de San Luis Potosí, expedido por Madero el 5
de octubre de 1910, en su artículo 3o., párrafo tercero, es-
tableció el compromiso de restituir a los antiguos poseedo-
res los terrenos de los que se les despojó de modo tan arbi-
trario y se declaraban sujetos a revisión tales disposiciones
y fallos y se les exigiría a los que los adquirieron de un mo-
do tan inmoral, o a sus herederos, que los restituyeran a sus
primitivos propietarios, a quienes pagarían también una in-
demnización por los perjuicios sufridos.

Al asumir Francisco I. Madero este compromiso, las hues-
tes zapatistas apoyaron la lucha armada en contra de Porfi-
rio Díaz; sin embargo, por desgracia, Madero no cumplió
este compromiso, por lo que Zapata y sus seguidores se
sintieron traicionados.

Pocos días después de asumir Francisco I. Madero la Pre-
sidencia de la República, el 28 de noviembre de 1911, Emi-
liano Zapata expide el Plan de Ayala, por medio del cual se
desconoce como presidente de la República a Francisco I.
Madero y en el artículo 6o., propone que: Los terrenos,
montes y aguas que hayan usurpado los hacendados, cien-
tíficos o caciques a la sombra de la tiranía y justicia venal,
entrarán en posesión de estos bienes inmuebles desde lue-

Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados72



go los pueblos y ciudadanos que tengan sus títulos corres-
pondientes a estas propiedades, de las cuales han sido des-
pojados por la mala fe de nuestros opresores, manteniendo
a todo trance, con las armas en la mano, la mencionada po-
sición y los usurpadores que se consideren con derecho a
ellos lo deducirán ante tribunales especiales que se esta-
blezcan al triunfo de la Revolución.

Del contenido del Plan de Ayala se desprende que Emilia-
no Zapata sí tenía una visión clara de los problemas agra-
rios del país y del mecanismo de resolverlos, por ello, in-
justamente se ha afirmado que el levantamiento de Zapata
fue aprovechado por los enemigos de Madero para final-
mente aniquilarlo, pasando por alto que quien no quiso res-
petar los compromisos del Plan de San Luis fue Madero.

Además, ninguna otra fuerza beligerante enfrentó la anda-
nada militar desde el gobierno como le tocó afrontar al
Ejército Libertador del Sur.

No podemos pasar por alto la campaña de exterminio que
en su contra efectúo Victoriano Huerta. Al derrocamiento
de Huerta, el zapatismo siguió reivindicando la bandera del
agrarismo en todo el país, en tal carácter acuden a la Con-
vención de Aguascalientes y demuestran lo justo de sus de-
mandas.

Sin transigir en sus ideas y principios, no comulgan con las
propuestas de Carranza y no participan en la elección de di-
putados al Constituyente de 1916-1917.

Sin embargo, basta una simple lectura del artículo 27, en su
redacción original, para comprender que las justas reivin-
dicaciones del Ejército Libertador del Sur, fueron incorpo-
radas a este precepto constitucional, específicamente en los
temas de dotación y restitución de tierras a los núcleos de
población agraria.

Compañeras y compañeros legisladores, a 94 años del ase-
sinato del general Zapata, resulta pertinente contrastar la
realidad del campo mexicano. En 101 años, a partir de la
promulgación del Plan de Ayala y 94 del asesinato de Za-
pata, los campesinos del país enfrentan serias desigualda-
des. La propiedad social, ejidal y comunal, por las refor-
mas al artículo 27 constitucional en el gobierno de Carlos
Salinas de Gortari, está en riesgo.

Cientos de miles de productores agrícolas se ven forzados
a emigrar a los Estados Unidos de América, en virtud de

que aquí no cuentan con los apoyos a la producción que re-
quieren y en los Estados Unidos de América generan la ri-
queza agrícola, que aquí, en su país no pueden efectuar.

Cuánta razón tuvo Francisco I. Madero al escribir en su li-
bro La Sucesión presidencial en 1910, un párrafo que a po-
co más de 100 años de la publicación de este libro tiene una
vergonzante actualidad: La situación del obrero mexicano
es tan precaria, que a pesar de las humillaciones que sufre
allende el río Bravo, anualmente migran para la vecina re-
pública millares de nuestros compatriotas, y la verdad es
que su suerte es por allá menos triste que en su tierra natal.

Emiliano Zapata quería que los campesinos tuvieran una
parcela donde producir los alimentos que los mexicanos
demandaban.

Hoy, en el 2013, la soberanía y autosuficiencia alimentaria
está en grave riesgo. Tenemos que importar los alimentos
que consumimos.

El gran reto para este Poder Legislativo es que en los Pre-
supuestos de Egresos, que en esta Cámara de Diputados se
aprueban anualmente, se destinen mayores recursos presu-
puestales en apoyo al campo y a los productores para que
se pueda dar pleno cumplimiento al contenido de la frac-
ción XX del artículo 27 constitucional, que a la letra esta-
blece: 

El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo ru-
ral integral con el propósito de generar empleo y garantizar
a la población campesina el bienestar y su participación e
incorporación al desarrollo nacional, y fomentará la activi-
dad agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra,
con obras de infraestructura, créditos, servicios de capaci-
tación y asistencia técnica. Asimismo expedirá la legisla-
ción reglamentaria para planear y organizar la producción
agropecuaria, su industrialización y comercialización, con-
siderándolas de interés público.

Compañeras y compañeros legisladores, las balas que el 10
de abril de 1919 privaron la vida de Emiliano Zapata, ma-
taron a un hombre pero nunca su ideal de justicia. Por eso,
mientras en el campo mexicano haya injusticia, hambre y
desigualdad, Emiliano Zapata seguirá cabalgando por los
campos de nuestro México en busca de justicia.

Zapata vive, vive. La lucha sigue, sigue. Viva el general
Emiliano Zapata. Es cuanto.
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El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz el diputado Ricardo
Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano.

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presi-
dente, ciudadanos legisladores, ciudadanas legisladoras, en
una sesión semivacía, sin quórum legal, es irónico y para-
dójico que estemos recordando un evento cobarde que ce-
gó la vida de Emiliano Zapata.

Es irónico y paradójico que hoy esta Cámara se muestre
apacible y silenciosa, frente a la persecución que miles de
maestros están sufriendo en las calles en Oaxaca, en Mi-
choacán, en Morelos, en Guerrero, en muchas partes del
país.

Por eso me suenan huecos los discursos, porque también es
paradójico que a casi 100 años de distancia de este cobar-
de acto, sigan las comunidades indígenas en la miseria, en
la pobreza, en el abandono.

Muchos complacen a tiranos por un puñado de monedas o
por cohecho o soborno, traicionando y derramando la san-
gre de sus hermanos. Esto decía Zapata y sigue vigente su
frase.

Aquí le quitamos —con el voto en contra nuestro— uste-
des les quitaron el derecho a ampararse las comunidades
indígenas apenas hace unos días; aquí negaron a las comu-
nidades indígenas, en la Ley Educativa que ahora está sien-
do cuestionada, el carácter pluriétnico de la educación en
México.

La ignorancia y el oscurantismo en todos los tiempos no
han producido más que rebaños de esclavos para la tiranía.
Otra frase inmortal de Zapata.

Por eso hoy 11 de abril, en todas las plazas, casi en todas
partes del país, se recuerda uno de los actos más oprobio-
sos, más injustos, más ominosos: el asesinato del Caudillo
del Sur.

Se le cegó su vida, pero sus ideas siguen firmes: Mejor mo-
rir de pie, que vivir toda una vida arrodillado. Una frase
más de Emiliano Zapata.

El otrora jefe del Ejército Liberador del Sur no tiene repe-
tición en el género humano. Quiero morir siendo esclavo
de los principios, no de los hombres. Una frase más de

Emiliano Zapata. Y se las digo, las parafraseo, porque su
ideal y sus principios siguen vigentes.

En 1979 el gobierno intentó celebrar el centenario del na-
talicio del Caudillo del Sur. Rasuraron la exposición de
motivos de una carta enviada a Carranza por Emiliano Za-
pata. En esa misiva el Caudillo del Sur denunciaba los ac-
tos tramposos e inconstitucionales que Carranza realizaba.
La falta de democracia real, pues decía: Los gobernadores
y los diputados eran electos al dedazo, un autoritarismo
atroz persiste en el país y una completa insensibilidad a las
demandas de la lucha armada de la Revolución. Decía
Emiliano Zapata hace casi 100 años.

Les pregunto, con toda honradez, ¿ha cambiado algo des-
pués de casi 100 años del asesinato de este prócer? Estas
acusaciones las eliminaron de la historia oficial y las si-
guen difundiendo poco.

Zapata tuvo coincidencias mayores con Francisco Villa.
Les valió el fortalecimiento de su fuerza militar, pero la in-
triga no dejó de aparecer de otros grupos que veían en la
causa zapatista un gran peligro para sus intereses de grupo
o personales.

Recuerdo muy bien, en un pasaje histórico, una ejemplar
actitud de Zapata. Cuando Madero le propuso a Zapata que
dejara las armas a cambio de una hacienda en Morelos, es-
te último dijo: renuncio a eso —y con firmeza le contes-
tó—: a cambio de la hacienda que me quieres dar para re-
tirarme de la demanda que surge de la lucha armada, inicia
el reparto agrario a todos los morelenses y mexicanos.

La visión de Zapata aún perdura. No buscaba el poder pa-
ra beneficio propio, tenía muy claro el enfoque humanita-
rio y justiciero.

Cuando el usurpador Huerta, tras su traición a Madero, to-
mó las riendas de la Presidencia, Zapata representó un se-
rio problema, pues fiel a su congruencia se negó a pactar
con los asesinos de Madero y su territorio de influencia ya
se había extendido, abarcando parte de Guerrero, estado de
México, Puebla, Tlaxcala y, por supuesto, Morelos.

Las reformas sociales que el Caudillo del Sur implementó,
le valdrían la fuerte disputa y casi odio con Carranza para
él. Para 1914 el Ejército Libertador del Sur ocupó Chil-
pancingo, Cuernavaca, Cuajimalpa, Xochimilco y Milpa
Alta, con lo que asedió de manera importante a esta capital
mexicana.
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Tras la Convención de Aguascalientes, donde se descono-
ció a Carranza, la unión entre la División del Norte y el
Ejército de Zapata quedó asentada. Dicha unión lograría
ocupar la Ciudad de México no mucho tiempo después.

Lamentablemente el control sobre las fuerzas militares que
la élite poseía, poco a poco ganó terreno a las fuerzas vi-
llistas y zapatistas.

Por eso, hoy que recordamos a Zapata, que recordamos la
miseria humana, la traición de Guajardo, nosotros hacemos
votos porque este ímpetu social no muera, no desmaye.
Hoy México atraviesa por una etapa de crisis sistémica, de
desesperación social, de agobio social, continúa la insegu-
ridad pública en el país, continúa el desempleo, continúa la
carestía, continúa la falta de atención a la educación, con-
tinúa la corrupción, continúa la demagogia, continúa la-
mentablemente la impunidad.

Por eso termino diciendo: Zapata vive, la lucha sigue. Por-
que no podrán acallar, nadie, la lucha que muchos mexica-
nos y mexicanas a diario realizamos por la transformación
de un país, por un cambio verdadero. Tarde que temprano,
o temprano que tarde, vamos a lograr este cambio anhela-
do en México. Por eso luchamos, luchamos por ideales y
por principios; luchamos por causas y luchamos por idea-
les, como el de Emiliano Zapata.

Zapata vive. La lucha sigue. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Quiero aprovechar la oportunidad para dar la
más cordial bienvenida a un grupo de estudiantes de la Fa-
cultad de Contaduría y Administración de la UNAM, que
están hoy aquí invitados por la diputada Patricia Lugo Ba-
rriga. Bienvenidos y bienvenidas.

También saludo con mucho gusto a un grupo de alumnos
de la Escuela Nacional Preparatoria, del plantel número 4,
de la UNAM por supuesto, que están aquí invitados por la
diputada Aleida Alavez Ruiz. Bienvenidos también, bien-
venidas todos a esta sesión de la Cámara.

Tiene el uso de la voz el diputado Amilcar Villafuerte Tru-
jillo, del Grupo Parlamentario del Partido Verde.

El diputado Amílcar Augusto Villafuerte Trujillo: Ho-
norable asamblea, el 10 de abril es una jornada de duelo
nacional, este día hace 94 años, el general Emiliano Za-
pata fue asesinado en una emboscada fraguada por el ca-

rrancismo en la hacienda de Chinameca, en el estado de
Morelos.

Aquel acontecimiento puso fin a una vida consagrada a la
lucha en defensa de la justicia, la libertad y los reclamos de
los desprotegidos. La lucha de Zapata por la reivindicación
del derecho de los campesinos sobre la tierra fue desde
tiempos de la Revolución, y hasta nuestros días, uno de los
reclamos más legítimos que haya existido en nuestro país.
Por ello, el zapatismo ha servido de inspiración a dirigen-
tes políticos y luchadores sociales.

Emiliano Zapata nació en Anenecuilco, Morelos, en 1879,
en el seno de una familia campesina. Zapata, que recibió
una modesta instrucción escolar, trabajó como peón y apar-
cero, de modo tal que experimentó en carne propia las in-
justicias a las que los campesinos estaban expuestos en la
época del régimen porfirista.

El general Zapata tenía 23 años cuando apoyó a la Junta de
Cuautla en sus reivindicaciones por los ejidos del estado de
Morelos, por lo que fue perseguido y obligado a ocultarse
en Cuernavaca y luego en la Ciudad de México. De regre-
so en Morelos, Zapata retomó la defensa de las tierras co-
munales y fue designado jefe de la Junta de Ayala.

Al frente de un pequeño grupo de hombres armados ocupó
las tierras de algunas haciendas y las distribuyó entre los
campesinos. En 1911 proclamó el Plan de Ayala y se con-
virtió en uno de los líderes militares más prominentes de la
Revolución Mexicana.

El pensamiento agrarista fue acogido de tal forma por el
pueblo, que convirtió a una gran cantidad de mexicanos en
acérrimos partidarios de la Revolución, gracias a ello se
constituyeron en varias comunidades del país contingentes
de hombres y mujeres dispuestos a levantarse en armas y
luchar por la defensa de sus ideales, dando con esto un im-
pulso extraordinario al movimiento revolucionario.

Si bien durante el periodo de la Revolución los seguidores
de Zapata se distribuyeron principalmente en su natal Mo-
relos y en los estados de Guerrero, Puebla, Tlaxcala, Oa-
xaca, Veracruz, Chiapas, México, Michoacán, Hidalgo,
San Luis Potosí y Querétaro, en los cuales se tiene registro
del establecimiento de células de combatientes zapatistas
de mayor o menor envergadura, lo cierto es que al término
del conflicto armado la influencia del Movimiento Agraris-
ta, iniciado por el general Emiliano Zapata, se extendió por
toda la República Mexicana.
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Zapata y el Ejército Libertador del Sur no tuvieron otra
preocupación que la de luchar especialmente por el frac-
cionamiento de los latifundios que florecieron al amparo
del porfirismo y la repartición de la tierra entre los campe-
sinos, y por ello, combatieron fiera y valerosamente po-
niendo en jaque a sus enemigos.

El sueño de Zapata era devolver la tierra a los pueblos y
campesinos despojados y también dotar de ellas a quienes
la necesitaran, para que pudieran así hacerse de un patri-
monio y, con base en ello, pudieran alcanzar su autonomía
y libertad.

Es decir, que el propósito del zapatismo fue transformar la
economía nacional para hacer más humana la existencia
del pueblo desposeído y explotado, que trabajaba en las ha-
ciendas sin descanso y bajo las peores condiciones de pre-
cariedad y que representaba entonces el 85 por ciento de la
población del país.

Durante la Revolución, en las regiones dominadas por el
Ejército Libertador del Sur se fraccionaron los latifundios;
se dotó de tierra suficiente a hombres y mujeres para que
cubrieran sus necesidades, tanto inmediatas como futuras;
se fundaron cajas rurales de crédito agrícola; se ordenó el
libre uso del agua, acaparada entonces por los hacendados;
se fomentó la instrucción pública y, en general, se gobernó
con base en sabios principios políticos y sociales.

El general Emiliano Zapata fue un hombre justo en sus de-
cisiones, que se preocupó por erradicar los vicios del poder.
Y el actuar de Zapata constituye un ejemplo de probidad,
desinterés, constancia, valor y abnegación en las defensas
de sus ideales.

Ni la calumnia, ni la intriga, ni las múltiples y tentadoras
ofertas de riqueza y de poder que recibió a cambio de clau-
dicar y abandonar su lucha, pudieron hacer que Zapata
cambiara sus convicciones. Solo a través de la traición, que
acabó con su luminosa existencia, pudieron sus enemigos
apartarlo del camino.

Si bien, no puede soslayarse que Zapata y sus partidarios
lograron que los reclamos del movimiento agrarista fueran
incluidos primero en la Ley Agraria de octubre de 1915, en
la que se consideran los principios de restitución, expro-
piación y nacionalización, consignados en el Plan de Aya-
la, y que más tarde las ideas agraristas fueron plasmadas
también en la Constitución Política de 1917, lo cierto es
que a partir de la década de los años cuarenta del siglo pa-

sado el campo mexicano experimentó un proceso de paula-
tino deterioro, derivado de los gobiernos posrevoluciona-
rios.

Quizá les falta mucho por hacer a las administraciones, a
veces por incapacidad y otras tantas por falta de sensibili-
dad y voluntad política, les falta por tender eficazmente los
reclamos del sector agrícola, que concentra históricamente
a los sectores más desfavorecidos del país.

En una coyuntura como ésta, la mejor manera de honrar la
memoria del general Emiliano Zapata y sus compañeros de
armas es al poner en marcha políticas públicas encamina-
das a hacer más productivo el campo, hacerlo autosufi-
ciente, a devolverle el vigor que necesita para preservar
nuestra soberanía alimentaria y mejorar, en términos gene-
rales, el entorno rural y elevar las condiciones de vida de
sus habitantes.

Zapata vive, está en los ideales y pensamiento de muchos
líderes sociales. Zapata vive; vive también en los ideales y
también en el actuar de quienes sentimos qué es lo correc-
to y lo ideal. Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la tribuna el diputado Víc-
tor Reymundo Nájera Medina, del Grupo Parlamentario
del PRD.

El diputado Víctor Reymundo Nájera Medina: Con el
permiso de la Mesa Directiva y con el agradecimiento a
mis compañeros del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, y en especial, de mis compañe-
ros del estado de Morelos, por permitirme hablar a nombre
de ellos en una fecha tan trágica y tan significativa por la
traición que representó la muerte de mi general Emiliano
Zapata.

Y les quiero decir que estoy agradecido por varios motivos;
el primero de ellos es que ése es mi distrito federal electo-
ral. Soy del municipio de Ayala, donde nació el general, en
Anenecuilco y donde a traición lo mataron. Pero también
soy del poblado donde se elaboró el Plan de Ayala, Villa de
Ayala, Morelos.

Por eso es que la verdad me siento muy halagado de hablar
en esta ocasión de mi general Emiliano Zapata, que a lo
mejor pudiera haber compañeras y compañeros con mayor
autoridad moral que yo en el tema de mi grupo parlamen-
tario.
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Como ya se ha venido diciendo, el 10 de abril se conme-
mora el aniversario del asesinato del general Emiliano Za-
pata Salazar. Homenajes, ceremonias, toda una paraferna-
lia oficial por todos los rincones del país y por supuesto en
el estado de Morelos, donde inició la lucha agraria el Cau-
dillo del Sur.

Sin embargo, la situación de los pueblos indígenas y de mi-
llones de campesinos está lejos de ver materializados los
propósitos de la lucha agraria zapatista. La reforma al artí-
culo 27 constitucional para permitir la comercialización de
las tierras ejidales y la concreción del Tratado de Libre Co-
mercio con América del Norte, impulsados por el nefasto
Carlos Salinas de Gortari, dieron una estocada casi mortal
al campo mexicano y nos alejaron de la posibilidad de pro-
mover y aún de consolidar la autosuficiencia alimentaria
como estrategia de seguridad nacional.

Los granos básicos ahora se importan, miles de mujeres y
de hombres del campo sobreviven gracias a las remesas en-
viadas desde los países del norte. Y el estado de Morelos,
compañeras y compañeros, no es la excepción.

Les queremos decir que en los últimos 12 años, en la cuna
del zapatismo, del agrarismo nacional, han tenido que emi-
grar alrededor de 250 mil morelenses, porque en su esta-
do no encontraron las condiciones económicas necesarias
para mantener a su familia de manera digna.

Zapata sigue presente, no olvidemos el levantamiento del
Ejército Zapatista de Liberación Nacional que puso en el
centro de la atención nacional e internacional el olvido, la
marginación y los derechos pendientes de los pueblos y co-
munidades indígenas.

También hay que recordar las movilizaciones de cientos de
campesinos y agricultores en esta capital, en los años 2003
y 2008, que demandaron la revisión del Tratado de Libre
Comercio en el aspecto agrícola, debido al negativo im-
pacto de este acuerdo comercial.

Por otro lado, hay que recordar las concesiones otorgadas
a empresas mineras para extraer metales al ras del suelo, ya
que son un problema para pueblos y comunidades, no solo
por sus efectos nefastos al medio ambiente por la limpia
del mineral extraído, sino porque su impacto se orienta
también a modificar una forma de vida lejana de las tradi-
ciones, usos y costumbres propias de las diversas culturas
que enriquecen nuestro país.

Como ejemplos, basta citar la lucha del pueblo wixárika
contra la afectación de su zona sagrada y la oposición a la
minera canadiense que se pretende ubicar en el municipio
de Temixco, en el estado de Morelos, muy cerca de de la
majestuosa zona arqueológica de Xochicalco.

Es muy común que en esta fecha, tanto partidos de derecha
como partidos de izquierda hacen suyo los ideales de Za-
pata; en los partidos de derecha se entiende, porque a veces
buscan elementos que permitan convencer a ciudadanos
que en muchos de los casos desconocen la historia. Pero en
los partidos de izquierda esto tiene que ser una congruen-
cia, en los partidos de izquierda hablar de Zapata significa
ser consecuentes con los principios de izquierda. Aquí no
se vale la simulación, en los partidos de izquierda; aquí, en
los partidos de izquierda, no tiene que haber traición a sus
principios y programas que les dan origen.

Por eso es que Zapata decía: Podré perdonar a los ladrones
—palabras más, palabras menos— a los que matan, pero
jamás, jamás perdonaré a los que traicionan las causas y,
sobre todo, las más nobles a favor del pueblo de México.

Ése es el compromiso, compañeras y compañeros, de los
partidos de izquierda. De los de derecha se sobreentiende
que lo utilizan como un eslogan publicitario para ganar
adeptos, pero a los de izquierda les exigimos o nos exigi-
mos coherencia.

También es muy común, compañeras y compañeros, que en
este tipo de fechas hagamos comparaciones; es decir, cómo
estábamos primero y cómo estamos ahora. Lógicamente
que los datos se acomodan de tal forma, que cuando que-
remos presentar un escenario que nos acomoda lo hace-
mos, para eso son las estadísticas, para jugarlas. Pero la
realidad es muy difícil, compañeras y compañeros, que se
pueda modificar con estadísticas, por muy buenas que és-
tas sean.

Me voy a permitir leerles el contexto en que Zapata le en-
vía una carta al traidor Venustiano Carranza, pidiéndole
que reconsidere su posición al frente del Ejecutivo federal
y podrán ver que seguramente las condiciones no solamen-
te se mantienen iguales, sino que inclusive son peores.

Comienza la carta analizando la parte económica, y dice:
En el terreno económico y hacendario la gestión no puede
haber sido más funesta, bancos saqueados, imposiciones
de papel moneda una, dos, tres veces, para luego desco-
nocer con mengua de la República los billetes emitidos, el
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comercio desorganizado por estas fluctuaciones moneta-
rias; la industria y las empresas de todo género agonizando
bajo el peso de contribuciones exorbitantes, casi confiscato-
rias; la agricultura y la minería pereciendo por falta de ga-
rantías y de seguridad en las comunicaciones; la gente hu-
milde y trabajadora reducida a la miseria y al hambre, a las
privaciones de toda especie por la paralización del trabajo
y por la carestía de los víveres, por la insoportable eleva-
ción del costo de la vida.

En materia agraria, las haciendas cedidas o arrendadas a
los generales favoritos; los antiguos latifundios de la alta
burguesía reemplazados en no pocos casos por modelos te-
rratenientes y los pueblos burlados en sus esperanzas. Ni
los ejidos se devuelven a los pueblos, que en su inmensa
mayoría continúan despojados, ni las tierras se reparten en-
tre la gente de trabajo, entre los campesinos pobres y ver-
daderamente necesitados.

En materia obrera, con intrigas, con sobornos, con manio-
bras disolventes y apelando a la corrupción de los líderes
se ha logrado la desorganización y la muerte efectiva de los
sindicatos, única defensa, principal baluarte del proletaria-
do en la lucha que tiene que emprender por su mejora-
miento.

La mayor parte de los sindicatos solo existen de nombre,
los asociados han perdido la fe en sus antiguos directores,
y los más conscientes, los que valen, se han dispersado lle-
nos de desaliento.

Es el diagnóstico que hace Zapata en la carta que le manda
al traidor Venustiano Carranza. Pero hay algo, compañeras
y compañeros, que creo que valdría la pena rescatar y se re-
fiere al quehacer político de los representantes populares.

Dice: ¿Existe el libre sufragio? Mentira. En la mayoría, por
no decir en la totalidad de los estados, los gobernadores
han sido impuestos por el centro. En el Congreso de la
Unión figuran como diputados y senadores criaturas del
Ejecutivo y en las elecciones municipales los escándalos
han rebasado los límites de lo tolerable y aun de lo verosí-
mil.

En materia electoral —le dice en esa carta Emiliano Zapa-
ta a Venustiano Carranza— ha imitado usted con maestría
y, en muchos casos, superando a su antiguo jefe Porfirio
Díaz. Por eso decía yo al principio de esta carta —dice Za-
pata— que usted llamó con toda malicia al movimiento

emanado del Plan de Guadalupe, Revolución constitucio-
nalista, siendo así que en el propósito y en la conciencia de
usted estaba el violar a cada paso y sistemáticamente la
Constitución. No puede darse, en efecto, nada más anti-
constitucional que el gobierno de usted en su origen, en su
fondo, en sus detalles y en sus tendencias. Parte de la car-
ta del general Emiliano Zapata.

Concluyo. Decía Zapata: Prefiero morir de pie, que vivir de
rodillas.

Compañeras y compañeros diputados, revaloremos el que-
hacer político que el pueblo nos ha conferido. No votemos
por consigna las iniciativas estructurales que prontamente
nos van a llegar a este pleno. Pensemos antes que en nada
en los mexicanos, en aquellos ciudadanos que ven con es-
peranza que a través de diferentes reformas, iniciativas,
mejoren sus condiciones de vida, pero no que porque de
manera irresponsable algunos las empeoren porque preten-
den, o actúan por consigna.

Termino. El día de ayer en Chinameca, en la asamblea que
llevó a cabo nuestro gobernador, les quiero decir que hubo
inconformidad, hubo organizaciones de ejidatarios que se
manifestaron inconformes ante la termoeléctrica. Y les
quiero decir que el gobernador Graco Ramírez, haciendo
gala a su origen, les dijo: No voy a reprender ningún mo-
vimiento de carácter social, aunque no esté de acuerdo con
ellos, los dejó hablar.

Desde aquí exhorto a mi gobernador Graco Ramírez para
que haga valer su palabra, porque casi estoy seguro que el
movimiento en defensa del agua —y precisamente en la
tierra donde nació Emiliano Zapata— se va recrudecer en
los próximos días.

No podemos permitir, compañeras y compañeros diputa-
dos —y menos de Morelos— que el agua del río Cuautla
—gran parte de ella— se canalice a una termoeléctrica en
perjuicio de los usuarios, de los ejidatarios del río Cuautla.

Por eso apelo al origen de izquierda de Graco Ramírez y
hago votos para que nuevamente continúe con su política
de no represión a los movimientos sociales. Compañeras y
compañeros, por su atención, muchísimas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz el diputado Luis Mi-
guel Ramírez Romero, del Grupo Parlamentario del PAN.
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El diputado Luis Miguel Ramírez Romero: Muy buenas
tardes. Con el permiso de la Presidencia, de mis compañe-
ros y amigos morelenses, ciudadanos de mi Grupo Parla-
mentario de Acción Nacional.

En la historia de los pueblos existen fechas paradigmáticas,
fechas que se convierten en hitos, en grandes referentes
para las generaciones posteriores. La que en esta oportu-
nidad conmemoramos pertenece precisamente a ésta, 10 de
abril de 1919.

En efecto, hace 94 años caía abatido en la hacienda de Chi-
nameca, Morelos, producto de un artero y traidor acto
conspirativo, Emiliano Zapata Salazar, símbolo de los
campesinos desposeídos y apóstol de la Revolución Mexi-
cana.

Miliano, como le decían en el pueblo, fue el noveno hijo de
don Gabriel Zapata y doña Cleofas Salazar. Conoce desde
muy joven el rostro adusto y duro de la pobreza y la injus-
ticia, hechos que marcarían su existencia y comportamien-
to futuro. Demuestra desde temprana edad especial interés
por el conocimiento de los problemas sociales de su tiempo.

En 1906 asiste en Cuautla a reuniones en pro de la defensa
de la tierra; en septiembre de 1909, cuando contaba con 30
años de edad, asume la presidencia de la Junta de la De-
fensa de las Tierras en Anenecuilco.

Por aquellos años establece contacto con personajes cen-
trales de la vida política estatal y nacional, entre los que fi-
guran el profesor Otilio Montaño y don Ricardo Flores Ma-
gón.

Como ciudadano, Emiliano Zapata participa activamente
en el proceso electoral de 1909 y apoya abiertamente al
candidato a la gubernatura del estado de Morelos, don Pa-
tricio Leyva, y su programa político Tierras y Aguas, lo que
le irá a acarrear muy serios problemas con don Pablo Es-
candón, candidato oficialista, denominado también el can-
didato hacendado y, finalmente, ganador de la contienda
electoral.

Durante este periodo Emiliano Zapata Salazar acrecienta
su compromiso con el campesinado y su lucha en contra
del latifundio. Es el momento en que pronuncia que: Es
mejor morir de pie, que vivir una vida de rodillas.

A fines de 1910 y luego de un frustrado acuerdo con Fran-
cisco I. Madero, Emiliano Zapata Salazar decide, con 72

morelenses campesinos, que la opción de lucha por la vía
de las instituciones y la legalidad se había agotado y no
quedaba otra alternativa que el camino de las armas.

El 28 de noviembre de 1911, el general Emiliano Zapata
promulga el Plan de Ayala, documento político en el que
plantea con claridad su posición ante la coyuntura político-
nacional, así como hace explícita su propuesta de reforma
agraria.

El movimiento revolucionario ha llegado a su periodo cul-
minante y por lo mismo, es ya hora de que el país sepa la
verdad, toda la verdad. La actual revolución no se ha hecho
para satisfacer los intereses de una personalidad, de un gru-
po o de un partido; la actual revolución reconoce orígenes
más hondos y va en pos de fines más altos.

El campesino tenía hambre, padecía miseria, sufría explo-
tación y así se levantó en armas; fue para obtener el pan
que la avidez del rico le negaba, para adueñarse de la tierra
que el hacendado egoístamente guardaba para sí, para rei-
vindicar su dignidad que el negrero atropellaba inicuamen-
te todos los días.

Se lanzó a la revuelta, no para conquistar ilusorios dere-
chos políticos que no dan de comer, sino para procurar el
pedazo de tierra que ha de proporcionarle alimento y liber-
tad y un hogar dichoso y un porvenir de independencia y
engrandecimiento.

Se equivocan lastimosamente los que creen que el estable-
cimiento de un gobierno militar, es decir despótico, será lo
que asegure la pacificación del país. Ésta solo podrá obte-
nerse si se realiza la doble operación de reducir a la impo-
tencia a los elementos del antiguo régimen y de crear inte-
reses nuevos vinculados estrechamente con la Revolución
que le sean solidarios, que peligren si ella peligra y pros-
peren si aquélla se establece y consolida. Decía Emiliano
Zapata Salazar, en el documento que sacó en el campa-
mento revolucionario de Milpa Alta, en 1914, llamado Re-
forma, libertad, justicia y ley.

Compañeras y compañeros diputados, con el lema Refor-
ma, libertad, justicia y ley, Emiliano Zapata lanzó el Plan
de Ayala del 25 de noviembre de 1911, firmado por él y
Otilio Montaño, entre otros.

En los artículos del 6o. al 9o. establecía la restitución, do-
tación y nacionalización de las tierras, montes y aguas; la
restitución se haría a los pueblos y ciudadanos que tuvieran
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títulos de propiedad; para la dotación se les expropiaría a
los monopolizadores la tercera parte de sus propiedades;
preveía indemnización. Se nacionalizarían las propiedades
del enemigo destinando dos terceras partes a las indemni-
zaciones de la guerra, así como a las pensiones de las viu-
das y los huérfanos de la Revolución.

El Plan de Ayala recogió proclamas del Plan de San Luis
Potosí y también del Partido Liberal Mexicano, puesto que
se consignaba la exigencia del cumplimiento del primero,
así como las expropiaciones que demandaba el segundo.

El Plan de Ayala exigía al presidente Madero el cumpli-
miento cabal de las reivindicaciones de los campesinos con
respecto a sus tierras. En el Plan de Ayala se reconoce la
propiedad privada, la presencia de Dios y se ignora la lu-
cha de clases. Su mayor importancia radica en que canali-
zó con sencillez las inquietudes campesinas y la tenacidad
con que Zapata lo defendió.

En Acción Nacional creemos firmemente que para honrar
la memoria de este héroe nacional, que es Emiliano Zapa-
ta, el gobierno de hoy debe atender a las comunidades del
campo, en especial las que se encuentran en extrema po-
breza. Deben ser el centro de una política integral capaz de
generar una nueva sociedad rural, fundada en la solidaridad
de sus miembros y en la promoción de la dignidad de la
persona humana; es decir, en la humanización integral del
campo y de sus habitantes.

Después de 10 años de intensa lucha por los más genuinos
intereses de los campesinos del estado, la región y el país,
el general Emiliano Zapata Salazar, símbolo de la resisten-
cia y líder de la Revolución Mexicana, muere en Chiname-
ca el 10 de abril de 1919, a los 40 años de edad, producto
de una cobarde y artera traición.

Hoy, a 94 años de distancia de la muerte del más grande lí-
der campesino, podemos señalar que Emiliano Zapata Sa-
lazar vive y vivirá en el alma de los campesinos y los po-
bres de este país, mientras existan la injusticia, la pobreza
y el hambre.

De aquí precisamente que todo programa gubernamental
que pretende atacar el ancestral problema del hambre en
México, no debe ser asumido como un acto filantrópico y
dadivoso, menos aún como un instrumento de cooptación,
control y estrategia electoral. El hambre no puede ser pre-
texto ni oportunidad para el sometimiento y la domestica-

ción social, para la instrumentalización y negación de la
persona humana.

Llevarlo a cabo en estos términos sería el mayor de los
atentados que podría sufrir nuestra ya frágil democracia,
misma que por otro lado sí exige ciudadanos participativos,
con derechos y obligaciones.

Hacer del Programa Nacional de la Lucha contra el Ham-
bre un instrumento de control y sometimiento social sería
la forma más genuina de reproducir la traición a Emiliano
Zapata, en la traición a su pueblo y en el incremento de la
injusticia social.

En términos generales, la lucha contra el hambre en Méxi-
co —consideramos nosotros— tendrá que ser atendida en
los términos como lo entendió Emiliano Zapata: como un
acto pleno de justicia social.

De ninguna manera como estrategia para mantener a un
sector de nuestra sociedad como mexicanos de segunda o
menores de edad, sometidos a las bondades del ogro filan-
trópico.

Estimados amigos y compañeros, hago también un exhor-
to al gobernador de mi estado, para que en ese acto demo-
crático sea incluyente y convoque a todas las fuerzas esta-
les y no solamente a las propias a estos actos que el día de
ayer se celebraron en Morelos. No fuimos invitados y no
fuimos convocadas las diferentes fuerzas políticas, inclu-
yendo las mismas fuerzas de su partido. Por su participa-
ción, muchísimas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene finalmente el uso de la tribuna, la diputada
Maricela Velázquez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
PRI.

Aprovecho para dar la más cordial bienvenida a un grupo
de invitados del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado,
del estado de Morelos, que nos acompañan hoy aquí en la
sesión, precisamente invitados por la diputada Maricela
Velázquez. Adelante, diputada.

La diputada Maricela Velázquez Sánchez: Con el per-
miso de la Presidencia. Compañeros diputados y diputadas
morelenses, honorable asamblea, el 10 de abril de 1919
murió asesinado el Caudillo del Sur, Emiliano Zapata. El
hecho es históricamente relevante, pues con su muerte
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desaparecía uno de los caudillos populares más importan-
tes de la primera etapa de la Revolución a lado de Francis-
co Villa.

La trascendencia de su lucha se constata cuando 94 años
después de su desaparición, Emiliano Zapata se ha conver-
tido en un ícono universal, en un referente en la lucha por
las reivindicaciones sociales. La singularidad de Zapata y
su actualidad se basan en el hecho de que defendió a los
desposeídos con una propuesta social que tenía que luchar
por la tierra en su núcleo central, pero que iba más allá, a
reflejar las aspiraciones de justicia del pueblo mexicano.

La propuesta social contenida en el Plan de Ayala hizo evi-
dente las aspiraciones que no se colmaban solo en la de-
mocratización propuesta por Madero, para Zapata la Revo-
lución debía trascender el espacio político.

El Plan de Ayala no solo recogió aspiraciones de los cam-
pesinos de Morelos, sino que colocó a la problemática
agraria en el centro del debate nacional y, con ello, en el te-
ma social, pues entonces México era un país de 15 millo-
nes de habitantes, de los cuales más del 70 por ciento eran
de población rural.

En ese México, la restitución de las tierras a los pueblos, la
creación de los fundos legales, la idea del ejido, de la po-
sesión comunitaria de la tierra, de la justicia agraria, cons-
tituían un tema profundamente revolucionario. El liberalis-
mo de la época había afectado profundamente las
relaciones de propiedad; la tierra dejó de ser de las comu-
nidades para pasar a manos de hacendados, que monopoli-
zaron su uso y redujeron a condición de servidumbre a los
antiguos dueños.

Zapata actuó sin reservas y dictó una serie de leyes que res-
tituían la posesión de las tierras de los pueblos indígenas de
Morelos. El lema de Tierra y libertad, se estaba convirtien-
do en una realidad. La reforma agraria por la que clamaban
Zapata y sus seguidores no fue comprendida en su mo-
mento, pero impregnó al proceso revolucionario, fue lo que
impulsó a Carranza a promulgar, en Veracruz, la Ley Agra-
ria de 1915.

La traición del coronel Jesús Guajardo desapareció físi-
camente al Caudillo del Sur, más no a sus ideales, éstos
siguieron vivos y se expresaron en una reforma agraria
profunda efectuada en décadas por los gobiernos revolu-
cionarios, que hizo realidad para muchos el lema La tie-
rra es de quien la trabaja.

Hoy las organizaciones agrarias del PRI se esfuerzan en la
defensa de esos ideales en un nuevo contexto histórico, la
Confederación Nacional Campesina y la Central Campesi-
na Independiente, así como las diversas organizaciones de
productores agrícolas que la integran, buscan ser conse-
cuentes con el pensamiento de Emiliano Zapata.

Los diputados de nuestro Grupo Parlamentario del PRI, en
esta Legislatura continuamos con esa lucha, y por ello en la
reciente reforma laboral insistimos en la protección de los
derechos laborales de los jornaleros agrícolas, al dotarlos
de certeza y seguridad jurídica en torno a su contratación,
salvaguardando tanto sus derechos como sus prestaciones.

Asimismo se implementó la obligación del Estado de ga-
rantizar en todo momento el acceso a la educación básica
de los hijos de los trabajadores estacionales del campo o de
los jornaleros agrícolas, de forma que la Secretaría de Edu-
cación Pública deberá reconocer los estudios que en un
mismo ciclo escolar realicen, tanto en sus lugares de origen
como en sus centros de trabajo.

Las organizaciones agrarias han buscado los canales de in-
terlocución para defender los derechos de los trabajadores
agrícolas mexicanos en el extranjero, y continúan luchan-
do por una mayor atención al campo mexicano y a las de-
mandas de los campesinos y productores rurales.

Compañeras diputadas y diputados, al día de hoy, 94 años
después de su muerte, decir Zapata es decir justicia social,
una aspiración que aún no ha sido cumplida del todo, por
eso en la medida en que logremos transformar a México
para hacer que los derechos plasmados en la Constitución
sean una realidad para la gran mayoría de los mexicanos,
para alcanzar la prosperidad y el bienestar de la patria que
proclamara el Plan de Ayala, estaremos entonces honrando
a su memoria. Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Ha concluido la lista de oradores.

El diputado Javier Orihuela García (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: A ver, so-
nido en la curul del diputado Orihuela.
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El diputado Javier Orihuela García (desde la curul):
Presidente, el día de hoy no es un día cualquiera y tampo-
co murió un hombre cualquiera. Solicito a esta Cámara un
minuto de silencio en memoria de nuestro general Emilia-
no Zapata.

El Presidente diputado José González Morfín: Voy a pe-
dir a todos los presentes nos pongamos de pie y guardemos
un minuto de silencio en memoria del general Emiliano Za-
pata.

(Minuto de silencio)

Muchas gracias.

Continué la Secretaría con la declaratoria de publicidad de
dictámenes.

LEY DE MIGRACION

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Asuntos Migratorios, con proyec-
to de decreto que reforma los artículos 20, 25, 69 y 107 de
la Ley de Migración

Honorable Asamblea:

La Comisión de Asuntos Migratorios, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e)
y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 80, 157, numeral 1, fracción I,
158, numeral 1, fracción IV, y 167, numeral 4, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, presenta a esta honora-
ble asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

A la comisión que suscribe fue turnado para estudio y dic-
tamen el expediente número 54, que contiene la iniciativa
con proyecto de decreto, que reforma y adiciona los artícu-
los 20, 25, 69 y 107, todos de la Ley de Migración, para
fortalecer los derechos de las personas migrantes en tránsi-
to por nuestro país, presentada por los diputados José Fran-
cisco Coronato Rodríguez y Martha Beatriz Córdova Ber-
nal, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, y
suscrita por varios diputados de diversos grupos parlamen-
tarios, el 7 febrero de 2013.

Para los efectos legales y reglamentarios correspondientes,
la iniciativa fue publicada en la Gaceta Parlamentaria nú-
mero 3702-II el miércoles 6 de febrero de 2013. En esa
misma fecha la Mesa Directiva le dictó turno a para estu-
dio y dictamen a la Comisión de Asuntos Migratorios.

En la exposición de las razones que motivan la Iniciativa el
Diputado y la Diputada proponentes señalan como preocu-
pación, que esta Comisión Dictaminadora comparte, la
violación cotidiana de los derechos humanos de las perso-
nas migrantes que utilizan el territorio nacional como es-
pacio de tránsito o destino.

Al respecto, señala, esto ocurre a pesar del discurso oficial
pro-garantista; de ser México país parte de prácticamente
todos los instrumentos internacionales del sistema de dere-
chos humanos y de protección de migrantes; de tener una
de las mayores y más transitadas fronteras del mundo y
sostener una defensa permanente de los derechos de los
emigrantes propios en Estados Unidos, y afecta incluso a
migrantes nacionales que buscan cruzar la frontera norte de
forma irregular.

Destaca que estas violaciones son llevadas a cabo a veces
en formas bárbaras, por organizaciones criminales, grupos
de ciudadanos y autoridades migratorias o de otro orden,
que por omisión, comisión o contubernio y de manera di-
recta o indirecta participan o las propician.

A pesar de ello, señalan la diputada y el diputado propo-
nentes, con razón, no existen en nuestro país normas efec-
tivas ni políticas eficaces de protección y asistencia para
estas personas ni normas que inhiban las conductas viola-
torias de sus derechos, lo que permite que este fenómeno
crezca día con día y señala, incluso, que “por muchos mo-
tivos, el punto más crítico en las rutas de tránsito de los mi-
grantes se encuentra en los Controles Migratorios… mues-
tra del desdén que las autoridades migratorias tienen por
los derechos humanos de los migrantes”.

En virtud de lo anterior, señalan, “resulta impostergable
atender la(s)… recomendaciones de los organismos nacio-
nales e internacionales de protección de los derechos hu-
manos… (y) abocarse a la solución... de esta problemáti-
ca…”, para lo cual acompaña su iniciativa con el siguiente
proyecto de reformas legales:
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Consideraciones

Esta comisión, que dictamina, recuerda que México es pa-
ís de origen, tránsito, destino y retorno de migrantes inter-
nacionales, hacia y desde Estados Unidos, de los que la
mayoría carecen de documentos que permitan su legal es-
tancia en ese país y en el tránsito por el nuestro.

México es parte de los instrumentos internacionales de de-
fensa de derechos humanos de la ONU, incluyendo la Con-
vención Internacional sobre la Protección de los Derechos
de Todos los Migrantes Trabajadores y Miembros de sus
Familias, de la que derivó la Ley de Migración vigente des-
de 2011. A pesar de ello, constantemente se documenta
que el gobierno mexicano efectúa operativos de deten-
ción, aprehensión y expulsión de extranjeros en condición
irregular, como uno de varios mecanismos de rechazo de
migrantes indocumentados y, bajo el supuesto de que re-
presentan un peligro potencial, se justifican acciones y me-
didas que han causado de manera extrema la muerte de mi-
les de mexicanos y migrantes centroamericanos en tránsito.

En 2003, la Corte Interamericana de los Derechos Huma-
nos en respuesta a denuncia del gobierno mexicano por los
abusos que las autoridades estadounidenses -y consultada
respecto a la condición jurídica y derechos de los migran-
tes en la zona de Norteamérica- se pronunció en el sentido
de ajustar, en materia migratoria, la acción gubernamental
a la legislación pro- garantista vigente en el área, lo mismo
en materia laboral, en el sentido de defender este derecho
en forma tal que a ninguna persona, aún siendo migrante
irregular, le pueda ser negado el acceso a una fuente de em-
pleo con todos los derechos y obligaciones inherentes.

En el tema migratorio en nuestro país, y en contra del prin-
cipio de congruencia que se establece en la Ley de Migra-
ción vigente, existe un doble discurso, que por un lado fir-
ma e invoca instrumentos internacionales para la
protección de los inmigrantes mexicanos en países extran-
jeros, mientras que en nuestro propio territorio se violan
sistemáticamente los derechos humanos de los migrantes
irregulares que tienen nuestro territorio como espacio de
destino o tránsito. Congruente con este doble discurso,
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existe también una conducta bipolar, impregnada de resa-
bios de racismo y xenofobia, que muchas veces culminan
en asesinatos de hombres, niños y mujeres o se pone a los
migrantes irregulares en condiciones de una mayor vulne-
rabilidad para ser víctimas del crimen organizado y bandas
dedicadas a la trata de personas en sus diferentes fines y
modalidades.

Coincidiendo con el fondo de la iniciativa, esta Comisión
considera que debe aprobarse pero con modificaciones,
porque no es pertinente modificar el texto propuesto para el
párrafo que se agrega al artículo 25, en virtud de que artí-
culo 23 de la Ley de Migración contempla los requisitos a
considerar no sólo para el ingreso sino también para la pro-
moción y la permanencia, y remite al Reglamento respecti-
vo; así mismo, que no es legalmente correcto incluir, en el
nuevo párrafo que se adiciona al Artículo 20, a la Secreta-
ría de Relaciones Exteriores en programas que garanticen
la seguridad de los migrantes en tránsito por nuestro país,
pues su ámbito específico de actuación es allende nuestras
fronteras. Se considera que resulta adecuado y congruente
con el espíritu de la Iniciativa que se dictamina incluir en la
reforma a la fracción V del Artículo 107 el aviso, además
de a la Comisión de Nacional de los Derechos Humanos, al
consulado del país de la persona que se trate.

En el cuadro siguiente se muestra el texto actual de la Ley
de Migración, el proyecto que presentan los diputados pro-
ponentes, y una síntesis de las observaciones de la Comi-
sión, con las modificaciones, de ser el caso.
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Por las consideraciones expuestas la Comisión de Asuntos
Migratorios, somete a la consideración de la honorable
asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto que reforma y adiciona los artículos 20, 25, 69
y 107 de la Ley de Migración

Artículo Único. Se reforman los artículos 20, fracción I;
107, fracción V; y se adicionan los artículos 20, con una
fracción III, recorriéndose en su orden las demás fraccio-
nes; 25, con un tercer párrafo; y 69, con una fracción II, re-
corriéndose en su orden las demás fracciones a Ley de Mi-
gración, para quedar como sigue:

Artículo 20. …

I. Instrumentar la política en materia migratoria garan-
tizando la aplicación de medidas que no atenten con-
tra los derechos humanos de los migrantes;

II. …

III. Promover conjuntamente con la Procuraduría
General de la República, programas, medidas y ac-
ciones que garanticen la seguridad de los migrantes
en el tránsito por zonas consideradas de alto riesgo;

IV. a XI. …

Artículo 25. …

…

Los servidores públicos que deban tener contacto físico
con los migrantes, al hacerlo, deberán actuar conforme
a un protocolo establecido en el Reglamento de esta
Ley. Dicho protocolo deberá ceñirse al principio de res-
peto irrestricto a la dignidad humana.

Artículo 69. …

I. …
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II. El régimen de responsabilidades de los servidores
públicos, para facilitar la queja o denuncia que co-
rresponda en contra de los servidores públicos del
Instituto;

III. a VII. …

Artículo 107. …

I. a IV. …

V. Garantizar el respeto de los derechos humanos del
extranjero presentado; asegurando para el caso, el
contacto del extranjero con el consulado de su país y
con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos;

VI. a X. …

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro del término de cuarenta y cinco días con-
tados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, la
Secretaría de Gobernación deberá expedir el protocolo a
que se hace referencia en el artículo 25.

Salón de acuerdos de la Comisión de Asuntos Migratorios, Palacio Le-
gislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 2 de abril de 2013.

La Comisión de Asuntos Migratorios, diputados: Amalia Dolores
García Medina (rúbrica), presidenta; Raúl Gómez Ramírez (rúbrica),
Martha Berenice Álvarez Tovar (rúbrica), José Everardo Nava Gómez
(rúbrica), Javier Filiberto Guevara González (rúbrica), Petra Barrera
Barrera (rúbrica), Lorenia Iveth Valles Sampedro (rúbrica), Pedro Gó-
mez Gómez (rúbrica), secretarios; Néstor Octavio Gordillo Castillo,
Antonio de Jesús Díaz Athié, Julio César Flemate Ramírez (rúbrica),
Noé Barrueta Barón (rúbrica), Gerardo Xavier Hernández Tapia, Érika
Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), Loretta Ortiz Ahlf (rúbrica), María
del Socorro Ceseñas Chapa (rúbrica), Marino Miranda Salgado (rúbri-
ca), Lorena Méndez Denis (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Fomento Cooperativo y Econo-
mía Social, con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 6 de la Ley General de Sociedades Cooperativas

Honorable Asamblea:

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social,
en su carácter de órgano legislativo ordinario de la LXII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, expresa
que le fue turnada para su resolución y dictamen, la inicia-
tiva con proyecto de decreto con proyecto de decreto que
reforma los artículos 1o. y 6o. de la Ley General de Socie-
dades Cooperativas, presentada por el Diputado Luis Olve-
ra Correa, Integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional el 18 de diciembre de 2012.

I. Metodología

Los integrantes de la Comisión de Fomento Cooperativo y
Economía Social de la LXII Legislatura de la Cámara de
Diputados, a efecto de analizar y determinar debidamente
el alcance de la Iniciativa materia de dictamen, tomaron en
cuenta lo siguientes aspectos técnicos:

Antecedentes. Se trata del apartado que contempla la
presentación, turno y prórroga para dictamen a la Comi-
sión de Fomento Cooperativo y Economía Social, de la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 1° y 6° de la Ley General de Sociedades Coope-
rativas suscrita por el diputado Luis Olvera Correa. 

Contenido de la Iniciativa. En este apartado se realiza
un sumario de los planteamientos vertidos en la iniciati-
va en estudio por el legislador federal que dio inicio a la
actividad dictaminadora de esta comisión dictaminado-
ra.

Considerandos. Este apartado contiene los argumentos
de índole general y especial que determinan el sentido
de cada una de las proposiciones formuladas por el pro-
movente, considerando diversos instrumentos y ordena-
mientos jurídicos vigentes relacionados con las mismas;
así como los fundamentos y motivos expresos en la ini-
ciativa en estudio que permitan comprender la necesi-
dad o  no de reformar la legislación indicada.
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Considerando los argumentos y las diversas proposiciones
efectuadas por los integrantes de esta Comisión Ordinaria,
así como la votación que del sentido de la iniciativa con
proyecto de decreto en estudio realizaron, somete a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente:

Dictamen

II. Antecedentes

1. En sesión ordinaria de fecha 18 de diciembre de 2012,
el Diputado Federal Luis Olvera Correa, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional presentó ante el Pleno de esta Cámara de Dipu-
tados, con base en lo reglamentado por los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6 numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión, la Iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas, 

2. En sesión celebrada de igual fecha,  la Mesa Directi-
va de esta H. Cámara de Diputados, mediante oficio nú-
mero D.G.P.L. 62-II-7-238 turnó para dictamen a la Co-
misión de Fomento Cooperativo y Economía Social, la
Iniciativa con proyecto de decreto en comento.

3. Por acuerdo de la Mesa Directiva de fecha 12 de fe-
brero de 2013, y con fundamento en el artículo 183, nu-
meral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión, se autorizó mediante oficio
número D.G.P.L. 62-II-7-413 a la Comisión de Fomen-
to Cooperativo y Economía Social prórroga para que
dictaminará la Iniciativa en comento.

4. Los Diputados Federales integrantes de esta comisión
ordinaria, efectuaron diversos trabajos de investigación
y sistematización  de carácter técnico y legislativo, con
el propósito de considerar debidamente los elementos
intrínsecos de la Iniciativa con proyecto de decreto en
cuestión, que les permitieran analizar y deliberar ade-
cuadamente respecto de los planteamientos imbuidos en
el ocurso, con sus correspondientes justificaciones, a
efecto de manifestar diligentemente, y con apego a las
formalidades esenciales establecidas en los diversos or-
denamientos jurídicos que norman su actuar, los argu-
mentos jurídicos de naturaleza general y especial que
les permitieran integrar el presente dictamen.

III. Contenido de la iniciativa

Previo al estudio y análisis de la Iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Sociedades Cooperativas, suscrita por el
ciudadano Luis Olvera Correa, diputado federal integrante
de la LXII Legislatura de la H. Cámara de Diputados, per-
teneciente al Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, es necesario precisar las proposiciones
objeto de la misma, en contraste con lo regulado por las
disposiciones jurídicas vigentes materia de la Iniciativa, a
saber:

Primero. Se reforma el artículo 1º para quedar como sigue:

Segundo. Se adicionan una fracción V, recorriendo en el
mismo orden actual y las subsecuentes; se agregan dos
nuevas fracciones X y XI al artículo 6º para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 6º. Las sociedades cooperativas deberán observar
en su funcionamiento los siguientes principios:

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

IV. Considerandos

Primero. La primera propuesta que plantea diputado Luis
Olvera Correa, tiene como objetivo atribuir la importancia
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que reviste el movimiento cooperativista nacional en el
sector de la economía solidaria, así como adecuar lo com-
prendido por la diversidad de ordenamientos jurídicos po-
sitivos vigentes en territorio nacional, que regulan lo con-
templado por el párrafo 7º del artículo 25 nuestra Carta
Política Fundamental, con los diversos tratados e instru-
mentos internacionales que el Estado Mexicano ha suscri-
to al día de hoy, y que tengan por objeto establecer diver-
sos mecanismos y lineamientos que faciliten la
organización y expansión de la multiplicidad de organiza-
ciones, empresas y sociedades que integran y participan
dentro del sector de la economía solidaria. 

Considerando lo vertido en el párrafo anterior, el legislador
federal antes citado propone añadir un segundo principio
en sentido estricto, es decir, una novedosa exigencia de jus-
ticia, equidad y moral positiva,  al artículo 1º de la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas, a efecto de regular el re-
conocimiento y la importancia adquirida por dichas
personas morales de naturaleza mercantil en el acrecenta-
miento y desarrollo sostenible de la economía nacional

2. El legislador de esta honorable Cámara de Diputados, C.
Luis Olvera Correa,  asentó y enfatizó en la relevancia ob-
tenida por las sociedades cooperativas existentes en la ac-
tualidad, considerando la multiplicidad de actividades des-
arrolladas por las mismas en diferentes ramas de la
actividad económica, y cuyo impacto global se ha refleja-
do en los últimos decenios en la proporción de empleos ge-
nerados por esta forma de organización social, superando
los 100 millones, y que en relación con la oferta laboral ge-
nerada por la diversidad de empresas multinacionales que
participan en la economía de mercado, constituye un 20%
adicional. 

3. Asimismo, el diputado antes referido, expresa que es
menester reglamentar como un principio en sentido estric-
to de la Ley General de Sociedades Cooperativas, el fo-
mento del Cooperativismo como una actividad necesaria
para el desarrollo económico del país, misma que deberá
ser contemplada dentro del Plan Nacional de Desarrollo,
toda vez que el contexto actual es ampliamente permisible
para que el Estado Mexicano impulse y fomente una figu-
ra jurídica tan relevante en el marco del Derecho Interna-
cional Público, tal como lo es la Sociedad Cooperativa, ar-
guyendo y considerando para tal efecto la contribución que
dichas personas morales de naturaleza mercantil han reali-
zado en el decrecimiento de la pobreza, la generación de
empleos y mecanismos de integración social a nivel mun-
dial, razón por la cual la Asamblea General de la Organi-

zación de las Naciones Unidas, determinó el 2012 como
“Año Internacional de las Cooperativas”, estableciendo 3
metas fundamentales a cumplir, bajo el tema “Las empre-
sas cooperativas ayudan a construir un mundo mejor”, que
son:

A. Crear mayor conciencia. Aumentar la conciencia
del público sobre la contribución de las cooperativas al
desarrollo económico y social, y al logro de los Objeti-
vos de Desarrollo del Milenio.

B. Promover el crecimiento. Fomentar la constitución
y el crecimiento de cooperativas, compuestas de perso-
nas e instituciones, para abordar sus necesidades econó-
micas mutuas, además de lograr una plena participación
económica y social.

C. Establecer políticas adecuadas. Alentar a los go-
biernos y organismos reguladores a implementar políti-
cas, leyes y normativas que propicien la constitución y
el crecimiento de las cooperativas. Al crear conciencia
sobre las cooperativas, el Año (sic) contribuirá a fomen-
tar el apoyo y desarrollo de empresas cooperativas com-
puestas de personas y sus comunidades.

Sin embargo, es necesario acotar que la proposición del le-
gislador federal de insertar un segundo enunciado dentro
del artículo 1º de la Ley General de Sociedades Cooperati-
vas, en ejercicio de la facultad expresa que la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos confiere al Esta-
do en el párrafo segundo del artículo 25, y en estricto ape-
go al principio de legalidad contenido en el artículo 124 de
nuestra Ley Suprema, cabe señalar que ya se encuentra re-
gulada por diversas disposiciones de la Ley de la Economía
Social y Solidaria, en los artículos 2º, 13, párrafo segundo,
y 14, fracciones I, II, IV y V.

El artículo 2º,  fracción I, dispone como objeto de la Ley
Reglamentaria del párrafo séptimo del artículo 25 de nues-
tra Ley Suprema, el establecimiento de los mecanismos
necesarios a efecto de facilitar y expandir la actividad eco-
nómica del Sector de la Economía Solidaria, así como la
responsabilidad del fomento e impulso de la misma a car-
go del Estado, mientras que la fracción II del artículo refe-
rido establece definir las reglas de organización, promo-
ción, fomento, y fortalecimiento del Sector la Economía
Solidaria. 

Asimismo, es importante mencionar que la propuesta del
C. Diputado Federal, también se encuentra reglamentada
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como una facultad del Instituto Nacional de la Economía
Social, en su carácter de órgano  administrativo descon-
centrado de la Secretaria de Economía, prevista en el artí-
culo 13, párrafo segundo, de la Ley de la Economía Social
y Solidaria, que dispone que el Instituto tendrá como pro-
pósito instrumentar políticas públicas de fomento al sector
social de la economía, a efecto de fortalecer y consolidar al
sector como uno de los pilares de desarrollo económico del
país, mediante la participación, capacitación, investigación
y difusión y apoyo a proyectos productivos del sector.

En consonancia con lo expresado en el párrafo anterior, el
artículo 14, en sus fracciones I, II,  IV y V, prevé lo si-
guiente:

Título II
De la Estructura del Sector Social de la Economía

Capítulo I
Del Instituto

Artículo 14. El Instituto tendrá como funciones las si-
guientes:

I. Instrumentar la Política Nacional de Fomento y
Desarrollo del Sector Social de la Economía.

II. Propiciar condiciones favorables para el crecimiento
y consolidación del Sector, mediante el establecimien-
to del Programa de Fomento a la Economía Social;

III.…

IV. Formular y ejecutar programas y proyectos de
apoyo público a la promoción, fomento y desarrollo
del Sector.

V. Participar en la elaboración, consecución y verifi-
cación del Plan Nacional de Desarrollo, en términos
de lo dispuesto por la Ley de Planeación y demás dis-
posiciones aplicables a las actividades económicas que
desarrollen los organismos del Sector.

4. La segunda proposición formulada por el C. Luis Olve-
ra Correa, consistente en adicionar tres fracciones a las ya
existentes y contempladas en el artículo 6 de la Ley Gene-
ral de Sociedades Cooperativas, será estudiada y analizada
como sigue:

a) En lo que corresponde al examen del primer plantea-
miento del Legislador de esta H. Cámara de Diputados,
en el sentido de reformar el artículo 6º de la Ley Gene-
ral de Sociedades Cooperativas, para añadir una frac-
ción V y en consecuencia recorrer en el orden que ac-
tualmente guardan las demás fracciones, que comprenda
la autonomía e independencia de administración de di-
chas personas morales de naturaleza mercantil y  carác-
ter económico,  incluso cuando en su operación ejerci-
tarán recursos suministrados por uno o más programas
de índole federal, es necesario comenzar analizando ca-
da uno de los términos que indican y motivan la volun-
tad de reforma del legislador.

Atendiendo a lo establecido en el Diccionario de la Real
Academia de la Lengua Española, las notas características
o propiedades de la expresión autonomía son las siguien-
tes:

• Condición y estado del individuo, comunidad o pueblo
con independencia y capacidad de autogobierno.

• Potestad de ciertos entes territoriales para regirse con
órganos y normas propias, en el marco de un Estado ma-
yor.

• Comunidad autónoma.

• Capacidad máxima de un vehículo para efectuar un re-
corrido sin repostar.

Como se verificará más adelante, la acepción utilizada por
el Diputado Federal en el planteamiento elaborado en la
Iniciativa en análisis, es aquella que designa el concepto de
independencia y la expresión capacidad de autogobierno.
En tanto que el término independencia, de acuerdo a lo pre-
visto por el ordenamiento gramatical en comento, connota
lo siguiente:

• Falta de dependencia.

• Libertad, autonomía, y especialmente la de un Estado
que no es tributario ni depende de otro.

• Libertad en ciertos aspectos.

Teniendo en cuenta lo redactado con antelación, la acep-
ción utilizada por el diputado Luis Olvera Correa para la
estructuración de la fracción propuesta es aquella que indi-
ca falta de dependencia.
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Ahora bien, y teniendo en cuenta lo reglamentado por el ar-
tículo 9, fracciones I y III, en relación con el diverso 11,
fracción III, de la Ley de la Economía Social y Solidaria,
la proposición del legislador federal deviene de una inade-
cuada interpretación de lo contenido en los preceptos antes
mencionados, ya que si bien es condición necesaria que las
Sociedades Cooperativas operen sin injerencia alguna en
su administración interna de cualesquiera estructura de ca-
rácter político y religioso, no las exime de atender los di-
versos lineamientos técnicos que la Auditoria Superior de
la Federación emitan, entre otros propósitos, con el objeto
de mejorar la fiscalización de los recursos federales que re-
ciban las personas particulares y morales, públicas o priva-
das, en concepto de subsidios, donativos y transferencias
otorgados por las entidades federativas, los municipios y
los órganos político- administrativos de las demarcaciones
territoriales del Distrito Federal con cargo a recursos fede-
rales, según los dispuesto por el artículo 37 de la Ley de
Fiscalización y Rendición de Cuentas Públicas, que a la le-
tra dice:

Título Tercero

De la Fiscalización de Recursos Federales Administrados o
Ejercidos por Órdenes de Gobierno Locales y por Particu-
lares

Capítulo Único

Artículo 37. La Auditoría Superior de la Federación fisca-
lizará directamente los recursos federales que administren
o ejerzan las entidades federativas, los municipios y los ór-
ganos político-administrativos de las demarcaciones terri-
toriales del Distrito Federal, con excepción de las partici-
paciones federales; asimismo, fiscalizará directamente los
recursos federales que se destinen y se ejerzan por cual-
quier entidad, persona física o moral, pública o privada, y
los transferidos a fideicomisos, mandatos, fondos o cual-
quier otra figura jurídica, de conformidad con los procedi-
mientos establecidos en otras leyes y sin perjuicio de la
competencia de otras autoridades y de los derechos de los
usuarios del sistema financiero.

Para el cumplimiento de las atribuciones establecidas en el
párrafo anterior y en términos de la fracción XIX del artí-
culo 15 de la presente Ley, la Auditoría Superior de la Fe-
deración podrá celebrar convenios con los gobiernos de las
entidades federativas, legislaturas locales, la Asamblea Le-
gislativa del Distrito Federal y las entidades de fiscaliza-
ción superior, con el objeto de que colaboren con aquélla

en la verificación de la aplicación correcta de los recursos
federales recibidos por dichos órdenes de gobierno, con-
forme a los lineamientos técnicos que señale la Auditoría
Superior de la Federación. Dichos lineamientos tendrán
por objeto mejorar la fiscalización de los recursos federa-
les que se ejerzan por las entidades federativas, por los mu-
nicipios y por los órganos político-administrativos de las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, incluyen-
do a sus administraciones públicas paraestatales y paramu-
nicipales.

Los lineamientos comprenderán además, la verificación
del desempeño y la comprobación de la aplicación ade-
cuada de los recursos que reciban las personas físicas o
morales, públicas o privadas, en concepto de subsidios,
donativos y transferencias otorgados por las entidades
federativas, los municipios y los órganos político-admi-
nistrativos de las demarcaciones territoriales del Distri-
to Federal con cargo a recursos federales.

La Auditoría Superior de la Federación establecerá los su-
jetos, objetivos, alcance y procedimientos de las auditorías
y estructura de los informes de auditoría a practicar sobre
los recursos federales entregados a entidades federativas,
municipios y los órganos político-administrativos de las
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, para ase-
gurar una rendición de cuentas oportuna, clara, imparcial y
transparente. El conjunto de los términos acordados con las
entidades de fiscalización de las entidades federativas no
podrán ser inferiores a los determinados en la ley.

En el caso de que las entidades de fiscalización superior de
las entidades federativas detecten irregularidades que afec-
ten el patrimonio de la hacienda pública federal, deberán
hacerlo del conocimiento inmediato de la Auditoría Supe-
rior de la Federación, para que en términos de la presente
Ley inicie la responsabilidad resarcitoria correspondiente y
promueva las responsabilidades civiles, penales, políticas y
administrativas a las que haya lugar.

La Auditoría Superior de la Federación verificará que las
entidades fiscalizadas lleven el control y registro contable,
patrimonial y presupuestario de los recursos de la Federa-
ción que les sean transferidos y asignados, de acuerdo con
las disposiciones aplicables.

b) En lo que concierne al estudio y análisis de la pro-
puesta de adición de una fracción X al artículo 6º que
propone el legislador de la Unión, C. Luis Olvera Co-
rrea, consistente en considerar y reglamentar en la Ley
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General de Sociedades Cooperativas,  como un princi-
pio en sentido amplio que establezca como propósito
social y económico, e incluso político de las Sociedades
Cooperativas, el fortalecimiento del movimiento coope-
rativo a través de la configuración de estructuras loca-
les, regionales, nacionales e internacionales, resulta ne-
cesario señalar su conexión con lo prevenido por la
fracción VII del artículo en comento, que contempla co-
mo directriz del ordenamiento jurídico en análisis, la
participación en la integración cooperativa de la diver-
sidad de especies de sociedades mercantiles contempla-
das en la fracción VI de la Ley General de Sociedades
Mercantiles,  que operan  en toda la República Mexica-
na, toda vez que la participación de dichas personas mo-
rales de naturaleza mercantil en la constitución de los
organismos de Integración y Representación que regla-
menta la Ley, en relación con diversas disposiciones
contenidas en la Ley de la Economía Social y Solidaria
y demás ordenamientos jurídicos aplicables, fortalecería
notablemente al Movimiento Cooperativo Nacional, cu-
ya extensión comprende al Sistema Cooperativo, es de-
cir, a la estructura de naturaleza económica que integran
las Sociedades Cooperativas y los Organismos en que li-
bremente se agrupen, así como a todas las organizacio-
nes e instituciones de asistencia técnica del cooperati-
vismo a nivel nacional, y cuyo máximo representante es
el Consejo Superior del Cooperativismo.

c) En lo referente a la propuesta de adición de la frac-
ción XI del artículo 6 de la Ley General de Sociedades
Cooperativas, contenida en la Iniciativa con proyecto de
decreto en estudio, tomando en cuenta lo manifestado
en las Propuestas de Modificación sobre la significación
de las expresiones “desarrollo sostenible” y “desarrollo
sustentable”, en donde se precisa y explica la distinción
que existe entre los términos sostenible y sustentable,
considerando el conjunto de propiedades que caracteri-
zan (intensión) y el campo de aplicación (extensión) de
uno y otro  concepto, así como el empleo indistinto que
se hace de los mismos en diversos ordenamientos jurí-
dicos vigentes, de carácter nacional e internacional, ex-
presándose para tal efecto que el desarrollo sostenible se
da en una nación  cuando se establece un equilibrio en-
tre los diversos elementos que la componen, tales como
lo son el cúmulo de pueblos que residen en la misma, la
diversidad de recursos naturales que la componen y la
dinámica del sistema económico prevalente, es decir, se
trata del proceso mediante el cual se satisfacen las ne-
cesidades económicas, sociales, de diversidad cultural y
de un medio ambiente sano de las generaciones existen-

tes en un tiempo y espacio delimitado, sin poner en ries-
go la satisfacción de necesidades análogas de las gene-
raciones sucesivas; mientras que el desarrollo sustenta-
ble alude al uso responsable de los recursos obtenidos
de los diferentes ecosistemas existentes, procurando su
preservación y procurando no afectar por su empleo
irracional a generaciones futuras.

Primero. La Comisión de Fomento Cooperativo y Econo-
mía Social, como órgano legislativo de la LXII Legislatu-
ra en la H. Cámara de Diputados, es competente para co-
nocer del análisis y dictamen de la presente Iniciativa,
según lo dispuesto por los artículos 72 y 73, fracción XXX,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; como en el artículo 39, numerales 1 y 3, en relación
con el diverso 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, y los artículos 80, numeral 1, fracción II; 81, nu-
meral 2; 82, numeral 1; 84 y 85, así como de los artículos
157 y 158, numeral I, fracción IV, y demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados del H.
Congreso de la Unión.

Segundo. Considerando el reconocimiento que el artículo
4º de la Ley de la Economía Social y Solidaria hace de las
sociedades cooperativas como  organismos integrantes del
Sector de la economía solidaria, y con plena  comprensión
de la finalidad del legislador al redactar las diversas dispo-
siciones que integran el ordenamiento jurídico en comento,
esta comisión dictaminadora concluye que la primera pro-
posición del legislador federal integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, C. Luis
Olvera Correa, consistente en adicionar una segunda parte
al párrafo primero del artículo 1º de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas, no ha lugar, toda vez que ya se en-
cuentra reglamentado el fomento de las actividades reali-
zadas por las sociedades cooperativas existentes en la
República mexicana y su consideración en la estructura-
ción del Plan Nacional de Desarrollo, sea cual fuere la cla-
se, categoría o rama de la actividad económica a la que per-
tenezcan, según se desprende del estudio y análisis de lo
dispuesto por los artículos 2º, 13, párrafo segundo y 14,
fracciones I, II,  IV y V, de la Ley  de la Economía Social
y Solidaria, Reglamentaria del párrafo séptimo del artículo
25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, lo  cual no generaría laguna alguna en la Ley Gene-
ral de Sociedades Cooperativas y demás ordenamientos ju-
rídicos relacionados con la misma, tomando en cuenta que
el acontecimiento, situación o hecho que plantea el legisla-
dor federal, C. Luis Olvera Correa, ya se encuentra regula-
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do por diversas disposiciones de la Ley que sirve de sus-
tento a las presentes consideraciones, por lo que realizar la
adición pretendida al artículo 1º de la Ley General de So-
ciedades Cooperativas resulta innecesario.

Tercero. La Comisión de Fomento Cooperativo y Econo-
mía Social, tomando en cuenta los argumentos vertidos en
el análisis del contenido de la Iniciativa en estudio, con-
cluye que no ha lugar  a la propuesta formulada por el
Diputado Luis Olvera Correa, integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, consis-
tente en añadir una fracción XI al artículo 6 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas, toda vez que la
inclusión de dicho enunciado objetivo generaría una grave
antinomia, en consideración de lo regulado por el artículo
37 de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas y de-
más disposiciones legales relacionadas con el mismo.

Cuarto. Al no existir prohibición alguna contemplada por
la Ley General de Sociedades Cooperativas y demás orde-
namientos jurídicos aplicables, que restrinja a dicha forma
de organización social de naturaleza mercantil constituir
diversas estructuras de Integración y Representación a ni-
vel regional y nacional, a efecto de promover y fomentar el
desarrollo de la actividad cooperativa en México, conside-
rando además la existencia de diversas disposiciones en la
Ley en comento que regulan la constitución, organización,
funcionamiento y extinción de dichos Organismos Coope-
rativos, como los son los artículos 74 a 78 Bis 13, y 83 a
94, en relación con lo reglamentado por los artículos 14,
fracciones IX, X, XI y XII , 24, fracciones VI y VII, 31, 32,
33, 34, y 35 de la Ley de la Economía Social y Solidaria,
esta comisión dictaminadora concluye que ha lugar a con-
siderar la proposición realizada por el Diputado Luis Olve-
ra Correa a esta H. Cámara, consistente en regular como
una meta de toda sociedad cooperativa constituida con ape-
go a la legislación mercantil mexicana, el fortalecer al Mo-
vimiento Cooperativo Nacional, precisando la necesidad
de considerarla dentro de la fracción VII de la Ley General
de Sociedades Cooperativas,  así como modificar la redac-
ción en que fue planteada originalmente, en atención a cri-
terios de técnica legislativa que permitan dotar de claridad
la intención de legislador en la estructuración de la pro-
puesta contenida en la Iniciativa en estudio, en relación con
lo expresado por el último artículo mencionado.

Quinto. Habiendo examinado lo reglamentado por los pá-
rrafos primero, segundo, sexto y séptimo del artículo 25 y
lo dispuesto por los párrafos primero y segundo del artícu-
lo 26, ambos de nuestra Ley Suprema, en relación con lo

regulado por los artículos 6, 8, 9, 10, 11 y 44, fracción  II,
de la Ley de la Economía Social y Solidaria, y los artículos
2º y 6º de la Ley General de Sociedades Cooperativas, se
concluye que ha lugar a la propuesta realizada por el Dipu-
tado Luis Olvera Correa de adicionar una fracción al artí-
culo 6º de la Ley General de Sociedades Cooperativas, es
decir, la  regulación de un principio lato sensu que esta-
blezca como propósito de dicha forma de organización so-
cial, brindar impulso al desarrollo sostenible de las comu-
nidades donde las mismas tengan su domicilio social, en
estricto apego a lo que dispongan los socios de las mismas,
permitirá establecer condiciones propicias para la cabal sa-
tisfacción de las necesidades de los pobladores que residan
en la circunscripción territorial donde las Sociedades Coo-
perativas se ubiquen asentadas, y conforme al uso, aten-
diendo al interés colectivo, de los recursos productivos que
tendrán la obligación de proteger y conservar, preservando
en todo momento el medio ambiente, así como los recursos
obtenidos de la naturaleza. 

Sin embargo, es necesario precisar que dicha proposición
será considerada e incluida como fracción IX en el artícu-
lo 6 de la Ley General de Sociedades Cooperativas, te-
niendo en cuenta lo fundado y expuesto en los incisos que
preceden al de análisis.

Sexto. No existe impacto presupuestario alguno derivado
de la estructuración del presente dictamen, toda vez que las
reformas convenidas y aprobadas por esta comisión dicta-
minadora son inclusivas de principios que rijan el debido
funcionamiento y desarrollo de toda sociedad cuya consti-
tución, organización y extinción se reglamente con estricto
apego a lo dispuesto por la Ley General de Sociedades Co-
operativas, es decir, se tratan de reformas de carácter dog-
mático, no orgánico.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, los integrantes de
la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social
de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Ho-
norable Congreso General de la Unión, someten a la consi-
deración del Pleno de esta Honorable Asamblea, el si-
guiente:

Proyecto de decreto que reforma el artículo 6 de la Ley Ge-
neral de Sociedades Cooperativas

Artículo Único. Se reforma la fracción VI y se adiciona la
fracción IX al artículo 6 de la Ley General de Sociedades
Cooperativas, para quedar como sigue:
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Artículo 6. Las sociedades cooperativas deberán observar
en su funcionamiento los siguientes principios:

I. a V. …

VI. Participación en la integración cooperativa, a efecto
de constituir los Organismos de Integración y Re-
presentación regionales, nacionales e internacionales
que fortalezcan el Movimiento Cooperativo Nacio-
nal;

VII. Respeto al derecho individual de los socios de per-
tenecer a cualquier partido político o asociación religio-
sa;

VIII. Promoción de la cultura ecológica, y

IX. Impulsar el desarrollo sostenible de las comuni-
dades donde se encuentren asentadas las cooperati-
vas, mediante políticas aprobadas por sus socios.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la comisión, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, Distrito Federal, a 3 de abril de 2013.

La Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, diputa-
dos: Alliet Mariana Bautista Bravo, presidenta (rúbrica); Brasil Alber-
to Acosta Peña (rúbrica), Lisandro Arístides Campos Córdova (rúbri-
ca), ), Mariana Dunyasca García Rojas (rúbrica), Erick Marte Rivera
Villanueva (rúbrica), María del Rosario Merlín García (rúbrica), Gau-
dencio Hernández Burgos, Silvia Márquez Velazco (rúbrica), Luis Ol-
vera Correa (rúbrica), Gloria Bautista Cuevas, José Antonio León
Mendívil (rúbrica), José Arturo López Cándido (rúbrica), Juan Luis
Martínez Martínez (rúbrica), Jesús Morales Flores, Gisela Raquel Mo-
ta Ocampo, Cesario Padilla Navarro, Alejandro Rangel Segovia.»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO 
ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 36, 37 Bis y 37 Ter de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente

Honorable Asamblea

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 84, 85,
157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV;
167, numeral 4 y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente dictamen.

I. Antecedentes legislativos

Primero. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el 5 de octubre de 2010, el diputado Agustín To-
rres Ibarrola, integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, presentó iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

Segundo. En esa misma fecha, la Mesa Directiva dictó trá-
mite a la iniciativa, turnándola a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales para su análisis y dictamen.

Tercero. En sesión plenaria de la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, celebrada el 17 de marzo de
2011, se aprobó el dictamen con proyecto de decreto por el
que se adiciona un artículo 22 Ter a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Cuarto. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
celebrada el 27 de abril de 2011, el pleno aprobó el pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 22 Ter a
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, con 348 votos en pro.

Quinto. En la misma fecha, la Cámara de Diputados envió
la minuta con proyecto de decreto, correspondiente, al Se-
nado de la República para los efectos de lo dispuesto en la
fracción a) del artículo 72, constitucional.
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Sexto. En sesión ordinaria del Senado de la República,
efectuada el 29 de abril de 2011, la Mesa Directiva recibió
la minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona un
artículo 22 Ter a la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente; acto seguido, procedió a turnar-
la para su análisis y dictamen, a las Comisiones Unidas de
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, y de Estu-
dios Legislativos, Primera.

Séptimo. En sesión plenaria de las Comisiones Unidas de
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, y de Estu-
dios Legislativos, Primera llevada a cabo el 19 de octubre
de 2011, se aprobó el dictamen con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Octavo. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores,
celebrada el 29 de noviembre de 2011, en votación nomi-
nal, fue aprobado el proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversos artículos de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; el
cual, fue devuelto a la Cámara de Diputados con la minuta
correspondiente, para los efectos de lo previsto en la frac-
ción e) del artículo 72, constitucional.

Noveno. En sesión ordinaria de la Cámara de Diputados,
efectuada el 1 de diciembre de 2011, la Mesa Directiva re-
cibió la minuta con proyecto de decreto por el que se re-
forman y adicionan diversos artículos de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y
procedió a turnarla a la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, para el análisis y dictamen conducentes.

II. Contenido de la minuta

El Senado de la República coincide con la Cámara de Di-
putados al señalar que los procesos industriales, así como
el consumo de los productos que generan, tienen un im-
pacto sobre el medio ambiente y que, para oponerlo, el Es-
tado se ha valido de diversos instrumentos de política am-
biental, incluidos los económicos.

La colegisladora señala que de acuerdo con lo previsto en
el Artículo 22 de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, los instrumentos de carácter
económico de la política ambiental: son los mecanismos
normativos y administrativos de naturaleza fiscal, financie-
ra o de mercado, mediante los cuales las personas asumen
los beneficios y costos ambientales que generan sus activi-

dades económicas, incitándolos a realizar acciones que fa-
vorezcan al ambiente.

La colegisladora discrepa de esta Cámara de Origen, plas-
mado en la Minuta Proyecto de Decreto que adiciona un
Artículo 22 TER, a la LGEEPA, en virtud de que conside-
ran que lo relativo a la etiqueta ecológica no debe incorpo-
rarse en la Sección III del Capítulo IV, Título Primero de la
propia Ley, por el solo hecho de que dicha Sección sea la
única que se refiere a los instrumentos económicos.

La colegisladora hace recordatorio de la existencia de refe-
rencias a los instrumentos económicos y al etiquetado am-
biental, en otras disposiciones de la Ley objeto de este dic-
tamen, relativos a la autorregulación, mediante la
reglamentación y el establecimiento de sistemas de certifi-
cación; a la certificación  de áreas naturales protegidas en
predios de particulares dedicados a la conservación, y al
otorgamiento de un sello de sustentabilidad a productos ob-
tenidos por aprovechamiento sustentable en dichos predios
particulares.

La colegisladora entiende que la propuesta de adición de
un artículo 22 Ter a la Ley, obedeció a la consideración de
que la eco-etiqueta es un instrumento económico de mer-
cado, sin analizar la congruencia de tal clasificación, fren-
te a otros instrumentos económicos de mercado previstos
en el mismo cuerpo normativo.

En ese sentido, refieren las disposiciones del Artículo 22 de
la LGEEPA, que enuncian son instrumentos de mercado:
las concesiones, autorizaciones, licencias y permisos co-
rrespondientes a volúmenes preestablecidos de emisiones
de contaminantes en el aire, agua o suelo, o que determinan
los límites de aprovechamiento de recursos naturales, o de
construcción en áreas naturales protegidas o en zonas cuya
preservación y protección tengan relevancia ambiental.

La colegisladora considera que los procesos o actividades
vinculadas a la producción de bienes, servicios o inversio-
nes no resultan peligrosos para el ambiente o la biodiversi-
dad, en tanto no rebasen los límites de contaminación o
aprovechamiento de los recursos naturales, establecidos
por la normatividad aplicable.

La colegisladora estima que de aprobar el proyecto pro-
puesto por la Cámara de Origen, se atentaría contra el ob-
jetivo de incorporar la figura de la etiqueta ecológica, que
es distinguir un producto que en el proceso de su fabrica-
ción, comercialización y vida posterior al uso, es respetuo-
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so con el medio ambiente e informa de manera clara y pre-
cisa a los consumidores.

Adicionalmente, la colegisladora considera confusos los
términos en que fue redactada la propuesta de adición de un
Artículo 22 TER, que diría: “La etiqueta ambiental debe
contener información sobre el impacto ambiental durante el
ciclo de vida de productos y servicios, pero sólo debe ser
utilizada en los productos y servicios que cumplan con los
requisitos ambientales que se establezcan en las Normas
Oficiales Mexicanas”.

La colegisladora estima que la etiqueta ambiental debe in-
formar al consumidor de productos o servicios, las princi-
pales características ambientales por las que éstos pueden
mostrar dicha etiqueta, sobre todo, cuando una sola eti-
queta se confiere a un grupo amplio de productos y servi-
cios.

En cuanto al contenido del párrafo cuarto del proyecto de
adición de un Artículo 22 a la LGEEPA, La colegisladora
advierte que su redacción atenta contra lo previsto en el Ar-
tículo 41 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.
En efecto, mientras la propuesta de la Cámara de origen, en
el párrafo relativo, dispone: “sólo podrán hacer referencia
en su etiqueta al impacto que causen en el medio ambiente
los productos y servicios que cumplan con lo dispuesto en
el presente Artículo”, el numeral 41 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor, prevé: “Cuando se trate de pro-
ductos o servicios que de conformidad con las disposicio-
nes aplicables, se consideren potencialmente peligrosas pa-
ra el consumidor o lesivos para el medio ambiente o cuando
sea previsible su peligrosidad, el proveedor deberá incluir
un instructivo que advierta sobre sus características nocivas
y explique con claridad el uso o destino recomendado y los
posibles efectos de su uso, aplicación o destino fuera de los
lineamientos recomendados…”.
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Con los razonamientos planteados, y a partir del análisis de
la minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona un
artículo 22 Ter a la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, enviada por la Cámara de Di-
putados, como Cámara de Origen, a la Revisora, Cámara
de Senadores, ésta estimó pertinente reubicar y modificar
el texto del proyecto legislativo supra citado, para ubicarlo
en la Sección VI, normas oficiales mexicanas en materia
ambiental, del Capítulo IV, Instrumentos de la Política Am-
biental de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-

tección al Ambiente. De tal manera, la Cámara de Senado-
res aprobó el siguiente

Decreto por el que se reforman y adicionan diversos
artículos de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente

Único. Se reforma la fracción I del artículo 36 y se adi-
ciona un artículo 37 Bis y el vigente artículo 37 Bis pa-
sa a ser Artículo 37 Ter, todos ellos de la Ley General
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del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
para quedar como sigue:

Artículo 36. Para garantizar la sustentabilidad de las ac-
tividades económicas, la secretaria emitirá normas ofi-
ciales mexicanas en materia ambiental y para el aprove-
chamiento sustentable de los recursos naturales que
tengan por objeto:

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condicio-
nes procedimientos, metas, parámetros y límites permi-
sibles que deberán observarse en regiones, zonas, cuen-
cas o ecosistemas en aprovechamiento de recursos
naturales, en el desarrollo de actividades económicas en
la producción, uso y destino de bienes, en insumos y
procesos;

II. a V. …

Artículo 37 Bis. La secretaría en coordinación con la
Secretaría de Economía promoverá la identificación de
productos, bienes, insumos y servicios con menor im-
pacto ambiental basándose  en parámetros y criterios
ambientales a lo largo de su vida mediante un distintivo
o certificado cuyo uso será voluntario. Dichos paráme-
tros y criterios ambientales se determinarán mediante
normas oficiales mexicanas que correspondan.

Artículo 37 Ter. Las normas oficiales mexicanas en ma-
teria ambiental son de cumplimiento obligatorio en el
territorio nacional y señalan su ámbito de validez, vi-
gencia y gradualidad en su aplicación

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
siguiente día de su publicación en el DOF.

Una vez analizados los razonamientos expuestos por la co-
legisladora, los diputados integrantes de la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, exponemos las si-
guientes:

III. Consideraciones

Los diputados integrantes de la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales consideramos que el tema del
desarrollo sustentable ha venido discutiéndose profusa-
mente en las últimas dos décadas a nivel internacional y
nacional. Participando en el debate reiteramos nuestra

coincidencia con la Colegisladora, en el reconocimiento de
que tanto el desarrollo de los procesos industriales, como el
consumo de  los productos que generan, tienen impactos
importantes sobre el medio ambiente, impactos que, para
ser contrarrestados, han requerido de la aplicación de una
variada política ambiental que comprende, desde luego, di-
versos tipos de instrumentos, incluso los económicos.

El avance hacia la sustentabilidad ambiental es un gran
desafío para el bienestar de las sociedades. Ello requiere,
entre otras medidas, la formulación de leyes y políticas am-
bientales con objetivos realistas, la ampliación de la in-
fraestructura ambiental y la mejor integración de las preo-
cupaciones ambientales en las decisiones económicas y
sociales. En este dictamen se demuestra que la transición
hacia la sustentabilidad ambiental de la industria necesita
la identificación de productos y servicios que tengan un
impacto reducido en el ambiente, y que incentiven y pro-
muevan una afectación ambiental cada vez menor. Mas,
queda claro que la buena reputación social y ambiental de
una empresa puede resultarle útil a ella como un activo
muy valioso como parte de su estrategia competitiva.

Asimismo, reconocemos al diputado Agustín Torres Iba-
rrola, autor de la iniciativa con el proyecto legislativo que
nos ocupa, por la visión y el conocimiento del problema
que representa el impacto que, en mayor o en menor medi-
da, generan sobre el ambiente las actividades industriales y
el consumo de los productos que elaboran, así como la ne-
cesidad de encontrar los instrumentos adecuados de políti-
ca ambiental, que promuevan la identificación de produc-
tos y servicios que tengan un impacto reducido en el
ambiente, y que incentiven y promuevan una afectación
ambiental cada vez menor.

El proyecto original ha sido debidamente tratado y, si bien
se modificó la ubicación de incorporación de las disposi-
ciones en el texto legal, es evidente que serán las Secreta-
rías de Medio Ambiente y Recursos Naturales, y de Eco-
nomía las que promuevan la identificación de los productos
y servicios menos dañinos, a través de los instrumentos que
se consideren idóneos, y entre los cuales seguramente apa-
recerá la etiqueta ecológica, desde luego regulados en nor-
mas oficiales mexicanas y con los criterios mínimos que
emita el gobierno federal.

Ahora bien, ante la creciente preocupación por el medio
ambiente, se ha motivado a las empresas a incluirlo como
parte de su estrategia de negocios. Las empresas tratan de
entender las necesidades ambientales de los consumidores

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013101



y de los grupos de interés y modifican sus sistemas de ad-
ministración, el diseño y los procesos de sus productos pa-
ra reducir el impacto ambiental.

El movimiento ambiental ha sido uno de los movimientos
sociales más importantes de la historia reciente. Durante
los años noventa la preocupación por el medio ambiente se
incrementó en el mundo debido a que tanto los consumi-
dores como las empresas se percataron de que sus hábitos
de consumo y su desempeño pueden tener efecto directo en
la conservación o degradación de la naturaleza y el medio
ambiente1.

Por otra parte regular parte de sus acciones en la comuni-
cación de sus esfuerzos a través de la publicidad corporati-
va ambiental es un hecho dado que diversas investigacio-
nes muestran que el segmento de consumidores realmente
preocupado por el medio ambiente ha crecido considera-
blemente2; en particular el estudio de Roper indica que
creció de 11 por ciento a 20 por ciento durante el periodo
1990-1992 en Estados Unidos; similarmente, en un estudio
sobre México, 91 por ciento de los participantes opinó que
el problema de la contaminación ambiental estaba en im-
portancia a la par del desarrollo económico del país.3

Ahora bien, de acuerdo con Gussow consideramos que la
creciente preocupación ambiental ha llevado a un fenóme-
no conocido como “consumismo verde”, una orientación
del mercado en la cual los consumidores basan sus deci-
siones de compra, uso y disposición del producto en el de-
seo de preservar el balance ecológico.4 Los estudios de
Chase y Smith, y los de Schwepker y Cornwall, evidencian
que los consumidores prefieren productos que no dañen al
ambiente5.

Además las investigaciones de Davis, Fierman, Levin y
Ottman coinciden en que los consumidores no sólo desean
comprar productos más amigables al ambiente sino que es-
tán dispuestos a pagar más por estos artículos6.

Cabe resaltar, que para garantizar la sustentabilidad de las
actividades económicas, la secretaría emitirá normas ofi-
ciales mexicanas en materia ambiental pues los resultados
corroboran que la percepción previa de los consumidores
mexicanos tienen de la empresa que se anuncia influye sig-
nificativamente en su respuesta a la publicidad corporativa
ecológica, por lo que empresas con mala reputación ecoló-
gica que utilizan publicidad corporativa ambiental para
mejorar su imagen, no obtienen resultados significativos,

en cambio cuando una compañía tiene buena imagen en el
desarrollo de actividades económicas, en la producción, en
el uso y destino de bienes, en insumos y en procesos este
tipo de publicidad influye más en los consumidores, ya que
en promedio perciben a la compañía, después de analizar
su etiquetado, con una imagen más positiva de la que tení-
an anteriormente.

La experiencia mexicana en la aplicación de políticas am-
bientales es relativamente reciente y todavía limitada. No
obstante los logros alcanzados, el desarrollo industrial si-
gue generando preocupantes niveles de contaminación y de
deterioro de los recursos naturales, por ello los diputados
federales estimamos que la etiqueta ambiental debe infor-
mar al consumidor de productos o servicios, las principales
características ambientales por las que éstos pueden mos-
trar dicha etiqueta, sobre todo, cuando una sola etiqueta se
confiere a un grupo amplio de productos y servicios que se
espera contribuya al entendimiento de la problemática am-
biental industrial, especialmente al centrarse en asuntos
particulares y promover la identificación de los parámetros
y criterios ambientales de los productos, bienes, insumos
con menor impacto ambiental.

Por lo expuesto y fundado la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales somete a la consideración del ho-
norable pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 36, 37 Bis y 37 Ter de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 36 y
se adiciona un artículo 37 Bis, y el vigente artículo 37 Bis
pasa a ser artículo 37 Ter, todos ellos de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 36. Para garantizar la sustentabilidad de las acti-
vidades económicas, la Secretaría emitirá normas oficiales
mexicanas en materia ambiental y para el aprovechamien-
to sustentable de los recursos naturales, que tengan por ob-
jeto:

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condicio-
nes, procedimientos, metas, parámetros y límites permi-
sibles que deberán observarse en regiones, zonas, cuen-
cas o ecosistemas, en aprovechamiento de recursos
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naturales, en el desarrollo de actividades económicas,
en la producción, uso y destino de bienes, en insumos
y en procesos;

II. a V. …

…

Artículo 37 Bis. La secretaría en coordinación con la
Secretaría de Economía promoverá la identificación de
los productos, bienes, insumos y servicios con menor
impacto ambiental basándose en parámetros y criterios
ambientales a lo largo de su ciclo de vida mediante un
distintivo o certificado cuyo uso será voluntario. Dichos
parámetros y criterios ambientales se determinarán
mediante normas oficiales mexicanas que correspon-
dan.

Artículo 37 Ter. Las normas oficiales mexicanas en mate-
ria ambiental son de cumplimiento obligatorio en el terri-
torio nacional y señalarán su ámbito de validez, vigencia y
gradualidad en su aplicación.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 L. Carlson, S.J. Grove y N. Kangun, “A content analysis of environ-
mental advertising claims: a matrix method approach”, Journal of Ad-

vertising, volúmen XXII, número 3, 1993, páginas 27-39; R. Dunlap y
R. Scarce, “Environmental problems and Protection”, Public Opinión
Quarterly, volumen 55, 2001, páginas 651-672; D. Kirkpatrick. “Envi-
ronmentalism: The new crussade”, Fortune, volumen 122, 12 de fe-
brero de 2000, páginas 44-45 y M.J. Polonsky, “An introduction to
Green marketing”, Electronic Green Journal, volumen 1; número 2,
2004.

2 Véase las investigaciones de J. Davis, “Consumer response to corpo-
rate environmental advertising”, Journal of Consumer Marketing vo-
lumen 11, número 2, 1994, páginas 25-37; E. Klein “The selling of the
Green”, D&W Reports, septiembre-octubre 2000, páginas 30, 31 y 35;
Roper, “The power of two conservation and corporate environmental
responsibility” (http://www.roper.inter.net/ews/content/news87.htm) y
J.F. Wasik, Green Marketing and management: a global perspective,
blackwell PublishersInc. First Published, USA, 1996.

3 B. Martin-Onraet, “Los mexicanos y la contaminación: Primera par-
te. Datos diagnósticos”, Boletín de la Asociación Mexicana de Agen-

cias de Investigación de Mercado y Opinión Pública, volumen 6, nú-
mero 20 abril 2002.

4 A. Gussow, “Green consumerism”, Business, vol. 12, noviembre-di-
ciembre, 1989, páginas 18-19.

5 D. Chase y T. Smith, “Consumers keen on Green but marketers do-
n’t deliver”, Advertising Agevol. Página 63, 29 de junio 2000, pp. S2-
s4; Ch. H. Jr Schwepker y b. Cornwell, “An examination of ecologi-
cally concerned consumers ans their intention to purchase
ecologicallly packaged products”, Journal of Public Policy & Marke-
ting vol. 10, 1991, páginas 77-110.

6 J. Davis, “Strategies for environmental advertising”, Journal of con-
sumer Maketing, vol. 10, núm. 2, 1993, pp. 19-37; J. Fierman, “The
big muddle in green marketing”, Fortune, volumen 123, número 11, 2
de junio, 1991, página 101: G. Levin, “Consumers turning Green: JWT
survey”, Advertising Age, 12 de noviembre 2000, página 74; J. Ottman,
“Sometinmes consumers will pay more to go green”, Marketing News,

volumen 26, número 14, 6 de julio, 1992, página 16.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Casti-
llo Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), Jo-
sé Pilar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital
(rúbrica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés
(rúbrica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Cristina Olvera Ba-
rrios (rúbrica), Ricardo Astudillo Suárez, Darío Badillo Ramírez, Ma-
rio Miguel Carrillo Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza, José
Luis Esquivel Zalpa (rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Ma-
rina Garay Cabada (rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbrica), Ga-
briel Gómez Michel (rúbrica), Patricia Lugo Barriga (rúbrica), Ossiel
Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbri-
ca), Aída Fabiola Valencia Ramírez, Alfio Vega de la Peña (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, en materia de áreas
marinas protegidas

Honorable Asamblea

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 84,
85, 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV;
167, numeral 4 y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente dictamen.

I. Antecedentes legislativos

Primero. El 28 de mayo de 2008, en sesión de la Comisión
Permanente el senador Arturo Escobar y Vega, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, presentó una iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, en materia de áreas
protegidas marinas, que se turnó a las Comisiones Unidas
de Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca, y de Es-
tudios Legislativos del Senado de la República.

Segundo. El 25 de abril de 2012, el Senado de la Repúbli-
ca aprobó el proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, misma
que remitió a la Cámara de Diputados para sus efectos
constitucionales. 

Tercero. El 26 de abril de 2012, la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados recibió la minuta con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, que se turnó a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para el análisis y dictamen
correspondientes.

II. Contenido de la minuta

La minuta que nos ocupa tiene como fin fortalecer el régi-
men jurídico de las áreas naturales protegidas (ANP) que
constituyen el instrumento toral en la conservación de la
biodiversidad y de los bienes y servicios ecológicos. Re-
presentan la posibilidad de reconciliar la integridad de los
ecosistemas que se establecen en las zonas marinas mexi-
canas. Para ello propone establecer reglas mínimas que
adapten las categorías de las ANP a los problemas que se
suscitan en el medio marino.

La colegisladora nos describe un paquete de información
sobre lo que representan los océanos y mares como parte
integrante del planeta, así como nuestra dependencia de los
océanos y zonas costeras para obtener alimentos y múlti-
ples servicios ambientales, además de la recreación.

Señala la gran diferencia que existe en la diversidad de ani-
males terrestres y marinos.

Concluyen que la productividad de los mares es, en con-
junto, muy superior a la de los continentes; enfatizando,
que el océano constituye para la humanidad una reserva
prometedora.

No es de extrañar entonces que nosotros dependamos de
los océanos y las zonas costeras para la obtención de un
sinnúmero de recursos tales como los alimentos y de múl-
tiples servicios ambientales además de la recreación. Sin
embargo, las actividades humanas son la causa principal
del deterioro de los mares.

El medio oceánico representa un sistema ecológico parti-
cular, muy diferente del ambiente terrestre, y en su dilata-
da extensión comprende múltiples y variados biotipos. Más
bien pobre en flora, (no en número de individuos) el océa-
no está habitado por una gran diversidad de animales, per-
tenecientes a casi todos los grupos zoológicos.

Aluden a la enorme dimensión que ha alcanzado la conta-
minación del medio marino, en virtud de que el hombre lo
ha considerado como un crisol receptor de toda clase de
desperdicios. Asimismo, que la mayor parte de los resi-
duos1 del mundo son vertidos al mar generalmente sin tra-
tamiento previo. 

Sin duda un gran número de actividades productivas,
agrícolas, turísticas, industriales y extractivas, entre otras,
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lo dañan de manera importante, poniendo en tela de duda
la sustentabilidad de éstas.

Dichos impactos devienen de la descarga directa a los ma-
res, o a los ríos que desembocan a ellos, de sustancias quí-
micas tóxicas, materia orgánica que incrementa la deman-
da bioquímica de oxígeno; exceso de nutrientes, desechos
orgánicos o energía, entre otros. Todo ello muestra el ca-
rácter intersectorial que deben tener los esfuerzos para pre-
venir y controlar la contaminación del ambiente marino.

Por otro lado señalan el problema que representa la explo-
tación irracional de los recursos pesqueros que ponen en
peligro la supervivencia de ciertas especies y en un gran
número de casos se ha llegado a su exterminio.

Como señala la colegisladora, la Comisión Nacional para
el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad, Conabio, ha
señalado que algunos de los problemas fundamentales de
los ambientes oceánicos y costeros son la carencia de in-
formación suficiente y la falta de un ordenamiento que per-
mita la conservación.

Sostienen que la conservación debe involucrar el manteni-
miento de los sistemas marinos íntegros, con el objeto de
conservar su estructura original y funcional, así como el
equilibrio entre el uso de los recursos y la protección de
los mismos.

Las áreas protegidas marinas (APM) son muy recientes si
se comparan con las existentes en el medio terrestre, y es-
pecialmente tardía es la conciencia sobre la necesidad de
establecer figuras de protección en nuestros océanos. Al-
gunos países establecieron sus primeras APM hace ya va-
rias décadas y en 1997 existían cerca de 4000 APM en más
de 80 países, siendo la más extensa de todas ellas la Gran
Barrera de Coral australiana.

Con las APM se pretende proteger, conservar y restaurar
especies, hábitats y procesos ecológicos que como resul-
tado de diversas actividades humanas se han visto afecta-
dos. Del mismo modo, y actuando con cautela, pretenden
prevenir la degradación futura y el daño a especies, hábi-
tats y procesos ecológicos aún no estudiados o descono-
cidos.

Con las APM se pretende proteger, conservar y restaurar
especies, hábitats y procesos ecológicos que como resulta-
do de diversas actividades humanas se han visto afectados.
Del mismo modo pretenden prevenir la degradación futura

y el daño a especies, hábitats y procesos ecológicos aún no
estudiados o desconocidos. 

1. La disminución significativa de la mortalidad de es-
pecies debido a la pesca consiguiendo el restableci-
miento de las poblaciones naturales y el incremento de
aquellas especies más vulnerables que habían desapare-
cido o reducido significativamente sus individuos; en
general se produce un aumento de su abundancia.2

2. La prohibición dentro del APM de determinadas artes
de pesca destructivas mantiene e incrementa la comple-
jidad poblacional del hábitat debido a la recuperación de
las especies-clave que contribuyen a estructurar el espa-
cio, ayuda a incrementar la captura incidental de espe-
cies no-objetivo y que fueron previamente afectadas por
dichos métodos destructivos.

3. Conservación del patrimonio natural y cultural de los
países. Y

4. Apoyan la gestión de áreas terrestres costeras al ser-
vir como zona de amortiguamiento.

En la medida en que ha mejorado el conocimiento de los
ambientes marinos y se ha demostrado su importancia, se
han incrementado considerablemente las declaratorias de
APM en todo el mundo.

Algunos de los instrumentos que hacen referencia de las
APM son los siguientes:

Instrumentos internacionales vinculantes

La Convención de Diversidad Biológica, CDB, que com-
promete al Estado mexicano a designar y crear áreas prote-
gidas. Precisamente, fruto de la Octava Conferencia del las
Partes del CDB, celebrada en Brasil en 2006, se reconoce
la importancia de la gestión integrada marino costera para
alcanzar los objetivos del 2010 e impulsar las acciones ten-
dientes a mejorar la protección y el manejo efectivo de los
ecosistemas marinos. 

El mandato Yakarta sobre Diversidad Biológica Ma-
rina y Costera (Decisión 1/10 de la CDB) cuyo objeti-
vo principal es ayudar a aplicar el mandato de Yakarta
sobre la diversidad biológica marina y costera a nivel
nacional, regional y mundial. En él se determinan obje-
tivos operativos clave y actividades prioritarias dentro
de los cinco elementos clave del programa: la ordena-
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ción integrada de las zonas marinas y costeras, los re-
cursos vivos marinos y costeros, las zonas marinas y
costeras protegidas, la maricultura y los genotipos y las
especies exóticas. 

La Convención para la Protección de Flora y Fauna
y las Bellezas Escénicas Naturales de los Países de
América, signado por México, obliga a la creación de
parques o reservas naturales. La principal obligación se
refiere a la creación de parques o reservas naturales, en-
tendiéndose por parques nacionales, las regiones esta-
blecidas para la protección y conservación de las belle-
zas escénicas naturales y de la flora y la fauna de
importancia nacional, de las que el público pueda dis-
frutar mejor al ser puestas bajo la vigilancia oficial;
Asimismo se entenderá por reservas nacionales: Las
regiones establecidas para la conservación y utilización
bajo vigilancia oficial, de las riquezas naturales, en las
cuales se dará a la flora y la fauna toda la protección que
sea compatible, con los fines para los que son creadas
estas reservas.

La Convención de las Naciones Unidas sobre el De-
recho del Mar, convención suscrita el 10 de diciembre
de 1982 en Montego Bay (Jamaica), Intenta un nuevo
orden jurídico internacional sobre los océanos y el mar,
regulando los espacios marinos, pero considerándolos
en su conjunto.

La Conabio identificó en México un total de 70 áreas prio-
ritarias marinas, de las cuales 43 se encuentran en el Pací-
fico y 27 en el Golfo de México y en el Mar Caribe. Áreas
que se basan en su alta biodiversidad, así como en su índi-
ce de fragilidad.

Las figuras de protección del medio marino, las APM

Para los ecosistemas marinos la figura de conservación
más importante es la del área protegida marina (APM),
existiendo otras como las áreas protegidas que persiguen
fines pesqueros, que pueden también aplicarse con miras a
proteger los recursos marinos. Su manejo debe incluir ob-
jetivos compartidos tanto pesqueros, como ambientales y
socioeconómicos, con la finalidad de asegurar el uso soste-
nible de los recursos y la efectividad del área declarada.

Contaminación acústica

Atendiendo a que es necesario regular todo tipo de conta-
minación dentro de las áreas protegidas marinas, en espe-

cial la acústica, la colegisladora consideró pertinente esta
inclusión.

El secretario general de Naciones Unidad reportó a la
Asamblea General, el problema del ruido oceánico, como
uno de los asuntos relacionados con la conservación y el
uso sustentable de la biodiversidad marina más allá de la
jurisdicción nacional. Asimismo señala que le ruido sub-
marino antropogénico es una de las “mayores amenazas
para poblaciones de ballenas y otros cetáceos”.

Especies exóticas invasoras

La colegisladora estimó pertinente la propuesta del inicia-
dor en el sentido de prohibir la invasión de especies exóti-
cas al interior de las áreas protegidas, con el objeto de sal-
vaguardar la biodiversidad nativa, elemento esencial del
objeto de las ANP. Por ello el Convenio sobre la Diversi-
dad Biológica establece en el inciso h) de su numeral 8 que
cada una de las partes contratantes, en la medida de lo po-
sible según proceda “impedirá que se introduzcan, contro-
lará o erradicará las especies exóticas que amenacen eco-
sistemas hábitats o especies”.

Por su parte el artículo 51 de la LGEEPA establece que
“para proteger y preservar los ecosistemas marinos y regu-
lar el aprovechamiento sustentable del la flora y fauna
acuática, en las zonas marinas mexicanas que podrán in-
cluir la zona federal marítimo terrestre contigua se podrán
establecer áreas naturales protegidas de los tipos a que se
refieren las fracciones I, III, IV, VII y VIII del artículo 46,
atendiendo a las características particulares de cada caso”.

Asimismo, estableció en la LGEEPA un sistema de plane-
ación y manejo espacial diferenciado, que se aplica a tra-
vés del instrumento conocido como zonificación y el cual
es definido por la propia ley como:

XXXIX Zonificación. El instrumento técnico de planea-
ción que puede ser utilizado en el establecimiento de las
áreas naturales protegidas, que permite ordenar su territo-
rio en función del grado de conservación y representativi-
dad de sus ecosistemas, la vocación natural del terreno, de
su uso actual y potencial, de conformidad con los objetivos
dispuestos en la misma declaratoria. Asimismo existirá una
subzonificación, la cual consiste en el instrumento técnico
y dinámico de planeación, que se establecerá en el progra-
ma de manejo respectivo y que es utilizado en el manejo de
las ANP’S, con el fin de ordenar detalladamente las zonas
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núcleo y de amortiguamiento, previamente establecidas
mediante la declaratoria correspondiente.

Dicha zonificación y subzonificación se encuentran des-
arrolladas en el artículo 47 Bis de la LGEEPA mientras que
el numeral 47 BIS 1 detalla la zonificación y subzonifica-
ción que aplicaran a cada una de las categorías de ANP de
competencia de la federación.

De esta forma, a pesar de que existen ambientes y ecosis-
temas distintos en nuestro país, las ANP están concebidas
para adecuarse a dicha diversidad. De la revisión de las dis-
posiciones de la LGEEPA en materia de ANP se desprende
de acuerdo con la colegisladora que el régimen especial de
protección que aplica a los ambientes marinos es suma-
mente débil o no prevé reglas especiales que atiendan a las
características particulares de este tipo de espacios. Por es-
ta razón el Senado de la República concluye que es nece-
sario adecuar el artículo 47 Bis de la LGEEPA a lo previs-
to en el numeral 51 del mismo ordenamiento jurídico ya
que las reglas que se crearon para las ANP terrestres pre-
sentan problemas para aplicarse a la realidad de los recur-
sos marinos.

En este sentido, el proyecto de decreto tiene como fin for-
talecer el régimen jurídico de las APM que se establecen en
las zonas marinas mexicanas. Para ello propone establecer
reglas mínimas que adapten las categorías de las ANP a los
problemas que se suscitan en el medio marino.

III. Consideraciones

Los integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, después de hacer un análisis exhaustivo,
tiene a bien dictaminar en sentido positivo a la minuta con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y Protección al Ambiente en materia de áreas prote-
gidas marinas y bajo las siguientes:

Las condiciones para el aprovechamiento de los recursos
marinos tienden a estar dadas por la capacidad de un esta-
do para regular las actividades que se realizan en su mar te-
rritorial y en su zona económica exclusiva, así como por la
cantidad de recursos disponibles que son susceptibles de
ser utilizados. México cuenta con una extensa zona oceá-
nica bajo su jurisdicción y que requiere ser manejada de la
mejor manera para mantener el flujo de beneficios que se
derivan de los ambientes marinos.

Asimismo, la generación de instrumentos de política am-
biental, como el Ordenamiento Ecológico Marino (OEM),
ha brindado la posibilidad de establecer un procedimiento
planificador para las áreas oceánicas bajo la jurisdicción
nacional, cuya implementación ha demostrado ser factible,
como lo constata el decreto del Programa de Ordenamien-
to Ecológico Marino del Golfo de California3.

Los integrantes de esta comisión, coincidimos que el espa-
cio marino es un recurso valioso, el cual está cada vez más
sobre utilizado en muchos lugares de los mares del mundo
(por ejemplo, el Mar del Norte) y a menudo, mal maneja-
do. En este sentido, prohibir la invasión de especies exóti-
cas al interior de las áreas protegidas, con el objeto de sal-
vaguardar la biodiversidad nativa, elemento esencial para
el cuidado de los ecosistemas de áreas marinas que no es-
tán siendo manejados y, por ende, no están siendo protegi-
dos. Los usos del espacio marino a saber: Conservación
(APM); Pesquerías; Navegación; Acceso a la Costa; Mari-
nas/Puertos a menudo presentan conflictos (uso-uso) y al-
gunos de estos usos son incompatibles con el manteni-
miento de funciones críticas de ecosistemas
(uso-ambiente).

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
considera que no obstante, estos usos, incluyendo el del es-
pacio marino, se podrían manejar adecuadamente. Más
aún, muchos de estos conflictos con motivo del uso-am-
biente como puede ser el elegir entre un espacio de ruta de
transporte o área de Pesca, o depósitos de arena o yaci-
mientos petróleo se pueden reducir a través de la Planea-
ción Espacial Marina el incidir en la ubicación de activida-
des humanas en el espacio y en el tiempo. Para el manejo
del desempeño de las actividades humanas, se necesitan
otras herramientas.

Los diputados federales consideramos que la conservación
y el uso sustentable de la biodiversidad marina más allá de
la jurisdicción nacional debe ser un proceso público para
analizar y asignar una distribución espacial y temporal de
las actividades humanas en áreas marinas, con el fin de al-
canzar objetivos ecológicos, económicos y sociales que
han sido especificados por medio de un proceso político y
ejemplo de ello es que muchos países ya designan espacios
marinos para la transportación, desarrollo de actividades
petroleras, plantas eólicas, disposición de residuos, etc. Sin
embargo esto sucede en una escala caso por caso o sector
por sector; raramente se practica una planeación espacial
marina evidente en la actualidad.
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En la Cámara de Diputados, por lo tanto, consideramos in-
dispensable que los grandes ecosistemas marinos se sigan
abordando desde una perspectiva nacional considerando la
heterogeneidad de Hábitats, las áreas de alta biodiversidad,
las áreas de reproducción, los corredores migratorios y las
áreas de alta productividad. Una buena política nacional
debería tomar además un enfoque internacional de hetero-
geneidad económica en el cual los temas específicos de una
región se consideren en el contexto internacional (agua y
recursos como bien común) y no de forma independiente a
la parte continental ya que hay impactos tierra a mar y mar
a tierra.

Los integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales de la Cámara de Diputados consideramos
que el uso del mar en el futuro es una cuestión de elección
y de prioridades, lo cual requiere diálogo y medios partici-
pativos para la toma de decisiones y maneja la coexisten-
cia entre diversos usos y objetivos en el ambiente marino.

Queda claro que la planeación espacial marina debe des-
arrollar un ambiente regulatorio estable para el desarrollo
de actividades económicas con objetivos compartidos tan-
to en los temas pesqueros, como ambientales y socioeco-
nómicos, con la finalidad de influenciar el comportamien-
to humano y sus actividades en relación con los recursos
marinos, en este sentido, las acciones combinadas de usos
en la medida que se relacionan un tema de integración mul-
ti-sectorial.

Por lo expuesto, la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales considera de forma general como herramien-
tas esenciales para el manejo integrado de zonas protegidas
marinas el reformar el párrafo primero del artículo 44 de la
LGEEPA, para que diga:

Articulo 44. Las zonas del territorio nacional y aquellos
sobre las que la Nación ejerce su soberanía y jurisdic-
ción, en las que los ambientes originales no han sido
significativamente alterados por la actividad del ser hu-
mano o que sus ecosistemas y funciones integrales re-
quieren ser preservadas y restauradas quedarán sujetas
al régimen previsto en esta ley y los demás ordena-
mientos aplicables.

Con esta redacción se elimina la propuesta de agregar los
términos “terrestres o marinas”, originalmente planteada
por el iniciador, y que acertadamente se eliminó por el Se-
nado, en virtud de que las zonas del territorio nacional se-

an “terrestres o marinas” es repetitiva, toda vez que el pro-
pio párrafo hace dicha distinción al estipular que se refiere
a “las zonas del territorio nacional y aquellas sobre las que
la Nación ejerce su soberanía y jurisdicción”.

Recordemos que nuestro sistema jurídico, al referirse a las
zonas marinas mexicanas, ha adoptado como formula ge-
neral señalar que éstas son aquellas sobre las que la nación
ejerce su soberanía y jurisdicción. 

Atentos a las reformas al numeral 44 de la LGEEPA, esti-
mamos pertinentes las propuestas de reformas a las frac-
ciones I y III del artículo 45 de la ley, las cuales toman en
cuenta la importancia de los ecosistemas y las funciones
que se lleven a cabo dentro de los mismos; de tal manera,
ambas fracciones quedarían en los siguientes términos:

Artículo 45. El establecimiento de las áreas naturales
protegidas tiene por objeto:

I. Preservar los ambientes naturales representativos de
las diferentes regiones biogeográficas y ecológicas y de
los ecosistemas más frágiles así como sus funciones pa-
ra asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos
evolutivos y ecológico;

II. Asegurar la preservación y el aprovechamiento sus-
tentable de los ecosistemas, sus elementos y funciones.

Apreciamos la decisión de la colegisladora de desechar la
propuesta de incluir en el catálogo de los tipos ANP a las
reservas marinas, con la adición de una fracción XI al artí-
culo 46 de la LGEEPA; de tal manera, se trata de estable-
cer un grupo de opciones para la protección de las zonas te-
rrestres y marinas de México, y no de determinar tipos de
áreas naturales protegidas específicas por cada ámbito es-
pacial.

De la misma manera, estimamos procedente la propuesta
de adicionar un párrafo final al artículo 46 de la LGEEPA
con el propósito de que quede prohibida la introducción de
especies exóticas invasoras en las áreas naturales protegi-
das.

En términos generales esta comisión coincide con la cole-
gisladora en lo que se refiere a las reformas y adiciones al
artículo 47 Bis, toda vez que incluyen aspectos que permi-
ten precisar el régimen aplicable a las ANP que se estable-
cen en las zonas marinas mexicanas.
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En cuanto a la adición de los párrafos tercero y cuarto al ar-
tículo 48 de la LGEEPA coincidimos con la decisión del
Senado de la República en cuanto a que se limite el tráfico
de embarcaciones en las zonas núcleo ubicadas en zonas
marinas, así como regular los aprovechamientos no extrac-
tivos de vida silvestre de conformidad con las normas ofi-
ciales mexicanas.

En cuanto a las reformas a los párrafos segundo y cuarto
del artículo 51 de la Ley General del Equilibrio Ecológico
y la Protección al Ambiente, consideramos acertado incor-
porar la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentable y
la Ley General de Vida Silvestre como cuerpos normativos
aplicables para restringir o prohibir las actividades o apro-
vechamientos que procedan; asimismo expresamos nuestro
acuerdo con la prohibición de la introducción de especies
exóticas invasoras en las áreas naturales protegidas esta-
blecidas en las zonas marinas mexicanas.

Finalmente, coincidimos con la colegisladora en el recono-
cimiento de la procedencia de adicionar un párrafo tercero
al artículo 55 de la Ley que nos ocupa para establecer que
las actividades de aprovechamiento no extractivo quedan
restringidas a los programas de manejo y normas oficiales
mexicanas emitidas por la Semarnat.

Por lo expuesto y fundado la Comisión de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales somete a la consideración de este
honorable pleno, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, en materia de áreas protegi-
das marinas

Artículo Único. Se reforman el primero párrafo del artí-
culo 44; las fracciones I y III del artículo 45; el primer pá-
rrafo, los párrafos primero y segundo del inciso a) y, el se-
gundo párrafo del inciso b) de la fracción I; el segundo
párrafo del inciso a), el segundo párrafo del inciso b), el
primer párrafo del inciso c), el primero, segundo y tercer
párrafos del inciso d), el segundo párrafo del inciso e), y el
primer párrafo del inciso h) de la fracción II del artículo 47
Bis; el segundo párrafo del artículo 48; los párrafos segun-
do y cuarto del artículo 51; y se adicionan un último pá-
rrafo al artículo 46; los párrafos tercero y cuarto, reco-
rriéndose en el orden el subsecuente del artículo 48; y el
párrafo tercero al artículo 55, todos ellos de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 44. Las zonas del territorio nacional y aquellas
sobre las que la Nación ejerce soberanía y jurisdicción, en
las que los ambientes originales no han sido significativa-
mente alterados por la actividad del ser humano, o que sus
ecosistemas y funciones integrales requieren ser preser-
vadas y restauradas, quedarán sujetas al régimen previsto
en esta Ley y los demás ordenamientos aplicables.

…

Artículo 45. El establecimiento de las áreas naturales pro-
tegidas, tiene por objeto:

I. Preservar los ambientes naturales representativos de
las diferentes regiones biogeográficas y ecológicas y de
los ecosistemas más frágiles, así como sus funciones,
para asegurar el equilibrio y la continuidad de los pro-
cesos evolutivos y ecológicos;

II. …

III. Asegurar la preservación y el aprovechamiento sus-
tentable de los ecosistemas, sus elementos, y sus fun-
ciones;

IV. a VII. …

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas:

I. a XI. …

…

…

…

…

En las áreas naturales protegidas queda prohibida la
introducción de especies exóticas invasoras.

Artículo 47 Bis. …

I. Las zonas núcleo, tendrán como principal objetivo la
preservación de los ecosistemas y su funcionalidad a
mediano y largo plazo, en donde se podrán autorizar las
actividades de preservación de los ecosistemas y sus
elementos, de investigación y de colecta científica, edu-
cación ambiental, y limitarse o prohibirse aprovecha-
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mientos que alteren los ecosistemas. Estas zonas podrán
estar conformadas por las siguientes subzonas: 

a) De protección: Aquellas superficies dentro del
área natural protegida, que han sufrido muy poca al-
teración, así como ecosistemas relevantes o frágiles,
o hábitats críticos; y fenómenos naturales, que re-
quieren de un cuidado especial para asegurar su con-
servación a largo plazo.

En las subzonas de protección sólo se permitirá rea-
lizar actividades de monitoreo del ambiente, de in-
vestigación científica no invasiva en los términos
del reglamento correspondiente, que no implique
la extracción o el traslado de especímenes, ni la mo-
dificación del hábitat.

…

En las subzonas de uso restringido sólo se permiti-
rán la investigación científica no invasiva y el mo-
nitoreo del ambiente, las actividades de educación
ambiental y turismo de bajo impacto ambiental, que
no impliquen modificaciones de las características o
condiciones naturales originales, y la construcción
de instalaciones de apoyo, exclusivamente para la
investigación científica o el monitoreo del ambiente,
y

II. …

a) …

En las subzonas de preservación sólo se permitirán
la investigación científica y el monitoreo del am-
biente, las actividades de educación ambiental y las
actividades productivas de bajo impacto ambiental
que no impliquen modificaciones sustanciales de las
características o condiciones naturales originales,
promovidas por las comunidades locales o con su
participación, y que se sujeten a una supervisión
constante de los posibles impactos negativos que
ocasionen, de conformidad con lo dispuesto en los
ordenamientos jurídicos y reglamentarios que resul-
ten aplicables.

b) …

En dichas subzonas no podrán realizarse actividades
que amenacen o perturben la estructura natural de

las poblaciones y ecosistemas o los mecanismos
propios para su recuperación. Sólo se podrán reali-
zar actividades de investigación científica, educa-
ción ambiental y de turismo de bajo impacto am-
biental, así como, en su caso, pesca artesanal con
artes de bajo impacto ambiental; así como la in-
fraestructura de apoyo que se requiera, utilizando
ecotécnias y materiales tradicionales de construc-
ción propios de la región, aprovechamiento de los
recursos naturales para la satisfacción de las necesi-
dades económicas básicas y de autoconsumo de los
pobladores, utilizando métodos tradicionales enfo-
cados a la sustentabilidad, conforme lo previsto en
las disposiciones legales y reglamentarias aplica-
bles. 

c) De aprovechamiento sustentable de los recursos
naturales: Aquellas superficies en las que los recur-
sos naturales pueden ser aprovechados, y que, por
motivos de uso y conservación de sus ecosistemas a
largo plazo, es necesario que todas las actividades
productivas, se efectúen bajo esquemas de aprove-
chamiento sustentable.

…

…

d) De aprovechamiento sustentable de los ecosiste-
mas: Aquellas superficies con usos agrícolas, pes-
queros, y pecuarios actuales. 

En dichas subzonas se podrán realizar actividades
agrícolas, pesqueras, y pecuarias de baja intensidad
que se lleven a cabo en predios, o zonas que cuen-
ten con aptitud para este fin, y en aquellos en que di-
chas actividades se realicen de manera cotidiana, y
actividades de pesquería artesanal, agroforestería y
silvopastoriles, siempre y cuando sean compatibles
con las acciones de conservación del área, y que en
su caso contribuyan al control de la erosión y evitar
la degradación de los suelos.

La ejecución de las prácticas agrícolas, pesqueras,
pecuarias, agroforestales y silvopastoriles que no es-
tén siendo realizadas en forma sustentable, deberán
orientarse hacia la sustentabilidad y a la disminución
del uso de agroquímicos e insumos externos para su
realización. 
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e) De aprovechamiento especial: Aquellas superfi-
cies generalmente de extensión reducida, con pre-
sencia de recursos naturales que son esenciales para
el desarrollo social, y que deben ser explotadas sin
deteriorar el ecosistema, modificar el paisaje de for-
ma sustancial, ni causar impactos ambientales irre-
versibles en los elementos naturales que conformen.

En dichas subzonas sólo se podrán ejecutar obras
públicas o privadas para la instalación de infraes-
tructura o explotación de recursos naturales, que ge-
neren beneficios públicos, que guarden armonía con
el paisaje, que no provoquen desequilibrio ecológico
grave y que estén sujetos a estrictas regulaciones de
uso sustentable de los recursos naturales, con apego
estricto a los programas de manejo emitidos por
la secretaría.

f) …

…

g) …, y

h) De recuperación: Aquellas superficies en las que
los recursos naturales han resultado severamente al-
terados o modificados, y que serán objeto de progra-
mas de recuperación y rehabilitación, por lo que no
deberán continuar las actividades que llevaron a
dicha alteración.

…

…

Artículo 48. …

En las zonas núcleo de las reservas de la biosfera sólo po-
drá autorizarse la ejecución de actividades de preservación
de los ecosistemas y sus elementos, y educación ambiental,
mientras que se prohibirá la realización de aprovechamien-
tos que alteren los ecosistemas.

Para el caso de zonas núcleo que se ubiquen en zonas
marinas deberá limitarse el tráfico de embarcaciones
de conformidad con el programa de manejo respectivo.

Asimismo, se deberán regular los aprovechamientos no
extractivos de vida silvestre que deberán de ser de bajo

impacto, y de acuerdo con las normas oficiales mexica-
nas que para tal efecto emita la secretaría.

…

Artículo 51. Para los fines señalados en el presente capítu-
lo, así como para proteger y preservar los ecosistemas mari-
nos y regular el aprovechamiento sustentable de la flora y
fauna acuática, en las zonas marinas mexicanas, que podrán
incluir la zona federal marítimo terrestre contigua, se podrán
establecer áreas naturales protegidas de los tipos a que se re-
fieren las fracciones I, III, IV, VII y VIII del artículo 46,
atendiendo a las características particulares de cada caso.

En estas áreas se permitirán y, en su caso, se restringirán o
prohibirán las actividades o aprovechamientos que proce-
dan, de conformidad con lo que disponen esta ley, la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, la Ley
General de Vida Silvestre, la Ley Federal del Mar, las
convenciones internacionales de las que México sea parte
y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

…

Para el establecimiento, administración y vigilancia de las
áreas naturales protegidas establecidas en las zonas mari-
nas mexicanas, así como para la elaboración de su progra-
ma de manejo, se deberán coordinar, atendiendo a sus res-
pectivas competencias, la Secretaría y la Secretaría de
Marina. En todos los casos queda prohibida la introduc-
ción de especies exóticas invasoras.

Artículo 55. …
…

Las actividades de aprovechamiento no extractivo que-
dan restringidas a los programas de manejo, y normas
oficiales mexicanas emitidas por la secretaría.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 Los residuos sólidos en el medio marino constituyen un problema
grave tanto en alta mar como junto a las costas, que empeora constan-
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temente. Los residuos sólidos pueden ser transportados a grandes dis-
tancias por las corrientes marinas y los vientos. Hay residuos en prác-
ticamente todas partes del medio marino y costero (en alta mar, en el
fondo del mar, en las marismas litorales, en desembocaduras de ríos,
en las playas) y no solamente en zonas densamente pobladas, sino
también en lugares muy remotos de la tierra, lejos de fuentes contami-
nantes evidentes. La mayor parte de estos residuos son de larga vida y
permanecen durante decenios. Una parte son letales para la fauna, ma-
tando y dañando una y otra vez de forma indiscriminada. Los residuos
de larga vida constan principalmente de plástico, metal y vidrio, mate-
riales que no se degradan fácilmente ni con rapidez en el medio am-
biente.

2 Rowley, R.J., Case studies and reviews. Marine reserves in fisheries

management. Aquatic Conservation. Marine and Freshwater Ecos-
ystems, 1994, 4: 233-254.

3
(http://www.ine.gob.mx/descargas/ord_ecol/pres_1bienal_oemgc_a_d
pedroza.pdf).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Casti-
llo Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), Jo-
sé Pilar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital
(rúbrica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés
(rúbrica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Cristina Olvera Ba-
rrios (rúbrica), Ricardo Astudillo Suárez, Darío Badillo Ramírez, Ma-
rio Miguel Carrillo Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza, José
Luis Esquivel Zalpa (rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Ma-
rina Garay Cabada (rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbrica), Ga-
briel Gómez Michel (rúbrica), Patricia Lugo Barriga (rúbrica), Ossiel
Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbri-
ca), Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica), Alfio Vega de la Peña
(rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 51, 62, 116 y 139 de la Ley General de Desarro-
llo Forestal Sustentable

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 84,
85, 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV;
167, numeral 4 y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, el siguiente dictamen.

Antecedentes legislativos

Primero. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores,
celebrada el 6 de septiembre de 2011, el senador Adolfo
Toledo Infanzón, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, presentó iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
139 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

Segundo. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva, dictó trámite a la iniciativa, turnándola a las Comi-
siones Unidas de Agricultura y Ganadería, y de Estudios
Legislativos, Segunda, para su análisis y dictamen.

Tercero. En sesión ordinaria de la Cámara de Senadores,
celebrada el 13 de septiembre de 2011, el senador Alejan-
dro Moreno Cárdenas, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, presentó iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona un capí-
tulo V al Título Cuarto, Del Manejo y Aprovechamiento
Sustentable de los Recursos Forestales, de la Ley General
de Desarrollo Forestal Sustentable.

Cuarto. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva, dispuso que la iniciativa fuera turnada a las Comi-
siones Unidas de Agricultura y Ganadería, y de Estudios
Legislativos Primera para su análisis y dictamen.

Quinto. En reunión de las comisiones unidas dictaminado-
ras, efectuada el 23 de noviembre de 2011, se aprobó el
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dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable.

Sexto. En sesión plenaria del Senado de la República, ve-
rificada el 24 de abril de 2012, se aprobó el proyecto de de-
creto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

Séptimo. En sesión plenaria de la Cámara de Diputados,
efectuada el 25 de abril de 2012, la Mesa Directiva dio
cuenta al pleno con la minuta proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley General
de Desarrollo Forestal Sustentable.

Octavo. En la misma fecha, el presidente de la Mesa Di-
rectiva dictó trámite a la minuta, turnándola a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales para su análisis
y dictamen.

Contenido de la minuta

La colegisladora hizo el análisis de los objetivos que persi-
guen los proyectos de decreto planteados en sendas inicia-
tivas presentadas por los senadores Adolfo Toledo Infan-
zón y Alejandro Moreno Cárdenas, durante septiembre de
2011, y que, en síntesis, dichos objetivos son los siguien-
tes:

Primero. Regular la incorporación de nuevas tecnologías
para el aprovechamiento y extracción de recursos foresta-
les maderables, así como incrementar la productividad y
minimizar los impactos al ecosistema, promoviendo la
conservación y mejoramiento del bosque, el agua y el sue-
lo, mediante el diseño, desarrollo y aplicación de instru-
mentos económicos que incentiven estas actividades, por
los gobiernos federal y locales.

Las comisiones unidas dictaminadoras del Senado, señalan
que una de las causas del deterioro de la industria forestal,
es la carencia de equipo tecnológico avanzado, de punta,
para optimizar el aprovechamiento de los recursos foresta-
les.

Por ello, la propuesta concreta es incorporar en el texto de
la fracción XVII del artículo 139 de la ley, “…la adquisi-
ción de equipo tecnológico que fomente el incremento de
la productividad y minimice los impactos nocivos al eco-
sistema y promuevan la conservación y mejoramiento del
bosque, el agua y el suelo.”

Segundo. Adicionar un capítulo V, De los instrumentos pa-
ra talar árboles, al Título Cuarto de la ley, y un artículo 116
Bis, con el propósito de regular la utilización de motosie-
rras y aserraderos móviles que se emplean en el aprove-
chamiento forestal conforme a los requisitos establecidos
en la Ley y su Reglamento. La encargada de otorgar al ti-
tular de la autorización, los permisos para que sean utiliza-
das las herramientas, objeto del aprovechamiento forestal,
será la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, Semarnat.

Ante la deforestación desmedida y el cúmulo de causas que
la propician y fomentan, se propone la adición de un artí-
culo 116 Bis, para establecer que la Semarnat será la en-
cargada de otorgar al titular de la autorización para el apro-
vechamiento de los recursos forestales maderables en
terrenos forestales o preferentemente forestales los permi-
sos para utilizar motosierras y aserraderos móviles; de lo
contrario, las motosierras y aserraderos móviles serán de-
comisados y los titulares de la autorización, no podrán rea-
lizar ninguna actividad relacionada con el aprovechamien-
to de los recursos madereros. El otorgamiento de los
permisos para la utilización de motosierras y aserraderos
móviles, se sujetará a lo dispuesto en las normas oficiales
que al efecto emita la propia Dependencia. 

La colegisladora alude al informe de la Organización de las
Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura
(FAO), denominado: “Situación de los Bosques del Mundo
2011”, en el cual se analizan las principales directrices re-
gionales relacionadas con la magnitud de los cambios en el
área de bosques en zonas designadas para actividades pro-
ductivas y de protección, los niveles de biomasa y el em-
pleo.

Según dicho informe, el índice total de deforestación sigue
disminuyendo; sin embargo, las principales tendencias en
la extensión de los bosques y la modificación de los índi-
ces de pérdidas forestales, muestran que hay disparidades
entre las seis grandes regiones del planeta. La mayor área
forestal del mundo se encuentra en Europa, debido a la
conservación de las vastas franjas de bosques de la Federa-
ción de Rusia, mientras que en América Latina y el Caribe
se ha registrado la mayor pérdida neta de bosques en la úl-
tima década.

En el mismo período, en México, el área de bosques plan-
tados ascendió a 350 mil hectáreas en 1990 y a 3.2 millo-
nes de hectáreas en 2010; es decir, el área de bosques plan-
tados en nuestro país en 1990, creció 9.5 veces para 2010.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013113



Por otro lado, el 53 por ciento del nuestro bosque está cla-
sificado como bosque primario, y la velocidad de la defo-
restación se ha reducido en 35 por ciento en los últimos
cinco años. 

El Senado de la República, señala que en el territorio na-
cional, no obstante haberse implementado políticas públi-
cas que fomentan la sustentabilidad en el aprovechamiento
y la protección de los recursos forestales, y que disminuye
la degradación de los ecosistemas; no hemos atendido con
eficiencia la deforestación clandestina e inmoderada de los
recursos forestales maderables, ni el aprovechamiento des-
medido de los recursos no maderables; en consecuencia, la
desatención sobre estos temas incide con mayor fuerza en
la grave reducción de la superficie de bosques y selvas.

El Senado de la República considera acertada la estrategia
del Estado mexicano para impulsar el crecimiento y desa-
rrollo del sector forestal, mediante la constitución de es-
quemas e instrumentos financieros que favorecen el acceso
al crédito y el financiamiento al sector forestal y su cadena
productiva, además de ser promotores del aprovechamien-
to sustentable de los recursos forestales, con una serie de
apoyos que cubren las necesidades potenciales de asisten-
cia técnica, estudios, capacitación, transferencia de tecno-
logía, organización para la producción e impulso a inver-
sión en nuevas tecnologías, en beneficio de los productores
forestales de México.

Los senadores hacen también alusión al crecimiento del
volumen de la producción forestal maderable y de la pro-
ducción forestal no maderable en 2011, respecto del volu-
men en ambas áreas de la producción forestal, obtenido en
2010. 

La colegisladora considera que el desarrollo forestal sus-
tentable, como proceso evaluable y medible mediante cri-
terios e indicadores de carácter ambiental, silvícola, econó-
mico y social, procura la productividad óptima y sostenida
de los recursos forestales, sin comprometer el equilibrio e
integridad de los ecosistemas.

Para ello, consideran necesario promover una adecuada
planeación que mejore el ingreso y la calidad de vida de
quienes participan en la actividad forestal y que, a la vez,
impulse la generación de valor agregado en los productos
de las regiones forestales.

Los legisladores del Senado reconocen que la Secretaría
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, Semarnat, y la

Comisión Nacional Forestal, con la participación de los
gobiernos de los estados, de los municipios y, en su caso,
del Distrito Federal, impulsan en este sentido el aprove-
chamiento racional para reorientar los procesos de extrac-
ción y transformación mediante la aplicación de tecnolo-
gía. 

El Senado de la República refiere que la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, tiene por objeto regular y
fomentar la conservación, protección, restauración, pro-
ducción, ordenación, el cultivo, manejo y aprovechamien-
to de los ecosistemas forestales del país y sus recursos; asi-
mismo, expresa que uno de sus objetivos específicos es
propiciar la productividad en toda la cadena forestal, con la
participación coordinada del gobierno federal, de los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios en
el diseño, desarrollo y aplicación de instrumentos econó-
micos que sean alicientes de la actividad forestal, generan-
do acciones favorables para el establecimiento de los crite-
rios de una política forestal de carácter económico que
impulse la investigación, el desarrollo y la transferencia de
tecnología, a fin de mejorar la productividad del sector fo-
restal y reducir los impactos negativos de las actividades
productivas en los ecosistemas.

El Senado considera improcedente incorporar la figura del
decomiso en los términos propuestos en la iniciativa seña-
lada en el antecedente tercero de este dictamen, en virtud
de que dicha figura jurídica se encuentra prevista en Códi-
go Penal Federal, vigente; sin embargo, en cuanto a la pro-
puesta sobre la regulación y registro de los aserraderos mó-
viles, los Senadores estiman pertinente reformar los
artículos 51, 62 y 116 de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, para que la Semarnat, tenga el conoci-
miento y registre mediante autorizaciones el uso de los
centros de transformación móviles.

De conformidad con el dictamen aprobado por los inte-
grantes de las Comisiones Unidas de Agricultura y Gana-
dería; de Estudios Legislativos, Primera, y de Estudios Le-
gislativos, Segunda, el pleno del Senado de la República
votó a favor el siguiente:

Proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable

Artículo Único. Se reforman los artículos 51, fracción
IX; 116 y 139, fracción XVII; y se adiciona una fracción
XIII, recorriéndose la siguiente al artículo 62, todos de
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la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, para
quedar como sigue: 

Artículo 51. La Secretaría establecerá, integrará, orga-
nizará y mantendrá actualizado el Registro Forestal Na-
cional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se ins-
cribirán: 

I. a VIII. …

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de
almacenamiento y transformación, además de los cen-
tros de transformación móviles de materias primas fo-
restales, y 

X. …

Artículo 62. Los titulares de los aprovechamientos fo-
restales y de plantaciones forestales comerciales estarán
obligados a: 

I. a XI. …

XII. Ejecutar trabajo para prevenir, combatir y controlar
incendios forestales en los términos de la presente ley; 

XIII. Dar aviso de los centros de transformación mó-
viles, que en su caso se utilicen; y 

XIV. Las demás establecidas en la presente ley y su re-
glamento.

Artículo 116. Para el funcionamiento de centros de al-
macenamiento y transformación, además de los centros
de transformación móviles de materias primas foresta-
les, se requiere de autorización de la secretaría de acuer-
do con los requisitos y procedimientos previstos en el
reglamento o en las normas oficiales mexicanas que pa-
ra tal efecto se expidan, los que comprenderán aspectos
relacionados con contratos, cartas de abastecimiento,
balances oferta-demanda, libros de registro de entradas
y salidas, inscripciones en el registro, entre otros. Lo an-
terior, con independencia de las licencias, autorizacio-
nes o permisos que deban otorgar las autoridades loca-
les.

Artículo 139. La federación, las entidades federativas,
en el ámbito de sus respectivas competencias y escu-

chando la opinión del consejo, diseñarán, desarrollarán
y aplicarán instrumentos económicos que incentiven el
cumplimiento de los objetivos de la política forestal, y
mediante los cuales se buscará de manera prioritaria y
no limitativa:

I. a XVI. …

XVII. El desarrollo y aplicación de sistemas de ex-
tracción y aprovechamiento, mediante el uso de
equipo tecnológico que incremente la productividad
y minimicen los impactos al ecosistema promuevan
la conservación y mejoramiento del bosque, el agua
y el suelo; 

XVIII. a XX. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.”

Después de analizar el contenido de la minuta con proyec-
to de decreto objeto del presente dictamen, las y los dipu-
tados integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales enunciamos las siguientes

III. Consideraciones

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
coincide con la colegisladora en las bondades que repre-
sentan las modificaciones a las diversas disposiciones de la
Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, objeto del
Proyecto de Decreto que se plantea, en virtud de que con el
mejoramiento de las tecnologías empleadas en el aprove-
chamiento y extracción de recursos forestales maderables,
entramos al camino normativo que lleva a incrementar la
productividad y minimizar los impactos negativos al eco-
sistema, promoviendo la conservación y el mejoramiento
del bosque, el agua y el suelo, mediante el diseño, desarro-
llo y aplicación de instrumentos económicos de incentivo a
estas actividades, por los gobiernos federal y locales. 

Reconocemos que el desarrollo económico y social de
nuestro país requiere del impulso de la ciencia, la tecnolo-
gía y la innovación, como instrumentos básicos para acce-
der al desarrollo sostenible, sobre todo ante el atraso que
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vivimos en aspectos tan importantes como el científico y el
tecnológico.

Reconocemos apropiado considerar que la baja en la pro-
ducción forestal en México, a pesar de la demanda interna
de productos forestales en los últimos años, debe atenderse
incrementando el aprovechamiento legal de nuestros recur-
sos, así como la competitividad de estos en el mercado.

Hemos visto como la producción maderera en nuestro pa-
ís, de una situación superavitaria ha pasado a una crisis es-
tructural forestal que se agrava constantemente, debido a
los elementos reales que inciden en la baja competitividad,
tales como la sobrerregulación que aletarga la gestión de
los aprovechamientos, los subsidios y estímulos general-
mente más provechosos para la agricultura, la degradación
de la infraestructura productiva y la falta de tecnologías
avanzadas para su aprovechamiento.

Encontramos que la causa y efecto más grave del atraso de
nuestra industria maderera, es el consumismo sobre el pro-
ducto proveniente de la tala ilegal. De los 30 millones de
metros cúbicos de madera que se consumen anualmente en
el país, 13.5 millones proceden de la tala clandestina, 7 mi-
llones son de procedencia legal y la diferencia es de made-
ra de importación.

No obstante los avances legislativos en la materia, sabemos
que México requiere de 900 mil hectáreas de plantaciones
maderables, y contar con una tecnología de punta que al-
cance realmente a impulsar el crecimiento de la producti-
vidad de la industria, favoreciendo la sustentabilidad de los
recursos forestales de nuestro país.

Quienes integramos la Comisión de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, expresamos nuestra coincidencia con el
Senado, en cuanto al reconocimiento de que una de las cau-
sas del deterioro de la industria forestal, es la carencia de
equipo tecnológico avanzado, para acceder de la mejor ma-
nera al aprovechamiento de los recursos forestales.

Identificamos la claridad de la norma, pues en efecto, es
imperiosa la necesidad en la actividad forestal, de adquirir
y aplicar la tecnología más avanzada, en aras de impulsar
el incremento de la productividad y reducir al mínimo los
impactos negativos de la actividad forestal en el ecosiste-
ma, propiciando el mantenimiento y el mejor estado del
bosque, el agua y el suelo.

Del mismo modo, consideramos acertada incorporación de
los centros de transformación móviles cuya regulación y
operación fortalecerá el funcionamiento de los centros de
almacenamiento y transformación de materias primas fo-
restales, cuya regulación exige de la autorización de la Se-
marnat, conforme a los requisitos y procedimientos previs-
tos en el reglamento o en las normas oficiales mexicanas
que para tal efecto se expidan, los cuales comprenderán as-
pectos formales relacionados con contratos, cartas de abas-
tecimiento, balances oferta-demanda, libros de registro de
entradas y salidas e inscripciones en el registro, entre otros.
Todo lo anterior, con independencia de las licencias, auto-
rizaciones o permisos que deban otorgar las autoridades lo-
cales.

Coincidimos también con la colegisladora, en relación con
la regulación de los centros de transformación móviles, el
haber considerado improcedente la incorporación en el
proyecto de decreto, de la figura del decomiso en los tér-
minos propuestos en la iniciativa presentada por el senador
Alejandro Moreno Cárdenas, en virtud de que dicha figura
jurídica se encuentra prevista en Código Penal Federal, vi-
gente.

Con la aprobación de las reformas planteadas, se pretende
disminuir la explotación irregular de los recursos madera-
bles por parte de los propietarios y poseedores de terrenos
forestales.

Se trata de mejorar las condiciones que favorezcan el apro-
vechamiento de los recursos forestales maderables, me-
diante la verificación por parte de la autoridad competente
de los centros de transformación móviles que se utilizan
para aprovechar los recursos forestales maderables, y asi-
mismo, se trata inducir a los titulares del aprovechamiento
para que a través de políticas públicas se adquiera y fo-
mente el uso de equipo tecnológico que mejore las técnicas
de extracción mediante herramientas de avanzada tecnolo-
gía que sean amigables con el medio ambiente.

Las y los legisladores de la Comisión de Medio Ambiente
y Recursos Naturales estimamos que con las reformas y
adición propuestas por el Senado de la República, los tres
órdenes de gobierno quedan comprometidos a diseñar, des-
arrollar y aplicar instrumentos económicos que den pie a la
adquisición de tecnología que impulse la productividad fo-
restal y reduzca los impactos negativos al ecosistema, pro-
moviendo la conservación y elevando la calidad de nues-
tros bosques.
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Consideramos que al abatir el rezago tecnológico en el sec-
tor forestal, avanzamos en la optimización del aprovecha-
miento de nuestros recursos y liberamos a la industria fo-
restal de uno de los principales obstáculos que le impiden
alcanzar la competitividad que necesita para participar con
éxito en el mercado internacional.

Por ello, estimamos preciso incentivar económicamente la
realización y puesta en uso de tecnología en todos los ni-
veles del proceso productivo forestal, con una adecuada
orientación hacia el pleno desarrollo social y económico
del país.

La federación y las entidades federativas, atendiendo las
opiniones del Consejo Nacional Forestal, encontrarán los
instrumentos económicos idóneos para dar cumplimiento y
alcanzar con plenitud los objetivos de la política forestal,
mediante la adquisición del equipo tecnológico necesario
para favoreces la productividad, la protección de los eco-
sistemas y la mejoría de la calidad de nuestros bosques,
aguas y suelos.

Al mejorar la calidad de nuestros bosques, nos encamina-
mos hacia el equilibrio de los ciclos hidrológicos, el con-
trol de la humedad atmosférica, la contención de los escu-
rrimientos pluviales, la recuperación de la fertilidad de
nuestros suelos y, en general, hacia la creación permanen-
te y el sostenimiento de las diversas formas de vida.

Reiteramos que al mejorar nuestro marco jurídico, gene-
rando la legislación adecuada para combatir la agresión al
ambiente y sus graves afectaciones, estamos alentando la
factibilidad de alcanzar nuestro anhelo por una mejor cali-
dad de vida.

Por lo expuesto y fundado, y para los efectos de lo dis-
puesto en la fracción a) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales, somete a la consi-
deración del honorable pleno de la Cámara de Diputados,
dictamen con proyecto de

Decreto por el que reforman diversas disposiciones de
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable

Artículo Único. Se reforman los artículos artículo 51, frac-
ción IX; 116 y 139, fracción XVII; y se adiciona una frac-
ción XIII, recorriéndose la siguiente al artículo 62, todos de
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, para
quedar como sigue: 

Artículo 51. La Secretaría establecerá, integrará, organiza-
rá y mantendrá actualizado el Registro Forestal Nacional. 

El Registro Forestal Nacional será público y en él se ins-
cribirán:

I. a VIII. …

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de
almacenamiento y transformación, además de los cen-
tros de transformación móviles de materias primas fo-
restales, y

X. …

Artículo 62. Los titulares de los aprovechamientos fores-
tales y de plantaciones forestales comerciales estarán obli-
gados a: 

I. a XI. …

XII. Ejecutar trabajos para prevenir, combatir y contro-
lar incendios forestales en los términos de la presente
ley; 

XIII. Dar aviso de los centros de transformación mó-
viles, que en su caso se utilicen, y

XIV. Las demás establecidas en la presente ley y su Re-
glamento.

Artículo 116. Para el funcionamiento de centros de alma-
cenamiento y transformación, además de los centros de
transformación móviles de materias primas forestales, se
requiere de autorización de la Secretaría de acuerdo con los
requisitos y procedimientos previstos en el Reglamento o
en las normas oficiales mexicanas que para tal efecto se ex-
pidan, los que comprenderán aspectos relacionados con
contratos, cartas de abastecimiento, balances oferta-de-
manda, libros de registro de entradas y salidas, inscripcio-
nes en el Registro, entre otros. Lo anterior, con indepen-
dencia de las licencias, autorizaciones o permisos que
deban otorgar las autoridades locales. 

Artículo 139. La federación, las entidades federativas, en
el ámbito de sus respectivas competencias y escuchando la
opinión del consejo, diseñarán, desarrollarán y aplicarán
instrumentos económicos que incentiven el cumplimiento
de los objetivos de la política forestal, y mediante los cua-
les se buscará de manera prioritaria y no limitativa:
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I. a XVI. …

XVII. El desarrollo y aplicación de sistemas de extrac-
ción y aprovechamiento, mediante el uso de equipo
tecnológico que incremente la productividad y mini-
micen los impactos al ecosistema y promuevan la con-
servación y mejoramiento del bosque, el agua y el sue-
lo;

XVIII. a XX. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Casti-
llo Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), Jo-
sé Pilar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital
(rúbrica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés
(rúbrica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Cristina Olvera Ba-
rrios (rúbrica), Ricardo Astudillo Suárez, Darío Badillo Ramírez, Ma-
rio Miguel Carrillo Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza, José
Luis Esquivel Zalpa (rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Ma-
rina Garay Cabada (rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbrica), Ga-
briel Gómez Michel (rúbrica), Patricia Lugo Barriga (rúbrica), Ossiel
Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbri-
ca), Aída Fabiola Valencia Ramírez, Alfio Vega de la Peña (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.

LEY GENERAL DE DESARROLLO 
FORESTAL SUSTENTABLE

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-

versas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable

Honorable Asamblea:

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45,
numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 84,
85, 157, numeral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV;
167, numeral 4 y demás relativos del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
soberanía, el siguiente dictamen.

I. Antecedentes legislativos

Único. El 15 de noviembre de 2012, la diputada Graciela
Saldaña Fraire, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática presentó iniciativa
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, que se turnó a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para su análisis y dicta-
men correspondientes.

II. Contenido de la iniciativa

La diputada iniciadora señala que México cuenta con una
vasta superficie de bosques y otras tierras boscosas, en la
que se encuentra una de las mayores diversidades biológi-
cas del planeta, entre cuyas cualidades destacan, por su im-
portancia, los productos forestales maderables y no made-
rables, con los servicios forestales que éstos proveen.

Manifiesta que el sector forestal en nuestro país, fue rele-
gado por las políticas públicas, dando lugar a que gran par-
te de las regiones forestales sufrieran graves procesos de
deterioro, desaprovechando su potencial en detrimento del
desarrollo de las comunidades de la localidad.

Sobre esta situación, según la iniciadora, se ha procurado
su reversión mediante la creación de la Comisión Nacional
Forestal (Conafor) en 2001, desafortunadamente, los es-
fuerzos y avances han sido insuficientes.

Asevera que la Conafor, desde su creación en 2001, ha te-
nido recursos presupuestarios crecientes año con año. De
283.6 millones que le fueron asignados el año de su funda-
ción, el presupuesto de la comisión se incrementó a 6 mil
812.7 millones de pesos para 2012. No obstante, una de las
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principales críticas a la Institución, es la falta de transparen-
cia en el ejercicio del gasto, ya que no existen todavía los
procedimientos para impulsar la participación de los gobier-
nos locales y las organizaciones de los productores, en la re-
visión de la eficiencia y eficacia del gasto realizado.

Según la Iniciadora, los programas de la Conafor son insu-
ficientes para recuperar la cubierta forestal que se pierde,
pues no se observa una política integral que dé respuesta a
la deforestación creciente; sobre todo, en aquellas zonas
cuya biodiversidad y servicios ambientales son de gran im-
portancia, pero que son espacios donde con mayor énfasis
se manifiesta el clandestinaje forestal que ha rebasado con
creces a la Procuraduría Federal de Protección al Ambien-
te, fomentando la pobreza y la marginalidad.

Observa que el deterioro de los bosques y selvas ha sido
incontenible. Que la deforestación y la pérdida de bosques
y selvas naturales, sustituidas por secundarias, dan lugar a
la pérdida de espacios de vida para muchas especies de la
vida silvestre.

Manifiesta que según información de la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, Semarnat, correspon-
diente al periodo2007- 2010, el 22.7 por ciento de los eji-
dos y comunidades apoyados durante dicho lapso, venden
su madera en pie a los rentistas, y 48.2 por ciento de dichos
ejidos y comunidades no aprovechan sus bosques y selvas;
es decir, casi el 71 por ciento de los ejidos y comunidades
apoyados con los programas forestales, no están organiza-
dos para la producción forestal o malbaratan sus recursos
forestales en beneficio de los rentistas.

Asevera que las autoridades en la materia no registran ni
procesan información sobre las superficies forestales bajo
esquemas de manejo forestal; sin embargo, infiere que las
superficies bajo algún tipo de manejo, son nimias en rela-
ción con el tamaño del problema.

Señala que durante el periodo comprendido del 2007 a ju-
lio de 2012, se incorporaron 6.2 millones de hectáreas al
ordenamiento forestal comunitario, lo que representa alre-
dedor del 7 por ciento de los 85 millones de hectáreas de
tierras boscosas del país. Asimismo, se formularon progra-
mas de manejo para el aprovechamiento de productos fo-
restales en 8.4 millones de hectáreas, 10 por ciento de la re-
ferida superficie forestal.

Expresa que en virtud de que las metas de reforestación
2006-2012, no se alcanzaron, considera que las actividades

de reforestación fueron utilizadas más como una política
mediática, que como instrumento para impulsar la protec-
ción de la cubierta forestal de nuestro territorio.

Asegura que en muchos sitios del país se sembraron plán-
tulas de árboles y otras especies vegetales en cantidades
importantes y supuestamente suficientes para alcanzar los
objetivos del programa de reforestación 2006-2012, pero
con las grandes tasas de mortalidad, debido a que pocos de
los millones de árboles sembrados fueron viables para lle-
gar a vivir su ciclo biológico completo. Adicionalmente,
señala que el sector forestal enfrenta una gran crisis recu-
rrente que se refleja en una producción forestal menor y ba-
ja generación de empleos con relación al potencial forestal
del país, impactando de manera negativa en la población
rural.

Considera necesario generar una estrategia para frenar el
deterioro de los ecosistemas forestales y que permita re-
vertir la tendencia a perder áreas forestales que profundiza
el empobrecimiento de muchas comunidades rurales.

Estima pertinente hacer extensivas las prácticas de manejo
forestal sostenible en todas las comunidades dueñas de te-
rrenos forestales; es decir, diseñar y poner en práctica una
política forestal basada en el esquema de manejo forestal
comunitario.

Por ello, considera que el principal eje de política pública
en la materia, debe ser fortalecer el manejo forestal comu-
nitario. Donde son las propias comunidades poseedoras de
los bosques y selvas quienes deben decidir sobre ellos.

En todo caso, enfatiza, lo que deben realizar los tres órde-
nes de gobierno, es reforzar las habilidades y conocimien-
tos que requieren las comunidades para la planeación, ma-
nejo, mejoramiento y aprovechamiento sostenible del
bosque.

Con base en los motivos expuestos, la diputada iniciadora
propone:

1. Reformar la fracción XLIII del artículo 7 de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS),
con el propósito de determinar con mayor precisión
conceptual a los terrenos preferentemente forestales.
Con la nueva acepción, se busca vincular los conceptos
de corredores biológicos, degradación y vulnerabilidad
que se definen en el artículo 3o. de la Ley General de
Cambio Climático.
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2. Adicionar un artículo 9 Bis a la LGDFS, a efecto de
promover el efectivo cumplimiento de la legislación y
lograr una efectiva operación del Servicio Nacional Fo-
restal y sus grupos de trabajo. Se trata de establecer la
obligación del Presidente del Servicio Nacional Fores-
tal, de convocar a sus integrantes a, cuando menos, dos
reuniones ordinarias al año.

Debe recordarse, que a la fecha no se tiene información
sobre la integración y funcionamiento de los grupos de
trabajo del Servicio Nacional Forestal, además de que
no se ha establecido el Reglamento del Servicio Nacio-
nal Forestal.

3. Reformar el artículo 20 para incluir en la Junta de Go-
bierno de la Comisión Nacional Forestal la participa-
ción de representantes de los gobiernos de las entidades
federativas, que sean nombrados por los propios gobier-
nos locales con pleno respeto a su soberanía, así como
la participación de la sociedad incluyendo a ciudadanos
representativos de los diversos sectores de interés en
materia forestal para lo cual se propone incorporar a la
Junta de Gobierno a un representante del sector social
de silvicultores, un representante de los empresarios in-
dustriales forestales y a un representante de una organi-
zación ciudadana de prestigio y experiencia relacionada
con las atribuciones de la comisión.

Asimismo, facultar expresamente a la Junta de Gobier-
no de la comisión para que pueda invitar a sus sesiones
a los titulares de las demás dependencias y entidades de
la administración pública federal, así como a otros re-
presentantes de los gobiernos de las entidades federati-
vas y de los municipios, a representantes del sector so-
cial de silvicultores y de organizaciones privadas de
productores forestales, y de la sociedad civil organiza-
da, los cuales podrían intervenir con voz, pero sin voto.

4. Adicionar un artículo 20 Bis, para definir expresa-
mente en la ley las atribuciones de la propia Junta de
Gobierno.

5. En congruencia con la propuesta de adición de un pá-
rrafo segundo al artículo115 de la ley, se propone tam-
bién la adición de una nueva fracción X al artículo 51 de
la Ley, relativa al Registro Forestal Nacional, recorrién-
dose la vigente fracción X de este artículo en su orden,
para que se inscriban en dicho registro las carpinterías,
madererías, centros de producción de muebles y otros
no integrados a un centro de trasformación primaria, cu-

ya materia prima la constituyan productos maderables
con escuadría, con excepción de madera en rollo y la-
brada.

6. Reformar el artículo71, para eliminar las causas eco-
nómicas, como justificación para adelantar el plan de
corta autorizado en el programa de manejo o alterar en
forma alguna el calendario aprobado por la secretaría. 

7. Reformar la fracción III del artículo 74, para que en
las solicitudes para obtener autorización de aprovecha-
miento de recursos forestales maderables, las actas de
asamblea puedan acreditarse sólo con demostrar que es-
tá en proceso su inscripción; así como para incorporar el
nombre correcto de la normativa interna de las comuni-
dades agrarias: el Estatuto Comunal, conforme lo dis-
puesto en el artículo 99 de la Ley Agraria.

8. Reformar el artículo 76, para sustituir la presentación
de la manifestación de impacto ambiental requerida pa-
ra los tres aprovechamientos forestales señalados, con
una evaluación de impacto ambiental, en la considera-
ción de que el sentido del artículo 76, es que determina-
dos aprovechamientos forestales se sometan al procedi-
miento de evaluación de impacto ambiental, como lo
señala la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente en los artículos 28 al 35 Bis-3 en su
Sección V, Evaluación del Impacto Ambiental, del Títu-
lo Primero, Disposiciones Generales.

9. Adicionar una fracción IV al artículo 76, para incor-
porar como sujetos del requerimiento de la evaluación
de impacto ambiental, los aprovechamientos en aquellos
ecosistemas forestales a los que se pueda causar daños o
la salud pública o causar desequilibrios ecológicos gra-
ves e irreparables, o rebasar los límites y condiciones
establecidos en las disposiciones jurídicas relativas a la
preservación del equilibrio ecológico y la protección del
ambiente, conforme a la fracción XIII del artículo 28 de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

10. Derogar el artículo 99, en la consideración de que
las especies en riesgo se encuentran bajo la tutela de la
Ley General de Vida Silvestre, en especial en sus artí-
culos 56, 57, 60, 85 y 87, mientras con el artículo 99 de
la ley, se posibilita que la secretaría pueda autorizar el
aprovechamiento de especies en riesgo, como recursos
no maderables.
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11. Reformar el artículo 107 de la ley, para fusionar en
el texto de un solo párrafo, las disposiciones que se rei-
teran en los dos párrafos del artículo 107, vigente.

12. En virtud de que con la reforma al artículo 107, se
establece que la secretaría emitirá las normas oficiales
mexicanas para determinar los procedimientos, modali-
dades y requisitos que deberán observarse para la pres-
tación, evaluación y seguimiento de estos servicios pre-
cisando diversas especialidades por actividad y por
ecosistema, se propone establecer un Artículo transito-
rio donde se obligue a la Secretaría a expedir en un pla-
zo de 12 meses, contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, las Normas Oficiales Mexicanas
señaladas en el artículo 107 de la Ley. 

13. Reformar los párrafos primero y segundo del artícu-
lo 112 de la ley, para hacer explícito el mandato a la co-
misión, de que se coordine con los consejos forestales
de las entidades federativas para delimitar las unidades
de manejo forestal; asimismo, prever que dicha organi-
zación debe ser libre, introduciendo un propósito más
claro de dicha organización en las unidades de manejo
forestal para realizar conjuntamente actividades que re-
quieren de la integración territorial de escala regional y
dejando la gestión del manejo forestal predial en manos
de los dueños de los terrenos de manera individual o a
través de las organizaciones que libremente decidan
constituir.

14. Adicionar un párrafo tercero al artículo 112 de la ley,
para prohibir el condicionamiento para otorgar autoriza-
ciones de aprovechamiento forestal o el acceso a los
programas de apoyo a la actividad o al fortalecimiento
organizativo o a la participación en la organización ges-
tora de las actividades forestales regionales dentro de la
unidad de manejo forestal.

15. Reformar el encabezado del párrafo tercero, y reco-
rrerlo para que pase a ser párrafo cuarto del artículo 112
de la ley.

16. Reformar el párrafo primero del artículo 115 de la
ley, para incluir a quienes realicen el almacenamiento
y/o transformación de las materias primas forestales, sus
productos y subproductos, incluida madera aserrada o
con escuadría, entre los obligados a acreditar la legal
procedencia de las mismas, ya que hasta ahora solo es-
tán obligados quienes realizan el transporte.

17. Adicionar un párrafo segundo al artículo 115, con el
propósito de construir un sistema de monitoreo del ori-
gen y destino de los productos forestales maderables a
través de la verificación integral de su legal proceden-
cia, limitando así el comercio ilegal de éstos.

18. Establecer un artículo transitorio en el que los titu-
lares de las carpinterías, madererías, centros de produc-
ción de muebles y otros no integrados a un centro de
trasformación primaria, cuya materia prima la constitu-
yan productos maderables con escuadría, con excepción
de madera en rollo y labrada deberán estar inscritos en
el Registro Forestal Nacional en un plazo de 12 meses,
contados a partir de la entrada en vigor del presente de-
creto.

19. Reformar el párrafo primero del artículo 128 de la
ley, para incluir a los aprovechamientos de recursos fo-
restales no maderables entre quienes deben ser sujetos a
vedas forestales, previa consulta del Ejecutivo Federal.

20. Reformar el párrafo segundo del artículo 142 de la
ley, con el propósito de establecer con claridad que el
Comité Mixto es quien lo gobierna y no solo lo opera;
asimismo, incluir en su Comité Mixto la representación
del sector público de las entidades federativas al igual
que las organizaciones privadas y sociales de producto-
res forestales.

21. Adicionar un párrafo tercero al artículo 142 de la
ley, recorriendo el actual párrafo tercero para que pase a
ser párrafo cuarto, con objeto de prever que en la posi-
ble formación de fondos forestales regionales, estatales
o locales deben incluir gobiernos de manera similar a la
de los órganos colegiados representativos de la confor-
mación del consejo forestal que corresponda.

Después de analizar todas y cada una de las propuestas de
reformas, adiciones y derogación planteadas por la dipu-
tada Graciela Saldaña Fraire, en la iniciativa objeto de este
dictamen, las y los legisladores integrantes de la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales, exponemos las
siguientes:

III. Consideraciones

Quienes integramos esta comisión dictaminadora, estima-
mos loable la voluntad legislativa de la diputada Graciela
Saldaña Fraire, ya que con la iniciativa de reformas y adi-
ciones a la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable,
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propone contribuir a generar un modelo de desarrollo fo-
restal, que coadyuve a aprovechar en forma sostenible los
recursos forestales y preservar el medio ambiente, toman-
do en cuenta el interés de la actual y futuras generaciones.

Coincidimos, desde luego, en el reconocimiento del grave
retraso en que se encuentra el sector forestal de nuestro pa-
ís. Es evidente que las políticas públicas y sus programas
han sido insuficientes para dar respuesta a la necesidad de
recuperar y mantener la cubierta forestal cada vez más de-
teriorada de nuestro territorio, sobre todo cuando a esa in-
suficiencia se suma el crecimiento desmedido e intocado
prácticamente por la autoridad, de quienes se dedican con
impunidad a las actividades productivas forestales desde la
clandestinidad.

Reconocemos la precaria situación por la que atraviesa
nuestro sector forestal, inmerso en la grave crisis recurren-
te que se advierte en la prolongada tendencia a la baja de la
producción forestal y en el permanente descenso de nues-
tra capacidad para generar la cantidad y calidad de emple-
os que se corresponda con el potencial forestal real con que
contamos, condiciones que provocan el desarrollo acentua-
do de la depauperación desesperante que padece la pobla-
ción rural.

De ahí nuestra coincidencia con la Iniciadora, en cuanto a
la necesidad de generar las destrezas suficientes que tien-
dan a la contención del deterioro de los ecosistemas fores-
tales y a revertir la inclinación sostenida de la pérdida de
áreas forestales.

Reconocemos que otra forma de contrarrestar el empobre-
cimiento de las comunidades rurales, es generalizando las
prácticas de manejo forestal sostenible en todas las comu-
nidades en poder de los terrenos forestales, llevando a la
práctica una política forestal sustentada en un proyecto de
manejo forestal comunitario.

En cuanto al proyecto de decreto propuesto por la inicia-
dora, quienes integramos esta comisión dictaminadora, re-
conocemos que el concepto asignado al término “terreno
preferentemente forestal”, según la fracción XLIII del artí-
culo 7 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble, vigente, en la práctica no es aplicable, en virtud de que,
de una interpretación gramatical del precepto, se despren-
de que todo el territorio nacional, excluyendo los terrenos
urbanizados, son terrenos preferentemente forestales.

De ahí nuestra coincidencia con la propuesta de reformar
dicha fracción, para redefinir con mayor precisión el con-
cepto y vincularlo a las definiciones de corredores biológi-
cos, degradación y vulnerabilidad, previstos en la Ley Ge-
neral de Cambio Climático.

Estimamos que, en efecto, no se está dando cabal cumpli-
miento a la integración y funcionamiento del Servicio Na-
cional Forestal.

No obstante que la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable entró en vigor en mayo de 2003, a la fecha no se
tiene información completa sobre la integración y funcio-
namiento de los grupos de trabajo del Servicio Nacional
Forestal; además, no se ha establecido el Reglamento del
Servicio Nacional Forestal.

Por ello, estamos de acuerdo con la propuesta de adición de
un artículo 9 Bis, que establezca la obligación del presi-
dente del Servicio Nacional Forestal, de convocar a los in-
tegrantes a sesionar cuando menos dos veces al año, para
cumplir con la legislación y alcanzar la operatividad del
Servicio Nacional Forestal y sus grupos de trabajo.

Reconocemos procedente la reforma del artículo 20 de la
ley, para fortalecer a la Junta de Gobierno, la cual solicita-
rá a los gobiernos de las entidades federativas que de ma-
nera conjunta designen a dos representantes y sus respecti-
vos suplentes; asimismo, el titular del Ejecutivo federal , a
propuesta de la Junta de Gobierno, designará como miem-
bros de la propia junta a los representante del sector social
de silvicultores, de los empresarios industriales forestales y
de una organización ciudadana de prestigio y experiencia
relacionada con las atribuciones de la comisión.

Los miembros de la Junta de Gobierno gozarán de voz y
voto en las sesiones de la misma. Cada titular de las secre-
tarías, integrante de este órgano colegiado, deberá nombrar
un suplente con nivel jerárquico de subsecretario; en el ca-
so de la Comisión Nacional del Agua, deberá tener nivel de
subdirector general.

La Junta de Gobierno, podrá invitar a sus sesiones a los ti-
tulares de las demás dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal.

Por otro lado, en virtud de que los gobiernos de las entida-
des federativas designarán a sus dos representantes y sus
respectivos suplentes, y el Ejecutivo federal designará a re-
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presentantes de silvicultores, de empresarios industriales
forestales y de la sociedad civil organizada, estimamos im-
procedente la propuesta adicional de integrar a la Junta de
Gobierno, a otros representantes de los gobiernos de las en-
tidades federativas y de los municipios, del sector social de
silvicultores, de organizaciones privadas de productores
forestales, y de la sociedad organizada, a pesar de que, en
el supuesto de que se admitiera la integración de éstos a la
Junta de gobierno, sólo podrían intervenir con voz, pero sin
voto.

No obstante que el artículo 22 de la ley, prevé que la Co-
misión Nacional Forestal tendrá a su cargo la ejecución de
las atribuciones que la presente ley le confiere, así como
todas aquellas que sean necesarias para poder cumplir con
su objeto, señalando que para ello, la comisión ejercerá las
señaladas en las treinta y nueve fracciones que integran el
referido artículo 22 de la Ley, las y los integrantes de esta
comisión dictaminadora, estimamos procedente la pro-
puesta de adicionar un Artículo 20 Bis, para establecer en
sus nueve fracciones, las atribuciones indelegables que ten-
drá la Junta de Gobierno.

Esta dictaminadora considera acertada la propuesta de re-
forma al artículo 71 de la Ley, con el propósito de suprimir
de su texto el término “económicas”, en virtud de que una
causa económica, a diferencia de una meteorológica o sa-
nitaria, no es justificación plena para adelantar el plan de
corta autorizado en el programa de manejo o para alterar el
calendario aprobado por la secretaría, acciones prohibidas
por el propio Artículo 71, a los titulares de las autorizacio-
nes.

Consideramos necesario, en coincidencia con la iniciadora,
que los requisitos previstos en la fracción III del artículo 74
de la ley, que deben cumplir los ejidos y comunidades pa-
ra aprovechar sus recursos forestales maderables, deben
modificarse.

En primer lugar, para que las actas de asamblea puedan
acreditarse con sólo demostrar que está en proceso su ins-
cripción; lo anterior, en virtud de la lentitud con que se des-
ahoga el proceso de inscripción en el Registro Agrario Na-
cional y, en consecuencia, la afectación de que son objeto
los ejidos y comunidades titulares de los aprovechamien-
tos.

En segundo término, para dar mayor certeza jurídica a las
comunidades forestales, mediante la incorporación expresa
de su marco legal interno: el Estatuto Comunal, ya que la

disposición vigente alude solamente al Reglamento Inter-
no, propio de los ejidos, y

Por último, establecer la procedencia de presentar docu-
mentos originales con copias para su cotejo, en los térmi-
nos de la fracción II del artículo 15 A de la Ley Federal del
Procedimiento Administrativo, disposición que redundará
en favor de la economía de los usuarios, por concepto de
gastos en copias certificadas.

En cuanto a la propuesta de reforma al artículo 76 de la Ley
General de Desarrollo Forestal Sustentable, para sustituir
la presentación de una manifestación de impacto ambiental
que requiere la disposición vigente, con la presentación de
una evaluación de impacto ambiental, bajo el argumento de
que el sentido del artículo 76 de la ley, es que determina-
dos aprovechamientos forestales se sometan al procedi-
miento de evaluación de impacto ambiental, como lo seña-
la la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, y que presentar únicamente el documento de
la manifestación del impacto ambiental es solo una parte
del procedimiento citado, estimamos pertinente observar:

El artículo 28 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, señala que el Reglamento de la
ley determinará las obras o actividades a que se refiere di-
cho artículo, que por su ubicación, dimensiones, caracte-
rísticas o alcances no produzcan impactos ambientales sig-
nificativos, no causen o puedan causar desequilibrios
ecológicos, ni rebasen los límites y condiciones estableci-
dos en las disposiciones jurídicas referidas a la preserva-
ción del equilibrio ecológico y la protección al ambiente, y
que por lo tanto, no deben sujetarse al procedimiento de
evaluación de impacto ambiental previsto en este ordena-
miento.

A mayor abundamiento, la propia LGEEPA prevé que para
los efectos a que se refiere la fracción XIII del Artículo 28,
la Secretaría notificará a los interesados su determinación
para que sometan al procedimiento de evaluación de im-
pacto ambiental la obra o actividad que corresponda, ex-
plicando las razones que lo justifiquen, con el propósito de
que aquéllos presenten los informes, dictámenes y consi-
deraciones que juzguen conveniente, en un plazo no mayor
a diez días. Una vez recibida la documentación de los inte-
resados, la secretaría, en un plazo no mayor a treinta días,
les comunicará si procede o no la presentación de manifes-
tación de impacto ambiental, así como la modalidad y el
plazo para hacerlo. Transcurrido el plazo señalado, sin que
la secretaría emita la comunicación correspondiente, se en-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 11 de abril de 2013123



tenderá que no es necesaria la presentación de la manifes-
tación de impacto ambiental.

Por lo expuesto en los tres párrafos anteriores, considera-
mos improcedente la reforma al artículo76 de la Ley Ge-
neral de Desarrollo Forestal Sustentable, planteada en la
iniciativa presentada por la diputada Graciela Saldaña Frai-
re.

En la consideración de que las especies en riesgo, se en-
cuentran bajo la tutela de la Ley General de Vida Silvestre,
especialmente en los Artículos 56, 57, 60, 85 y 87, la Ini-
ciativa propone derogar el Artículo 99 de la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, en virtud de que, según la
Iniciadora, con la disposición establecida en el numeral de
referencia, se posibilita que la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, pueda autorizar el aprovecha-
miento de especies en riesgo, como recursos no madera-
bles.

Esta comisión dictaminadora coincide plenamente con la
Iniciadora, en reconocer la necesidad de proceder a la re-
forma del artículo 107 de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, con la finalidad de terminar con la du-
plicidad del contenido de los textos de los dos párrafos del
artículo 107 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable, vigente.

La redundancia en ambos párrafos, sobre la inscripción en
el Registro, así como sobre el enunciado de las tareas que
deben precisarse en el Reglamento y en las Normas Ofi-
ciales Mexicanas, hacen preciso señalar que se requiere ca-
pacidad, y no calidad, para la prestación del servicio téc-
nico forestal; asimismo, es pertinente establecer que las
normas oficiales mexicanas deben ser emitidas por la se-
cretaría, con el propósito de determinar los procedimien-
tos, modalidades y requisitos que habrán de observarse pa-
ra la prestación, evaluación y seguimiento de dichos
servicios, y que éstas precisen, ante la complejidad de la
prestación del servicio, las diversas especialidades por ac-
tividad y por ecosistema.

Evidentemente, coincidimos también en el reconocimiento
de la necesidad de incorporar un artículo transitorio que
obligue a la secretaría a expedir, en un plazo no mayor a 12
meses, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto, las normas oficiales mexicanas señaladas en el
artículo 107 de esta ley, para determinar los procedimien-
tos, modalidades y requisitos que deberán observarse para
la prestación, evaluación y seguimiento de los servicios

técnicos forestales, precisando las diversas especialidades
por actividad y por ecosistema.

En cuanto a la propuesta de reforma a los párrafos primero
y segundo del artículo 112 de la ley, así como de adición de
un párrafo tercero al mismo numeral, esta comisión dicta-
minadora coincide con la Iniciadora en el reconocimiento
de que debe ser expreso el mandato a la Comisión Nacio-
nal Forestal, sobre la autoridad de las entidades federativas
con quien habrá de coordinarse para delimitar las unidades
de manejo forestal. Desde luego, asumimos como propia la
propuesta de la iniciadora para que dicha coordinación sea
a través de los consejos forestales de las entidades federa-
tivas. 

También se debe explicitar, que dicha organización debe
ser libre, introduciendo un propósito más claro de dicha
organización en las unidades de manejo forestal para reali-
zar conjuntamente actividades que requieren de la integra-
ción territorial de escala regional y dejando la gestión del
manejo forestal predial en manos de los dueños de los te-
rrenos de manera individual o a través de las organizacio-
nes que libremente decidan constituir. Para fortalecer lo an-
terior, se propone adicionar un párrafo tercero para que en
ningún caso se condicione el otorgamiento de autorizacio-
nes de aprovechamiento forestal o el acceso a los progra-
mas de apoyo a la actividad o al fortalecimiento organiza-
tivo, a la participación en la organización gestora de las
actividades forestales regionales dentro de la unidad de
manejo forestal. En el mismo sentido se propone explicitar
cuales son las actividades consideradas de aplicación con-
junta en la unidad de manejo forestal en el párrafo cuarto
del artículo.

Las y los integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, estimamos procedente que la organi-
zación de los titulares de aprovechamientos forestales debe
ser libre, incorporando un objetivo más claro de dicha or-
ganización en las unidades de manejo forestal, para reali-
zar actividades conjuntas que requieren de la integración
territorial de escala regional y dejando la gestión del ma-
nejo forestal predial en manos de los dueños de los terre-
nos de manera individual o a través de las organizaciones
que libremente decidan constituir.

Hacemos propia la propuesta de adición de un párrafo ter-
cero al artículo 112 de la ley, para que en ningún caso se
condicione el otorgamiento de autorizaciones de aprove-
chamiento forestal o el acceso a los programas de apoyo a
la actividad o al fortalecimiento organizativo, a la partici-
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pación en la organización gestora de las actividades fores-
tales regionales dentro de la unidad de manejo forestal. 

En el mismo sentido, proponemos prever expresamente, en
las nueve fracciones del artículo 112, las actividades de
aplicación conjunta en la unidad de manejo forestal.

Estimamos que en nuestro país, el 50 por ciento de la ma-
dera objeto de comercialización es de procedencia ilegal.
El valor de dicho producto ilegal, conforme el precio de la
madera en rollo, se estima 4 mil 200 millones de pesos.

Orientado hacia la contención de ese mercado ilegal de
madera, el artículo 115 de la ley, señala la necesaria acre-
ditación de la legal procedencia del transporte de las mate-
rias primas forestales hasta su centro de almacenamiento o
transformación con la documentación expedida por la au-
toridad competente; Sin embargo, ante la falta de la docu-
mentación que acredite la legal procedencia de la madera
comercializada en el mercado clandestino, las transaccio-
nes no se contabilizan oficialmente y, en consecuencia, los
productores e industriales forestales que cumplen con las
disposiciones legales correspondientes, se ven afectados
por una competencia desleal que trasciende los objetivos
de la política forestal, obstaculizando el desarrollo econó-
mico de la población rural. 

Consideramos preocupante que la secretaría no tenga la
posibilidad de verificar que las carpinterías, madererías,
centros de producción de muebles y otros no integrados a
un centro de trasformación primaria cuya materia prima la
constituyan productos maderables con escuadría, con ex-
cepción de madera en rollo y labrada, cumplan con el de-
ber de informar periódicamente sobre la procedencia y des-
tino de los productos forestales maderables, previa
inscripción en el registro.

De ahí nuestra coincidencia con la iniciadora, en cuanto a
su propuesta de incluir en el párrafo primero del artículo
115 de la ley, a quienes realicen el almacenamiento y trans-
formación, o ambos, de las materias primas forestales, sus
productos y subproductos, incluida madera aserrada o con
escuadría, entre los obligados a acreditar la legal proce-
dencia de las mismas, ya que hasta ahora solo se obliga a
quienes realizan el transporte.

Asimismo, consideramos también procedente la propuesta
de adición de un párrafo segundo al artículo 115, con el ob-
jeto de construir un sistema eficiente de monitoreo del ori-
gen y destino de los productos forestales maderables, a tra-

vés de la verificación integral de su legal procedencia, li-
mitando así su comercio ilegal.

De la misma manera, estimamos procedente la propuesta
planteada por la iniciadora, en el sentido de incluir el con-
cepto de producto forestal maderable, ya que se trata de re-
gular sobre bienes obtenidos de un proceso de trasforma-
ción de materias primas maderables. En congruencia con lo
anterior, adicionar una nueva fracción X al artículo 51 de
la ley, recorriéndose en su orden, la actual fracción X, con
el propósito de que se inscriban en el Registro Nacional
Forestal, las carpinterías, madererías, centros de produc-
ción de muebles y otros no integrados a un centro de tras-
formación primaria, cuya materia prima la constituyan pro-
ductos maderables con escuadría, con excepción de madera
en rollo y labrada.

En el afán de implementar completo el proceso de inscrip-
ción en el Registro Nacional Forestal, advertimos acertado
el proyecto de la Iniciadora, en cuanto a la propuesta de in-
corporar un Artículo Transitorio en el que se prevea que los
titulares de las carpinterías, madererías, centros de produc-
ción de muebles y otros no integrados a un centro de tras-
formación primaria, cuya materia prima la constituyan
productos maderables con escuadría, con excepción de ma-
dera en rollo y labrada, deberán estar inscritos en el Regis-
tro Nacional Forestal en un plazo de 12 meses, contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto.

Por otro lado, esta comisión dictaminadora reconoce váli-
da la propuesta de la Iniciadora, en el sentido de reformar
el párrafo primero del artículo 128 de la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, con el propósito de incluir
los aprovechamientos de recursos forestales no madera-
bles, entre quienes deben ser sujetos a vedas forestales,
previa consulta del Ejecutivo federal.

En la consideración de que el Fondo Forestal Mexicano es
gobernado por el Comité Mixto que además lo opera, esti-
mamos conducente la propuesta de la diputada Graciela
Saldaña Frayre en el sentido de reformar el párrafo segun-
do, y adicionar un párrafo tercero, ambos del artículo 142
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, con
el objeto, como se ha dicho, de que el Comité Mixto es
quien lo gobierna y no solo lo opera. Además, el Comité
Mixto debe incluir la representación del sector público de
las entidades federativas al igual de las organizaciones pri-
vadas y sociales de productores forestales. Ante la posible
formación de fondos forestales regionales, estatales o loca-
les, éstos deben incluir gobiernos de manera similar a los
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de órganos colegiados representativos de la conformación
del consejo forestal que corresponda. 

Por lo expuesto y fundado, y para los efectos de lo dis-
puesto en la fracción a) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de
Medio Ambiente y Recursos Naturales somete a la consi-
deración del honorable pleno de la Cámara de Diputados,
el siguiente dictamen con proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley General de Desarrollo Forestal Sus-
tentable

Artículo Único. Se reforman los artículos 7, fracción
XLIII; 20, primero y segundo párrafos; 71; 74, la fracción
III; 107; 112, primero y segundo párrafos y actual tercer
párrafo; 115, primer párrafo; 128, primer párrafo; 142, se-
gundo párrafo, y la denominación del capítulo IV, Del
Transporte, Almacenamiento y Transformación de las Ma-
terias Primas Forestales y Productos Forestales Madera-
bles, del Titulo Cuarto; se adicionan los artículos 9 Bis;
20, con un párrafo tercero; 20 Bis; 51, con una fracción X,
pasando la actual X a ser fracción XI; 112, con un tercer
párrafo, pasando el actual párrafo tercero a ser cuarto pá-
rrafo; 115, con un segundo párrafo; 142, con un tercer pá-
rrafo, pasando el actual párrafo tercero a ser cuarto párrafo
y se deroga el artículo 99 de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 7. …

I. a XLII. …

XLIII. Terreno preferentemente forestal: Aquel que
pueda sufrir degradación permanente para brindar
servicios ambientales, así como capacidad producti-
va, aumentar su vulnerabilidad climática o baja in-
filtración hídrica si se somete a un uso diferente del
forestal, y el que se encuentre en terrenos identifica-
dos como corredores biológicos por la autoridad
competente;

XLIV. a LII. …

Artículo 9 Bis. El presidente del Servicio Nacional Fo-
restal deberá convocar a sus integrantes por lo menos a
dos reuniones al año, y en forma extraordinaria, cuan-
do la naturaleza de algún asunto de su competencia así
lo exija.

Artículo 20. La comisión tendrá como órgano de gobierno
a una Junta de Gobierno, que será la máxima autoridad del
organismo y estará integrada por los titulares de las Secre-
tarías de la Defensa Nacional; Hacienda y Crédito Público;
Desarrollo Social; Medio Ambiente y Recursos Naturales;
Economía; Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pes-
ca y Alimentación; Reforma Agraria y Turismo, así como
de la Comisión Nacional del Agua. La Junta de Gobierno
solicitará a los gobiernos de las entidades federativas
que de manera conjunta designen a dos representantes
y sus respectivos suplentes. A propuesta de la Junta de
Gobierno, el titular del Ejecutivo federal designará co-
mo miembros de la propia Junta a un representante del
sector social de silvicultores, un representante de los
empresarios industriales forestales y a un representan-
te de una organización ciudadana de prestigio y expe-
riencia relacionada con las atribuciones de la comisión.
La junta será presidida por el titular de la secretaría.

Los miembros de la Junta de Gobierno gozarán de voz y
voto en las sesiones de la misma. Cada titular de las se-
cretarías, integrante de este órgano colegiado, deberá
nombrar un suplente con nivel jerárquico de subsecretario;
en el caso de la Comisión Nacional del Agua, deberá tener
nivel de subdirector general.

La Junta de Gobierno, cuando así lo considere conve-
niente, podrá invitar a sus sesiones a los titulares de las
demás dependencias y entidades de la administración
pública federal, así como a otros representantes de los
gobiernos de las entidades federativas y de los munici-
pios, a representantes del sector social de silvicultores y
de organizaciones privadas de productores forestales, y
de la sociedad organizada, los cuales podrán intervenir
con voz, pero sin voto.

Artículo 20 Bis. La Junta de Gobierno tendrá las atri-
buciones indelegables siguientes:

I. Aprobar y evaluar los programas y proyectos a
cargo de la comisión;

II. Aprobar, de conformidad con la presente ley y sus
reglamentos, presupuesto y operaciones de la comi-
sión, supervisar su ejecución, así como conocer y
aprobar los informes que presente el director gene-
ral;

III. Nombrar y remover a propuesta del director ge-
neral de la comisión a los servidores públicos de la
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comisión de los niveles central y regional, que ocu-
pen cargos con las dos jerarquías administrativas in-
feriores a la de aquél;

IV. Acordar los asuntos que se sometan a su conside-
ración en materia de desarrollo forestal sustentable
y sobre los bienes y recursos de la comisión;

V. Conocer y acordar las políticas y medidas que per-
mitan la programación para el desarrollo forestal
sustentable y la acción coordinada entre las depen-
dencias de la administración pública federal y otras
que deban intervenir en materia forestal;

VI. Aprobar los términos en que se podrán gestionar
y concertar los créditos y otros mecanismos de fi-
nanciamiento que requiera la comisión;

VII. Para el caso de quebranto en la ejecución y
cumplimiento de los programas y proyectos a que se
refiere la Fracción I y de los asuntos acordados a que
se refiere la fracción IV, poner en conocimiento los
hechos ante la Contraloría Interna de la comisión;

VIII. Aprobar el Manual de integración, estructura
orgánica y funcionamiento de la comisión a propues-
ta de su director general, así como las modificacio-
nes, en su caso, y

IX. Las demás que se señalen en la presente Ley o sus
reglamentos y las que sean necesarias para el cum-
plimiento de su objeto.

Artículo 51. …

…

I. a VIII. …

IX. Las autorizaciones de funcionamiento de centros de
almacenamiento y transformación de materias primas
forestales;

X. Los datos de funcionamiento de carpinterías, ma-
dererías, centros de producción de muebles y otros
no integrados a un centro de trasformación prima-
ria, cuya materia prima la constituyan productos
maderables con escuadría, con excepción de madera
en rollo y labrada, y

XI. Los demás actos y documentos que se señalen en el
Reglamento de esta ley.

Artículo 71. Queda prohibido a los titulares de las autori-
zaciones adelantar el plan de corta autorizado en el progra-
ma de manejo o alterar en forma alguna el calendario apro-
bado por la Secretaría, salvo que existan causas
meteorológicas y sanitarias, fehacientemente demostradas
ante la Secretaría.

Artículo 74. …

I. y II. …

III. Tratándose de ejidos y comunidades, deberán pre-
sentar original o copia certificada del acta de asam-
blea, inscrita o en proceso de inscripción en el Regis-
tro Agrario Nacional en la que se contenga el acuerdo
para llevar a cabo el aprovechamiento, y copia para su
cotejo; así como original o copia certificada del Regla-
mento interno o Estatuto Comunal en el cual se defi-
nan las obligaciones y formas de participación en las la-
bores de cultivo, protección y fomento de sus recursos,
y copia para su cotejo;

IV. a VI. ...

Artículo 99. Se deroga.

Artículo 107. Cualquier persona física o moral que
acredite su competencia y capacidad de acuerdo con lo
que establezca el Reglamento para tal efecto, podrá
prestar servicios técnicos forestales, previa inscripción
en el Registro. Los prestadores de estos servicios po-
drán ser contratados libremente. La Comisión promo-
verá el establecimiento de parámetros y criterios para
la determinación de honorarios por estos servicios. El
Reglamento establecerá las medidas para encuadrar la
prestación de los Servicios Técnicos Forestales en el Sis-
tema Nacional de Capacitación y Asistencia Técnica pa-
ra el Desarrollo Rural Sustentable, de acuerdo con la
legislación aplicable; la Secretaría emitirá las Normas
Oficiales Mexicanas para determinar los procedimien-
tos, modalidades y requisitos que deberán observarse
para la prestación, evaluación y seguimiento de estos
servicios precisando diversas especialidades por activi-
dad y por ecosistema.

Artículo 112. La comisión, en coordinación con los conse-
jos forestales de las entidades federativas, delimitará las
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unidades de manejo forestal, tomando como base preferen-
temente las cuencas, subcuencas y microcuencas hidroló-
gico-forestales.

La comisión y los gobiernos de las entidades federativas,
promoverán la organización de los titulares de aprovecha-
mientos forestales, cuyos terrenos estén ubicados dentro
una unidad de manejo forestal, a efecto de realizar con-
juntamente actividades que requieren de la integración
territorial de escala regional y dejando la gestión del
manejo forestal predial en manos de los dueños de los
terrenos de manera individual o a través de las organi-
zaciones que libremente decidan constituir.

En ningún caso se condicionará el otorgamiento de au-
torizaciones de aprovechamiento forestal o el acceso a
los programas de apoyo a la actividad o al fortaleci-
miento organizativo, a la participación en la organiza-
ción gestora de las actividades forestales regionales
dentro de la unidad de manejo forestal.

Las actividades consideradas de aplicación conjunta en
la unidad de manejo forestal son:

I. a IX. …

Capítulo IV
Del Transporte, Almacenamiento y Transformación 

de las Materias Primas Forestales 
y Productos Forestales Maderables

Artículo 115. Quienes realicen el transporte, almacena-
miento y o transformación de las materias primas fores-
tales, sus productos y subproductos, incluida madera ase-
rrada o con escuadría, con excepción de aquellas
destinadas al uso doméstico, deberán acreditar su legal pro-
cedencia con la documentación que para tal efecto expidan
las autoridades competentes, de acuerdo con lo previsto en
el Reglamento, normas oficiales mexicanas o demás dispo-
siciones aplicables.

Las carpinterías, madererías, centros de producción de
muebles y otros no integrados a un centro de trasfor-
mación primaria, cuya materia prima la constituyan
productos maderables, con excepción de madera en ro-
llo y labrada deberán informar periódicamente a la Se-
cretaría de la procedencia y destino de sus productos fo-
restales maderables, previa inscripción en el registro.

Artículo 128. El Ejecutivo federal, con base en los estu-
dios técnicos que se elaboren para justificar la medida, pre-
via opinión técnica de los Consejos y respetando la garan-
tía de audiencia de ejidatarios, comuneros y demás
propietarios o poseedores de los terrenos afectados, así co-
mo de los titulares de autorizaciones de aprovechamiento
de recursos forestales maderables, no maderables y fores-
tación sobre dichos terrenos, podrá decretar, como medida
de excepción, vedas forestales cuando éstas:

I. a III. ...

...

...

...

...

...

Artículo 142. …

El Fondo Forestal Mexicano estará gobernado por un Co-
mité Mixto, en él habrá una representación equilibrada y
proporcionada del sector público federal, así como del sec-
tor público de las entidades federativas, y de las organi-
zaciones privadas y sociales de productores forestales.

La formación de fondos forestales regionales, estatales
o locales incluirá invariablemente el gobierno por un
órgano colegiado representativo de la conformación del
consejo forestal que corresponda.

La existencia del fondo no limita la creación de diversos
fondos privados o sociales que tengan una relación directa
con el desarrollo forestal.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Con la entrada en vigor del presente
decreto, el Poder Ejecutivo federal deberá revisar y modi-
ficar el reglamento de la Ley General de Desarrollo Fores-
tal Sustentable, en relación con los artículos que reglamen-
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ten las disposiciones legales modificadas, en un término
que no exceda los 60 días naturales una vez que entre en vi-
gor de la presente.

Artículo Tercero. Los titulares de las carpinterías, made-
rerías, centros de producción de muebles y otros no inte-
grados a un centro de trasformación primaria, cuya materia
prima la constituyan productos maderables con escuadría,
con excepción de madera en rollo y labrada deberán estar
inscritos en el Registro Forestal Nacional en un plazo de 12
meses, contados a partir de la entrada en vigor del presen-
te decreto.

Artículo Cuarto. La secretaría deberá expedir en un plazo
de 12 meses, contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, las normas oficiales mexicanas señaladas
en el artículo 107 de esta ley, para determinar los procedi-
mientos, modalidades y requisitos que deberán observarse
para la prestación, evaluación y seguimiento de los servi-
cios técnicos forestales, precisando diversas especialidades
por actividad y por ecosistema.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Lourdes Adriana López Moreno (rúbrica), presidenta; Minerva Casti-
llo Rodríguez (rúbrica), Érika Yolanda Funes Velázquez (rúbrica), Jo-
sé Pilar Moreno Montoya (rúbrica), María Concepción Navarrete Vital
(rúbrica), María Isabel Ortiz Mantilla (rúbrica), Gerardo Peña Avilés
(rúbrica), Claudia Elena Águila Torres (rúbrica), Cristina Olvera Ba-
rrios (rúbrica), Ricardo Astudillo Suárez, Darío Badillo Ramírez, Ma-
rio Miguel Carrillo Huerta (rúbrica), Eufrosina Cruz Mendoza, José
Luis Esquivel Zalpa (rúbrica), Juan Manuel Fócil Pérez (rúbrica), Ma-
rina Garay Cabada (rúbrica), Rodrigo González Barrios (rúbrica), Ga-
briel Gómez Michel (rúbrica), Patricia Lugo Barriga (rúbrica), Ossiel
Omar Niaves López (rúbrica), Ramón Antonio Sampayo Ortiz (rúbri-
ca), Aída Fabiola Valencia Ramírez (rúbrica), Alfio Vega de la Peña
(rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. De conformidad con lo que establece el artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cumple con
la declaratoria de publicidad.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artícu-
los 343-A, 343-C y 343-E de la Ley Federal del Trabajo.

El Secretario diputado Ángel Cedillo Hernández: «Dic-
tamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de los artículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-E de
la Ley Federal del Trabajo

Honorable Asamblea

A la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la LXII Le-
gislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, le fue turnada, para su estudio y elabo-
ración del dictamen correspondiente, la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona los ar-
tículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-E de la Ley Federal del
Trabajo, en relación con actividades de la industria minera,
en lo que toca a prospección, preparación, explotación, ex-
ploración, extracción; seguridad y riesgos de trabajo en di-
chas actividades, presentada por el diputado Adolfo Boni-
lla Gómez integrante del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, suscrita por los diputados
Manlio Fabio Beltrones Rivera, Jesús Murillo Karam y di-
versos diputados firmantes.

Con fundamento en los artículos 39 numerales 1 y 2, frac-
ción XXXVII, 3, 40, 43, 45 numeral 6, incisos e) y f), 7 y
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; 67 fracción I, 68, 79, 80 frac-
ción VI, 89, 146, 157, 182 y demás aplicables del Regla-
mento de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, emite el
siguiente dictamen:

Antecedentes

1. Con fecha 15 de noviembre de 2012, el diputado Adolfo
Bonilla Gómez integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, suscrita por los dipu-
tados Manlio Fabio Beltrones Rivera, Jesús Murillo Karam
y diversos diputados firmantes, presentó iniciativa con pro-
yecto de decreto para reformar y adicionar los artículos
343-A, 343-C, 343-D y 343-E de la Ley Federal del Traba-
jo, del Capitulo XIII bis, al Título Sexto denominado “Tra-
bajos Especiales”, de la Ley Federal del Trabajo, en rela-
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ción con actividades mineras, extracción de carbón, faenas
subterráneas, riesgos de trabajos en minas, seguridad en
extracción de carbón, y actividades diversas relacionadas
con minas, que se nos turnó a la Comisión que emite este
dictamen.

2. En esa misma sesión y acuerdo del pleno de la Cámara
de Diputados de la LXII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión mediante oficio D.G.P.L. 62-II-4-135 de
la Mesa Directiva, se turnó dicho asunto a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, asignándole el expediente nú-
mero 742.

3. Asimismo, en sesión de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, de fecha 27 de noviembre
de 2012, se presentó la iniciativa del diputado Mario Dávi-
la Delgado y suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, recibida en es-
ta comisión mediante oficio DGPL 62-II-5-242, la cual re-
forma el artículo 343-A de la Ley Federal del Trabajo.

4. De la documentación remitida, recabada y antecedentes
del procedimiento, proceso de análisis de la iniciativa de
comento propuesto por esta comisión basado en lo esen-
cial, en la experiencia y práctica Legislativa, así como en
base a los principios de economía, sencillez y concentra-
ción parlamentarias, consideramos debe analizarse, resol-
verse y dictaminarse en el presente expediente, en términos
de lo que adelante se expone, encontrando sus fundamen-
tos y razonamientos en las siguientes:

Consideraciones

I. La Comisión de Trabajo y Previsión Social, es compe-
tente para conocer y resolver de este asunto, en términos
del fundamento legal descrito en el párrafo segundo del
cuerpo del presente documento, que aquí se reproduce en
vía de repeticiones innecesarias.

II. Como método de análisis y dictamen, consideramos de-
bemos apoyarnos en la experiencia y práctica legislativa de
esta y las legislaturas pasadas, estableciendo secuencia ló-
gica entre los planteamientos formulados por los propo-
nentes; espíritu y contenido de los preceptos legales objeto
de la materia, finalidades, interpretación teleológica de la
Ley  Federal del Trabajo y del artículo 123 Constitucional,
y el enlace natural entre las causas, objeto y conclusiones a
que se llegue en el dictamen, para determinar mediante un
sencillo razonamiento, la procedencia o improcedencia de
la petición en cuestión.

III. De las constancias que integran este expediente, y de
los contenidos de las iniciativas presentadas, se desprenden
lo siguiente:

En la parte relativa a la exposición de motivos: Que las ac-
tividades mineras registran riesgos laborales generalizados
en extracción de carbón, debido a que los procesos y técni-
cas son artesanales y rudimentarios; omiten la normativi-
dad en materia de seguridad; por tanto, los riesgos en fae-
nas subterráneas son frecuentes, especialmente cuando se
utilizan explosivos o por la presencia de gases tóxicos, em-
pleo de maquinas y equipos, aguas subterráneas y otros; a
los que se suman factores humanos, las incipientes inver-
siones, dispersión geográfica, abandono, ausencia de tec-
nología, de licencias, permisos y autorizaciones legales,
que incrementan los riesgos de trabajo.

Ante esa situación, es necesario minimizar o eliminar, las
practicas mineras de elevado riesgo, e implementar las me-
didas, programas y acciones para complementar, ampliar o
adicionar, lo relativo a la seguridad minera y en la extrac-
ción de carbón en tiros verticales, cuevas y pozos carbone-
ros, que eviten y prevengan fatalidades o desgracias cono-
cidas en el medio minero y por la opinión pública.

Por los hechos ocurridos en la mina Pasta de Conchos en
Coahuila con la muerte de 65 trabajadores mineros, llamó
los reflectores de la opinión pública y de la urgencia de to-
mar medidas para la seguridad en la actividad minera, pre-
cedida de una huelga de cuyas principales peticiones eran
incrementos salariales y revisión de las medidas de seguri-
dad y salud precarias y obsoletas que prevalecían, con los
desenlaces públicamente conocidos, experiencia que dio
origen a la NOM 032, que resolvió el problema paliativa-
mente pero no de fondo, dejando prácticamente al azar que
en los meses venideros se encontraran las soluciones, lo
que totalmente a la fecha no ha acontecido y de allí en gran
parte, dar vida al problema minero en México, especial-
mente en materia de seguridad y salud.

IV. Independientemente de las causas de fondo expuestas
por los proponentes en el punto que antecede, la Industria
Minera Mexicana originalmente en la época precolonial o
prehispánica; después de la colonia también de manera ar-
tesanal y con técnicas de exploración, explotación y ex-
tracción muy primigenias, que tuvo un cierto repunte e im-
pulso a su incipiente modernidad después de la Revolución
Mexicana; y con la Constitución de 1917, a una reglamen-
tación Constitucional con la Rectoría del Estado, en lo que
hace al Desarrollo Nacional, a los conceptos de propiedad
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del Estado y  Soberanía de la Nación y la conducción a car-
go del Estado; con una reglamentación en los artículos 27
y 28 Constitucionales; sobre el dominio de las tierras,
aguas y sus accesiones; explotación de minas y aguas; co-
rrespondiéndole el otorgamiento de las concesiones a par-
ticulares en relación con la explotación, exploración y ex-
tracción de minas y por el propio Estado o por las entes e
instituciones que lo conforman; donde el Estado se con-
vierte en conductor, guía y director en actividades mineras;
facultades que le alcanzan para expedir la legislación y re-
glamentos necesarios; pero además, para implementar las
políticas de Desarrollo, Planeación e Impulso Minero, pa-
ra establecer los paramentaros medidas y programas que
exijan y promuevan, la modernización no solo de las nor-
matividades, adecuándolas a las exigencias contemporáne-
as, y a las propias de la industria minera; situándolas den-
tro del marco internacional, como una exigencia del
fenómeno globalizador a nivel mundial.

Desarrollada por años la minería en nuestro país, aún se si-
guen procesos y técnicas artesanales y rudimentarias; se
carece de las medidas normativas en materia de seguridad,
que generan múltiples riesgos laborales; la maquinaria y
equipos no responden a las exigencias del peligro o de las
propias condiciones de prospección, preparación, extrac-
ción, explotación o exploración. Si bien se anuncian inver-
siones millonarias, eso no es necesariamente síntoma o re-
flejo de modernización, o con lo cual se ataquen las causas
de fondo de la inseguridad.

Se requiere además de lo anterior, que el Estado diseñe po-
líticas adecuadas, como rector, por atribución Constitucio-
nal, generando la legislación que facilite la comprensión
clara, para accesar al medio de exigencias, que nuestra in-
dustria minera contemporánea exige.

Las inversiones que públicamente anuncia Grupo Minero
México o Industrial Minera México, uno de los principales
exploradores, explotadores o extractores mineros de nues-
tro país y aun en el extranjero, son buenas para reactivar la
planta productiva y por ende el mercado interno, requirien-
do regulación jurídica adecuada.

En ese sentido las inquietudes planteadas por los propo-
nentes de la iniciativa con proyecto de decreto, para refor-
mar y adicionar los artículos 343-A, 343-C, 343-D y 343-
E del Capítulo XIII bis, relativo “De los trabajos en
Minas”, del Titulo Sexto de la Ley Federal del Trabajo que
analiza las necesidades, requerimientos y exigencias de
nuestra industria minera, resultan procedentes.

V. No obsta a lo anterior y en complemento a la justifica-
ción que esta Comisión se permite expresar para la proce-
dencia de la Iniciativa de comento, que en el periodo del 17
de septiembre al 30 de noviembre ambos del año 2012, tan-
to en la Cámara de Diputados como en la de Senadores, se
analizó, discutió y dictaminó en ambas soberanías el pro-
yecto de decreto del Ejecutivo federal de 1 de diciembre de
2012, llamado iniciativa preferente, por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral del Trabajo, proceso que culminó con el decreto de
29 de noviembre de 2012, publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 30 del mismo año, el cual entró en vigor al
día siguiente de su publicación en dicho Diario Oficial de
la Federación.

Que en el decreto en comento, se aprobaron las reformas a
los artículos 343-A, 343-B, 343-C, 343-D y 343-E de la
Ley Federal del Trabajo, quedando de la siguiente forma:

Capitulo XIII Bis
De los trabajos en minas

Artículo 343-A. Las disposiciones de este capítulo son
aplicables en todas las minas de carbón de la República
Mexicana y a todos sus desarrollos mineros en cual-
quiera de sus etapas mineras en que se encuentre, ya sea,
prospección, preparación, exploración y explotación,
independientemente del tipo de exploración y explota-
ción de que se trate, ya sean, minas subterráneas, minas
de arrastre, tajos a cielo abierto, tiros inclinados y verti-
cales, así como la extracción en cualquiera de sus mo-
dalidades, llevada a cabo en forma artesanal, mismas
que, para los efectos de esta Ley, son consideradas cen-
tros de trabajo.

Artículo 343-B. Todo centro de trabajo debe contar con
un sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo
y con un responsable de su funcionamiento, designado
por el patrón, en los términos que establezca la norma-
tividad aplicable.

Artículo 343-C. Independientemente de las obligacio-
nes que la presente Ley u otras disposiciones normati-
vas le impongan, el patrón está obligado a: 

I. Facilitar y mantener en condiciones higiénicas insta-
laciones para que sus trabajadores puedan asearse y co-
mer;
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II. Contar, antes y durante la exploración y explotación,
con los planos, estudios y análisis necesarios para que
las actividades se desarrollen en condiciones de seguri-
dad, los que deberán actualizarse cada vez que exista
una modificación relevante en los procesos de trabajo;

III. Informar a los trabajadores de manera clara y com-
prensible los riesgos asociados a su actividad, los peli-
gros que éstos implican para su salud y las medidas de
prevención y protección aplicables;

IV. Proporcionar el equipo de protección personal nece-
sario, a fin de evitar la ocurrencia de riesgos de trabajo
y capacitar a los trabajadores respecto de su utilización
y funcionamiento;

V. Contar con sistemas adecuados de ventilación y for-
tificación en todas las explotaciones subterránea, las que
deberán tener dos vías de salida, por lo menos, desde
cualquier frente de trabajo, comunicadas entre sí.

VI. Establecer un sistema de supervisión y control ade-
cuados en cada turno y frente de trabajo, que permitan
garantizar que la explotación de la mina se efectúa en
condiciones de seguridad;

VII. Implementar un registro y sistema que permita co-
nocer con precisión,  los nombres de todas las personas
que se encuentran en la mina, así como  mantener un
control de entradas y salidas de esta.

VIII. Suspender las actividades y disponer la evacua-
ción de los trabajadores a un lugar seguro en caso de
riesgo inminente para la seguridad y salud de los mis-
mos; y

IX. No contratar o permitir que se contrate a menores de
18 años.

Los operadores de las concesiones que amparen lotes
mineros, en los cuales se ubiquen los centros de traba-
jo a que se refiere este Capítulo, deberán cerciorarse de
que el patrón cumpla con sus obligaciones. Los opera-
dores de las concesiones mineras serán subsidiariamen-
te responsables, en caso de que ocurra un suceso en
donde uno o más trabajadores sufran incapacidad per-
manente parcial o total, o la muerte, derivada de dicho
suceso.

Artículo 343-D. Los trabajadores podrán negarse a
prestar sus servicios siempre y cuando la Comisión
Mixta de Seguridad e Higiene confirme que:

I. No se cuenten con la debida capacitación y adiestra-
miento que les permita identificar los riesgos a los que
están expuestos, la forma de evitar la exposición a los
mismos y realizar sus labores en condiciones de seguri-
dad.

II. El patrón no les entregue el equipo de protección per-
sonal o no las capacite para su correcta utilización.

III. Identifiquen situaciones de riesgo inminente que
puedan poner en peligro su vida, integridad física o sa-
lud o las de sus compañeros de trabajo.

Cuando los trabajadores tengan conocimiento de situa-
ciones de riesgo inminente, deberán retirarse del lugar
de trabajo expuesto a ese riesgo, haciendo del conoci-
miento de esta circunstancia al patrón, a cualquiera de
los integrantes de la Comisión de Seguridad e Higiene o
a la Inspección del Trabajo.

Enterada la Inspección del Trabajo, por cualquier medio
o forma, de que existe una situación de riesgo inminen-
te, deberá constatar la existencia de dicho riesgo, a tra-
vés de los inspectores del Trabajo que comisione para
tal efecto y de manera inmediata, ordenar las medidas
correctivas o preventivas en materia de seguridad e hi-
giene con la finalidad de salvaguardar la vida, la inte-
gridad física o la salud de los trabajadores. Dichas me-
didas podrán consistir en la suspensión total o parcial de
las actividades de la mina e inclusive en la restricción de
acceso de los trabajadores al centro de trabajo hasta en
tanto no se adopten las medidas de seguridad necesarias
para inhibir la ocurrencia de un siniestro.

En caso de que un patrón se niegue a recibir a la autori-
dad laboral, esta podrá solicitar el auxilio de la fuerza
pública, Federal, Estatal o Municipal, según sea el caso,
para ingresar al centro de trabajo y cumplir con sus fun-
ciones de vigilancia del cumplimiento de la normativi-
dad laboral. La inspección del Trabajo deberá notificar
esta circunstancia a la autoridad minera para que ésta
proceda a la suspensión de obras y trabajos mineros en
los términos de la Ley de la materia. 
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Artículo 343-E. A los responsables y encargados direc-
tos de la operación y supervisión de los trabajos y des-
arrollos mineros, que dolosamente o por negligencia
omitan implementar las medidas de seguridad previstas
en la normatividad, y que hayan sido previamente iden-
tificados por escrito en dictamen fundado y motivado de
la autoridad competente, se les aplicarán las penas si-
guientes:

I. Multa de hasta 2 mil veces el salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal, cuando por omisión se
produzca un riesgo de trabajo, que genere a uno o varios
trabajadores una incapacidad permanente parcial.

II. Multa de hasta 3 mil 500 veces el salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal, cuando por su omi-
sión se produzca un riesgo de trabajo, que genere a uno
o varios trabajadores una incapacidad permanente total.

VI. Conforme a lo anterior y como se expresó por los
proponentes Adolfo Bonilla Gómez y otros, presentaron
iniciativas de reformas y adiciones a los artículos 343-
A, 343-C, 343-D y 343-E de la Ley Federal del Traba-
jo, aduciendo en forma esencial: que el título del capí-
tulo XIII Bis debía llamarse: De los trabajos en minas de
carbón, dado que el conjunto de los artículos de dicho
capítulo adicionado al Título Sexto de la Ley Federal
del Trabajo, estaba encausado en lo esencial a la regla-
mentación de los trabajos en minas de carbón y de allí,
la justificación del nombre correcto que debía asignár-
sele y desde luego tomar en cuenta la iniciativa del dipu-
tado Mario Dávila Delgado, para adicionar el artículo
343-A, en términos de su propuesta antes referida.

Análisis y valoración de los textos normativos propues-
tos

Los proponentes de las iniciativas sostienen que deben re-
formar y adicionarse los artículos 343-A, 343-C, 343-D y
343-E, en los siguientes términos:

Artículo 343 A. …

Queda prohibido el trabajo en tiros verticales para
la extracción de carbón, a profundidades menores de
100 metros ó mediante el empleo de botes, en este ca-
so, la extracción de carbón, deberá realizarse me-
diante tajos a cielo abierto y tiros inclinados; Asimis-
mo queda prohibido, el trabajo en minas conocidas
como cuevas y pozos carboneros, entendiéndose por

esto a los trabajos de extracción de carbón en tiros
verticales en forma artesanal, en donde las activida-
des mineras se llevan a cabo sin contar con las licen-
cias, permisos y autorizaciones requeridas para este
tipo de obras, no contando con las medidas de segu-
ridad que correspondan de acuerdo a la normativi-
dad vigente, para proteger la vida de los trabajado-
res.

Aduciéndose entre otras cosas que dicho párrafo formaba
parte de la propuesta original que fue omitido formar parte
de dicho precepto adicionado, por lo que deberá reconside-
rarse su inclusión tanto por cuestiones de seguridad y sa-
lud, por la definición establecida en el párrafo primero que
permitiera esclarecer su contenido.

Tampoco es óbice a lo anterior, como ya se expresó, el
Diputado Mario Dávila Delgado y demás firmantes del
Partido Acción Nacional, aduciendo en lo esencial que el
mismo párrafo segundo antes transcrito, ya formaba parte
del artículo 343-A de la minuta enviada al Senado, pero
que no se incluyó finalmente, debiéndose incluir y de allí
la propuesta de iniciativa formulada por el citado diputado
Dávila Delgado, e igualmente cuestiones de seguridad, sa-
lud, trabajo en tiros verticales de carbón como parte de la
regulación del párrafo primero, y desde luego clarificarse
para el caso de la extracción, mediante el empleo de botes
que resulta procedente agregarse.

En lo que hace al artículo 343-C, debían clarificarse las
obligaciones del patrón, en el caso de la fracción V, que
permitiera ubicar a las personas en la mina y agregarle al
párrafo último, la sustitución de operador por titular, a fin
de determinar claramente su carácter, quienes deberían te-
ner responsabilidad solidaria y no subsidiaria.

En el caso de 343-D, eliminar la facultad confirmatoria que
tiene la Comisión Mixta de Seguridad e Higiene en los su-
puestos de las fracciones I, II y III del actual texto refor-
mado es conveniente, y conferirle al trabajador la negativa
para prestar sus servicios en los casos de no contar con ca-
pacitación y adiestramiento, protección personal o identifi-
cación de los riesgos inminentes también es conveniente,
dado que la Comisión tiene una función regulatoria y en
veces de sanción en dicha materia y esto sería ajeno a la de-
cisión propia del trabajador, como se lo atribuía el artículo
ya reformado, concentrando la negativa a una atribución
del trabajador sin que la Comisión deba confirmar y obli-
gación del patrón, debiéndose eliminar esa facultad confir-
matoria a la Comisión y darle el derecho al trabajador de
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negarse a prestar sus servicios de no cumplirse los supuestos
de las tres fracciones antes indicadas del precepto en cita.

En el caso del 343-E, sostener la conducta dolosa, y cam-
biar la negligente por la de culpa grave por omisión, lo que
nos parece inapropiado, dado que la reforma aprobada en
este precepto distinguía la conducta intencional o dolosa
con la de culpa, imprudencia o no intencional como negli-
gente; asimismo no sería correcto eliminar en este primer
párrafo la parte que dice …y que hayan visto previamen-
te identificados por escrito en dictamen fundado y mo-
tivado de la autoridad competente…, a nuestro juicio es
correcto se sostenga el dictamen fundado y motivado de
autoridad competente que da seguridad jurídica al trabaja-
dor, y permite mayor claridad a la responsabilidad y san-
ción por los sujetos y por las conductas.

Asimismo la propuesta sugiere la adición de las fracciones
III ampliando prisión de 3 a 6 años, y multa hasta de 5 mil
veces el salario mínimo cuando se produzca la muerte de
los trabajadores y una fracción IV ampliando la prisión de
6 a 9 años y la multa hasta de 10 mil veces el salario míni-
mo en el caso de muerte de trabajadores en la extracción
del carbón en tiros verticales a profundidades menores a
100 metros, y en cuevas y pozos carboneros y en los tiros
verticales, sin contar con las licencias, permisos y autori-
zaciones por omisión de las medidas de seguridad, con lo
cual consideramos procedente, para clarificar el contenido
de los preceptos reformados y adicionados en el Decreto
del 29 de noviembre de 2012, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 30 de noviembre de 2012.

No obstante lo anterior, la comisión dictaminadora en se-
sión ordinaria de fecha 4 de abril de 2013, manifestó que
referente a la propuesta de la fracción V del artículo 343-C
de la Ley Federal del Trabajo, debe quedar actualmente co-
mo se encuentra en el ordenamiento vigente, ya que ésta
obliga al patrón, a contar con vías de salida en explotacio-
nes subterráneas desde cualquier frente de trabajo, facili-
tando en caso de cualquier incidente la evacuación de los
trabajadores de una manera ágil, insistiendo con ello, que
esta medida puede salvar la vida de los mismos en caso de
una explotación, derrumbe o cualquier otra contingencia
que se suscite, por lo que dicha dictaminadora aprobó que
dicha fracción del citado artículo se conserve en sus térmi-
nos vigente.

Asimismo, y por lo que ve a la propuesta del artículo 343-
D, referente a eliminar la facultad confirmatoria que tiene
la Comisión Mixta de Seguridad e Higiene en los supues-

tos de las fracciones I, II y III del actual texto, los legisla-
dores integrantes de ésta dictaminadora aprobaron de igual
forma el conservar el texto vigente de dicho artículo, ya
que en el seno de la discusión manifestaron que ante la ne-
gativa del trabajador a prestar sus servicios bajo cualquie-
ra de las tres hipótesis establecidas, dicha decisión debe es-
tar respaldada y confirmada por la citada Comisión, a
efecto de que ésta verifique que efectivamente existe in-
cumplimiento por parte del patrón al no estar brindando a
los trabajadores las medidas previstas, al tener la Comisión
funciones regulatorias y de sanción, la cual al confirmar el
incumplimiento debe proceder conforme a sus atribucio-
nes.

Conforme a los antecedentes, consideraciones y justifica-
ciones expuestas en el presente documento, esta Comisión
somete a la consideración del Pleno de esta Honorable
Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforman los artículos 343-C fracción
VII y último párrafo y 343-E primer párrafo, y se adicio-
nan los artículos 343-A segundo párrafo y 343-E fracciones
III y IV de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como
sigue:

Artículo 343-A. …

Queda prohibido el trabajo en tiros verticales para la
extracción de carbón, a profundidades menores de 100
metros o mediante el empleo de botes, en este caso, la
extracción de carbón, deberá realizarse mediante tajos
a cielo abierto y tiros inclinados; asimismo queda pro-
hibido, el trabajo en minas conocidas como cuevas y po-
zos carboneros, entendiéndose por esto, a los trabajos
de extracción de carbón en tiros verticales en forma ar-
tesanal, en donde las actividades mineras, se llevan a
cabo, sin contar con las licencias, permisos y autoriza-
ciones requeridas para este tipo de obras, no contando
con las medidas de seguridad que correspondan de
acuerdo a normatividad vigente, para proteger la vida
de los trabajadores.

Artículo 343-C. Independientemente de las obligaciones
que la presente Ley u otras disposiciones normativas le im-
pongan, el patrón está obligado a:

I. a VI. …
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VII. Implementar un registro y sistema que permita co-
nocer con precisión, en tiempo real y en cualquier mo-
mento, los nombres de todas las personas que se en-
cuentran en la mina, así como la ubicación de las
mismas;

VIII. y IX. …

Los titulares de las concesiones que amparen lotes mine-
ros, en los cuales se ubiquen los centros de trabajo a que se
refiere este capítulo, deberán cerciorarse de que el patrón
cumpla con sus obligaciones. Los titulares de las conce-
siones mineras serán solidariamente responsables, en caso
de que ocurra un suceso en donde uno o más trabajadores
sufran incapacidad permanente parcial o total, o la muerte,
derivada de dicho suceso.

Artículo 343-E. A los responsables y encargados directos
de la operación y supervisión de los trabajos y desarrollos
mineros, que dolosamente o por negligencia, omitan im-
plementar las medidas de seguridad previstas en la norma-
tividad, y que hayan sido previamente identificados por es-
crito en dictamen fundado y motivado de la autoridad
competente, se les aplicarán las penas siguientes:

I. y II. …

III. Prisión de 3 a 6 años y multa de hasta 5 mil ve-
ces el salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, cuando por la omisión produzca la muerte
de uno o varios trabajadores.

IV. Prisión de 6 a 9 años y multa de hasta 10 mil ve-
ces el salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, cuando se produzca la muerte de uno o va-
rios trabajadores, por la realización de trabajos de
extracción de carbón, mediante tiros verticales a
profundidades menores de 100 metros y en cuevas y
pozos carboneros, cuando se realicen trabajos de ex-
tracción de carbón en tiros verticales en forma arte-
sanal, sin contar con las licencias, permisos y autori-
zaciones requeridas para este tipo de obras y donde
no se observen, las medidas de seguridad que corres-
pondan, para proteger la vida de los trabajadores.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 4 días del mes de
abril del año dos mil trece.

La Comisión de Trabajo y Previsión Social, diputados: Claudia
Delgadillo González (rúbrica), presidenta; Jorge del Ángel Acosta (rú-
brica), Francisco Grajales Palacios, Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez,
Fernando Salgado Delgado, Karina Labastida Sotelo (rúbrica), Rafael
Alejandro Micalco Méndez, Ramón Montalvo Hernández (rúbrica),
Margarita Elena Tapia Fonllem, Luisa María Alcalde Luján (rúbrica),
José Angelino Caamal Mena (rúbrica), secretarios; Carlos Humberto
Aceves y del Olmo, Luis Ricardo Aldana Prieto (rúbrica), Elsa Patricia
Araujo de la Torre (rúbrica), Marco Antonio Barba Mariscal (rúbrica),
Silvano Blanco Deaquino (rúbrica), José Alfredo Botello Montes (rú-
brica), Juan Bueno Torio (rúbrica), María del Socorro Ceseñas Chapa
(rúbrica), Patricio Flores Sandoval (rúbrica), Gaudencio Hernández
Burgos (rúbrica), Esther Angélica Martínez Cárdenas (rúbrica), María
Leticia Mendoza Curiel (rúbrica), Esther Quintana Salinas (rúbrica),
Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica), Alfredo Zamora García.»

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada Claudia Delgadillo
González, para fundamentar el dictamen por la comisión.

La diputada Claudia Delgadillo González: Buenos días,
diputados y diputadas de esta honorable Cámara. Me per-
mito manifestar que la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, que me honro en presidir, el pasado jueves aprobó
el dictamen a la iniciativa que reforma los artículos 343-C,
fracción VII y último párrafo y el 343-E, primer párrafo, y
se adicionan los artículos 343-A, segundo párrafo, y 343-
E, fracción III y IV, de la Ley Federal del Trabajo, en rela-
ción con actividades mineras, extracción de carbón, faenas
subterráneas, riesgos de trabajo en minas, seguridad en la
extracción de carbón y actividades diversas, relacionadas
con minas.

Dentro de esta comisión, los diversos grupos parlamenta-
rios han vertido su preocupación e interés por este tema,
por lo que agradezco a todos el gran apoyo brindado a los
trabajos realizados, obteniendo como resultado un consen-
so en cuanto al dictamen, con participación de todos los in-
tegrantes, de manera plural y democrática. La explotación
de minerales ha sido históricamente una de las actividades
o trabajos más riesgosos que existen, y en los últimos años
se han registrado una gran cantidad de tragedias dentro de
esta actividad.

El 19 de febrero del año 2006, en San Juan de Sabinas, Co-
ahuila, se vivió la tragedia que todos conocimos en la mi-
na de carbón de Pasta de Conchos, en donde un total de 65
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mineros quedaron atrapados dentro de esta mina. Esto lla-
mó los reflectores de la opinión pública y de la urgencia de
tomar medidas de seguridad en la actividad minera, prece-
dida de una huelga cuyas principales peticiones eran incre-
mentos salariales y revisión a las medidas de seguridad y
salud precarias y obsoletas que prevalecían en esta mina,
con desenlaces públicamente conocidos.

En México, la seguridad de las minas es prácticamente nu-
la e inexistente. Es precisamente el estado de Coahuila el
que tiene la estadística más alta de tragedias. Nuestro país
enfrenta problemas con la Organización Internacional del
Trabajo por el hecho de mantener la misma política de ins-
pección, seguridad e higiene en las minas.

A raíz de lo que pasó en la mina de Pasta de Conchos, la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social creó el programa
denominado Fortalecimiento de la inspección federal en
seguridad y salud en el trabajo para la región carbonífera.
Este programa tuvo tres fases donde se visitaron un total de
56 empresas mineras, con un total de 8 mil 725 trabajado-
res; en esta mina se dictaron mil 658 medidas de seguridad
e higiene; se detectaron 596 violaciones directas en esta
materia y se encontraron 237 violaciones directas en mate-
ria de condiciones generales de trabajo.

Económicamente hablando, de acuerdo con la Cámara Mi-
nera de México (Camimex) y con la Secretaría de Econo-
mía, en el 2011 la industria minera mexicana se consolidó
como el cuarto sector productivo, tan solo después de lo
generado por la producción de petróleo, de la industria au-
tomotriz, así como de las remesas que entran en este país.

La producción del sector minero alcanzó 20 mil 148 millo-
nes de dólares, superando por segundo año consecutivo la
generación de divisas de la industria turística que alcanzó
11 mil 663 millones de dólares.

Pero todos estos números económicos tendrían una ten-
dencia a mejorar si se regulan las condiciones de seguri-
dad, y si logramos competir con los primeros lugares del
mundo en el sector, lo que a la larga mejoraría nuestra eco-
nomía y, sobre todo, la vida laboral de los trabajadores y la
vida económica de los mexicanos.

Pese a que la minería en nuestro país ha sido desarrollada
por muchos años, aún se siguen procesos y técnicas artesa-
nales rudimentarias; se carece de medidas normativas en
materia de seguridad, que generan múltiples riesgos labo-
rales; la maquinaria y equipos no responden a las exigen-

cias del peligro o de las propias condiciones de prospec-
ción, preparación, extracción, explotación o exploración.
Si bien se anuncian inversiones millonarias, eso no es ne-
cesariamente síntoma o reflejo de modernización, o con lo
cual se ataquen las causas de fondo de la inseguridad.

Con este dictamen buscamos que todos los centros de tra-
bajo cuenten con un sistema de gestión de seguridad y sa-
lud con su respectivo responsable de funcionamiento, asi-
mismo se debe contar con estudios, planos y análisis para
las actividades que se desarrollen en condiciones de segu-
ridad y se debe informar de manera puntual a los trabaja-
dores de los peligros y riesgos que éstos corren en su tra-
bajo, además de contar con sistemas adecuados de
ventilación, fortificación en todas las explotaciones subte-
rráneas. También se debe tener un sistema de supervisión y
control que garantice la explotación de la mina bajo las
condiciones de seguridad.

De lo anterior, compañeros diputados y compañeras dipu-
tadas, es fundamental contar con reformas que brinden una
mayor seguridad a los trabajadores en estas minas y, con
esto, hacer frente a un problema que ha afectado a muchas
familias en nuestro país.

Con ello se logrará un impacto en la industria minera, que
signifique para nuestro país en materia económica, y con
éste medidas que generen una mayor inversión y que a la
larga presente un mayor desarrollo a la minería en México
y, por ende, un desarrollo íntegro a nuestro país. Es cuan-
to, señor presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Está a discusión el dictamen en lo gene-
ral. Para fijar la postura de su grupo parlamentario tiene, en
primer término, el uso de la voz el diputado José Angelino
Caamal Mena, del Grupo Parlamentario del Partido Nueva
Alianza.

Mientras tanto, le doy la bienvenida a un grupo de estu-
diantes de las Universidades del estado de Oaxaca y del
CBTIS, número 2, y de Institutos Tecnológicos de las re-
giones de Tlaxiaco, San Miguel el Grande y Teposcolula.
Invitados por el diputado Samuel Gurrión Matías. Bienve-
nidos a esta sesión. Adelante, diputado.

El diputado José Angelino Caamal Mena: Con el permi-
so de la Presidencia. Me voy a referir a algunos ejemplos
de la lista de casos trágicos ocurridos en la explotación de
las minas.
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El 31 de marzo de 1969 explotó la mina de carbón Guada-
lupe, en el poblado de Barroterán, Coahuila, con saldo de
153 muertos; en Pasta de Conchos fallecieron 65 mineros
en 2006; en mayo de 2011, 14 resultaron fallecidos en San
Juan de Sabinas. Es inadmisible otro accidente fatal en las
minas de carbón por falta de condiciones de seguridad.

El objetivo de este dictamen consiste justamente en esta-
blecer las condiciones en las cuales quedará prohibida la
extracción de carbón para salvaguardar la vida de los mi-
neros; coincidimos con la comisión dictaminadora en que
es necesario anteponer la seguridad de los trabajadores y
tratar de erradicar la extracción de carbón a pequeña esca-
la que pone en riesgo la integridad y la salud de los traba-
jadores.

El Estado mexicano debe implementar medidas de super-
visión y de seguridad y sanidad en los centros mineros; sin
embargo, la poca inversión, la falta de concesiones y licen-
cias en la extracción de carbón dan como resultado centros
al margen de la ley y por tanto, carencias en las medidas de
seguridad que no pueden ser detectadas por las autorida-
des, poniendo en riesgo a los trabajadores mineros.

Las actividades mineras presentan riesgos laborales coti-
dianos e inherentes a la misma, no obstante los riesgos se
pueden contrarrestar si se toman las medidas de seguridad
necesarias.

Con esta reforma estaremos aportando a mejorar las condi-
ciones de seguridad en las minas y con ello se evitarán ac-
cidentes fatales, sobre todo en lo concerniente en la extrac-
ción del carbón.

Con la adición al segundo párrafo del artículo 343-A, se
prohíbe la extracción de carbón en tiros verticales, cuevas
y pozos de carbón, debido al peligro que implica la explo-
tación de dichos yacimientos que, por lo general, no cuen-
tan con valoraciones geológicas, análisis de riesgos o es-
tructuras sólidas en su diseño.

En el artículo 343-C, se establece que los patrones tendrán
la obligación de contar con un registro detallado y en tiem-
po real de todas las personas que ingresen a la mina, así co-
mo su ubicación. Con esta medida de seguridad, entre
otras, se permitirá agilizar las acciones de rescate en caso
de suscitarse un siniestro.

En este mismo artículo se instaura que serán los titulares de
las concesiones de las minas los que serán responsables so-

lidarios en caso de algún accidente que ocasione la muerte
o incapacidad parcial o total del trabajador.

Por último, en el artículo 343-E, se fijan penas más severas
y con prisión de tres a seis años a aquellos responsables o
encargados de las operaciones de las minas, que por negli-
gencia o por omisión falten de implementar medidas de se-
guridad pertinentes, con seis a nueve años de prisión y con
multa de 10 mil veces el salario mínimo, cuando por una
omisión de las medidas de seguridad causen la muerte de
uno o varios trabajadores en minas y tiros verticales de car-
bón.

Compañeras y compañeros diputados, en Nueva Alianza
votaremos a favor de este dictamen, por tratarse de modifi-
caciones que aportarán a la seguridad de los trabajadores
mineros. Muchas gracias por su atención. Gracias, dipu-
tado presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Tiene ahora el uso de la voz el diputado
José Arturo López Cándido, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Saludamos con gusto y les damos la bienvenida a esta se-
sión a un grupo de alumnos de diversas escuelas del muni-
cipio de Acolman, estado de México, que están aquí invi-
tados por el diputado Darío Zacarías Capuchino.

También a un grupo de alumnos de la escuela primaria Car-
los Salinas de Gortari, del municipio Valle de Chalco, So-
lidaridad, que están aquí invitados por el diputado Arturo
Cruz Ramírez. Bienvenidos todos. Adelante, diputado.

El diputado José Arturo López Candido: Con su venia,
señor presidente. La minería aporta el 1 por ciento del pro-
ducto interno bruto. Este dato del primer semestre del año
pasado. Podemos decir que la minería en México es una de
las actividades industriales principales que aporta materia
prima en siderúrgica, química y construcción.

Esta industria se debe en su mayor parte a sus trabajadores;
330 mil 420 trabajadores reporta el Instituto Mexicano del
Seguro Social en el sector minero hasta julio de 2012, aun-
que es considerado como uno de los empleos más riesgo-
sos de nuestro país.

Las diputadas y diputados tenemos la obligación de velar
por la integridad de todos los ciudadanos y es importante
mencionar que aunque el proyecto presentado por el Eje-
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cutivo federal como ley preferente el año pasado sí incluía
este aspecto al momento de dictaminar, en una sesión que
terminó hasta la madrugada, y después de varias interven-
ciones sobre este aspecto no se incluyó la protección de los
mineros.

Por lo cual, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social
hemos decidido votar en positivo este dictamen e incorpo-
rar este importante aspecto para poder proteger a los traba-
jadores de las minas por negligencias patronales y no po-
ner en riesgo más de lo que ya están a los trabajadores de
esta industria.

Ya no queremos ver noticias en primera plana en donde hu-
bo accidentes tan lamentables, como los de mina Lulú o La
Escondida, en Saltillo; mina Tayau, en Zacatecas, mina
Dolores, en San Luis Potosí; Minerías La Florida, La Es-
meralda y Pasta de Conchos en Coahuila, ésta última con-
siderada la más lamentable, la más trágica en la industria
minera de nuestro país.

Las empresas mineras deben de hacerse responsables de
los daños ocurridos por negligencia de seguridad dentro de
estos centros de trabajo; sancionar a los responsables, su-
pervisar el adecuado funcionamiento de las instalaciones y
garantizar el bienestar de los trabajadores y de sus familias,
además que deben de tener el permiso y la autorización re-
queridas para la extracción de cualquier material de la in-
dustria minera; llevar una lista actualizada de los nombres
de los trabajadores para que en caso de accidente se pueda
consultar en tiempo real y saber la ubicación exacta de los
mineros que en ese momento se encuentran trabajando.

La importancia de aprobar esta iniciativa que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal del Tra-
bajo, es para poder proteger una parte de los trabajadores
dedicados a la industria minera y en este caso, a los que la-
boran en las minas de carbón.

Nos faltan más reformas en el ámbito minero para poder
proteger a todos los trabajadores, ya que cada uno de ellos
tiene un riesgo de trabajo. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Tiene ahora el uso de la tribuna la dipu-
tada Luisa María Alcalde Luján, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano.

Saludamos a un grupo de invitados del estado de Chihua-
hua, que están hoy aquí invitados por la diputada Diana

Karina Velázquez Ramírez. Bienvenidos todos a esta se-
sión.

La diputada Luisa María Alcalde Luján: Muchas gra-
cias, presidente. Narra un minero llamado Rosalío, que su-
frió un accidente en un pocito de Coahuila: No sentí nada,
cuando me vi el pie lo levanté y me colgaba el hueso; me
rompió todo, estaba cercenado, me rompió la tibia, el pe-
roné y las venas.

La roca cayó sobre su cabeza, la quijada se le fracturó. Las
secuelas del golpe son evidentes, presenta convulsiones y
su rostro está cubierto por marcas de costuras que no cica-
trizan. No puede mover los hombros y tiene las vértebras
saltadas. El frío del norte, a veces bajo cero, lo hace gritar
de dolor en la pierna izquierda, sujeta por clavos que lle-
vará de por vida para mantener la extremidad en su lugar.
Relata Proceso sobre el minero Javier Alejandro Martínez
Álvarez, quien también sufrió un accidente terrible en un
pocito de Coahuila.

Estos son dos testimonios de entre los cientos de mineros
que existen, que trabajan en minas de tiros verticales para
la extracción de carbón, también llamados pozos carbone-
ros o pocitos.

Los pocitos, que operan principalmente en el estado de Co-
ahuila, se han convertido en semilleros de lesionados, de
heridos y mutilados de toda índole, de viudas y huérfanos,
y constantemente también de fortunas mal habidas, de nar-
cotráfico, de impunes y de familias millonarias.

Estas minas, que se construyen realizando un hoyo de un
metro de diámetro que se extiende hasta 100 metros de pro-
fundidad, y a partir del cual cavan ramificaciones en bús-
queda de un yacimiento de carbón.

La altura de estas ramificaciones muy rara vez les permite
a los mineros circular por ellas de pie; encorvados arrastran
sus carretillas cargadas de carbón, cientos de veces al día a
través de túneles.

Las minas no tienen ventilación, no están reforzados las
paredes ni los techos, así que el riesgo de derrumbes es
constante.

Por si todo esto fuera poco, ya afuera el panorama tampo-
co es muy alentador. Los mineros no tienen seguridad so-
cial, no tienen contratos ni prestaciones de ningún tipo, sus
salarios son de hambre y las jornadas extenuantes; la nece-
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sidad y la pobreza los orillan a aventurarse dentro de estos
peligrosísimos pozos, sabiendo cada vez que no existe nin-
guna certeza de que van a salir ilesos o siquiera a salir de
ellos.

Los mineros que cada año mueren o quedan discapacitados
dentro del trabajo de estas minas se cuentan por cientos y,
por el otro lado, los patrones, que rara vez se sabe a cien-
cia cierta quiénes son, tienen ganancias que se cuentan por
millones.

Sin embargo, a pesar de todo lo anterior, definir el sentido
de mi voto no fue sencillo. Es cierto que los pozos carbo-
neros representan un gran riesgo para los mineros, pero
también representan una fuente de trabajo.

Sabemos que hay muchos mineros de Coahuila que depen-
den de la existencia de esas minas para poder trabajar, pe-
ro también sabemos que lo que está en juego es la vida mis-
ma y la salud. Las condiciones dentro de esas minas no son
laborales, son de esclavitud, y eso no se puede permitir.

Es por lo anterior que, de la mano de estas modificaciones
necesarias, tenemos la obligación de atender la situación
laboral de esos trabajadores, que si por algo se aventuran a
entrar en esas minas es porque no hay otras opciones de
trabajo. Muchísimas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Tiene ahora el uso de la voz la diputada
Lourdes Adriana López Moreno, del Grupo Parlamentario
del Partido Verde Ecologista de México.

La diputada Lourdes Adriana López Moreno: Con su
venia, señor presidente. México es un país que posee gran-
des riquezas minerales que se extraen y se venden en los
mercados internacionales.

La minería, desde tiempos de la Colonia, ha representado
uno de los sectores más significativos para la economía na-
cional.

Históricamente, una de las minerías más importantes para
el desarrollo de México ha sido la minería del carbón, que
ha dotado a la industria nacional de los insumos necesarios
para la producción, y al servicio eléctrico de la materia pri-
ma que se utiliza para la generación de energía, contribu-
yendo con esto en buena medida al proceso de industriali-
zación del país.

No obstante la insoslayable importancia de la minería del
carbón, ésta también ha sido considerada como una de las
actividades más riesgosas que registra la economía mexi-
cana, debido principalmente al desdén con el que los em-
presarios mineros han visto el asunto de las medidas de se-
guridad e higiene en el lugar de trabajo. Es por ello que la
minería del carbón ha sido incapaz de abatir los altos índi-
ces de siniestralidad y mortalidad que ésta registra.

Explosiones de gas metano cuya emanación venenosa es
producida durante la extracción del carbón, inundaciones,
derrumbes y otros siniestros, combinados con los procesos
y técnicas artesanales y rudimentarias utilizadas en el sec-
tor, así como la omisión en la normatividad en materia de
seguridad, la operación sin licencia y permisos legales, y la
falta de inversión en tecnología le han costado la vida a mi-
les de trabajadores mineros desde el siglo XVIII.

La seguridad en el trabajo es uno de los aspectos más im-
portantes de la actividad laboral. El trabajo sin las medidas
de seguridad apropiadas puede acarrear serios problemas
para la salud de los trabajadores, o bien, poner en riesgo la
propia vida.

En este sentido, muchas veces la seguridad no se toma tan
en serio, como se debería, lo que puede acarrear serios pro-
blemas, no solo para los trabajadores, sino también para los
empresarios, por las pérdidas económicas y las consecuen-
cias legales que puede tener el relajamiento de las medidas
de seguridad o la negligencia, en cuanto a su cumplimien-
to.

El siniestro ocurrido en la mina Pasta de Conchos, en el es-
tado de Coahuila, es paradigmático en cuanto a la violación
de los derechos laborales de los trabajadores mineros del
carbón y la afectación de los derechos humanos de sus fa-
milias.

En el caso concreto de Pasta de Conchos, en donde murie-
ron 65 trabajadores mineros, contrastan el afán por produ-
cir más por parte de los concesionarios que anuncian ma-
yores inversiones para la modernización de la industria y la
renovación en el equipo de trabajo, con el cuidado de la se-
guridad e integridad de los trabajadores, y que sin embar-
go no lo hace; su inestabilidad laboral y el desamparo en el
que quedan las familias de los mismos cuando se producen
desenlaces trágicos derivados de los riesgos que la activi-
dad implica.
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Si algo ha de aprenderse de episodios como éste, es que en
nuestro país se debe de cumplir con las normas de seguri-
dad minera de categoría mundial en lo que se refiere a pre-
vención y supervisión, pues en algunos casos los métodos
normativos no están actualizados y la observación de los
procedimientos de seguridad es nula. Por lo que los traba-
jadores mineros viven una situación deplorable.

Ante esta situación, se hace necesario minimizar o, en su
caso, eliminar los riesgos que implican ciertas prácticas
mineras, como por ejemplo, la extracción de carbón en ti-
ros verticales, cuevas y pozos carboneros para evitar des-
gracias como la ocurrida en Pasta de Conchos.

Es por este motivo que el Grupo Parlamentario del Partido
Verde votará a favor del presente decreto, porque conside-
ramos que con las reformas que éste contempla, se brinda
mayor seguridad jurídica a los trabajadores del sector mi-
nero.

Con lo anterior, los legisladores del Partido Verde ratifica-
mos nuestro compromiso con todos los trabajadores mexi-
canos de impulsar y apoyar leyes encaminadas a elevar sus
niveles de vida y mejorar sus condiciones de trabajo.

Compañeros y compañeras diputados, es necesario que en
este país se deje de privilegiar la economía a costa de la se-
guridad de los ciudadanos, ¿y por qué no decirlo? También
en el caso de la actividad minera a costa de nuestros recur-
sos naturales. Muchas gracias. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Tiene ahora el uso de la tribuna el dipu-
tado Trinidad Secundino Morales Vargas, del Grupo Parla-
mentario del PRD.

El diputado Trinidad Secundino Morales Vargas: Muy
buenas tardes compañeras y compañeros diputados. Con el
permiso de ustedes y con la venia del señor presidente. Pri-
mero que nada, quiero decir que me parece importante que
sobre este dictamen hubiera opinado la Comisión Especial
de Minería de esta Cámara de Diputados, como lo solicita-
mos verbalmente en la sesión de la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, en que se discutió y votó esto. Estimo que
hubiéramos podido aportar elementos para enriquecerlo.

Esto no será menoscabo para que dejemos de votar a favor
de este dictamen, que recupera disposiciones atinadas que
fueron suprimidas ilegalmente del dictamen de la reciente
reforma laboral, aprobado por esta Cámara de Diputados,

práctica inaceptable que burla la voluntad de esta soberanía
y que no debe permitirse nunca más.

La política central de todos los involucrados en materia de
riesgos de trabajo debe ser su prevención, siendo elemento
esencial a este respecto el crear el marco jurídico que faci-
lite e impulse la misma.

No se puede imponer como obligación a un ser humano el
arriesgar su vida y salud a grados intolerables en el marco
del contrato de trabajo, y esta situación se está ahondando
cada vez más, en la medida que en algunas empresas —con
la complicidad también de algunos servidores públicos—
ven a la seguridad e higiene como un mero gasto que al
omitirse incrementa su tasa de ganancia, y a las inspeccio-
nes como una molestia que arremete a su privacidad e in-
tereses, provocándose que no se respeten o incluso se des-
conozcan por disposiciones inferiores, como las normas
oficiales mexicanas, las disposiciones de la Constitución
federal, la Ley Federal de Trabajo y los convenios de la Or-
ganización Mundial del Trabajo, ya ratificados por nuestro
país, mismas que configuran a un Estado activo que im-
pulsa la creación de un marco jurídico tutelar que garanti-
ce la seguridad de los trabajadores, a los que se involucra
en vigilar el debido cumplimiento de las disposiciones en
materia de seguridad e higiene que inspecciona en calidad
y cantidad suficientes y, en su caso, sanciona a las empre-
sas infractoras.

No se debe dejar a los trabajadores a su suerte en cada cen-
tro de trabajo, sujetos a la buena voluntad de los empresa-
rios.

Desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos
nuestro país se comprometió a velar por los derechos so-
ciales y económicos del pueblo de México, comenzando
por hacer realidad un empleo digno y con tutela a la vida y
salud para sus integrantes, lo cual fue confirmado por nues-
tro país mediante la certificación de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos, llamado Pacto de San Jo-
sé, y el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales. En éste último se hace énfasis en la
tutela de la seguridad e higiene en el trabajo.

Lo anterior, con mayor razón en el campo de la minería,
que tiene el más alto grado de peligrosidad. Baste recordar
las continuas tragedias que han tenido lugar en la misma,
solo a partir de los 65 mineros fallecidos en Pasta de Con-
chos.
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Aunque este dictamen representa un avance y nuestro Gru-
po Parlamentario —insisto— va a votar a favor del mismo,
se debe seguir pugnando porque las medidas a favor de la
seguridad e higiene y prevención de los riesgos de trabajo,
contenidas en este capítulo XIII Bis, sea en beneficio de to-
dos los mineros, no solo los dedicados a la extracción de
carbón.

Por otra parte, si bien es correcto que se prohíban los tra-
bajos en los denominados pocitos, una mera disposición le-
gal no puede evitar que las personas, por necesidad, conti-
núen con esta peligrosa forma de explotación minera.
Mejor que perseguir, será que se busquen los mecanismos
para apoyar el desarrollo de la pequeña y mediana explota-
ción, de manera que cumplan con las normas para la tutela
de la vida y salud de los trabajadores.

La ubicación de cada minero en todo momento es vital pa-
ra su rescate a tiempo en caso de desastre. Igualmente, es
indispensable el que se cuente con sistemas adecuados de
ventilación y fortificación, con dos vías de salida, comuni-
cadas entre sí en todas las explotaciones subterráneas, de
ahí que deben apoyarse ambas modificaciones.

Atinadamente en este dictamen se rescata la responsabili-
dad solidaria entre los titulares de las concesiones y los pa-
trones, los que directamente operan éstas, lo que impulsará
que los titulares adopten un papel activo en la prevención
de los riesgos de trabajo y que los derechos de los trabaja-
dores cuenten con este respaldo consistente en esta respon-
sabilidad solidaria.

Dado este paso importante, se debe continuar mejorando,
no solo en las condiciones de seguridad e higiene de los
mineros, sino en sus condiciones de trabajo, el respeto y
respaldo de las comunidades y dar un profundo apoyo a la
explotación pequeña, mediana y social. Es cuanto, compa-
ñero presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora la palabra la diputada Esther Quinta-
na Salinas, del Grupo Parlamentario del PAN.

La diputada Esther Quintana Salinas: Con su venia,
diputado presidente. Compañeras y compañeros legislado-
res, hace apenas unos meses aprobamos en este mismo re-
cinto la reforma laboral y en el trayecto a la Cámara revi-
sora del dictamen aprobado aquí, pues algún duende se
encargó de que se esfumara del articulado en lo que apare-
cía la prohibición del trabajo de la extracción del carbón en

los coloquialmente llamados pocitos, así los llaman en mi
tierra, en Coahuila. Pero lo importante del asunto es que es-
tamos de vuelta y que ha habido una feliz coincidencia,
porque tanto el PRI como mi partido, el PAN, presentamos
iniciativas para arreglar el borrón.

La prohibición del trabajo en los pocitos se funda en que en
esta forma artesanal de extraer el carbón, esta forma de ex-
traerlo, se realiza en condiciones definitivamente infrahu-
manas para los mineros. Estos mineros, que no tienen nin-
guna protección, que perciben salarios de hambre y que
muchos de los de su gremio ni siquiera tienen protección
social, y no obstante, esta forma de ganarse la vida, tengo
aquí una confusión, no sé si poner mejor o si es más ade-
cuado, de ganarse la muerte, pero en fin. Ésta es la forma
que han decidido muchos mexicanos allá en el norte de mi
estado, fundamentalmente, para tener un modus vivendi.

¿Por qué aferrarse a esto? Porque no tienen muchas alter-
nativas en el norte del estado, o se dedican a las minas o se
van al otro lado de braceros.

El carbón mineral es hoy día necesario para el progreso de
este país, de esta nación, ¿es rentable? Claro que es renta-
ble; se cuenta con reservas de carbón para los próximos
200 años, a diferencia de lo que ocurre con el petróleo, por
eso indiscutiblemente que se dedican allá en el norte de mi
estado a la extracción de este mineral. No obstante, toda la
problemática que de sobra es conocida.

Más minería representa más trabajo y recursos para la gen-
te de Coahuila, pero también representa más lesiones y
muerte.

Quienes me han antecedido en el uso de la voz han dado
cuenta de esas tragedias; si nosotros nos ponemos en los
zapatos de las víctimas y de las condiciones en las que que-
dan, precisamente, sus familiares y parientes, tenemos que
tomar decisiones torales, porque está en nuestras manos, en
el Poder Legislativo en esta Cámara de Diputados, ponerle
fin a esa manera infame de ganarse la vida.

Precisamente la médula, el corazón, de esta reforma a este
articulado del 343 A, C, D y E va en ese sentido.

El Grupo Parlamentario de Acción Nacional va a votar a
favor, en lo general, de esta reforma. Nos hemos reservado
algunos artículos que, en su momento, pasaremos a dar
cuenta de ellos, pero quiero dejar muy claro que son asun-
tos de forma y, sobre todo, aspectos técnicos que tenemos
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que tener en cuenta, porque lo que vamos a aprobar —y los
invito a que lo aprobemos— será de trascendencia para es-
te país.

Les pido respetuosamente, compañeras legisladoras, com-
pañeros legisladores, a que demos nuestro voto a favor de
esta reforma que hoy traemos al seno de la Cámara de Di-
putados y que va a ser trascendental para muchos mexica-
nos que viven allá en el norte de este país, básicamente, en
el estado de Coahuila. Muchas gracias, diputado presiden-
te.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Tiene ahora el uso de la voz el diputado Jorge del
Ángel Acosta, del Grupo Parlamentario del PRI.

Aprovecho la oportunidad para dar la bienvenida a un gru-
po de estudiantes de la Universidad Bicentenario, Villa
Victoria, estado de México, que están hoy aquí acompa-
ñándonos, invitados por la diputada Paulina Alejandra del
Moral Vela. Bienvenidos a la sesión.

El diputado Jorge del Ángel Acosta: Con la venia de la
Presidencia. Compañeras y compañeros legisladores, el
Grupo Parlamentario del PRI se pronuncia a favor del dic-
tamen que aquí nos ocupa, toda vez que como lo han seña-
lado acertadamente los proponentes de la iniciativa, las ac-
tividades mineras registran riesgos laborales en la
extracción de carbón debido a que los procesos y técnicas
son rudimentarios y omiten la normatividad en materia de
seguridad.

Lo anterior, contrasta con el destacado papel que juega la
minería en la economía nacional, la que —desde luego—
requiere de medidas eficaces y enérgicas, no solo para re-
gular la actividad en beneficio del desarrollo nacional, sino
—sobre todo— para salvaguardar la vida, la integridad fí-
sica y los derechos laborales de los trabajadores de este
sector.

Bajo este orden de ideas, resulta necesario adecuar la ley
para regular efectivamente la realidad y, de esta manera,
minimizar y eliminar las prácticas mineras de elevado
riesgo.

Una industria moderna, eficiente y productiva debe tener
como prioridad la seguridad y salud de sus trabajadores,
garantizar el cuidado al medio ambiente y conducirse con
absoluta responsabilidad social.

Por ello es menester prohibir expresamente el trabajo en ti-
ros verticales para la extracción de carbón a profundidades
menores de 100 metros o mediante el empleo de botes, en
este caso la extracción de carbón deberá realizarse median-
te tajos a cielo abierto y tiros inclinados.

Asimismo queda prohibido el trabajo en minas conocidas
como cuevas o pozos carboneros. Desde luego se sanciona
con toda la fuerza de la ley a quien omita estas prohibicio-
nes, imponiendo una sanción de seis a nueve años de pri-
sión y multas hasta de 10 mil veces el salario mínimo ge-
neral vigente en el Distrito Federal.

De igual manera resulta urgente ordenar desde la ley la im-
plantación de un registro y sistema que permita conocer
con precisión, en tiempo real y en cualquier momento, los
nombres de todas las personas que se encuentren en la mi-
na, así como la ubicación de las mismas.

Las reformas que hoy están a nuestra consideración pre-
tenden, por un lado, proteger a los trabajadores de prácti-
cas laborales abusivas, inhumanas, peligrosas e insalubres
y, desde luego, castigar a quienes las realizan y operan en
la clandestinidad y al margen de las normas de seguridad.

En suma, es una propuesta que promueve la justicia labo-
ral, favorece la cultura de la legalidad y combate frontal-
mente la corrupción.

No podemos dejar pasar el hecho de que este dictamen vie-
ne a complementar un aspecto de la reforma laboral apro-
bada hace apenas unos meses, con lo que se refuerza el ré-
gimen de protección a los trabajadores y se ordena una
actividad tan importante para el desarrollo nacional.

De ahí nuestro voto favorable para este dictamen, con soli-
daridad para los trabajadores de la industria minera y en
memoria de los mineros fallecidos en Pasta de Conchos. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz, para hablar en pro
del dictamen, el diputado Ricardo Mejía, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Compañero presi-
dente, compañeras diputadas y compañeros diputados,
cuando hay productos legislativos que atienden a la pro-
blemática social, que responden a las demandas comunita-
rias en temas sensibles, nosotros vamos a estar a favor. 
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Por esa razón, nos parece que el dictamen que se presenta
por parte de la Comisión de Trabajo es un dictamen que
atiende una grave problemática relacionada con los poci-
tos; es una realidad en diferente partes del país, pero espe-
cialmente en la región carbonífera del estado de Coahuila,
donde se ha vivido en materia de minería una situación
dramática de corrupción, de negocios al amparo del poder
y de explotación laboral sin las condiciones elementales de
seguridad social.

Un tema emblemático, conocido internacionalmente, es el
tema de Pasta de Conchos, pero esta realidad brutal de ex-
plotación, de pobreza en la minería, donde unos cuantos
que le comercializan sus productos a la Comisión Federal
de Electricidad tienen grandes ganancias, pero donde hay
mineros que viven en condiciones de pobreza extrema.

El caso más triste quizá, es el de los pocitos, donde en tiros
verticales van niños que tienen que sacar el carbón y que
realizan esta actividad poniendo en riesgo su vida, para ser-
vir con posterioridad a coyotes que trafican con el carbón
y que lo venden a través de un organismo que se llama Pro-
demi y que es el único autorizado para venderle a la Comi-
sión Federal de Electricidad.

Esto ha sido una gran mina de corrupción. En el sexenio de
Humberto Moreira el que lo manejaba era el tristemente
célebre Javier Villarreal, hoy prófugo ex tesorero, que tenía
el control de este organismo y hoy sigue siendo también
gente del actual gobierno.

Por eso estamos a favor de que se prohíba y se castigue la
minería en pozos, en pocitos, pero también este Congreso
tiene que poner manos en el asunto, tanto la Comisión Es-
pecial de Minería como la Comisión de Trabajo, para que
no solo en los pocitos, sino en los tajos y en las minas se
pueda regular, no solo la seguridad social, sino el manejo
integral.

Para la comunidad de la carbonífera, sus poblados: Muz-
quiz, Palau, Barroterán, Agujita, Cloete, Esperanza, La
Florida, esto va a ser una decisión que va a impactar, por-
que tristemente los pocitos, siendo una actividad que pode-
mos decir criminal, porque pone en riesgo la vida de los ni-
ños, sin embargo, es una realidad económica.

Por eso, además de legislar, se tiene que ver la atención in-
tegral de esta región para que la minería sea una actividad
bien encauzada y no una fuente de corrupción y de nego-
cios de unos cuantos.

Por eso estamos a favor de este primer paso, pero no pode-
mos dejar de llamar la atención sobre el tema, porque tam-
bién los tajos requieren atención.

Concluyo, presidente. En Agujita, que es parte del munici-
pio de Sabinas, por ejemplo, hay tajos a cielo abierto al la-
do de la carretera y cerca de comunidades, de colonias que
están habitadas; por eso también son fuente de riesgo ex-
tremo y por eso tiene también que ponerse atención. No so-
lo los pocitos, también los tajos y también las minas pro-
fundas requieren atención. 

Por todo eso, muchas gracias. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Agotada la lista de oradores, informo a la asam-
blea que se han reservado todos los artículos del proyecto
de decreto.

El 343-A se ha reservado por el diputado Silvano Blanco y
por el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño.

El 343-C, fracción VII, está reservado por el diputado To-
más Torres Mercado y también por el diputado Marcelo
Torres Cofiño.

El 343-C, último párrafo, por el diputado Marcelo Torres
Cofiño.

El 343-E, fracción III, por el diputado Tomás Torres Mer-
cado.

Además la presidenta de la comisión hará una propuesta de
adición de un transitorio.

En tal virtud, le ruego a la Secretaría se abra el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general del dictamen.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general del dictamen.

(Votación)

El Presidente diputado José González Morfín: Damos la
más cordial de las bienvenidas a un grupo de estudiantes de
derecho de la Universidad Autónoma del Estado de Méxi-
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co, plantel Atlacomulco, que están aquí invitados por el
diputado José Rangel Espinosa. Bienvenidos a la sesión.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Ciérre-
se el sistema electrónico. De viva voz.

La diputada María Sanjuana Cerda Franco (desde la
curul): A favor.

El diputado Juan Manuel Gastélum Buenrostro (desde
la curul): A favor.

La diputada Lorenia Iveth Valles Sampedro (desde la
curul): A favor.

El diputado Ángel Cedillo Hernández (desde la curul): A
favor.

El diputado Hugo Jarquín (desde la curul): A favor.

El diputado José Isabel Trejo Reyes (desde la curul): A
favor.

La diputada María Fernanda Schroeder Verdugo (des-
de la curul: A favor.

La diputada Merilyn Gómez Pozos (desde la curul): A fa-
vor.

La diputada Paulina Alejandra del Moral Vela (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Presi-
denta, se emitieron a favor 442, 3 abstenciones y 0 en con-
tra.

Presidencia de la diputada 
Patricia Elena Retamoza Vega

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobado en lo general por 443 votos.

Tiene la palabra el diputado Silvano Blanco Deaquino, de
la fracción parlamentaria del PRD, para presentar su pro-
puesta del artículo 343-A, propuesta de modificación.

El diputado Silvano Blanco Deaquino: Con su permiso,
señora presidenta; con el permiso de los compañeros dipu-
tados, compañeras diputadas. Nuevamente estamos en este
espacio haciendo uso de este derecho que tenemos para

efecto de reservar algún artículo que pueda —desde mi
punto de vista— servirles a los trabajadores mexicanos.

Digo, ustedes conocen nuestra posición, saben de qué for-
ma hicimos un esfuerzo en la discusión de la reforma labo-
ral, en la cual se respetaran los derechos de los trabajado-
res mexicanos. Ese intento, ese esfuerzo que hicimos ahí,
quedó a final de cuentas considerado.

Es muy difícil que en el caso del PRI, cuando deciden ha-
cer alianza en aquel entonces con Calderón para esa refor-
ma, había una definición muy clara y decíamos nosotros
que fue una reforma laboral a modo de los empresarios có-
mo se determinaba con mucha facilidad el despido de los
trabajadores, el tema de darle la posibilidad de que en el ca-
so de que los litigios se prolongaran solamente se les paga-
ra 12 meses de salarios, y todo ese tipo de consideraciones
que nosotros decíamos que beneficiaban por supuesto a la
clase empresarial y afectaban a los trabajadores. Pero ahí
quedó en la historia ese esfuerzo y la votación que se dio
en aquel entonces.

Ahora, cuando posiciona nuestro compañero diputado del
PRI y hace referencia de que estas modificaciones comple-
mentarias que se le hacen a la Ley Federal del Trabajo son
en memoria de los mineros que murieron en Pasta de Con-
chos. Qué irónico que se plantee en este sentido, cuando
ahora son gobierno y de una forma irresponsable también,
como lo hizo el gobierno anterior del PAN, ahí dejaron, ahí
están todavía los cadáveres mayoritarios de los mineros de
Pasta de Conchos.

Cuando ocurrió un hecho similar en un país, en teoría con
menores capacidades técnicas que nosotros, en Chile, allá
sí el gobierno federal hizo un esfuerzo y rescató a todos los
trabajadores, y los cuerpos de los trabajadores que perecie-
ron en aquel entonces.

Creo, diputados y diputadas del PRI, que la mejor memo-
ria que les pueden hacer ustedes a estos trabajadores que
están ahí es diciéndole a su presidente de la República que
haga un esfuerzo y que rescate los cuerpos de esos mineros
que se encuentran todavía ahí. Ésa sería una buena forma
de honrar la memora de los fallecidos ahí.

Efectivamente planteaba la diputada del PAN, en torno a
que llegaron los duendes al dictamen que se aprobó de la
ley laboral que se turnó al Senado. Esa es una práctica co-
mún; sabemos el tipo de chicanadas, la forma en que se
opera en este lugar, donde en teoría deberíamos todos de
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ser respetuosos de la legalidad. Pero no es así, eso sola-
mente es discurso, en la práctica se utiliza cualquier tipo de
medidas con tal de que quede lo que se considera pertinen-
te, y ahora se está rehaciendo de alguna forma esta situa-
ción, incorporando esto que iba en aquel dictamen en ese
entonces.

En lo personal, estamos planteando una propuesta de mo-
dificación de manera muy puntual. Entiendo la posición de
los diputados del PRI y también de los del PAN, que como
esta propuesta de modificación tiende a favorecer a los tra-
bajadores y obliga a los empresarios a que respondan de
una forma adecuada a sus obligaciones para con ellos, sé
que no la van a votar a favor, pero estoy obligado a hacer
la propuesta y a defender a los trabajadores.

La propuesta es así. El dictamen del artículo 344-A señala
lo siguiente: Las disposiciones de ese capítulo son aplica-
bles en todas las minas de carbón de la República mexica-
na y a todos sus desarrollos mineros, en cualquiera de sus
etapas en que se encuentren, ya sea prospección, prepara-
ción, exploración y explotación, independientemente del
tipo de exploración y de explotación de que se trate, ya sea
en minas subterráneas, minas de arrastre, tajos a cielo
abierto, tiros inclinados y verticales, así como la extracción
en cualquiera de sus modalidades llevada a cabo en forma
artesanal, misma que para los efectos de esta ley son con-
sideradas centros de trabajo.

Mi propuesta de modificación es simple, pero cambia radi-
calmente el tema. Dice la modificación: Las disposiciones
de este capítulo son aplicables en todas las minas de la Re-
pública Mexicana.

Es decir, entendemos que se quiera proteger a los trabaja-
dores de las minas de carbón, pero estamos planteando que
debe de ser a todos los trabajadores de minas y que todos
los empresarios mineros deben responder en estas condi-
ciones, como lo plantea el señalado artículo. Es solamente
suprimir el término minas de carbón y decir todas las mi-
nas de la República mexicana.

Por eso decimos que la idea es que se proteja a todos los
trabajadores mineros del país, no exclusivamente a los mi-
neros de carbón, que decimos nosotros. Efectivamente hay
que protegerlos, pero al igual que a ellos, es necesario pro-
teger a todos los trabajadores mineros de la República Me-
xicana. En ese sentido, gracias.

Insisto, conozco ya el sentido de su votación, pero estamos
obligados a subir a tribuna a defender a todos los trabaja-
dores mexicanos. Muchas gracias.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
A usted, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si
se acepta la modificación al artículo 343-A, presentada por
el diputado Silvano Blanco Deaquino.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se acepta la modificación presen-
tada por el diputado Silvano Blanco Deaquino. Las diputa-
das y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse ma-
nifestarlo. Las diputadas y los diputados que estén por
negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la negativa,
presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se desecha.

Tiene el uso de la voz, hasta por cinco minutos, el diputado
Marcelo de Jesús Torres Cofiño, de la fracción parlamenta-
ria del PAN, para presentar propuesta de modificación al
artículo 343-A.

El diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño: Con la
anuencia de la Presidencia. Compañeras y compañeros di-
putados, el posicionamiento que en este momento se pre-
senta deriva de la iniciativa presentada por los diputados
Mario Dávila, Esther Quintana, Guillermo Anaya y el de la
voz, igualmente por el Grupo Parlamentario del PRI, con el
objetivo de reformar el artículo 343-A de la Ley Federal
del Trabajo.

Después de un minucioso análisis, se recomienda observar
el punto 4.47 y 4.37 previstas por la norma oficial mexica-
na NOM-032 de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial de 2008, referente a la Seguridad para minas subterrá-
neas de carbón, que a la letra dice:

Punto 4.47. Tiro: es el conducto por donde se realizan acti-
vidades ascenso y descenso de los trabajadores, materiales
y equipos de una obra minera vertical o inclinada.

El punto 4.37 define al pozo como la obra minera vertical
o ligeramente inclinada para fines de la explotación del
carbón en forma artesanal.
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Por estos conceptos, y fundado en estos principios, realiza-
mos la presente reserva de modo que la redacción esta-
blezca lo siguiente: Queda prohibido el trabajo en pozos o
cuevas para extracción de carbón a profundidades menores
de 100 metros o mediante el empleo de botes, entendién-
dose por esto a los trabajos de extracción de carbón en ti-
ros verticales en forma artesanal, en donde las actividades
mineras se llevan a cabo sin contar las licencias, permisos
y autorizaciones requeridas para este tipo de obras, no con-
tando con las medidas de seguridad que correspondan de
acuerdo a la normatividad vigente para proteger la vida de
los trabajadores.

En síntesis, compañeros, lo que estamos proponiendo a
través de esta reserva es que cumplamos con la disposición
que establece la norma oficial mexicana, de tal suerte que
quede por supuesto acorde a lo ya previamente señalado.

Finalmente, presidenta, solicito que la presente interven-
ción conste íntegramente en el Diario de los Debates. Es
cuanto, señora presidenta. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, diputado federal Marcelo Torres Cofiño,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, de
la LXII Legislatura, del Congreso de la Unión , con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 109, 110 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados la
reserva al dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo, la cual se propone para su
discusión y votación en lo particular, a efecto de que sea in-
corporado en el dictamen de mérito.

Dice:

Artículo 343-A. …

Queda prohibido el trabajo en tiros verticales para la ex-
tracción de carbón, a profundidades menores de 100
metros o mediante el empleo de botes, en este caso, la
extracción de carbón, deberá realizarse mediante tajos a
cielo abierto y tiros inclinados; asimismo queda prohi-

bido, el trabajo en minas conocidas como cuevas y po-
zos carboneros, entendiéndose por esto, a los trabajos de
extracción de carbón en tiros verticales en forma artesa-
nal, en donde las actividades mineras, se llevan a cabo,
sin contar con las licencias, permisos y autorizaciones
requeridas para este tipo de obras, no contando con las
medidas de seguridad que correspondan de acuerdo a
normatividad vigente, para proteger la vida de los traba-
jadores.

Debe decir:

Artículo 343-A. …

Queda prohibido el trabajo en pozos o cuevas para la
extracción de carbón, a profundidades menores de 100
metros o mediante el empleo de botes, entendiéndose
por esto, a los trabajos de extracción de carbón en tiros
verticales en forma artesanal, en donde las actividades
mineras se llevan a cabo, sin contar con las licencias,
permisos y autorizaciones requeridas para este tipo de
obras, no contando con las medidas de seguridad que
correspondan de acuerdo a normatividad vigente, para
proteger la vida de los trabajadores.

Atentamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
federal Marcelo Torres Cofiño (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si
se acepta la modificación al artículo 343 A, presentada por
el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, se consulta en votación eco-
nómica si se acepta la modificación presentada por el dipu-
tado. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Ma-
yoría por la afirmativa, presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se acepta la modificación.

Tiene el uso de la voz, hasta por cinco minutos, el diputado
Marcelo de Jesús Torres Cofiño, de la fracción parlamenta-
ria del PAN, para presentar modificación del artículo 343-
C, fracción VII.
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El diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño: Nueva-
mente, con el permiso de la Presidencia. Compañeras y
compañeros diputados, igualmente este posicionamiento
que se presenta deriva de la misma iniciativa a la que hacía
referencia, presentada por los diputados Mario Dávila, Es-
ther Quintana, Guillermo Anaya, el de la voz y todo el Gru-
po Parlamentario del PAN, e igualmente por el Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional,
referente o más bien con el objetivo de reformar el artícu-
lo 343-C, fracción VII de la Ley Federal del Trabajo.

La redacción propuesta por el dictamen ofrece mejores ga-
rantías, ya que refiere las características del registro para
que éste sea en tiempo real y en cualquier momento y ubi-
cación de las personas.

Desde luego, y ciertamente, hoy en día no existe esta tec-
nología en el mundo para que en tiempo real tengamos la
ubicación exacta de los obreros, por tanto es claro que no
podemos obligar a nadie a lo imposible. Por lo anterior, re-
alizamos la presente reserva de modo que la redacción de-
ba establecer lo siguiente.

Reitero, artículo 343-C, fracción VII. Implementar un re-
gistro y sistema que permita conocer los nombres de todas
las personas que se encuentren en la mina, así como man-
tener un control de entradas y salidas de ésta.

Nuevamente, diputada presidenta, solicito que la presente
intervención conste íntegramente en el Diario de los Deba-
tes. Es cuanto, señora presidenta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, diputado federal, Marcelo Torres Cofiño
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, de
la LXII Legislatura, del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 109, 110 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, la
reserva al dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo, la cual se propone para su
discusión y votación en lo particular, a efecto de que sea in-
corporado en el dictamen de mérito.

Dice:

Artículo 343-C. Independientemente de las obligacio-
nes que la presente Ley u otras disposiciones normati-
vas le impongan, el patrón está obligado a:

I. a VI. …

VII. Implementar un registro y sistema que permita co-
nocer con precisión, en tiempo real y en cualquier mo-
mento, los nombres de todas las personas que se en-
cuentran en la mina, así como la ubicación de las
mismas;

VIII. y IX. …

Los titulares de las concesiones que amparen lotes mi-
neros, en los cuales se ubiquen los centros de trabajo a
que se refiere este capítulo, deberán cerciorarse de que
el patrón cumpla con sus obligaciones. Los titulares de
las concesiones mineras serán solidariamente responsa-
bles, en caso de que ocurra un suceso en donde uno o
más trabajadores sufran incapacidad permanente parcial
o total, o la muerte, derivada de dicho suceso.

Debe decir:

Artículo 343-C. Independientemente de las obligacio-
nes que la presente Ley u otras disposiciones normati-
vas le impongan, el patrón está obligado a:

I. a VI. …

VII. Implementar un registro y sistema que permita co-
nocer los nombres de todas las personas que se encuen-
tran en la mina, así como mantener un control de en-
tradas y salidas de ésta; 

VIII. y IX. …

Los titulares de las concesiones que amparen lotes mi-
neros, en los cuales se ubiquen los centros de trabajo a
que se refiere este capítulo, deberán cerciorarse de que
el patrón cumpla con sus obligaciones. Los titulares de
las concesiones mineras serán solidariamente responsa-
bles, en caso de que ocurra un suceso en donde uno o
más trabajadores sufran incapacidad permanente parcial
o total, o la muerte, derivada de dicho suceso.
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Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
federal Marcelo Torres Cofiño (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado.

Diputado Torres, ¿con qué asunto? Sonido a la curul del
diputado Torres, por favor.

El diputado Tomás Torres Mercado (desde la curul):
Gracias, ciudadana presidenta. Solamente, colegas, presti-
giando el consenso, el acuerdo político y en obvio del pro-
cedimiento legislativo, presidenta, virtud a que tengo una
reserva similar en lo que hace al 343-C, fracción VII, de-
cirle, anticiparle que nos allanamos a la que ha presentado
el diputado Marcelo Torres y, por ende, desisto de la que un
servidor hizo llegar a la Mesa Directiva para el trámite co-
rrespondiente. Por su atención, gracias.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se toma nota, diputado. Consulte la Secretaría a la asam-
blea si se acepta la modificación al artículo 343-C, del
diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño. 343-C, fracción
VII.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se acepta la modificación presen-
tada hace un momento por el diputado Marcelo de Jesús
Torres Cofiño. Las diputadas y los diputados que estén por
la afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los di-
putados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.
Mayoría por la afirmativa, presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se acepta y se reserva para su votación nominal.

Saludamos a presidentas del DIF de diferentes municipios
del estado de Nayarit, invitadas por el diputado Roy Gó-
mez Olguín. Así como también a alumnos de la Universi-
dad Justo Sierra, de río Verde, San Luis Potosí, invitados
por el diputado Oscar Bautista Villegas. Sean bienvenidos.

Tiene el uso de la voz, hasta por cinco minutos, el diputado
Marcelo de Jesús Torres Cofiño, de la fracción parlamenta-
ria del PAN, para presentar propuesta de modificación del
artículo 343-C, último párrafo.

El diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño: Nueva-
mente, con la anuencia de la Presidencia. Compañeras di-
putadas y diputados, este nuevo posicionamiento que hoy
se presenta deriva de la misma iniciativa a la que he referi-
do previamente, presentada por los diputados Mario Dávi-
la, Esther Quintana, Guillermo Anaya, su servidor, el de la
voz, Marcelo Torres, el resto del Grupo Parlamentario del
PAN se adhirió a la misma, así como la iniciativa presenta-
da igualmente por el Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional para reformar el artículo 343-C,
respecto del último párrafo de la Ley Federal del Trabajo.

Toda vez que el espíritu de la iniciativa preferente preten-
día también hacer responsable al titular de la concesión pa-
ra constituirse en garante de las obligaciones del operador
de la concesión —así es el caso, que valga la redundan-
cia— en caso de existir un accidente de un trabajador el pa-
trón será el responsable, pero en caso de que no cumpla con
sus obligaciones, el titular de la concesión sería obligado
subsidiario.

Por tanto, la recomendación que se hace en forma muy res-
petuosa es sugerir una redacción para quedar como a con-
tinuación procedo: Los titulares de las concesiones mineras
que amparen lotes mineros en los cuales se ubiquen los
centros de trabajo a que se refiere este capítulo o quienes
se encuentren realizando trabajos en las mismas, según sea
el caso, deberán cerciorarse de que el patrón cumpla con
sus obligaciones. Los titulares de las concesiones mineras
o quienes se encuentren realizando trabajos en las mismas,
serán subsidiariamente responsables en caso de que ocurra
un suceso en donde uno más trabajadores sufran incapaci-
dad permanente, parcial o total, o la muerte derivada de di-
cho suceso.

Finalmente, diputada presidenta, solicito que esta última
intervención conste íntegramente en el Diario de los Deba-
tes. Por su atención, compañeros diputados y diputadas,
muchas gracias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.— Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional 

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El que suscribe, diputado federal, Marcelo Torres Cofiño
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, de
la LXII Legislatura, del Congreso de la Unión, con funda-
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mento en lo dispuesto en los artículos 109, 110 y demás re-
lativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración del Pleno de la Cámara de Diputados, la
reserva al dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de los artículos 343-A, 343-C y 343-
E de la Ley Federal del Trabajo, la cual se propone para su
discusión y votación en lo particular, a efecto de que sea in-
corporado en el dictamen de mérito.

Dice:

Artículo 343-C. Independientemente de las obligacio-
nes que la presente Ley u otras disposiciones normati-
vas le impongan, el patrón está obligado a:

I. a VI. …

VII. Implementar un registro y sistema que permita co-
nocer con precisión, en tiempo real y en cualquier mo-
mento, los nombres de todas las personas que se en-
cuentran en la mina, así como la ubicación de las
mismas;

VIII. y IX. …

Los titulares de las concesiones que amparen lotes mi-
neros, en los cuales se ubiquen los centros de trabajo a
que se refiere este capítulo, deberán cerciorarse de que
el patrón cumpla con sus obligaciones. Los titulares de
las concesiones mineras serán solidariamente responsa-
bles, en caso de que ocurra un suceso en donde uno o
más trabajadores sufran incapacidad permanente parcial
o total, o la muerte, derivada de dicho suceso.

Debe decir:

Artículo 343-C. Independientemente de las obligacio-
nes que la presente Ley u otras disposiciones normati-
vas le impongan, el patrón está obligado a:

I. a IX. …

Los titulares de las concesiones mineras que amparen
lotes mineros, en los cuales se ubiquen los centros de
trabajo a que se refiere este Capítulo o quienes se en-
cuentren realizando trabajos en las mismas, según sea el
caso,  deberán cerciorarse de que el patrón cumpla con
sus obligaciones. Los titulares de las concesiones mine-
ras o quienes se encuentren realizando trabajos en las

mismas, serán subsidiariamente responsables, en caso
de que ocurra un suceso en donde uno o más trabajado-
res sufran incapacidad permanente parcial o total, o la
muerte, derivada de dicho suceso.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de abril de 2013.— Diputado
federal Marcelo Torres Cofiño (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si
se acepta la modificación al artículo 343-C, último párrafo,
presentada por el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea y se acepta la modificación presen-
tada por el diputado Marcelo Torres. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, presiden-
ta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se acepta y se reserva para su votación nominal.

En el uso de la voz, hasta por cinco minutos, el diputado
Tomás Torres Mercado, de la fracción parlamentaria del
Partido Verde Ecologista de México, para presentar pro-
puesta de modificación al artículo 343-E, fracción III.

El diputado Tomás Torres Mercado: Gracias, presidenta.
Para no ser muy técnico en la presentación de mi reserva,
casi seré anecdótico para atraer su atención.

Cuando llegué de la montaña de Valparaíso —que no de
Chile sino del amado estado nuestro de Zacatecas— a reci-
bir la educación en la Preparatoria 3 de nuestra populosa
Universidad pública Autónoma de Zacatecas, me llamó la
atención algo que no conocía, una discoteque —que ade-
más no conocía— con el nombre de Veta 22-70, que no es
la misma del Edén, la decana de los antros, dicen ahora.

Me llamó la atención, porque Veta 22-70 lo que quería de-
cir es que el tiro, la mina que provoca la fundación de Fres-
nillo, en ese momento, hace ya más de 35 años, estaba a
2,270 metros, hace más de 35 años. Cumple ya la ciudad de
Fresnillo el año que viene 460 años y sigue siendo, como
la actividad minera de la región, un factor histórico de de-
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sarrollo económico de otras latitudes y lo fue también de
expansión territorial más allá del río Grande.

Por eso el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México ha expresado, vamos a votar a favor de las
modificaciones a esta minuta, a este dictamen, que inciden
todas en el tema de seguridad e higiene en el trabajo, que
como muchos saben es un pilar fundamental en las relacio-
nes laborales; es decir, generar condiciones para la protec-
ción de la salud y de la vida de los trabajadores.

Por cierto, la Ley del Seguro Social establece un ramo es-
pecífico que se denomina De riesgos de trabajo, que com-
prende accidentes o enfermedades profesionales.

La propuesta concreta tiene que ver con una cosa técnica;
el artículo 14 de la Constitución federal señala que en ma-
teria penal debe atenderse a una garantía sin la cual no pue-
de castigarse a quien viola la ley. Es decir, quien no obser-
ve las reglas de seguridad e higiene en el trabajo, que
establece la fracción III del 343-E, se le sancionará con pri-
sión de tres a seis años y una multa hasta 5 mil veces el sa-
lario mínimo.

Cuando dolosamente o por negligencia, pues no hay la
ventilación, no hay las condiciones de seguridad, no hay
una unidad de gestión de seguridad en el trabajo, entonces
se impondrá este castigo.

¿Qué es lo que planteo? Para que el tipo colme esta segu-
ridad jurídica que demanda el 14 y dé exacta aplicación de
la ley en materia penal, que se diga: por omisiones en el
cumplimiento de lo dispuesto en los propios artículos de la
Ley del Trabajo y se produzca la muerte de uno o de varios
trabajadores. Es considerar un castigo adicional.

Para los penalistas sería: por negligencia se provoca la
muerte. Puede ser castigado por la negligencia, pero adi-
cionalmente como un concurso ideal cuando por negligen-
cia se dejan de observar las reglas de seguridad e higiene;
es decir, completar el tipo penal en una tarea que solo le es
propia al Poder Legislativo. Por su atención muchas gra-
cias.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

El suscrito diputado federal Tomás Torres Mercado inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, de la LXII Legislatura, del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 109, 110 y demás relativos del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de este
Pleno de la Cámara de Diputados, la reserva mediante la
cual se propone eliminar la redacción propuesta en el dic-
tamen presentado por la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, relativo al artículo 343-E, fracción III de la Ley Fe-
deral del Trabajo bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

Considerando que es importante la seguridad de los traba-
jadores en las minas, en el artículo 343-E vigente se esta-
blecen multas para los responsables y encargados directos
de la operación y supervisión de los trabajos y desarrollos
mineros, que dolosamente o negligentemente omitan im-
plementar las medidas de seguridad previstas en la norma-
tividad, y que hayan sido previamente identificados por es-
crito en dictamen fundado y motivado de la autoridad
competente.

En las modificaciones propuestas por la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, se establece en la fracción III del
artículo 343-E, una pena de prisión de 3 a 6 años y multa
de hasta 5,000 veces el salario vigente en el Distrito Fede-
ral a los responsables y encargados directos de la operación
y supervisión de los trabajos y desarrollos mineros que do-
losamente o por negligencia omitan implementar las medi-
das de seguridad previstas en la normatividad, cuando por
la omisión se produzca la muerte de uno o varios trabaja-
dores. Considerar cualquier omisión como casual de pena
privativa de la libertad pudiera ser fuente de inseguridad
jurídica, afectando o incluso paralizando la operación de
las empresas mineras. Por tanto se deben explicitar las dis-
tintas hipótesis por las que se debiera establecer pena pri-
vativa de la libertad, tales como lo son: no contar con sis-
tema de gestión de seguridad y salud en el trabajo y con un
responsable de su funcionamiento, no proporcionar el sis-
tema de protección necesario a fin de evitar la ocurrencia
de riesgos de trabajo y capacitar a los trabajadores respec-
to de su utilización y funcionamiento; no contar con siste-
mas adecuados de ventilación y fortificación en todas las
explotaciones subterráneas las que deberán tener dos vías
de salida, por lo menos, desde cualquier frente de trabajo,
comunicadas entre sí; no establecer un sistema de supervi-
sión y control adecuados en cada turno y frente de trabajo,
que permitan garantizar que la explotación de la mina se
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efectúa en condiciones de seguridad; y no suspender las ac-
tividades y no disponer la evacuación de los trabajadores a
un lugar seguro en caso de riesgo inminente para la seguri-
dad y salud de los mismos.

Por las consideraciones anteriores, propongo a este Pleno
que la fracción III del artículo 343-E de la Ley Federal del
Trabajo sea modificada en los siguientes términos:

Texto del dictamen

Artículo 343-E. A los responsables y encargados direc-
tos de la operación y supervisión de los trabajos y des-
arrollos mineros, que dolosamente o por negligencia,
omita implementar las medidas de seguridad previstas
en la normatividad, y que hayan sido previamente iden-
tificados por escrito en dictamen fundado y motivado de
la autoridad competente, se les aplicarán las penas si-
guientes:

I y II. …

III. Prisión de 3 a 6 años y multa de hasta 5 mil ve-
ces el salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, cuando por la omisión produzca la muerte
de uno o varios trabajadores.

IV. …

Modificación propuesta

Artículo 343-E. A los responsables y encargados directos
de la operación y supervisión de los trabajos y desarrollos
mineros, que dolosamente o por negligencia, omita imple-
mentar las medidas de seguridad previstas en la normativi-
dad, y que hayan sido previamente identificados por escri-
to en dictamen fundado y motivado de la autoridad
competente, se les aplicarán las penas siguientes:

I. y II. …

III. Prisión de 3 a 6 años y multa de hasta cinco mil
veces el salario mínimo general vigente en el Distrito
Federal, cuando por omisiones en el cumplimiento
de lo dispuesto en los artículos 343-B y 343-C, frac-
ciones II, IV, V, VI y VIII, se produzca la muerte de
uno o varios trabajadores. 

IV. ... 

Atentamente

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el día 10 de abril de
2013.— Diputado Tomás Torres Mercado (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si
se acepta la modificación al artículo 343-E, fracción III,
presentada por el diputado Tomás Torres Mercado.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se acepta la modificación presen-
tada por el diputado Tomás Torres Mercado. Las diputadas
y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa,
presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se acepta, y se reserva para su votación nominal.

Saludamos a alumnos universitarios del municipio de Nau-
calpan, estado de México, y a mujeres profesionistas del
estado de México, invitados por la diputada Cristina Ruiz
Sandoval. Bienvenidos.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Ri-
cardo Fidel Pacheco Rodríguez, de la fracción parlamenta-
ria del PRI, para presentar adición de un transitorio.

El diputado Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez: Con el
permiso de la Presidencia, compañeras y compañeros le-
gisladores, en este ánimo de nuestros compañeros que han
hecho uso de la palabra a través de este debate, señalar que
el Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional entiende bien la materia y la profundidad de ésta, a
favor de proteger los derechos de los trabajadores, y en-
tiende bien que el éxito de las legislaciones laborales en to-
do el mundo, específicamente en nuestro país, dependen de
un justo equilibrio entre esta defensa de los trabajadores y
sus propias fuentes de empleo absolutamente ajustadas a la
normatividad que las leyes correspondientes decretan.

Por eso es que queremos proponer a ustedes que conside-
ren la incorporación al dictamen de un artículo transitorio
segundo, que diría:

Transitorio. Segundo. A partir de la publicación del pre-
sente decreto en el Diario Oficial de la Federación se ten-
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drá un plazo máximo de 12 meses para que se cumpla con
lo siguiente; primero, acondicionar los centros de trabajo
de acuerdo a lo señalado en el segundo párrafo del artículo
343-A; segundo, suspender de manera definitiva las activi-
dades de extracción previstas en el segundo párrafo del ar-
tículo 343-A; tercero, implementar las medidas de seguri-
dad en los nuevos centros de trabajo que correspondan a
tajos a cielo abierto y tiros inclinados; cuarto, implementar
el sistema de registro del personal y su ubicación.

Le pediría a la Mesa Directiva tomará en consideración es-
ta anotación, en virtud de la aceptación de una de las re-
servas del diputado Tomás Torres, diría solamente: Imple-
mentar el sistema de registro del personal y su ubicación.
Es cuanto, presidenta. Gracias, compañeras y compañeros.

«Transitorio

Segundo. A partir  de la publicación del presente decreto
en el Diario Oficial de la Federación, se tendrá un plazo
máximo de 12 meses para que se cumpla con lo siguiente:

1. Acondicionar los centros de trabajo de acuerdo a lo se-
ñalado en el segundo párrafo del artículo 343-A.

2. Suspender de manera definitiva las actividades de ex-
tracción previstas en el segundo párrafo del artículo 343-A.

3. Implementar las medidas de seguridad en los nuevos
centros de trabajo que correspondan a tajos a cielo abierto
y tiros inclinados.

4. Implementar el sistema de registro del personal y su ubi-
cación.

México, DF, a 11 de abril de 2013.— Diputado Ricardo Fidel  Pache-
co Rodríguez (rúbrica).»

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado. Consulte la Secretaría a la asamblea si
se acepta la adición del transitorio presentada por el dipu-
tado Ricardo Fidel Pacheco Rodríguez.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se acepta la modificación presen-
tada por el diputado Ricardo Fidel Pacheco. Las diputadas
y los diputados que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-

gativa sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa,
presidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Se acepta. Tiene la palabra el diputado Ricardo Mejía, pa-
ra hablar en contra del transitorio.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, presidenta.
Me parece que ésta es una reforma muy importante; inde-
pendientemente que en algunas reservas pudiéramos tener
objeción, me parece que ya el regular en este artículo 343-
A el tema de los pocitos, nos parece que es un avance muy
importante.

Nos preocupa entonces que se esté planteando darle 12 me-
ses. Ya vienen aquí los atenuantes para no tocar intereses
que se quieren proteger y que evidentemente —como lo
señalábamos— lastiman la vida laboral en algunas regio-
nes del país y particularmente me refiero a la región carbo-
nífera de Coahuila.

Me parece que ya por ahí les doblaron la mano a algunos
legisladores y están presionando los grupos de interés que
trafican con el coyotaje, con la explotación infantil para
que les den plazo, y ahorita hablamos de 12 meses y quizá
al rato venga una reforma para ampliar el plazo, porque no
tienen condiciones para generar la infraestructura.

Por eso estamos en contra y hacemos un llamado a recon-
siderar, porque hoy son 12 meses y al rato vienen otras pre-
siones y serán otros 12 meses, y así la explotación minera
en los pocitos seguirá nada más postergándose.

Por esa razón, y con objeto de acercar posiciones, plantea-
ríamos a la propuesta que hace el diputado Pacheco, que no
fueran 12 meses, que fueran 60 días. Nos parece que todo
mundo sabe que los que practican esto de los pocitos están
incurriendo en una actividad ilícita, irregular, y 60 días es
un tiempo razonable.

Por eso haríamos un llamado al proponente para que se
ajustara el plazo a 60 días y no estar abriendo un plazo tan
amplio para que siga la explotación. De no haber voluntad
y seguir en la propuesta de este segundo transitorio, noso-
tros estaríamos en contra y haríamos un llamado a la asam-
blea a también votar en contra de esta propuesta. Es cuanto.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Gracias, diputado.
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No habiendo más oradores registrados, proceda la Secreta-
ría a abrir el sistema electrónico, por cinco minutos, para
recoger la votación nominal de los artículos 343-A, 343-C,
343-E, y la adición de un artículo transitorio al proyecto de
decreto, con las modificaciones y adición aceptada por la
asamblea.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento...

El diputado Ricardo Mejía Berdeja (desde la curul). Pre-
sidenta.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Perdón, diputado. Ricardo Mejía. Sonido por favor a la cu-
rul del diputado Ricardo Mejía. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Ricardo Mejía Berdeja (desde la curul):
Gracias, presidenta. Nada más para que se pueda votar por
separado lo que tiene que ver con los artículos del dictamen
que fueron presentados vía reservas del 343 y otros corre-
lativos, y por separado el artículo segundo transitorio que
se propuso en la última reserva del diputado Pacheco.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Con gusto, diputado. Estaríamos ahorita recogiendo la vo-
tación nominal de los artículos 343-A, 343-C y 343-E, con
las modificaciones aceptadas por la asamblea.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
de los artículos 343-A, 343-B, 343-E, con las modificacio-
nes aceptadas por la asamblea.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz.

La diputada Merilyn Gómez Pozos (desde la curul): En
contra.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Señora
presidenta, se emitieron 326 votos a favor, 111 en contra y
0 abstenciones.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobados los artículos 343-A, 343-B, 343-E del pro-

yecto de decreto con las modificaciones aceptadas por
la asamblea por 327 votos.

Proceda la Secretaría a abrir el sistema electrónico, por cin-
co minutos, para recoger la votación nominal de los artícu-
los transitorios en los términos del dictamen y la adición de
un artículo transitorio aceptada por la asamblea.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico de votación, por cinco minutos, para proceder a
la votación de los artículos transitorios, en los términos del
dictamen, y la adición de un artículo transitorio aprobado
por la asamblea.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación.

El diputado Felipe de Jesús Muñoz Kapamas (desde la
curul): A favor.

La diputada Flor de María Pedraza Aguilera (desde la
curul): A favor.

El diputado José Noel Pérez de Alba (desde la curul): A
favor.

El diputado Luis Antonio González Roldán (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Concepción Navarrete Vital (desde
la curul): A favor.

La diputada María Concepción Ramírez Diez Gutié-
rrez (desde la curul): A favor.

El diputado Ernesto Alfonso Robledo Leal (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Roberto López Suárez (desde la curul): A
favor.

La diputada Zuleyma Huidobro González (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Gloria Bautista Cuevas (desde la curul): En
contra.
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La diputada Delfina Elizabeth Guzmán Díaz (desde la
curul): En contra.

El diputado Juan Manuel Carbajal Hernández (desde
la curul): A favor.

El diputado Juan Jesús Aquino Calvo (desde la curul): A
favor.

El diputado Víctor Rafael González Manríquez (desde
la curul): A favor.

La diputada Gabriela Eugenia Cortés Talamantes (des-
de la curul): A favor.

La diputada Merilyn Gómez Pozos (desde la curul): En
contra.

El Secretario diputado Javier Orozco Gómez: Presiden-
ta, le informo que se emitieron 363 votos a favor, 52 en
contra y 2 abstenciones.

La Presidenta diputada Patricia Elena Retamoza Vega:
Aprobados los artículos transitorios por 364 votos.
Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que reforma y adiciona los artículos 343-A, 343-
C y 343-E de la Ley Federal del Trabajo. Pasa al Sena-
do, para sus efectos constitucionales.

Saludamos a estudiantes y académicos de la carrera de in-
geniería industrial, del Instituto Tecnológico Superior de
Guanajuato, invitados por la diputada María Esther Garza
Moreno. Bienvenidos.

Así como también a integrantes de la Universidad de las
Américas del estado de Puebla, de la licenciatura en dere-
cho, invitados por la diputada Blanca Jiménez Castillo.
Bienvenidos.

A alumnos universitarios del municipio de Naucalpan, es-
tado de México, invitados por la diputada Cristina Ruiz
Sandoval. Bienvenidos.

Esta Presidencia informa a la asamblea que a petición de la
Comisión de Trabajo y Previsión Social se pospone la dis-
cusión del dictamen con proyecto de decreto que reforma
la fracción II del artículo 530 de la Ley Federal del Traba-
jo, para una próxima sesión.
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